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			INTRODUCCIÓN

			La función pública, concebida como el conjunto de derechos y deberes que configuran las relaciones jurídicas de la Administración con el personal a su servicio, en virtud del vínculo de sujeción especial que les une, ha conocido formas muy diversas a lo largo de la historia reciente, desde su primera regulación general en los primeros Estatutos de funcionarios a principios del siglo xix, hasta su configuración actual.

			Tras superar el Estado absolutista se apostó, decididamente, por el establecimiento de un modelo de función pública, en el que se trató de garantizar un reconocimiento de los derechos y deberes de los funcionarios, como base fundamental para la mejora de su rendimiento y capacidad. Se pretendía abandonar, de esta forma, la concepción del empleado público como un patrimonio político del que se podía disponer con total libertad, a través de las denominadas cesantías en masa.

			No obstante, la situación política, económica y social de España a lo largo del siglo xix y principios del xx no ayudó a la consolidación de los postulados, que este incipiente régimen de función pública quiso introducir en nuestro ordenamiento jurídico. En este sentido, se asistió a una limitada aplicación de las normas sobre personal en los Estatutos de López Ballesteros, Bravo Murillo y O´Donnell, hasta que, por fin, se llegó a una implantación general del régimen jurídico de la función pública a todos los funcionarios de la Administración (por lo menos, a los de los Cuerpos generales), en el Estatuto de Maura en 1918. Esta norma, que permaneció en vigor durante más de cuarenta años, se sustentó en dos aspectos fundamentales, que marcaron el devenir de la regulación posterior: la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera y la consagración del sistema de oposición como fórmula de ingreso en la Administración Pública.

			A partir de entonces, una vez superadas las enormes convulsiones provocadas por la Guerra Civil, comenzó un periodo de definición del modelo español de función pública, en el que la carrera administrativa jugó un papel fundamental. En un primer momento fue la Ley de Funcionarios Civiles del Estado (1964) la que, recogiendo las influencias del derecho inglés y francés, estableció una nueva clasificación del personal, pasando del sistema de categorías al sistema de Cuerpos y Escalas. Más tarde, la Constitución Española de 1978 consagró, definitivamente, los principios de mérito y capacidad en el acceso al empleo público, estableciendo un complejo modelo de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

			Posteriormente, y tras unos fallidos intentos de regulación del fenómeno burocrático durante la Transición Española, se llegó a la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública. Esta norma fue concebida con un carácter provisional y «experimental», de cara a la posterior aprobación del ansiado Estatuto del Funcionario Público. Sin embargo, a pesar de la declaración de inconstitucionalidad de alguno de sus artículos y de las profundas modificaciones sufridas, ha estado vigente (y aun lo está en muchos de sus preceptos) durante más de 30 años.

			Finalmente, llegamos al momento presente, que está regido por la aprobación del Estatuto Básico del Empleado Público en abril de 2007, absorbido, posteriormente, por el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, que ha dado lugar a un nuevo Texto Refundido. La aprobación de este ansiado Estatuto no ha provocado, hasta el momento, grandes cambios en nuestro sistema de función pública, ya que, prácticamente, se ha limitado a establecer un conjunto de referencias y determinaciones para que sean las distintas Administraciones Públicas (Estado y CCAA) las que regulen sus propios sistemas de carrera, provisión, promoción y régimen retributivo, reproduciendo, a grandes rasgos, en el resto de materias, lo previsto en la normativa anterior y dejando fuera de su regulación el régimen de incompatibilidades, que permanece prácticamente inalterado.

			Pues bien, el objeto del presente trabajo ha sido llevar a cabo un estudio de cada una de las formas que ha ido adoptando la función pública a lo largo del tiempo y de su repercusión en el ámbito general de la Administración Pública, partiendo de los dos grandes modelos implantados en los países de nuestro entorno: el abierto o de empleo y el cerrado o de carrera.

			En este sentido, se ha hecho un recorrido histórico de las principales normas que se han ido dictando en materia de: clasificación y tipos de personal; acceso y pérdida de la condición de empleado público; carrera administrativa; régimen de incompatibilidades y sistema retributivo. En cada uno de estos aspectos, se ha visto cómo no solamente han sido las leyes generales (estatutos) sobre funcionarios públicos las que han marcado la evolución normativa, sino también las particulares que se han ido dictando en paralelo a las mismas o en desarrollo de éstas.

			Asimismo, la singularidad de cada una de ellas y su dificultad para ser aplicadas de manera uniforme a todo el elenco de personas que, históricamente, han conformado la función pública en España, ha impedido, en numerosas ocasiones, que pasen a formar parte de una única norma o Estatuto. Esta circunstancia se ha ido agravando a lo largo de los años, como lo demuestra el retraso de casi 29 años en la aprobación del EBEP, a pesar de la existencia de un mandato expreso en la Constitución de 1978.

			No se ha realizado hasta la fecha ningún estudio global que abarque las distintas materias que conforman el régimen jurídico de los funcionarios públicos, desde las primeras normas dictadas a principios del siglo xix hasta el momento presente. Por este motivo, el principal avance que se pretende lograr con este trabajo estriba, precisamente, en condensar en un único estudio toda la evolución de la contemporánea función pública española desde sus orígenes en el siglo xix hasta la actualidad.

			En todo caso, es preciso advertir que no nos encontramos ante una materia cerrada ni muchísimo menos. Basta asomarnos al complejo sistema de entrada en vigor que contempla el actual Estatuto del Empleado Público, para comprender que nuestro modelo de función pública se encuentra hoy, más que nunca, al albur de condicionantes políticos, económicos y sociales, no solo en el ámbito de la Administración del Estado, sino también en el de las diecisiete Comunidades Autónomas con competencia legislativa en esta materia. De ellos dependerá la configuración definitiva del actual modelo de función pública. Mientras tanto, solo nos podremos limitar a hacer conjeturas más o menos acertadas sobre cuál será el siguiente paso en la evolución de nuestro régimen de personal.
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			En 2003 ingresó por oposición como funcionario de carrera en el Cuerpo de Técnicos Superiores de la Comunidad de Madrid y seguidamente pasó a desempeñar diversos destinos, tanto en la administración autonómica como en la estatal. Entre ellos, ha ocupado los puestos de Subdirector General de Patrimonio Histórico (2007-2010), Secretario General del Defensor del Menor (2010-2012) y Director General de Patrimonio Histórico de la Comunidad de Madrid (2012-2014). Igualmente, ha sido Gerente de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (2014-2015) y, desde septiembre de 2015, desempeña sus funciones en Patrimonio Nacional.

			Como funcionario altamente cualificado, Ignacio Muñoz Llinás ha tenido siempre un especial interés por la carrera funcionarial y, más concretamente, por su evolución y desarrollo histórico desde los orígenes del sistema liberal. Asistimos ahora, por tanto, a la publicación de una investigación sobre Historia de la Administración que le ha ocupado varios años de trabajo; búsqueda de datos, análisis y exposición de resultados.

			En alguna ocasión hemos criticado la tendencia a practicar un tipo de investigación excesivamente formalista, descriptiva o acrítica cuyo resultado más penoso es el de preterir los aspectos más vitales o, mejor dicho, biológicos, de la historia, es decir, la circunstancia de estar diseñados e impulsados por hombres. Estos riesgos son especialmente visibles cuando se aborda la Historia de la Administración en cualquiera de sus ramas o facetas. Puede incurrirse en el defecto de transformar la Historia en una sucesión de formas huecas que, a manera de cadáveres, transitan el curso de los acontecimientos perdiendo de vista que por debajo o dentro de esos acontecimientos están los hombres o, más aún, la vida, luchando por perpetuarse en sus innúmeras formas. Afortunadamente, esta publicación no pretende poner en práctica ningún innovador pseudomodelo teórico de trabajo, como tampoco plantea ningún experimento de microhistoria, historia total, o de sociología histórica. Simplemente, el autor se ha enfrentado honestamente a las fuentes y las ha interpretado con rigor para ofrecernos el hilo argumental que le ha parecido más coherente.

			Aunque la obra se centra en el sistema liberal español, la función pública no puede entenderse sin comprender sus antecedentes históricos. Por eso dedica nuestro autor una imprescindible introducción a la aparición de los primeros empleados públicos al servicio de la Corona en España a partir del reinado de los Reyes Católicos, y de la normativa que ha regulado las relaciones jurídicas de la Administración con el personal a su servicio. Ello sin perder de vista que solo puede hablarse de un verdadero Derecho de la Función Pública en los albores del siglo xix, con la generación de los primeros estatutos de funcionarios. Es aquí cuando se realiza, por primera vez, una regulación general del oficio y función pública, dando forma a un conjunto de derechos y deberes que se venían produciendo, de manera más o menos desordenada, hasta ese momento.

			La historiografía española se ha aproximado a esta materia ofreciendo algunos trabajos, aunque referidos a una materia específica (por ejemplo, el régimen retributivo, o el sistema de incompatibilidades), limitados a un periodo concreto de la historia de nuestra función pública, pero sin llegar a abarcarlo en su totalidad. Es el caso, de los trabajos de Nieto García, Estudios históricos sobre Administración y Derecho Administrativo; o de González-Haba y Álvarez Rico, Administración y Función Pública en España. O, a uno de los trabajos más completos sobre la carrera administrativa, obra de Arroyo Yanes, titulado La carrera administrativa de los funcionarios públicos. Sin olvidarnos de otros trabajos muy relevantes como el de Jiménez Asensio, que, bajo el título Políticas de selección en la Función Pública española (1808-1978), realiza un análisis en profundidad de la evolución de la normativa en materia de selección de los empleados públicos hasta la aprobación de la Constitución de 1978. Junto a ellos encontramos artículos o ensayos que de manera monográfica centran su atención en un determinado aspecto de la función pública en un momento concreto. Así, por ejemplo, es digno de reseñar el trabajo de Gutiérrez Reñón, titulado La carrera administrativa en España: evolución histórica y perspectivas; o el artículo de Gil Ibáñez, La evolución histórica de la regulación de las incompatibilidades de los funcionarios públicos, entre otros. Y, por supuesto, sin olvidar los importantes trabajos monográficos sobre normas concretas como los de Garrido Falla, relativos a la Ley de Funcionarios Civiles del Estado de 1964; o los más modernos de Palomar Olmeda y Sánchez Morón, cuyos estudios sobre la reciente Ley 7/2007, de 12 de abril, por la que se aprueba el Estatuto Básico del Empleado Público, aportan una notable información.

			Sin embargo, se echaba en falta un estudio global que abarcara las distintas materias que, tradicionalmente, han conformado la función pública contemporánea. Este ha sido, por tanto, el propósito del autor al llenar ese vacío historiográfico, aportando una visión global de la evolución de la función pública en España, desde las primeras normas dictadas en torno a 1825-1827 hasta, prácticamente, el momento actual. La obra nos permite comprobar cómo se han ido conformando las diversas relaciones jurídicas entre la Administración y el personal a su servicio, mediante la configuración de un modelo de función pública propio pero permeable a la influencia de los países de nuestro entorno. Un modelo que, progresivamente, ha ido buscando la excelencia del empleo público en España, basado inicialmente en los principios de legalidad, mérito y capacidad, a los que luego se han añadido los de igualdad y publicidad. Y, todo ello, con el objetivo de alcanzar y mantener una independencia y objetividad del empleado público en el ejercicio de su función y una actuación eficiente por parte de la Administración Pública.

			El autor ha situado el punto de partida de su investigación en el año 1827, que coincide con la aprobación del Estatuto de López Ballesteros, aunque sin olvidar que unos años antes ya se habían empezado a dictar las primeras normas de nuestra función pública contemporánea. Como señala el doctor Muñoz Llinás, es en estas tempranas fechas del siglo xix cuando asistimos a la desaparición del Estado Absoluto y con ello a la eliminación de una de las múltiples prerrogativas del Rey, que no era otra que la de nombrar y separar libremente al personal encargado de las tareas de gobierno y administración de la nación. A partir de este momento se empieza a vislumbrar la necesidad de contar con un auténtico corpus administrativo independiente y profesional, con el fin de garantizar una gestión eficaz y estable de los asuntos públicos.

			En cuanto a la elección de la fecha final del periodo investigado, el año 2007, se fundamenta básicamente por dos motivos: en primer lugar, por el hecho evidente de encontrarnos ante la última norma de carácter general que comprende, prácticamente, todo el régimen de función pública a modo de estatuto general. Y, en segundo lugar, porque dicha norma, me refiero a la Ley 7/2007 de 12 de abril por la que se aprueba el EBEP, deja la puerta abierta a una nueva transformación de nuestro modelo de función pública, generando algunas incógnitas sobre su futuro.

			En medio de esas dos fechas inicial y final, el autor ha distinguido tres etapas perfectamente diferenciadas: la primera corresponde a las normas dictadas durante el siglo xix, consciente de que, aunque tuvieron una limitada aplicación, sentaron unas bases suficientemente sólidas para la conformación del modelo posterior. Tras estos primeros estatutos del citado López Ballesteros, Bravo Murillo y O’Donnell, comenzaría una segunda etapa con la promulgación en 1918 del Estatuto de Maura. En este momento, se produce una generalización del contenido de la normativa anterior a todos los funcionarios de la Administración o, por lo menos, a los de los Cuerpos generales. Es a partir de este momento cuando comenzará un periodo de definición del modelo español de función pública, que dará un paso decisivo con la aprobación de la Ley de Funcionarios Civiles del Estado (1964), en donde se recogerán las influencias de los ordenamientos inglés y francés. En este momento, se producirá una sustitución del tradicional sistema de categorías existente en la Administración general por el de Cuerpos y Escalas, que ya había hecho su aparición en la Administración especial bastantes años atrás. Finalmente, la Constitución Española de 1978 consagrará definitivamente los principios de mérito y capacidad en el acceso al empleo público. Aquí se iniciaría la tercera etapa en la que aún nos encontramos, caracterizada por la irrupción de las Comunidades Autónomas, que nos ha llevado a un complejo modelo de distribución de competencias entre el Estado y aquéllas.

			Evidentemente, para la consecución de este trabajo el autor ha realizado un profundo y extenso estudio, empleando una adecuada metodología científica, que ha abarcado un minucioso análisis de la normativa dictada entre ambas fechas. Para ello, hace un especial hincapié en las normas con rango de ley, pero sin desdeñar otras normas de rango inferior, pero de importancia capital para entender la evolución normativa en la materia. Asimismo, se ha consultado la bibliografía general sobre este periodo histórico y la específica sobre la materia. Se ha acudido también a las diversas fuentes jurisprudenciales, en especial, a las sentencias emanadas del Tribunal Supremo y del Tribunal Constitucional. Asimismo, la investigación se ha apoyado en otras fuentes doctrinales de tipo administrativo como, por ejemplo, los Dictámenes del Consejo de Estado o los Informes de la Inspección General de los Servicios. Y, por último, han sido relevantes también en el curso de la investigación los diarios de sesiones de los órganos parlamentarios, en los que se han recogido algunas normas importantes y reformas que no llegaron a ver la luz, así como discursos y debates a favor y en contra de las diversas normas aprobadas. Pero, además, en esta obra se aprecia el extraordinario conocimiento que tiene el autor sobre la realidad administrativa, debido a su condición de funcionario de carrera y a la experiencia adquirida, tanto en la Administración autonómica como en la estatal, en las que ha desempeñado relevantes puestos.

			Es de destacar también el importante trabajo realizado por el autor en el análisis sectorial de las diversas materias que componen el Derecho de la Función Pública, tales como la clasificación y tipos de personal; el acceso y pérdida de la condición de empleado público; la carrera administrativa; el régimen de incompatibilidades; o el sistema retributivo. El estudio particularizado de cada uno de estos ámbitos en perspectiva histórica y su relación dentro de la evolución general de la función pública en España constituye una de las mayores aportaciones de esta obra.

			Las implicaciones políticas, económicas, sociales y culturales que esta materia sigue teniendo en nuestro ordenamiento jurídico, la hacen especialmente sensible a continuos cambios. Por eso, ante previsibles reformas de la materia, es importante un adecuado conocimiento de su evolución histórica con el fin de evitar precipitados juicios de valor y reformas que podrían llegar a ocasionar un retroceso en la trayectoria legislativa tendente a lograr una Administración dotada de un personal cada vez más capacitado, objetivo, eficaz e independiente. En este sentido, la obra del Prof. Ignacio Muñoz Llinás supone una imprescindible contribución al estudio de la función pública en España además de referencia obligada para quienes pretendan seguir el complejo hilo de Ariadna que ha llevado a los dígitos de la Administración Pública al crucial momento actual.

			Javier Alvarado Planas

			Catedrático de Historia del Derecho

			Universidad Nacional de Educación a Distancia

		

	


	
		
			CAPÍTULO 1

			EVOLUCIÓN DEL RÉGIMEN JURÍDICO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA A TRAVÉS DE SUS PRINCIPALES NORMAS ESTATUTARIAS

			1. Consideraciones generales. El modelo español de función pública

			Conviene comenzar haciendo una aproximación a los distintos sistemas de función pública, ya que han variado a lo largo de la historia de unos países a otros. Generalmente, se han agrupado por la doctrina en dos grandes modelos [1]: el cerrado o de carrera y el abierto o de empleo.

			Por lo que se refiere al modelo cerrado o de carrera, es aquel que gira en torno al funcionario público, el cual es seleccionado a través de un procedimiento basado en los principios de mérito y capacidad para ocupar un universo de puestos dentro de la Administración. Dentro de este sistema prima la inamovilidad del funcionario, lo que garantiza una independencia frente al poder político y una continuidad del funcionamiento de la Administración [2]. Sin embargo, la contrapartida es que implica una gran rigidez, que impide al Sector Público adaptarse con facilidad a los cambios que se vayan produciendo.

			En este sistema, la carrera juega un papel fundamental para la motivación del funcionario. Se estructura, normalmente, mediante el ascenso por grados o categorías que se van adquiriendo a lo largo de la vida profesional de muy distintas maneras.

			El modelo cerrado ha conseguido transmitir los valores de una cultura común allí donde se ha implantado, favoreciendo la existencia de una conciencia de servicio público. Pero mientras contribuye a crear una conciencia colectiva de responsabilidad, la valoración de ésta en el plano individual está más difuminada. En definitiva, el modelo cerrado o de carrera «impulsa la creación de un colectivo con unos valores compartidos y con una cultura común que garantizan una independencia frente al poder y una orientación hacia el servicio público»  [3].

			El ejemplo más significativo de país con modelo cerrado es Francia. Aunque también lo podemos encontrar en Alemania, Italia o Portugal.

			En cuanto al modelo abierto o de empleo, su característica fundamental es que gira alrededor del puesto de trabajo [4]. Es decir, a diferencia del modelo anterior, ya no se selecciona a una persona para el desempeño de un abanico indeterminado de puestos de trabajo en el conjunto de la Administración, sino que se le recluta para desempeñar un puesto concreto. Esto otorga una enorme flexibilidad al sistema, porque la idea de la inamovilidad no existe.

			Sin embargo, en el sistema de empleo se corre el riesgo de la «falta de creación de una cultura común, de unos valores compartidos y el riesgo de un excesivo individualismo». Por otro lado, la carrera administrativa es prácticamente inexistente, ya que la movilidad es escasa y no existe un sistema que vaya consolidando los avances del empleado en función de la antigüedad o de otros factores. En cambio, se le da una enorme importancia al desempeño del puesto de trabajo, centrándose el desarrollo profesional en el esfuerzo individual y en las competencias personales de los empleados. En este sistema la motivación de los empleados públicos proviene, fundamentalmente, de los incentivos económicos en función del trabajo desarrollado. Países característicos de este sistema son el Reino Unido, Bélgica, Holanda, Dinamarca o Nueva Zelanda [5].

			Por lo que respecta al sistema de función pública española, aunque ha oscilado entre uno y otro tipo a lo largo de la historia, parte de un claro modelo de carrera mediante el sistema de categorías y clases instaurado en los primeros Estatutos de funcionarios. Estos, a través de diversas fórmulas, encuadraban a todos los empleados públicos en diversos grupos en función de su titulación, de las pruebas de acceso, o de las funciones encomendadas.

			Sin embargo, a raíz de la Reforma de la función pública de 1964 se observa un leve giro hacia un sistema abierto o de puestos. En esto tuvo mucho que ver la influencia del derecho anglosajón, del cual se importó la figura del funcionario generalista o interdepartamental. Se presta una mayor atención al puesto de trabajo desempeñado. Aun así, todavía se observa un fuerte corporativismo, en particular de los Cuerpos especiales, que, de alguna forma, dificultan esa transición del modelo cerrado al abierto que aparecía dibujada en la Ley.

			Tras la Constitución Española de 1978 (CE) y, fundamentalmente, a través de la Ley 30/1984 de Medidas para la Reforma de la Función Pública (LMRFP), se vuelve a retomar con fuerza la idea de una función pública basada en los puestos de trabajo y no en los Cuerpos de funcionarios. Se adoptan varias medidas a este respecto, pero las dos que más conviene destacar son: en primer lugar, la drástica simplificación de los Cuerpos y Escalas existentes, agrupando los más homogéneos y suprimiendo todos aquellos que se consideraban repetidos, de manera que se logra una estructura más racional; y, en segundo lugar, la eliminación de la adscripción de puestos de trabajo concretos a los distintos Cuerpos o Escalas [6], de manera que todos los funcionarios públicos, con independencia del Cuerpo o Escala de procedencia, podrán concursar a cualquier puesto de trabajo vacante en el Estado, siempre que se provea su cobertura. Además, se admiten con total normalidad otras formas de vinculación a la Administración Pública, como la del personal laboral. Con ello el sistema español de función pública se va aproximando, poco a poco, a un sistema de empleo.

			Por último, la aprobación del Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP) en 2007 quiere dejar patente la existencia de una realidad impuesta en la Administración española, que no es otra que la coexistencia de los dos grandes regímenes jurídicos de personal: el funcionarial y el laboral. De esta forma, se podría decir que el modelo actual de función pública en España es un modelo mixto, a mitad de camino entre el modelo de empleo y el modelo de carrera, en el que encontramos características y peculiaridades de ambos.

			Se observa, por tanto, cómo el modelo español de función pública ha ido evolucionando a lo largo del tiempo, gracias a las diversas normas que se han ido dictando y que se analizarán a continuación.

			2. La configuración de la moderna función pública en el siglo xix

			2.1 El Estatuto de López Ballesteros (1825-1827)

			La aprobación de la Constitución de Cádiz en 1812 implicó profundos cambios en la organización política y administrativa de España, dando un nuevo papel a los Secretarios de Estado y de Despacho, que se convirtieron en los responsables de las órdenes del Rey mediante el refrendo de sus decisiones. Esto les convirtió en los «verdaderos rectores de la gobernación pública y los jefes de la Administración central del Estado» [7], teniendo como resultado que los puestos de la Administración se convirtieran en un patrimonio político de los distintos gobiernos, que premiaban a sus afines mediante la concesión de empleos y garantizaban su fidelidad amenazándoles con la cesantía [8].

			Para contrarrestar esta situación y tratar de profesionalizar el empleo público, Luis López Ballesteros estableció una serie de reglas con relación al ingreso y ascenso de los funcionarios, aunque limitadas al ámbito exclusivo de su Departamento. Para ello exigió «pruebas de capacidad técnica y moralidad reconocida», constituyendo la base del nuevo Estatuto de los Funcionarios Públicos [9].

			Sin embargo, la regulación impulsada por el ministro de Fernando VII, no estuvo integrada por una única norma. Se pueden distinguir, principalmente, las siguientes disposiciones [10]:

			– En primer lugar, la Real Orden de 25 de enero de 1824 [11], que restituyó en sus cargos a los funcionarios que habían sido voluntarios constitucionales y por este motivo habían sido cesados [12].

			– Posteriormente, se dicta la Circular de 3 de mayo de 1825 que introduce, por primera vez, el concepto de idoneidad como el primer criterio para poder desempeñar un empleo público y, además, se crea la Junta de Jefes para valorar las distintas aptitudes de los funcionarios.

			– La Real Orden de 19 de agosto de 1825, que ha sido considerada como la primera regulación general del reclutamiento de los empleados públicos [13].

			– Por otra parte, el Real Decreto de 7 de febrero de 1827 que es la norma central de esta regulación. Contiene disposiciones referidas a todos los ámbitos de la función pública, con la única particularidad de estar referida sólo a los funcionarios del Ministerio de Hacienda. No obstante, esto no le ha impedido ser considerado por algunos autores como el primer estatuto español de los funcionarios públicos [14].

			– Por último, hay que tener en cuenta el Real Decreto de 3 de abril de 1828, que constituye la primera regulación del sistema retributivo referido a todos los empleados públicos, atendiendo a la situación administrativa en la que se encontraban en cada momento.

			Todas estas normas nacen de la pretensión de López Ballesteros por simplificar y mejorar la administración de la Real Hacienda, lo que le lleva a adoptar una serie de medidas, aparentemente dispersas, que en su conjunto constituyen un auténtico Estatuto del empleado público.

			Entre estas medidas cabría destacar, a modo de resumen (que será ampliado más adelante), las siguientes [15]:

			– En materia de incompatibilidades, a través de una Real Cédula, se establece que «los empleados de todos los ramos de la administración y resguardo de la Real Hacienda en actual ejercicio no puedan ser nombrados ni obtener destinos de ayuntamientos y demás cargos municipales, según se expresa» [16].

			– Por otra parte, se instaura la separación del servicio, a través de la Real Orden de 24 de septiembre de 1824 [17], que establece que se «proceda a la separación absoluta del servicio a los flojos, indiferentes o poco celosos, y se imponga la pena de presidio por un tiempo proporcionado a todos los que incurran en un delito de complicidad en el fraude (…).»

			– Asimismo, se regula la selección del personal introduciendo los principios de mérito y capacidad. En este sentido, la citada Real Orden de 19 de agosto de 1825 prescribe la instrucción y circunstancias de los aspirantes a empleos de la Real Hacienda y los exámenes previos a su nombramiento.

			– En esa misma Real Orden se introduce una primera clasificación del personal distinguiendo entre: Meritorio, Escribiente, Oficial y Jefe.

			– Posteriormente, el mencionado Real Decreto de 7 de febrero de 1827 realizó una nueva clasificación del personal estableciéndose, además, reglas específicas en materia de ascensos.

			– Por último, a través de la citada norma se introdujeron nuevas disposiciones en materia de retribuciones y de situaciones administrativas, como más adelante se verá de forma detallada.

			Todas estas medidas tuvieron como objetivo una profesionalización del empleo público y supusieron una base sólida para la construcción de la función pública española contemporánea, siendo asumidas en gran medida por los Estatutos posteriores [18].

			2.2 El Estatuto de Bravo Murillo (1852)

			Juan Bravo Murillo fue oficial administrativo con anterioridad a ocupar los ministerios de Gracia y Justicia, Comercio, Instrucción y Obras Públicas y, por supuesto, antes de ser presidente del Gobierno. Todo ello hizo que su conocimiento de la Administración fuese muy alto y, además, le llevó a considerar que la misma debía funcionar como contrapeso de otras fuerzas sociales, tales como el ejército o la burguesía. Para ello era preciso fortalecer la Administración en detrimento de la política, ya que «con más administración y menos política» se podría hacer frente a la agitación existente en el país a causa de guerras y revoluciones [19].

			Con este propósito, elaboró un Proyecto de Ley que regulaba los principales elementos constitutivos del régimen jurídico de los empleados públicos y que se referían, entre otros aspectos, al acceso, la inamovilidad o los ascensos. Su objetivo, como venimos diciendo, no era otro que el de reforzar a la Administración frente a los favoritismos y corruptelas que se habían extendido amparadas en la técnica de las cesantías en masa o spoil system. Debido a esto, la Administración se había convertido en una «organización poco profesional y fuertemente ideologizada» [20]. Sin embargo, la pretensión inicial de Bravo Murillo no llegó a ver la luz, ya que los reparos formulados por el Consejo Real transformaron su inicial Proyecto de Ley en un Decreto provisional [21].

			En cualquier caso, la regulación que, finalmente, se llevó a efecto constituyó el germen de los futuros Cuerpos de funcionarios y la división de estos en Cuerpos generales y Cuerpos especiales [22].

			A partir de este Estatuto comenzaron a aprobarse una serie de disposiciones que fueron excepcionando colectivos cada vez más amplios de funcionarios, que se regirían por sus propias normas, apartándose del régimen general [23]. Según dichas normas, estos Cuerpos gozaban de una inamovilidad de la que carecían los funcionarios del régimen común, generando una fractura entre ambos regímenes. Esto hizo que los funcionarios de los Cuerpos especiales gozaran de una mayor estabilidad en el empleo y, de alguna forma, fueran adquiriendo un mayor peso en el ámbito de la Administración [24].

			Otro de los aspectos clave del Estatuto de Bravo Murillo (EBM) fue la clasificación de los empleados de la Administración en cinco categorías: Jefes Superiores, Jefes de Administración, Jefes de Negociado, Oficiales y Aspirantes a Oficial. El acceso a las mismas y la promoción variaba en cada una de ellas, si bien siempre estaban presentes los principios de mérito y capacidad [25]. No obstante, es preciso tener en cuenta que esta clasificación se hacía por departamentos ministeriales lo que, en la práctica, suponía la ausencia de los funcionarios pertenecientes a cuerpos interdepartamentales [26].

			En cuanto a la inamovilidad, como ya se ha apuntado, no estaba garantizada para los funcionarios de los Cuerpos generales, si bien los requisitos exigidos para el acceso a la función pública denotaban un claro interés en garantizar la permanencia en el servicio.

			Otro aspecto importante que se ha señalado, entre otros, por Jordana de Pozas, fue la creación de las Juntas de Jefes en cada Ministerio y una Oficina general o provincial. A través de dichas Juntas se ejercía la potestad disciplinaria sobre los funcionarios y se calificaban los méritos y servicios a efectos de ascensos. Pero, además, ejercía una función consultiva al jefe del departamento o de la oficina [27].

			En todo caso, como señala Barrachina [28], se pueden destacar una serie de aspectos positivos y negativos de la regulación impulsada por Bravo Murillo. Así, entre los positivos cabe citar los siguientes:

			– La consolidación del principio de mérito en el acceso y la promoción.

			– La clasificación por categorías, simplificando la organización administrativa.

			– La determinación del sueldo de los funcionarios de una forma clara y precisa.

			– El reconocimiento de una serie de derechos y deberes del funcionario, propiciando un gran avance en la función pública.

			– Y, por último, la influencia que este Estatuto ejerció sobre otras normas posteriores.

			En cuanto a los aspectos negativos, cabría señalar:

			– La falta de aplicación práctica del Estatuto, a pesar de que no fuera derogado formalmente, fundamentalmente debido a la provisionalidad con la que él mismo se proclamó.

			– La falta de subordinación de la Administración a la Jurisdicción.

			– La limitación de las garantías del funcionario sobre el que recaía una sanción en virtud de la potestad disciplinaria ejercida por la Administración.

			– La excesiva departamentalización ministerial.

			– El no establecimiento de la inamovilidad de los funcionarios de los Cuerpos generales.

			Sin embargo, a pesar de los aparentes avances en materia de función pública que se produjeron con la regulación impulsada por Bravo Murillo, no faltaron críticos que, como Borrego, señalaron que «las decantadas reformas administrativas de Bravo Murillo no son más que una servil copia del sistema francés de centralización, de desconfianza, de eternos expedientes y de enredosos procedimientos, muy a propósito para cubrir la arbitrariedad y las injusticias gubernamentales, y de vana fraseología. En la obra de esas decantadas reformas se complicó de tal modo la maquinaria administrativa, que fue ya imposible intervenir con éxito sus operaciones, vigilar sus actos, activar sus procedimientos y enmendar sus yerros. Pero, en cambio, se creó un inmenso ejército oficinesco, una milicia de pluma (…) en cuyas manos se quiso colocar la fortuna, la honra, la suerte y los destinos del país. De esa manera complicada la máquina administrativa, convertía el funcionario público en una especie de mandarín o reyezuelo, y rodeada de aparatoso boato la vida administrativa, fue indispensable que el presupuesto de gastos creciera fabulosamente» [29].

			2.3 El Estatuto de O´Donnell (1866)

			El Estatuto de O´Donnell (EOD) nace con una vocación de satisfacer las demandas de la opinión pública de la época, que buscaba limitar las ambiciones personales de los políticos, así como eliminar las arbitrariedades existentes en la Administración [30]. De forma más precisa, en su Preámbulo se establecían los objetivos perseguidos por la nueva regulación, que se pueden concretar en los siguientes [31]:

			– Llevar el orden, el concierto y la moralidad a la Administración.

			– Separar la gestión administrativa de las eventualidades políticas.

			– Generar confianza entre los empleados públicos.

			– Despertar el celo e interés de los funcionarios por el servicio público.

			– Evitar exigencias injustificadas.

			– Fomentar la cooperación del personal administrativo.

			Para alcanzar estos objetivos se creaba un sistema de categorías subjetivas, al igual que ya hiciera su antecesor, y se establecía un criterio de idoneidad para el ejercicio de la función pública, así como un principio de inamovilidad en determinados supuestos [32].

			En cuanto a su ámbito de aplicación, abarcaba, en todo caso, a los funcionarios de los Cuerpos generales y tenía carácter supletorio para el resto. Como señala Barrachina [33], el personal excluido se distinguía en atención a sus funciones; a su organización especial; a su especial instituto; o al orden distinto en el que funcionaban.

			Así, dentro del primer grupo se encontraban los consejeros de Estado y los demás empleados que ejercían funciones consultivas, que eran tradicionalmente excluidos del régimen de aplicación general de la función pública. Por otra parte, atendiendo a su organización especial, quedaba excluido el personal al servicio del Tribunal de Cuentas del Reino, así como el fiscal, secretario general, oficiales mayores, tenientes fiscales, oficiales y aspirantes del Consejo de Estado. En atención a su especial instituto, se excluían los miembros de la carrera diplomática y consular; los ingenieros de los tres cuerpos civiles; los miembros del Cuerpo de Telégrafos; el profesorado; los empleados facultativos del ramo de estadística; y los empleados de vigilancia, de cárceles y de presidios. Por último, en atención al distinto orden de funcionamiento, quedaban excluidos los jueces, magistrados y funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia y los miembros del Ministerio Fiscal [34].

			La reforma de O´Donnell estaba constituida por la Ley de 25 de junio de 1864 y por el Real Decreto de 4 de marzo de 1866. La primera establecía las reglas para el ingreso y ascenso en las carreras civiles de la Administración Pública, mientras que el segundo recogía el Reglamento Orgánico de las carreras civiles de la Administración del Estado.

			Precisamente este Real Decreto es el que, propiamente, se conoce como el Estatuto de O´Donnell (EOD). Se trata de una disposición reglamentaria que consta de 91 artículos, divididos en 10 capítulos y cuenta, además, con una disposición transitoria y una disposición final.

			Comenzaba el Estatuto por realizar una clasificación del personal que, como ya se ha adelantado, no modificaba la prevista en su antecedente más inmediato, el Real Decreto de 18 de junio de 1852.

			Señalaba a continuación, en los artículos 8 al 12, los distintos honores y consideraciones que se dispensaban a los empleados de la Administración civil. A estos efectos, los funcionarios pertenecientes a la primera categoría tenían el tratamiento de Ilustrísima, debiendo usar el uniforme de los ministros del extinguido Consejo de Hacienda. Por su parte, los Jefes de Administración (2.ª Categoría) recibían el tratamiento de Señoría, teniendo derecho a usar el uniforme de los Oficiales de las Secretarías de Despacho.

			Por lo que se refiere al acceso a la condición de funcionario, sin perjuicio de su desarrollo posterior, conviene destacar los dos aspectos en los que se inspira: la consolidación de los principios de mérito y capacidad; y, como consecuencia de lo anterior, el fortalecimiento de la estabilidad de los funcionarios. Ambos elementos tenían como objetivo, no sólo favorecer el servicio y la buena marcha de los negocios administrativos sino, también, defender al Gobierno de las veleidades políticas, al no poder realizar nombramientos y separaciones arbitrarias [35].

			En cuanto a los ascensos, se regulaban de forma similar al Estatuto de Bravo Murillo, distinguiendo los turnos de elección, antigüedad y reingreso de cesantes.

			En el ámbito disciplinario también se observan novedades, reforzándose las garantías de los empleados públicos y realizando una tipificación de las conductas que pueden ser constitutivas de infracciones y de las sanciones que, en su caso, les podrían corresponder. De entre ellas, la más leve era la represión privada (que se imponía siempre de palabra) y la más grave la separación, que debía imponerse siempre por escrito.

			Pero, probablemente, la novedad más destacable de este Estatuto fue la implantación de la inamovilidad [36]. Es cierto que todavía para algunos supuestos seguía aplicándose la regla de la discrecionalidad en el cese, pero, en cambio, se garantizaba la estabilidad para aquellos empleados que hubiesen prestado adecuadamente su función durante un determinado número de años [37].

			Pero el problema fundamental del EOD fue el de su escasa aplicación, ya que tan solo estuvo vigente durante cuatro meses. Además, se han señalado otras deficiencias como la desconexión entre la categoría personal y el puesto de trabajo; el mantenimiento de la separación entre los Cuerpos generales y los especiales; o la ausencia de una gestión centralizada de los recursos humanos en la Administración [38].

			A estas críticas, el profesor García-Trevijano Fos añade la aplicación del Estatuto a un número pequeño de funcionarios, al ser supletorio respecto de la mayoría; y su carácter reglamentario y no legal [39].

			Como aspectos positivos, hay unanimidad en reconocer el gran avance que supuso el establecimiento de la inamovilidad [40], la regulación completa del derecho disciplinario y la mayor sistemática en la regulación del sistema de carrera de los empleados públicos [41].

			3. El Régimen Jurídico de los empleados públicos durante la Restauración. El estatuto de Maura (1918)

			El Estatuto de Maura tiene como antecedente inmediato la aprobación de la Ley de Responsabilidad Civil de los funcionarios públicos del orden gubernativo y administrativo, más conocida como Ley de Responsabilidades, el 5 de abril de 1904. Dicha Ley consagró la responsabilidad personal del funcionario o autoridad en la toma de decisiones [42]. Pues bien, tomando como base esta norma, Antonio Maura llevó a cabo una reforma de la Administración con el objetivo, entre otras cosas, de que fuera capaz de responder ante el ciudadano de sus actuaciones [43]. De esta forma, se aprobó la Ley de Bases de 22 de julio de 1918, conocida como Estatuto de Maura [44] y, seguidamente, el Real Decreto de 7 de septiembre de 1918, por el que se aprobó el Reglamento para la aplicación de la anterior Ley de Bases a los Cuerpos generales de la Administración Civil del Estado y al personal subalterno de la misma [45].

			Con estas normas, se propuso «fijar legislativamente la fundamental organización de la Administración civil del Estado, mejorar la condición económica de los funcionarios y realizar ambos fines con la menor carga financiera» [46]. A este respecto, es preciso indicar que el contexto social y económico de España en el momento de la gestación de este Estatuto era muy alarmante, debido a la huelga general de agosto de 1917 y a la militarización de los servicios de correos y telecomunicaciones en el primer trimestre de 1918. Esto implicó la necesidad de adoptar una serie de medidas para acabar con el caciquismo existente, modificando las estructuras situadas entre el poder administrativo y la sociedad civil [47].

			Todo ello llevo a establecer una serie de medidas en el ámbito de la función pública, con el fin de terminar con el levantamiento burocrático que se había iniciado a principios de siglo y lograr una mayor profesionalización del empleado público. Entre otros aspectos se generalizó el sistema de oposición como forma de ingreso en la Administración y se establecieron nuevas reglas para el ascenso según criterios de antigüedad, oposición y libre designación, según los casos. Además, se estableció una clasificación del personal en un cuerpo, dos escalas y varias categorías. También se regularon los derechos pasivos de jubilación, retiro, viudedad y orfandad, estableciéndose la edad de jubilación a los 67 años con carácter forzoso y a los 65 de forma voluntaria [48].

			Pero, además, se establecieron otra serie de medidas que conformaron un sistema de función pública mucho más completo que sus predecesores, destacándose, entre otras, las siguientes:

			– Se reguló por primera vez la permuta, que se podía autorizar, dentro del mismo escalafón, entre funcionarios de igual clase y categoría y previo informe de los jefes inmediatos de los solicitantes (art. 24 del RD de 7 de septiembre de 1918).

			– Se establecieron las siguientes situaciones administrativas: excedencia, que podía ser voluntaria o forzosa; separación del servicio o cesantía; y jubilación, que comprendía la voluntaria, la forzosa y por imposibilidad física.

			– Se reconocieron una serie de recompensas a los funcionarios por medio de la mención honorífica, los premios en metálico y las condecoraciones.

			– En materia disciplinaria se estableció que las faltas cometidas por los funcionarios podían ser leves, graves o muy graves, pudiendo ser sancionadas con apercibimiento; traslado; suspensión de empleo y sueldo; pérdida de uno a veinte puestos en el escalafón; postergación perpetua; y, por último, cesantía o separación definitiva del servicio.

			– Finalmente, se reconoció el derecho de asociación de los funcionarios con el fin de que pudieran defender sus intereses. Estas asociaciones tenían personalidad jurídica propia, si bien el Gobierno podía decretar su disolución en cualquier momento [49].

			Por último, cabría decir que el problema fundamental que tuvo el Estatuto de Maura fue la inestabilidad política que sufrió España en los años posteriores a su entrada en vigor. De esta forma, el desarrollo reglamentario del mismo por parte de los distintos Departamentos ministeriales no discurrió por los caminos esperados, provocando un incumplimiento de muchos de sus preceptos. Esto unido a la falta de conexión entre las categorías personales y el nivel de los puestos de trabajo, provocó que la norma no respondiera enteramente a la filosofía que había inspirado su aprobación [50].

			4. La Reforma de 1963-1964

			4.1 Antecedentes y justificación de la reforma

			El punto de partida del proceso de reforma de 1963-64 se puede situar a raíz del X Congreso Internacional de Ciencias de la Administración celebrado en Madrid en septiembre de 1956. En este contexto se deja notar la influencia norteamericana a través de la ponencia de los autores Finnan y Dean de donde se extrae, claramente, que la motivación última del proceso de reforma era el aumento de los fines de la Administración. La Administración Pública no puede limitarse a «garantizar el orden, la libertad y el adecuado ejercicio de los derechos de los ciudadanos», sino que debe tener una mayor iniciativa para satisfacer necesidades que el sector privado no puede alcanzar. En este sentido, «la organización y métodos de actuación de las Administraciones Públicas» que estaban pensados para una organización más bien «abstencionista» se han quedado obsoletos y tienen que ser sustituidos por otros, que doten a la Administración de una mayor capacidad para hacer frente a las necesidades del ciudadano [51].

			En este contexto aparece en escena Laureano López Rodó, joven Catedrático de Derecho Administrativo que tras un brillante discurso en los Cursos de Verano de Santiago de Compostela en 1955 pasa a ocupar la Secretaría General Técnica del Ministerio de Presidencia, encomendándosele una de las mayores reformas de la Administración Pública que se había llevado a cabo hasta ese momento [52]. López Rodó se dejó influir por las corrientes reformistas de los países de nuestro entorno, especialmente por las ideas norteamericanas puestas de manifiesto en el mencionado Congreso Internacional celebrado en Madrid. Él mismo llegó a declarar que la tarea de poner al día la Administración Pública «no es, simplemente, un asunto jurídico. Consiste, ante todo, en incrementar su eficacia» [53].

			De esta forma, aprovechando los procesos de reforma impulsados por los países más avanzados, López Rodó parte de dos premisas ideológicas: por un lado, la recepción de las técnicas de gestión propias de la empresa privada para aumentar la eficacia de la Administración; y, por otro lado, la incorporación del puesto de trabajo como elemento esencial en sustitución de las tradicionales categorías [54].

			Efectivamente, a finales de los años 50 el Estatuto de Maura había llegado a un nivel alto de degradación e incumplimiento, motivado, en gran medida, por los acontecimientos que se habían sucedido en nuestro país. Así, el deterioro de las retribuciones públicas en los años 30 por culpa, fundamentalmente, de la inflación, provocó la utilización del sistema de categorías como instrumento para obtener mejoras retributivas, apartándose rápidamente de los fines para los que había sido creado [55].

			Pero, sobre todo, fue la Guerra Civil (1936-1939) la que provocó la mayor distorsión en el sistema de función pública español. La sublevación militar hizo que se creara prácticamente de la nada un aparato administrativo que fue creciendo considerablemente a medida que avanzaba la contienda. Se reclutó de forma rápida y con criterios de selección propios de un tiempo de guerra a una gran cantidad de personal que, tras la finalización del conflicto, consolidó un estatus de personal funcionario. Por el contrario, todos aquellos que durante la guerra habían obtenido ascensos o desempeñado puestos de libre designación para la República iban a ser automáticamente removidos de sus puestos [56].

			Estos acontecimientos hacen que se desvirtúe la carrera administrativa tal y como estaba concebida, ya que las numerosas vacantes producidas en tan poco tiempo hacen que los ascensos no respondan siempre a los criterios que marcaba la Ley. En este sentido, las vacantes producidas en los Cuerpos especiales facilitan el ascenso de aquellos funcionarios que tenían menos experiencia y que habían sido seleccionados con menor rigor, siempre que, al menos, tuvieran la titulación necesaria. Por su parte, en las Escalas técnicas la situación es todavía más desastrosa, porque aquí los ascensos desde la Escala auxiliar, en muchos casos, se hacen sin que ni siquiera se exija la titulación necesaria [57].

			A esto se une la bajada de los sueldos durante la posguerra, que provoca una agravación de la degradación de la carrera administrativa. La pérdida del poder adquisitivo de los sueldos públicos, trata de aliviarse mediante la Ley de 26 de mayo de 1944, que generaliza la supresión de las plazas de Oficial de 2.ª y 3.ª clase de las Escalas técnicas e introduce una nueva clase en la categoría de Jefes de Administración: Jefe de Administración de primera clase con ascenso. Por su parte, en las Escalas auxiliares se añaden las de Mayores Superiores y las de Auxiliares Mayores de primera, segunda y tercera. Asimismo, hay que añadir la redistribución interna de las plazas de cada Escala, que van pasando de las categorías inferiores a las superiores con el fin de permitir un aumento de sueldos. Así se va, poco a poco, incrementando la cúspide de la pirámide en la jerarquía administrativa, provocando una degradación de los sueldos de las categorías superiores, dando lugar a lo que se conoce como «aplastamiento de la jerarquía» con efectos muy perniciosos para la organización [58].

			A raíz de estos acontecimientos surge la necesidad, como se ha señalado más arriba, de llevar a cabo una reforma en profundidad del régimen de función pública en vigor que, como señalaba la propia Ley de Bases de 1963 en su Exposición de Motivos, se inspiraba en los siguientes principios: la creación de un órgano central en materia de personal, la unificación de Cuerpos de funcionarios, la refundición en un único texto de las previsiones existentes sobre situaciones administrativas e incompatibilidades y, por último, la introducción de un nuevo sistema retributivo para los funcionarios públicos [59].

			En todo ello se observa, además, una importante influencia de los países de nuestro entorno. Con el final de la Segunda Guerra Mundial la mayoría de los países avanzados inician procesos de reforma de su Administración Pública, exportando e importando ideas de los países vecinos. De esta forma, se van perfilando los dos modelos fundamentales de función pública: el modelo cerrado o de carrera y el modelo abierto o de empleo.

			Pues bien, a raíz de estos procesos de reforma de la Administración [60] se importa del derecho inglés la figura del funcionario generalista o interdepartamental. Es decir, aquel cuyas funciones son las mismas con independencia del departamento o ministerio en el que se encuentre destinado y que, por tanto, podrá formar parte de un Cuerpo general que tenga la posibilidad de desempeñar puestos en todos ellos y no sólo en uno en particular. De esta forma, se posibilita la unificación de todos los Cuerpos ministeriales que venían desempeñando las mismas funciones y se crean los grandes Cuerpos de Administración General (Técnico, Administrativo, Auxiliar y Subalterno), estableciéndose una única forma de ingreso por oposición [61].

			Por otro lado, la influencia del derecho norteamericano hizo que se tomaran en consideración las técnicas de gestión propias de la empresa privada para aplicarlas al sector público y, de esa manera, conseguir una mayor eficacia en la prestación de los servicios públicos.

			4.2 Ventajas e inconvenientes de la Ley de funcionarios civiles del Estado de 1964

			La innovación mayor de la LFCE es la configuración de un sistema de plantillas orgánicas en los distintos Departamentos ministeriales, como fórmula preparatoria para la correspondiente clasificación de puestos de trabajo. De haberse llevado a cabo completamente las previsiones de la Ley, habríamos dado un giro copernicano de nuestro modelo cerrado de función pública hacia un modelo mixto a mitad de camino del sistema abierto, propio de los países anglosajones [62].

			Al suprimir las clases y categorías previstas en la legislación anterior había desaparecido la denominada «carrera escalafonal» que implicaba un ascenso, generalmente, por antigüedad. Aquí, en cambio, se configuraba el ascenso como un cambio de puesto con distinto nivel de complemento de destino, permaneciendo invariable el sueldo para todos los funcionarios de un mismo Cuerpo. Se instaura, de esta forma, lo que se ha llamado una «carrera administrativa orgánica» en la que pueden darse retrocesos en las retribuciones [63].

			Sin embargo, el problema es que esta clasificación de puestos no se llegó a perfeccionar porque, aunque las plantillas orgánicas sí se elaboraron por los distintos ministerios, no llegaron nunca a recoger la totalidad de los puestos de trabajo, sino sólo los de nivel orgánico superior. Además, su descripción no era completa, porque contemplaba tan sólo algunos datos importantes como el régimen retributivo, la dedicación o el Cuerpo o Cuerpos de adscripción [64].

			Por otra parte, tampoco beneficiaba a la carrera administrativa la aplicación del sistema de provisión de puestos de trabajo previsto en la Ley. En este sentido, al desaparecer las categorías y pivotar todo el sistema de carrera sobre el puesto y el Cuerpo, como ya se ha señalado más arriba, las fórmulas de provisión de puestos de trabajo cobraban un papel fundamental, porque era a través de ellas como los funcionarios podían obtener una mejor posición en el conjunto de la organización. A estos efectos, la Ley preveía dos sistemas de provisión que, como se ha dicho, eran el concurso (sistema normal) y la libre designación (sistema excepcional). Sin embargo, la deficiente utilización de los mismos provocó un aumento de poder de los diferentes Cuerpos de funcionarios [65].

			No obstante, la Ley introdujo novedades muy positivas que, aunque sólo fuera tangencialmente, repercutieron de forma favorable en la función pública. Tales medidas consistieron, fundamentalmente, en el establecimiento de órganos centrales de la función pública, como la creación de la Comisión Superior de Personal. Asimismo, se unificaron los Cuerpos generales de los distintos Ministerios, posibilitando la creación del Cuerpo de Técnicos de Administración Civil, que propició un equilibrio del personal de la Administración, que, hasta ese momento, estaba dominado por los Cuerpos especiales. Por último, se realizó una ordenación de la función pública, delimitando claramente las clases de personal (funcionarios de carrera, funcionarios de empleo, contratados laborales y administrativos) y se creó un Registro de Personal. Todo ello redundó en la consolidación de la carrera funcionarial [66].

			5. La Función pública española tras la Constitución de 1978

			5.1 La consagración de los principios de igualdad, mérito y capacidad

			Por régimen jurídico del personal al servicio de las Administraciones Públicas se puede entender el conjunto de principios y de normas que se aplican a ese personal y que, por tanto, constituye la disciplina normativa que regula las relaciones entre las Administraciones Públicas y sus empleados. Sin embargo, la existencia de distintas clases de personal al servicio de las Administraciones Públicas da lugar a un sistema normativo en el que sus distintas piezas serán aplicables a todos o a alguno de los colectivos, en función de la naturaleza de su relación de empleo funcionarial, laboral o eventual.

			En este contexto, los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad servirán para articular el nuevo régimen jurídico de la función pública. Estos principios parten de lo dispuesto en el artículo 103.3, que «garantiza para todo el personal la existencia de un estatuto profesional». Así, de conformidad con este precepto, el acceso a la función pública se debe hacer de acuerdo con los principios de mérito y capacidad. Pero, además, en virtud de lo dispuesto en el artículo 23.2, dicho acceso se deberá producir en condiciones de igualdad para todos los ciudadanos que reúnan los requisitos que señalen las leyes [67].

			Por otra parte, el artículo 103.3 otorga la adecuada cobertura a la teoría estatutaria de la relación funcionarial, la cual implica los siguientes elementos esenciales: a) el acceso a la función pública en virtud de un nombramiento otorgado de forma unilateral por la Administración, y no en virtud de un contrato entre las partes; b) la regulación de la relación de servicio de forma genérica, y no en virtud de contratos individuales o convenios colectivos; c) la falta de reconocimiento de derechos adquiridos por parte del funcionario, ante una eventual modificación de la legislación que regule sus condiciones de trabajo [68].

			La importancia de la aprobación de la CE a efectos del régimen jurídico de los funcionarios fue crucial, ya que, hasta ese momento, los principios configuradores del mismo se habían establecido a través de leyes ordinarias y, en algunos casos, de simples reglamentos. La consagración en una norma de rango constitucional otorgará a la función pública una estabilidad desconocida hasta entonces.

			5.2 El sistema de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas

			En este tema la CE no establece una regulación en profundidad. Se limita a señalar, en el artículo 149.1.18, que corresponde al Estado la competencia exclusiva para establecer las bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos. En consecuencia, las CCAA, de conformidad con lo que establezcan sus Estatutos de Autonomía, podrán desarrollar legislativamente y ejecutar estas bases. Sin embargo, no toda la normativa en materia de función pública forma parte del referido régimen estatutario.

			Partiendo de la jurisprudencia del TC, se ha venido a concluir por algunos autores que las bases que al Estado le corresponde establecer en una determinada materia, constituyen el mínimo común denominador normativo de la misma, de uniforme aplicación en todo el territorio nacional, que es necesario fijar por razones de interés general. Sobre estas bases las CCAA, siempre que lo hayan asumido en virtud de sus Estatutos, pueden dictar sus normas particulares [69].

			La gran cuestión en esta materia se centró en la discusión de si las CCAA podían establecer un modelo de función pública distinto del Estado o, por el contrario, debían ajustarse al definido por éste. Por tanto, la cuestión se centraba en la interpretación «régimen estatutario» de los funcionarios públicos del artículo 149.1.18 de la CE, lo que suscitó dos tesis [70]:

			a) Una primera tesis, denominada autonomista, que consideraba integrado dentro del régimen estatutario solo los aspectos jurídicos de la relación funcionarial. Es decir, se circunscribía únicamente a la definición del concepto de funcionario, a lo relativo a la adquisición y pérdida de la condición, a sus derechos y deberes, a las situaciones administrativas, al régimen disciplinario y a las garantías de los funcionarios públicos. Por el contrario, todo lo relativo al modelo de carrera y otros aspectos organizativos de la función pública le correspondería fijarlo a cada Comunidad Autónoma.

			b) La segunda tesis, denominada estatalista, entendía que dentro de la competencia del Estado se incluían, además de lo anterior, las reglas propias del modelo y de la organización de la función pública. En este sentido, correspondía al Estado la regulación del sistema de Cuerpos o de puestos de trabajo, el régimen de carrera, la formación, así como los derechos y deberes de los funcionarios.

			Finalmente, en la sentencia del TC sobre la Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico (LOAPA) triunfó el modelo unitario, permitiendo configurar un modelo general de función pública para las CCAA y Entes Locales, que se llevó a efecto a través de la LMRFP [71].

			5.3 La Ley de Medidas para la Reforma de la Función Pública

			5.3.1 Antecedentes: Los intentos de regulación de la función pública tras la aprobación de la Constitución de 1978

			El primer antecedente de la LMRFP está constituido por el Anteproyecto de Ley de Bases de la Función Pública de 1978, cuya característica fundamental fue la formación de una auténtica carrera administrativa, sustentada en la antigüedad de los funcionarios. El objetivo era sustituir el sistema de Cuerpos, por otro integrado por dos elementos: uno profesional, con funciones administrativas; y otro facultativo, con funciones de carácter específico, desempeñadas por titulados universitarios. Se recogía así la tradición de la LFCE, pero, al igual que entonces, la falta de armonización entre las categorías de los funcionarios y los puestos por ellos ocupados constituyó el punto débil de la norma, que, finalmente, no llegó a ver la luz [72].

			A continuación, se inició la tramitación del Proyecto de Ley Orgánica del Gobierno, de la Administración del Estado y de la Función Pública en el año 1979, cuya característica fundamental fue su generalidad y su continua remisión a normas reglamentarias. Su novedad principal era la división de la función pública en diversas categorías que funcionaban como un eje vertebrador. Sin embargo, no se especificaba convenientemente la manera de llevarlo a cabo. Por otra parte, la carrera administrativa se regía por los principios de mérito y capacidad, por la antigüedad y, además, se tenían en cuenta las funciones ejercidas con anterioridad. En todo caso, al igual que en el supuesto anterior, esta norma tampoco llegó a ser aprobada [73].

			El último intento lo constituyó el Proyecto de Ley de aprobación de las Bases del Régimen Estatutario de los Funcionarios Públicos de 1981. Comprendía una exhaustiva regulación de la carrera administrativa, pero manteniendo la estructuración tradicional en Cuerpos y Escalas, que se agrupaban en cinco niveles [74], en función de la titulación exigida para su ingreso y de las funciones que tuvieran encomendadas. Además, contemplaba, por primera vez, mecanismos para favorecer una movilidad tanto vertical como horizontal entre los distintos Cuerpos y Escalas [75].

			5.3.2 Principios inspiradores y justificación de la reforma

			La LMRFP fue concebida, inicialmente, como una ley de medidas urgentes y con un carácter provisional. Así se desprende, claramente, de su Preámbulo. A pesar de ello, es una norma que realiza una modificación sustancial de la función pública y, en particular, de la carrera administrativa [76].

			Ya en su comparecencia el ministro Moscoso del Prado, principal inspirador de la Ley, defendió el carácter urgente y provisional de la reforma, esgrimiendo los siguientes argumentos [77]:

			a) El argumento principal se traducía en la necesidad de acometer, con carácter urgente, una reforma que acabara con la situación inestable por la que atravesaba la función pública, con el objetivo de presentar un estatuto definitivo, a la vista de la experiencia demostrada tras la aplicación de la legislación provisional.

			b) Pero, además, era imprescindible otorgar a las CCAA una serie de disposiciones básicas lo antes posible, con el objeto de evitar la disparidad normativa entre las mismas.

			c) Otro de los argumentos que el ministro hizo valer fue el de la gravísima crisis económica que azotaba a nuestro país, y de la cual no habían escapado los funcionarios públicos.

			d) Por último, la entrada en la Comunidad Económica Europea iba a exigir un tipo de funcionario público distinto, cuya existencia se fomentaría gracias a esta reforma.

			Pero, al margen de las razones que se esgrimieron para justificar la reforma desde un punto de vista formal, lo que es innegable es que había una necesidad imperiosa por otorgar a la función pública española, una nueva configuración más moderna y adaptada al reciente Estado de las Autonomías impuesto por la CE.

			En este sentido, la LMRFP adoptó una concepción más restrictiva que la LFCE, al fijar el límite superior de la carrera administrativa en los puestos de Subdirector General y, también, al abrir la posibilidad de utilizar la contratación laboral para cualquier clase de puestos [78]. Otro de los objetivos de la Ley fue acabar con la rígida estratificación de los Cuerpos y Escalas. Y, para ello, introdujo la adscripción indistinta de los puestos de trabajo a todos los Cuerpos. Esto quería decir, como muy bien señaló Gutiérrez Reñón, que, aunque se mantenía el Cuerpo como cauce de ingreso, una vez ingresado, el funcionario podía optar a todos los puestos que le permitiera su grado [79], aunque las funciones de esos puestos no tuvieran ninguna relación con la formación que se le requirió para su ingreso [80].

			De esta forma, la nueva normativa traslada el peso que, tradicionalmente, tenían los Cuerpos funcionariales en la configuración de la estructura administrativa, hacia un nuevo instrumento de gestión y ordenación del personal que serán las Relaciones de Puestos de Trabajo. Este mecanismo, junto con la Oferta de Empleo Público, los Planes de Empleo y los Registros de Personal de las distintas Administraciones Públicas, conformarán el nuevo conglomerado de los elementos en los que se apoyarán las Administraciones Públicas, para llevar a cabo una correcta planificación de los recursos humanos en sus respectivos ámbitos.

			5.3.3 La Ley 23/1988, de 28 julio, de Reforma de la Ley de Medidas para la Reforma de la Función Pública

			El motivo fundamental de esta reforma fue la adaptación de la LMRFP a las prescripciones de la STC 99/1987, de 11 de junio, que declaró inconstitucionales algunos artículos de la Ley y forzó una determinada interpretación en tantos otros. Pero, además, se aprovechó para introducir una serie de modificaciones que perseguían los siguientes objetivos: por un lado, asumir algunas de las críticas que se habían vertido hasta entonces sobre parte del contenido de la Ley; y, por otro lado, establecer algunas innovaciones desconocidas hasta entonces en la legislación sobre función pública. En todo caso, se optó por una línea similar a la filosofía instaurada con la LMRFP, en el sentido de continuar con ese proceso de experimentación, que debía tener como resultado final la elaboración de un auténtico estatuto funcionarial [81].

			Como señala Arroyo Yanes [82], se pueden destacar tres aspectos sobre los que incide la reforma en materia de carrera administrativa: la configuración de las relaciones de puestos de trabajo; la provisión de puestos de trabajo; y las promociones profesional e interna.

			Por lo que respecta a las relaciones de puestos de trabajo, se ha considerado como uno de los principales argumentos que justifica la reforma, ya que responde directamente al mandato constitucional de que, en la función pública, la mayor parte de los puestos de trabajo estén ocupados por personal funcionario y que solo excepcionalmente sean desempeñados por personal laboral (STC 99/1987, de 11 de junio). Las relaciones de puestos de trabajo se perfilan en la nueva normativa como el instrumento técnico a través del cual se realiza, en la Administración del Estado, la ordenación del personal, de acuerdo con las necesidades de los servicios, y se precisan los requisitos para el desempeño de cada puesto [83]. Ahora bien, la competencia para su aprobación o modificación corresponderá a cada Administración Pública quien, además, determinará qué puestos quedan reservados a personal funcionario y cuáles se permite que sean desempeñados por personal laboral [84].

			Otro de los aspectos que fueron objeto de la STC 99/1987 y, por tanto, también de la Ley de Reforma, fue el de la provisión de puestos de trabajo. En esta materia continúan los dos grandes sistemas de provisión (concurso y libre designación), pero se establecen unas reglas comunes a los mismos, como son que las convocatorias de uno y otro deberán incluir la denominación, nivel y localización del puesto, así como los requisitos indispensables para su desempeño, estableciéndose, en ambos casos, un plazo de 15 días hábiles para presentar las solicitudes de participación [85].

			Además, en lo que respecta al concurso se abandona el sistema de méritos preferentes, pasando a recoger un baremo, dentro del cual estarán incluidos, necesariamente, los méritos adecuados a las características de cada puesto de trabajo, la posesión de un determinado grado personal, la valoración del trabajo desarrollado, los cursos de formación y perfeccionamiento superados y la antigüedad [86]. También se introduce la posibilidad de remoción en el puesto de trabajo obtenido por concurso por causas sobrevenidas, siempre que haya una «alteración en el contenido del puesto (...) que modifique los supuestos que sirvieron de base a la convocatoria», o si se diera una «falta de capacidad para su desempeño manifestada por un rendimiento insuficiente, que no comporte inhibición y que impida realizar con eficacia las funciones atribuidas al puesto» (art. 20.1.e) LMRFP). En ambos casos, se exigen una serie de garantías para el funcionario como son: la existencia de un expediente contradictorio, es decir, con audiencia al interesado; la resolución motivada del órgano que nombró al funcionario; y, por último, recabar el parecer de la Junta de Personal [87].

			En cuanto al sistema de libre designación se restringe considerablemente su campo de actuación ya que sólo podrá ser empleado para cubrir puestos de «Subdirector General, Delegados y Directores regionales o provinciales, Secretarías de Altos Cargos, y aquellos otros de carácter directivo o especial responsabilidad para los que así se determine en las relaciones de puestos de trabajo» [88].

			Otra innovación importante de la Ley del 88 en materia de puestos de trabajo consistió en la distinción entre puestos singularizados y no singularizados y, con ello, de la recuperación de la figura de la libre adscripción, prevista en el artículo 55 de la LFCE, que fue derogada por la LMRFP [89].

			Por último, hay que hacer mención al último de los aspectos que, según Arroyo Yanes, justificaron la aprobación de la Ley de Reforma del 88 y que se refiere a la promoción profesional y a la promoción interna.

			Así, en lo que respecta al modelo de promoción profesional, continúa inalterado el sistema de adquisición del grado personal, pero, sin embargo, desaparecen los límites superiores e inferiores para ocupar un puesto de trabajo. En este sentido, el funcionario ya no se encontrará restringido a ocupar un puesto que tenga, como máximo, dos niveles por encima de su grado personal. Ahora bien, la consolidación del nuevo grado no será directa a los dos años de estar desempeñando el nuevo puesto, sino que tendrá que ir consolidando, como máximo, el grado superior en dos niveles al que ya tuviera consolidado [90]. También se incorpora una nueva letra f) al artículo 21.1, con objeto de cumplir lo preceptuado por la STC 99/1987, estableciendo que cuando se adquiera un grado personal mediante la superación de cursos específicos u otros requisitos objetivos, el procedimiento de acceso a aquellos y la fijación de estos se fundarán, «exclusivamente, en criterios de mérito y capacidad, y la selección se hará mediante concurso» [91].

			Finalmente, en lo relativo a la promoción interna se lleva a cabo una reforma del originario artículo 22, dejándose claro, de una vez por todas, que la promoción interna vertical se limita al acceso a Cuerpos o Escalas del grupo de clasificación inmediatamente superior al que pertenece el funcionario. Además, se exige estar en posesión de la titulación correspondiente, tener una antigüedad de, al menos, dos años en el Cuerpo o Escala precedente, cumplir los requisitos establecidos en la convocatoria y superar las correspondientes pruebas. Por su parte, la promoción interna horizontal se perfila en el sentido de exigir una «sustancial coincidencia o analogía en el contenido profesional y en el nivel técnico de las funciones entre el Cuerpo o Escala de origen y el de destino», debiendo, además, derivarse ventajas para la gestión de los servicios [92].

			5.4 El Estatuto Básico del Empleado Público. Ley 7/2007, de 12 de abril

			5.4.1 Justificación de la nueva regulación

			De conformidad con el artículo 103.3 de la CE se deberá regular por Ley «el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública de acuerdo con los principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho de sindicación, el sistema de incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones».

			Si ponemos dicho artículo en relación con el 149.1.18 del texto constitucional, correspondería al Estado la competencia exclusiva para establecer las bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos. Y, en consecuencia, a las CCAA les corresponderá, de conformidad con lo que establezcan sus Estatutos de Autonomía, el desarrollo legislativo y la ejecución de estas bases.

			Pues bien, éste es el soporte jurídico sobre el que se asienta el nuevo EBEP, constituyendo la última gran disposición legal dictada en materia de función pública con carácter básico para todas las Administraciones Públicas [93].

			Sin embargo, la justificación de la aprobación del EBEP va más allá del mandato constitucional, por otra parte, incumplido durante casi 30 años. En este sentido, en su Exposición de Motivos se señala, como uno de sus fines prioritarios, «adaptar la articulación y la gestión del empleo público en España a las necesidades de nuestro tiempo, en línea con las reformas que se vienen emprendiendo últimamente en los demás países de la Unión Europea y en la propia Administración Comunitaria»  [94]. Para lo cual, es preciso crear un marco normativo adecuado para garantizar la selección y la carrera administrativa, de conformidad con los principios de igualdad, mérito y capacidad y, al mismo tiempo, lograr un justo equilibrio entre los derechos y deberes del empleado público.

			Pero, además, la nueva norma debía tener presente la realidad administrativa de España, en el sentido de permitir a las distintas CCAA tener un papel destacado en la configuración de su política en materia de personal. Se huye así de un sistema homogéneo cuyo único modelo sea el de la Administración del Estado [95].

			Otro de los aspectos que justificaron la aprobación del EBEP, fue el de ordenar los distintos tipos de personal que prestan servicio en las Administraciones Públicas. Ya que, aunque la previsión constitucional es la de que nuestro sistema de función pública esté compuesto, fundamentalmente, por personal funcionario, a lo largo de los años las necesidades existentes en determinados órganos e instituciones del Estado, han provocado la contratación de personal de acuerdo con el derecho laboral, debido a su mayor flexibilidad y rentabilidad. Esto ha supuesto que el número de contratados laborales haya crecido fabulosamente en los últimos años y, desgraciadamente, no siempre observando los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, dando lugar a un tipo de personal laboral indefinido [96].

			Por su parte, el Informe para el estudio y preparación del EBEP señaló, específicamente, un conjunto de problemas e ineficiencias en la normativa vigente, que justificaban una nueva regulación [97]:

			– La ausencia de una planificación estratégica de recursos humanos y la debilidad de los mecanismos de gestión.

			– El aumento de la temporalidad en el empleo público.

			– La desigualdad en las condiciones de trabajo de funcionarios y laborales.

			– La inexistencia de un régimen específico para directivos públicos.

			– La rigidez excesiva de algunos procesos selectivos frente a la flexibilidad en otros.

			– La excesiva movilidad voluntaria de los funcionarios y las dificultades para la movilidad forzosa.

			– La inexistente evaluación del desempeño a los efectos de la carrera administrativa y del sistema retributivo.

			Asimismo, Manzana Laguarda [98] señala algunos motivos que justifican la nueva regulación, entre los que cabe destacar: la rigidez en el reclutamiento de efectivos; un régimen retributivo demasiado igualitario; excesiva inamovilidad en el empleo y en el puesto de trabajo; o el escaso campo para el desarrollo y la promoción profesional.

			5.4.2 Ámbito de aplicación

			El artículo 2 del EBEP señala que se aplicará al personal funcionario y al personal laboral (en lo que proceda) [99] al servicio de las siguientes Administraciones Públicas:

			– La Administración General del Estado.

			– Las Administraciones de las CCAA y de las Ciudades de Ceuta y Melilla.

			– Las Administraciones de las Entidades Locales.

			– Los Organismos Públicos, Agencias y demás Entidades de derecho público con personalidad jurídica propia, vinculadas o dependientes de cualquiera de las Administraciones Públicas.

			– Las Universidades Públicas.

			Asimismo, señala que se aplicará al personal investigador, pudiéndose dictar normas singulares para adecuarlo a sus peculiaridades.

			Por su parte, el personal docente y estatutario de los Servicios de Salud se regirá por la legislación específica dictada por el Estado y las CCAA, en el ámbito de sus respectivas competencias [100].

			Por último, el EBEP tiene carácter supletorio para todo el personal de las Administraciones Públicas no incluido en su ámbito de aplicación (art. 2.5).

			5.4.3 Características más relevantes

			El EBEP se caracteriza, fundamentalmente, por ser una norma que trata de marcar un nuevo punto de partida en la concepción de la función pública española en dos caminos bien definidos: por un lado, en la inclusión de todo el personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo una única figura de empleado público [101], minimizando las diferencias entre ellos; y, por otro lado, en el reconocimiento de una realidad territorial y administrativa en España, que obliga a dotar de mayor autonomía a las distintas Administraciones Públicas en la configuración de sus respectivos modelos de empleo público y en la regulación de las condiciones de trabajo del personal a su servicio [102].

			Más concretamente, Palomar Olmeda [103] señala una serie de características del Estatuto, entre las que cabría destacar las siguientes:

			– En primer lugar, el EBEP recoge, por primera vez, los principios generales que deben inspirar las relaciones de empleo público, ocupando un papel central el servicio a los ciudadanos y a los intereses generales.

			– En segundo lugar, recoge las normas que regulan el régimen jurídico de los funcionarios públicos junto con las normas específicas que atañen al personal laboral.

			– Por otra parte, «proyecta un esquema no uniforme en la conformación de las respectivas burocracias territoriales», como respuesta al proceso de descentralización administrativa vivido en los últimos tiempos.

			– Por último, el EBEP no agota la regulación legislativa en la materia, ya que remite tanto a la Administración General del Estado como a las distintas CCAA la aprobación de las normas que completen el modelo de empleo público en sus respectivos ámbitos.

			5.4.4 Contenido y alcance

			Por lo que respecta al contenido del EBEP es preciso partir de la base de que el legislador no pretende agotar con él toda la materia, sino que constituya la piedra angular de una serie de cuerpos normativos de ámbito estatal y autonómico [104]. Siendo así, Manzana Laguarda [105] distingue un ámbito subjetivo y un ámbito objetivo.

			Por lo que se refiere al primero, como ya se ha dicho más arriba, el EBEP se aplica directamente en los tres niveles de la Administración territorial, es decir, al Estado, a las CCAA y a las Entidades Locales. Además, se aplicará a los Organismos Públicos, Agencias y demás Entidades de derecho público con personalidad jurídica propia. Por contra, quedarían fuera de su ámbito las sociedades y fundaciones del sector público [106], salvo lo que prevé la Disposición Adicional Primera [107].

			Y, en cuanto al ámbito objetivo, hay que decir que el EBEP recoge en buena medida las propuestas que, en cuanto a materias generales, se formulan en el Informe de la Comisión para el estudio y preparación del mismo [108], si bien difiere bastante de éste en la regulación específica de las mismas.

			En todo caso, lo que sí llama la atención es la inexistencia de una regulación general sobre las bases que deben regir el sistema de incompatibilidades de los empleados públicos. Se ha buscado la justificación a esta significativa ausencia en la «dificultad política y técnica de revisar esta normativa» [109], sin embargo, eso no nos puede hacer olvidar que se trata de una materia que está ampliamente superada por la realidad y que, por tanto, sigue siendo una de las principales asignaturas pendientes en la nueva regulación de la función pública española.

			Pero, en cualquier caso, lo que sí se podría afirmar es que el EBEP es la norma más completa que, en materia de empleo público, se ha dictado hasta esa fecha, ya que, con excepción del sistema de incompatibilidades, recoge todos los ámbitos que, tradicionalmente, se han considerado comprendidos bajo el concepto de empleo público.
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			CAPÍTULO 2 

			CLASIFICACIÓN Y TIPOS DE PERSONAL

			1. La clasificación de los empleados públicos en los primeros estatutos de funcionarios (1825-1917)

			1.1 La clasificación del personal en la reforma de López Ballesteros

			Uno de los méritos fundamentales que tuvo la reforma de la función pública impulsada por López Ballesteros, fue el establecimiento de una clasificación de los empleados públicos que, hasta la fecha, carecían de ella. De esta forma, instauró un sistema de clases o categorías, en función de los requisitos de acceso y de las competencias que tenían atribuidas, distinguiendo entre meritorios, escribientes, oficiales y jefes [1].

			Los primeros suponían la mínima graduación entre el personal. Aunque se consideraban empleados públicos, no percibían ninguna remuneración y, simplemente, debían hacer méritos para poder ocupar un puesto retribuido más adelante [2]. La siguiente categoría, los escribientes, se encargaban de realizar funciones auxiliares que, básicamente, consistían en copiar escritos o escribir al dictado. Cosa distinta era la de los oficiales, a los que se les dotaba de mayor responsabilidad. Tenían capacidad de decisión sobre los distintos asuntos que se les encomendaban y autoridad sobre los empleados inferiores [3].

			Por último, los jefes eran los máximos responsables en el ámbito administrativo y, a su vez, podían ser administradores y contadores de partido; contadores y administradores de provincia; tesoreros; jefes de sección de la Secretaría de la Dirección General de Rentas y Contaduría de Valores; y, por último, administradores y contadores de alfándegas [4].

			Posteriormente, el Real Decreto de 7 de febrero de 1827 sustituye las categorías anteriores por las de: consejeros, intendentes de provincia (que, a su vez, se dividían en tres clases), jefes de administración (también subdividiéndose en tres clases), oficiales de la Real Hacienda (que se dividían en once clases) y subalternos [5].

			En el mismo plano que los subalternos se encontraban los administradores de los ramos decimales, que se diferenciaban de aquellos en que no percibían un sueldo fijo, sino un porcentaje de los productos de la renta cuya administración tenían encomendada. Por último, esta reglamentación no se aplicaba a los empleados al servicio de la Hacienda militar, ni tampoco a los «meros subdelegados, asesores, fiscales, escribanos y demás subalternos de los Juzgados de la Real Hacienda». Por su parte, el Resguardo General de Rentas tenía su propia clasificación y escala [6].

			1.2 La implantación del sistema de categorías en el estatuto de Bravo Murillo

			Como ya se adelantó en otra parte de este trabajo, una de las principales novedades de este Estatuto fue la clasificación que se hizo del personal a través de las categorías profesionales. De esta forma, «se simplificaba la gestión administrativa y se favorecía el ejercicio del derecho de ascenso en función de la antigüedad»  [7].

			Se crearon cinco categorías [8]:

			1.ª Jefes Superiores.

			2.ª Jefes de Administración.

			3.ª Jefes de Negociado.

			4.ª Oficiales.

			5.ª Aspirantes a oficial.

			Además de estas categorías estaban los subalternos que, sin embargo, no tenían el carácter de empleados públicos.

			A continuación, el Real Decreto establecía en su artículo 2 que la clasificación por categorías se debía hacer en cada Ministerio, señalando en el artículo siguiente que la colocación de los empleados en cada una de las categorías se haría atendiendo a la «índole, importancia y trascendencia de los cargos con sueldo del Erario», con independencia de que las funciones se desempeñaran en la Administración central o en la provincial.

			En todo caso, el Estatuto establecía claramente que los empleados de cada categoría iban a disfrutar de los mismos honores y consideraciones, a pesar de que los sueldos fueran diferentes. En este sentido, los funcionarios de la primera categoría tenían el mismo tratamiento que los Consejeros Reales, mientras que los de la segunda recibían el tratamiento de Señoría (art. 7). En cuanto al uniforme, también variaba en función de la categoría de pertenencia. Así, los Jefes Superiores usaban el mismo uniforme que los ministros del extinguido Consejo de Hacienda. Los de la segunda categoría, el correspondiente a los Oficiales de las Secretarías de Despacho. Los de la tercera, el de meros Oficiales y, los de la cuarta, el de los Oficiales de Archivo. Por último, los aspirantes a oficial y los subalternos no tenían derecho a usar uniforme alguno (art. 8) [9].

			Por lo que se refiere al nombramiento, se debía hacer por Real Decreto cuando se trataba de las dos primeras categorías y por Real Orden, cuando se trataba de las dos siguientes. Sin embargo, el nombramiento de los funcionarios de la quinta categoría y el de los subalternos se hacía directamente por los propios Jefes [10].

			1.3 La consolidación del sistema de categorías en el Estatuto de O’Donnell

			El Estatuto de O’Donnell mantuvo el sistema de categorías previsto en los Estatutos de López Ballesteros y de Bravo Murillo. Así, el artículo 1 señalaba, expresamente, que los empleados en las carreras civiles de la Administración Pública se dividían en las siguientes categorías:

			1.ª Jefes Superiores.

			2.ª Jefes de Administración.

			3.ª Jefes de Negociado.

			4.ª Oficiales.

			5.ª Aspirantes a Oficial.

			Fuera de estas categorías se encontraba la figura de los subalternos, a los que no se les consideraba empleados públicos.

			Todos los funcionarios pasaban a formar parte de un escalafón [11], que se actualizaba anualmente y en el que debían aparecer divididos por clases y por antigüedad. Los funcionarios de las dos primeras categorías figuraban en una única escala general en cada Ministerio. Los demás integraban escalafones especiales por ramos. Las clases que figuraban en cada escalafón se establecían en función del sueldo de los funcionarios que las integraban, y el orden de preferencia se fijaba dependiendo del tiempo de servicios efectivos que hubiese prestado el funcionario en cuestión [12].

			1.4 La división entre Cuerpos generales y Cuerpos especiales en la reforma de 1918

			En el momento de la aprobación de la Ley de Bases de 22 de julio de 1918, el panorama de la función pública española presenta tres problemas perfectamente diferenciados [13]:

			– En primer lugar, la excesiva proletarización de los funcionarios, a causa de la pérdida constante de valor adquisitivo de sus retribuciones, fijadas en 1852.

			– En segundo lugar, la generalización de las cesantías como consecuencia, fundamentalmente, de la inestabilidad política.

			– Por último, como consecuencia de los dos problemas anteriores o, más bien, para contrarrestar los mismos, se produce una proliferación de los Cuerpos especiales [14], que se constituyen en un ejemplo de estabilidad en el empleo y de mejoras retributivas, aumentando considerablemente la fractura ya existente con los Cuerpos generales.

			Ante esta situación, Antonio Maura apostó decididamente por fortalecer la estructura de los funcionarios de la Administración General, para lo cual redujo las categorías y clases existentes hasta ese momento, distinguiendo entre dos tipos de personal: técnico y auxiliar [15]. El personal técnico se dividía, a su vez, en tres categorías: Jefes de Administración, Jefes de Negociado y Oficiales. Además, cada una de estas categorías se dividía en tres clases. Por su parte, el personal auxiliar formaba una sola categoría que se dividía en tres clases, con sueldos diferentes para cada una de ellas [16].

			Se creó, de esta forma, un nuevo concepto: los Cuerpos generales de la Administración Civil del Estado. Estos Cuerpos, en el nivel superior o técnico, se concibieron como una profesión jurídica pero, realmente, no fueron otra cosa que una generalización de lo que ya se había ido produciendo en cada Ministerio, aunque con un reconocimiento más amplio y con unas condiciones semejantes a las de los Cuerpos especiales, fundamentalmente en lo que se refiere a la inamovilidad y al incremento retributivo [17].

			Esta nueva clasificación instaurada por Maura implicó una mayor profesionalización de la función pública y, con ello, más racionalidad y homogeneidad, al extender las condiciones privilegiadas de los Cuerpos especiales a los Cuerpos generales. Si bien, como contrapartida, se produjo una consolidación del corporativismo en España [18].

			A esto, hay que añadir la confusión que hubo en la asignación de funciones a los distintos Cuerpos en el momento de su creación, y la ausencia de criterios y fórmulas para la atribución de funciones nuevas y para la delimitación de las que se compartían con otros Cuerpos [19].

			2. La clasificación del personal en la reforma de 1964

			2.1 Tipos de personal. El contratado administrativo

			Tanto la Ley de Bases del 64 como el Decreto 315/1964, de 7 de febrero, por el que se aprueba la Ley Articulada de Funcionarios Civiles del Estado (LFCE), establecen una completa clasificación del personal dando cabida, por primera vez, a nuevas figuras de personal con regímenes jurídicos muy diferentes. En este sentido, la Base 1.ª señala cuatro categorías de personal: los funcionarios de carrera; los funcionarios de empleo que, a su vez, se dividían en interinos y eventuales; el personal laboral; y, por último, los contratados administrativos. A continuación, se realizará un breve análisis de cada uno de estos tipos de personal.

			2.1.1 Funcionarios de carrera y de empleo

			La LFCE recogía en su artículo 1 los aspectos que caracterizaban a los funcionarios (ya fuesen de carrera o de empleo), señalando los siguientes [20]:

			– Su incorporación a la Administración, es decir, no son ocasionales.

			– Su profesionalidad, es decir, no lo son por condición política.

			– Su retribución, que constituye su medio principal de vida.

			– Y el sometimiento al Derecho administrativo.

			A su vez, dentro de los funcionarios se distinguía entre funcionarios de carrera y funcionarios de empleo.

			Por lo que se refiere a los primeros, el artículo 4 de la Ley los definía como «aquellos que, en virtud de nombramiento legal, desempeñan servicios de carácter permanente, figuran en las correspondientes plantillas y perciben sueldo o asignaciones fijas con cargo a las consignaciones de personal de los Presupuestos Generales del Estado». La nota característica es, por tanto, la permanencia de sus servicios (en contraposición a los funcionarios de empleo, como ahora se verá).

			Los funcionarios de carrera se dividían en funcionarios de Cuerpos generales y de Cuerpos especiales. Los primeros eran los que realizaban las funciones comunes al ejercicio de la actividad administrativa y tenían carácter interministerial. Se clasificaban en los siguientes Cuerpos: Técnico, Administrativo, Auxiliar y Subalterno [21]. Por su parte, los funcionarios pertenecientes a los Cuerpos especiales eran los que ejercían actividades que constituían el objeto de una peculiar carrera o profesión (art. 24).

			En cuanto a los funcionarios de empleo podían ser eventuales o interinos (art. 3.3). Los primeros desempeñaban los puestos de confianza o asesoramiento especial no reservados a funcionarios de carrera. Por su parte, los funcionarios interinos ocupaban las plazas de plantilla propias de los funcionarios de carrera, en tanto no se ocuparan por éstos y solo en casos de necesidad o urgencia. Se caracterizaban, por tanto, por la falta de permanencia en el servicio y, según el artículo 5, podían ser cesados:

			– Cuando la plaza ocupada interinamente se proveyera por un funcionario de carrera, por alguno de los sistemas de provisión previstos reglamentariamente.

			– Cuando se extinguiera el derecho a la reserva del puesto de trabajo que tenía el funcionario de carrera sustituido.

			– Cuando por causas sobrevenidas la plaza fuera amortizada.

			– Cuando la Administración considerara que ya no existían las razones de necesidad o urgencia que motivaron la cobertura interina.

			Tanto a los funcionarios interinos como a los eventuales se les aplicaba, por analogía y siempre que fuese adecuado a la naturaleza de su condición, el régimen general de los funcionarios de carrera salvo, claro está, lo relativo a la permanencia en el servicio.

			2.1.2 Personal laboral

			El personal laboral era todo aquel que se encontraba vinculado a la Administración por un contrato de trabajo sujeto a la legislación laboral [22].

			La incorporación de personal laboral a la Administración Pública fue un síntoma claro de la influencia de otros regímenes de función pública como el anglosajón, y supuso una transición del modelo cerrado o de carrera propio de la función pública española, a otro más abierto en el que el puesto de trabajo, considerado de forma individualizada, cobró una mayor relevancia [23].

			2.1.3 Los contratados administrativos

			Merece una atención especial la figura de los contratados administrativos, ya que su singular caracterización hace que se sitúen a medio camino entre el personal laboral y los funcionarios públicos.

			A este respecto, el artículo 6 de la LFCE establecía que su contratación se podría autorizar por los ministros para «la realización de estudios, proyectos, dictámenes y otras prestaciones».

			En concreto, el objeto de sus contratos debía ser:

			– La realización de trabajos específicos con carácter extraordinario y por razones de urgencia.

			– O la colaboración temporal en las tareas propias de la dependencia administrativa correspondiente, cuando las exigencias y circunstancias especiales de las mismas, suponían que no podían atenderse por los funcionarios de carrera destinados en dicha dependencia.

			Este tipo de personal tenía como particularidad con respecto al personal laboral, que los litigios que pudieran surgir en relación con sus contratos no se sometían a la jurisdicción ordinaria, sino que se sustanciaban ante la jurisdicción contencioso-administrativa.

			2.2 Instrumentos de clasificación

			Con independencia de los tipos de personal que se acaban de ver, la Reforma del 64 estableció dos instrumentos de clasificación conectados entre sí, que supusieron el paso del antiguo sistema de categorías al nuevo sistema de puestos. Ambos instrumentos son: la regulación de los puestos de trabajo y la configuración de los Cuerpos de funcionarios [24].

			Por lo que se refiere al primero de estos instrumentos, esto es, la regulación de los puestos de trabajo, se consideró una de las principales novedades de la LFCE y se debía llevar a cabo mediante las denominadas plantillas orgánicas, que se tenían que ajustar a las necesidades de los servicios y que serían revisadas cada cuatro años obligatoriamente o cada dos de forma potestativa [25].

			En cuanto a las bases para realizar la clasificación de los puestos, se harían teniendo en cuenta las siguientes reglas (artículo 53):

			a) Los puestos de carácter burocrático serían desempeñados por funcionarios pertenecientes a los Cuerpos Técnicos de la Administración Civil, Administrativo y Auxiliar. Mientras que los funcionarios propios de los Cuerpos especiales ocuparían los puestos de trabajo propios de su especialidad.

			b) Por otra parte, se reservarían una serie de puestos para aquellos funcionarios pertenecientes al Cuerpo Técnico de la Administración Civil que contasen con el diploma de directivos.

			c) En cuanto a los puestos reservados a los Cuerpos Administrativo y Auxiliar serían aquellos que tuvieran asignadas tareas de trámite y colaboración o trabajos de taquigrafía, mecanografía, despacho de correspondencia, etc., respectivamente (art. 23.4 y 5).

			d) Todos los puestos de trabajo ya fueran de administración general o especial, tendrían asignado un nivel en la organización jerárquica en función de sus características singulares y condiciones de ejercicio.

			e) Por último, se dejaba abierta la posibilidad de que existieran puestos que pudieran ser desempeñados indistintamente por funcionarios pertenecientes a distintos Cuerpos.

			Esta fórmula de la clasificación de puestos de trabajo se consideraba la principal apuesta de la LFCE, ya que iba a permitir armonizar los dos grandes modelos de función pública (el abierto, basado en los puestos de trabajo y el cerrado, centrado en los Cuerpos de funcionarios) recogiendo las principales virtudes de ambos [26].

			Los objetivos fundamentales de este sistema de clasificación fueron puestas de manifiesto por el profesor Garrido Falla [27], que destacaba los siguientes:

			– En primer lugar, suponía una racionalización de la estructura administrativa, al conectar las plantillas orgánicas con las plantillas de funcionarios, consiguiendo una mayor eficiencia en el uso de los medios personales de la Administración. Pero, además, cada puesto iba a tener asignadas una serie de funciones acordes a la carga de trabajo «que justifique su existencia» [28].

			– Además, servía para establecer una serie de criterios objetivos para adscribir los puestos a los distintos Cuerpos, sin que ello provocara luchas internas de poder.

			– También era útil para establecer los distintos niveles de responsabilidad, ya que, a través de la clasificación de los puestos, se establecía una escala donde se recogía el grado de complejidad y dificultad que llevaba aparejado cada puesto.

			– Por último, servía de base para el establecimiento de un sistema retributivo que fijase de manera adecuada los complementos de destino y de dedicación especial, en función de la responsabilidad y la dedicación exigida para cada puesto.

			En todo caso, la ventaja más importante era el ahorro en el gasto público que este sistema podía generar frente a un crecimiento de la Administración innecesario y descontrolado [29].

			Sin embargo, nunca se llegó a realizar una auténtica clasificación de puestos de trabajo, como de hecho reconoció el entonces Ministro de la Presidencia, Antonio Carro Martínez, al decir que «tras lentos y laboriosos esfuerzos se han conseguido aprobar unas plantillas orgánicas que no han pasado de ser una simple formalización de la realidad existente (…) dicha estrategia debe complementarse con otras medidas que permitan mayor flexibilidad en la ordenación de los Cuerpos, con objeto de homogeneizar en lo posible las características que tengan en común» [30].

			El segundo aspecto de la LFCE que incidió de manera destacada en la clasificación fue el papel otorgado a los Cuerpos funcionariales.

			Con la desaparición de las categorías, los funcionarios quedaron definidos profesionalmente por su pertenencia a un Cuerpo y por el desempeño de un determinado puesto. Los puestos iban a ser adscritos a los distintos Cuerpos de funcionarios, a través de las plantillas orgánicas, de acuerdo con la naturaleza del puesto y de la formación requerida para su desempeño [31]. En todo caso, la Ley reservaba a la Administración la posibilidad de emplear la fórmula de la adscripción indistinta para determinados puestos [artículo 53.1.e)]. De esta forma, se lograría una adscripción racional de los puestos a los Cuerpos en función de las características de ambos, pero con la posibilidad de flexibilizar dicha clasificación en un momento dado gracias a la adscripción indistinta [32].

			El puesto era, por tanto, el elemento diferenciador de los funcionarios pertenecientes a un mismo Cuerpo, ya que con la desaparición de las Categorías los funcionarios quedaban en situación de igualdad. Así, la jerarquización entre ellos iba a depender del puesto que realmente ocupaban en la organización. Pero, a diferencia de lo que ocurría con las categorías, el estatus que otorgaba la ocupación de un puesto no era permanente, ya que sólo se mantenía si el funcionario tenía la posibilidad de ocupar puestos similares a ese en el futuro, lo que venía garantizado por su pertenencia a un determinado Cuerpo [33].

			3. Los Instrumentos de clasificación articulados por la Ley de Medidas para la Reforma de la Función Pública

			3.1 La sustitución de las plantillas orgánicas por las relaciones de puestos de trabajo

			Uno de los aspectos más novedosos de la Ley está constituido por las relaciones de puestos de trabajo, que sustituyen a las plantillas orgánicas creadas por la LFCE y que no tuvieron el éxito esperado.

			A través de las relaciones de puestos de trabajo se traslada la atención de los Cuerpos y Escalas a los puestos de trabajo, intentando romper, una vez más, con el corporativismo propiciado por la legislación anterior.

			Definidas en el artículo 15 de la Ley, las relaciones de puestos de trabajo son «el instrumento técnico a través del cual se realiza la ordenación del personal de acuerdo con las necesidades de los servicios y se precisan los requisitos de desempeño de cada puesto». En este sentido, las relaciones de puestos de trabajo conforman un documento en el que se recogen los elementos esenciales que configuran cada puesto de trabajo, como son sus retribuciones, funciones o forma de provisión. Además, la eficacia fundamental de las relaciones de puestos de trabajo radica en que solo podrán crearse, modificarse o suprimirse puestos a través de las mismas.

			3.2 La reordenación de Cuerpos y Escalas

			El segundo elemento que habría que destacar en materia de clasificación consistió en la reordenación de los Cuerpos y Escalas existentes, realizando una racionalización de los mismos y, al mismo tiempo, propiciando una descorporativización en el sistema vigente de función pública. Este proceso se llevó a cabo en una triple dirección: simplificando y reduciendo cuantitativamente los mismos; limitando su influencia en la constitución de los órganos de selección; y adscribiéndoles orgánicamente a un único departamento ministerial por decisión del Gobierno [34].

			Como señala el profesor Arroyo Yanes, uno de los objetivos de la LMRFP era reducir el enorme número de Cuerpos y Escalas existentes en la Administración, con el objetivo fundamental de facilitar su funcionamiento. De esta forma, la Ley contenía una previsión en virtud de la cual, se facultaba al Gobierno para que, a través del ministro que correspondiera, se procediera a la unificación de Cuerpos y Escalas e, incluso, se declararan a extinguir [35] otros tantos. Ahora bien, las incorporaciones o unificaciones de Cuerpos y Escalas sólo podían llevarse a cabo entre aquéllos que perteneciesen al mismo grupo de clasificación, y siempre que sus funciones fuesen sustancialmente iguales en su contenido y en su nivel. Además, debían derivarse ventajas evidentes para el interés público, como consecuencia de dicha incorporación o unificación [36].

			3.3 La clasificación del personal al servicio de la Administración Pública

			A raíz de la aprobación de la LMRFP, el personal al servicio de las Administraciones Públicas podía clasificarse de dos maneras: atendiendo a la Administración Pública de pertenencia o en virtud de su régimen jurídico.

			De acuerdo con el primero de estos criterios se distinguía el personal en función de su pertenencia a:

			– La Administración del Estado, sus Organismos Públicos, etc. (art. 1).

			– La Administración de las CCAA o Ciudades Autónomas.

			– La Administración de los Entes Locales (Ayuntamientos y Diputaciones)

			Por su parte, desde el punto de vista del régimen jurídico aplicable, se distinguían cuatro tipos de personal: funcionarios de carrera, funcionarios interinos, personal eventual y personal laboral.

			Los cuatro tipos de personal se caracterizaban de igual manera que en la LFCE, con la única diferencia de que el personal eventual adquiría un status diferenciado, dejando de considerarse a partir de este momento como funcionario de empleo.

			4. La clasificación en el EBEP. El nuevo concepto de empleado público

			4.1 Clases de personal al servicio de las Administraciones Públicas

			Como se ha dicho, la Administración Pública española se caracteriza por ser un modelo mixto en el que confluyen tanto personal laboral como personal funcionario, además de personal eventual. Este carácter mixto de nuestra función pública quiere reforzarse por el EBEP, para lo cual recupera el concepto de empleado público. Con ello pretende una equiparación entre los distintos tipos de personal al servicio de las Administraciones Públicas, huyendo, de alguna manera, del concepto de modelo cerrado o de carrera, en el que el personal funcionario (en sentido estricto) tenía un papel preponderante.

			En esta dirección, el artículo 8 de la Ley señala expresamente que «son empleados públicos quienes desempeñan funciones retribuidas en las Administraciones Públicas al servicio de los intereses generales». Y, a su vez, los clasifica en funcionarios de carrera, funcionarios interinos, personal laboral y personal eventual.

			A continuación, se analizarán brevemente cada uno de estos tipos de personal.

			4.1.1 Funcionarios de carrera

			El artículo 9 del EBEP señala que: «Son funcionarios de carrera quienes, en virtud de nombramiento legal, están vinculados a una Administración Pública por una relación estatutaria regulada por el derecho administrativo para el desempeño de servicios profesionales retribuidos de carácter permanente». La nota característica es, por tanto, la permanencia de sus servicios, al igual que ocurría en la legislación anterior.

			Estos funcionarios se dividen en funcionarios de Cuerpos generales y funcionarios de Cuerpos especiales [37], que se clasifican en función de la titulación exigida para su ingreso en los siguientes grupos [38]:

			– Grupo A: se integra por los subgrupos A1 y A2 y se exige estar en posesión del título universitario de grado.

			La clasificación de los Cuerpos y Escalas en cada subgrupo estará en función del nivel de responsabilidad de las funciones a desempeñar y de las características de las pruebas de acceso.

			– Grupo B: se exigirá estar en posesión del título de Técnico Superior.

			– Grupo C: se divide en los subgrupos C1 y C2, exigiéndose para el primero el título de bachiller o técnico y para el segundo el título de graduado en educación secundaria obligatoria.

			Además, se establece también la posibilidad de que existan otras Agrupaciones Profesionales a las que no se exija el requisito de la titulación (Disposición adicional séptima).

			4.1.2 Funcionarios interinos

			Estos son definidos por el EBEP (art. 10) como los que «por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son nombrados como tales para el desempeño de funciones propias de funcionarios de carrera». Ahora bien, es preciso que para poder nombrar a un funcionario interino se dé alguna de las siguientes circunstancias:

			– En primer lugar, que existan plazas vacantes cuando no sea posible su cobertura por funcionarios de carrera [39].

			– La sustitución transitoria de los titulares de las plazas.

			– La ejecución de programas de carácter temporal [40].

			– El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de 6 meses, dentro de un periodo de 12 meses.

			Por tanto, estos funcionarios se caracterizan por la falta de permanencia en el servicio y podrán ser cesados en los siguientes supuestos (art. 10.3):

			– Cuando la plaza ocupada interinamente se provea por un funcionario de carrera (por alguno de los sistemas de provisión previstos reglamentariamente).

			– Cuando se extinga el derecho a la reserva del puesto de trabajo del funcionario de carrera sustituido.

			– Cuando por causas sobrevenidas la plaza sea amortizada.

			– Cuando la Administración considere que ya no existen las razones de necesidad o urgencia que motivaron la cobertura interina.

			4.1.3 Personal eventual

			Era regulado en la LFCE como personal funcionario de empleo, pero tras la aprobación de la LMRFP (1984) ya no se considera personal funcionario, sino simplemente eventual.

			Según el art. 12 del EBEP: «Es personal eventual el que, en virtud de nombramiento y con carácter no permanente, sólo realiza funciones expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento especial, siendo retribuido con cargo a los créditos presupuestarios consignados para este fin». Por tanto, ejerce solamente aquellas funciones expresamente calificadas de confianza o asesoramiento especial.

			Al personal eventual le será aplicable, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su condición, el régimen general de los funcionarios de carrera (art. 12.5).

			4.1.4 Personal laboral

			Es todo aquel que se encuentra vinculado a la Administración por un contrato de trabajo sujeto a la legislación laboral [41].

			Más concretamente, el artículo 11 EBEP lo define como: «… el que en virtud de contrato de trabajo formalizado por escrito, en cualquiera de las modalidades de contratación de personal previstas en la legislación laboral, presta servicios retribuidos por las Administraciones Públicas». Puede ser: fijo, por tiempo indefinido o temporal.

			Finalmente, como más adelante se verá, la selección del personal laboral se lleva a cabo por los mismos sistemas que rigen para el personal funcionario y de acuerdo con los principios de igualdad, mérito y capacidad.

			4.2 Una nueva categoría de personal al servicio de las Administraciones Públicas: el Personal Directivo Profesional

			El EBEP hace referencia al Personal Directivo Profesional [42] que, aunque no lo considera como un empleado público en sentido estricto, sí lo recoge dentro de las tipologías del personal al servicio de las Administraciones Públicas.

			Se señala que se podrá establecer por el Gobierno y los órganos de gobierno de las CCAA, de acuerdo con los siguientes principios (art. 13):

			– Para el desarrollo de funciones directivas profesionales en las Administraciones Públicas, definidas en las normas específicas de cada Administración.

			– Su designación atenderá a los principios de mérito y capacidad y a criterios de idoneidad, y se llevará a cabo mediante procedimientos que garanticen la publicidad y la concurrencia.

			– Estará sujeto a evaluación con arreglo a los criterios de eficacia y eficiencia, responsabilidad por su gestión y control de resultados en relación con los objetivos que les hayan sido fijados.

			4.3 Clases de personal excluido del ámbito de aplicación del EBEP

			Se trata de una serie de regímenes especiales de la función pública que, al igual que se ha ido viendo en la legislación histórica de los empleados públicos, se apartan del régimen general y se regulan por sus propias normas. Estos tipos de personal estarían constituidos por (art. 4):

			– El personal de las Cortes Generales y de las Asambleas Legislativas de las CCAA.

			– El personal funcionario de los demás Órganos Constitucionales del Estado y de los Órganos Estatutarios de las CCAA (Tribunal Constitucional, Defensor del Pueblo, Consejo General del Poder Judicial…).

			– Los funcionarios del Poder Judicial y al servicio de la Administración de Justicia.

			– El personal militar.

			– El personal de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

			– El personal que percibe sus retribuciones por medio de un arancel.

			– El personal del Centro Nacional de Inteligencia.

			– Y, por último, el personal del Banco de España y Fondos de Garantía de Depósitos en Entidades de Crédito.

			Por último, el EBEP también hace referencia al personal de la Sociedad Estatal de Correos y Telégrafos. En este caso, cuando se trate de personal funcionario, se regirá por sus normas específicas y supletoriamente por el EBEP. Por su parte, el personal laboral «se regirá por la legislación laboral y demás normas convencionalmente aplicables» (art. 5).
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					[26] Gorrochategui y Alonso, E., RICA, pp. 345-347, citado en Arroyo Yanes, L. M., 1994, p. 243. Por su parte, el profesor Garrido Falla señala como uno de los posibles objetivos de la LFCE, la consecución de una aproximación de los regímenes de los funcionarios públicos y de los trabajadores de la empresa privada, donde la clasificación de puestos de trabajo puede jugar un papel fundamental. Véase Garrido Falla. F., 1965, p. 22.
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					[31] El artículo 23 de la LFCE señala que corresponde a los funcionarios de los Cuerpos generales el desempeño de las funciones comunes al ejercicio de la actividad administrativa, con excepción de las plazas reservadas expresamente a otras clases de funcionarios. Por su parte, los funcionarios de los Cuerpos especiales ejercen las actividades que constituyen el objeto de una peculiar carrera o profesión, y los que tienen asignado dicho carácter por razón de las circunstancias concurrentes en la función administrativa que les está encomendada.

				

				
					[32] Gutierrez Reñón, A., DA, pp. 49-51. Destaca este autor, además, que la norma escondía un propósito de trasladar la importancia de lo que el funcionario «era» (Cuerpo) a lo que el funcionario «hacía» (puesto), con el objetivo de tratar de reducir el corporativismo existente en la Administración.

				

				
					[33] Véase Gutierrez Reñón, A., DA, pp. 49-51. El hecho de la falta de permanencia en el puesto ha sido reseñado por este autor como un defecto propio del modelo de carrera. En este sentido, el esquema implantado por la LFCE no puede ser considerado como un sistema intermedio entre los modelos abierto y cerrado.
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					[35] La declaración de un Cuerpo o Escala a extinguir suponía que, aunque los funcionarios pertenecientes al mismo no dejaban de serlo, se suspendían las incorporaciones de nuevos miembros a dicho Cuerpo de manera que, cuando se hubiesen jubilado todos los funcionarios (o bien hubiesen perdido la condición por cualquiera de los medios previstos en la Ley), el Cuerpo o Escala se extinguía definitivamente.
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					[37] La división entre Cuerpos generales y Cuerpos especiales y la caracterización de los mismos se traslada, sin ninguna alteración, de la Reforma del 64, por lo que los funcionarios de los Cuerpos generales siguen siendo aquellos que realizan las funciones comunes al ejercicio de la actividad administrativa, mientras que los de los Cuerpos especiales se encargarán de desarrollar las funciones propias de una profesión u oficio.

				

				
					[38] Hay que hacer notar que la Disposición Transitoria Tercera del EBEP establece que, hasta que no se generalice la implantación de los nuevos títulos universitarios (art. 76), para el acceso a la función pública seguirán siendo válidos los títulos universitarios oficiales vigentes a la entrada en vigor de este Estatuto. Por tanto, transitoriamente los grupos de clasificación se ordenan de la siguiente manera: grupo A, donde el subgrupo A1 equivale al antiguo grupo A y el subgrupo A2 equivale al antiguo grupo B; grupo C donde, al igual que en el caso anterior, el subgrupo C1 equivale al antiguo grupo C y el subgrupo C2 equivale al antiguo grupo D; por último, las agrupaciones profesionales sin requisito de titulación equivalen al antiguo grupo E.

				

				
					[39] En este caso, además, las plazas ocupadas por funcionarios interinos deberán incluirse en la oferta de empleo correspondiente al ejercicio en que se produce su nombramiento y, si no fuera posible, en la siguiente (art. 10.4).

				

				
					[40] El artículo 28 de la Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de racionalización del Sector Público y otras medidas de reforma administrativa introdujo una modificación en este apartado, señalando que estos programas de carácter temporal no podrán tener una duración superior a tres años, ampliables en doce meses más por las leyes de función pública que se dicten en desarrollo del Estatuto.

				

				
					[41] Su existencia ya se admitía con normalidad en el artículo 15 de la LMRFP, que establece que, con carácter general:

					Los puestos de trabajo de la Administración del Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social, serán desempeñados por funcionarios públicos. Se exceptúan de la regla anterior y podrán ser desempeñados por personal laboral:

					a) Los puestos de naturaleza no permanente y aquellos que se dirijan a satisfacer necesidades de carácter periódico y discontinuo.

					b) Los puestos cuyas actividades sean propias de oficios, así como los de vigilancia, custodia, porteo y otros análogos.
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					f) Los puestos con funciones auxiliares de carácter instrumental y apoyo administrativo (introducido por la Ley 42/1994, de 30 de diciembre).

				

				
					[42] Las condiciones de empleo del personal directivo no estarán sujetas a negociación colectiva y, además, si reúne la condición de personal laboral estará sometido a la relación laboral de carácter especial de alta dirección (art. 13.4).

				

			

		

	




	
		
			CAPÍTULO 3

			ACCESO Y PÉRDIDA DE LA CONDICIÓN DE EMPLEADO PÚBLICO

			1. El acceso y la pérdida de la condición en los primeros estatutos de empleados públicos (1825-1917)

			1.1 El Estatuto de López Ballesteros

			La Real Orden de 19 de agosto de 1825 reconoce en su preámbulo un principio fundamental: para llevar a cabo la reforma que se pretende en el Ministerio de Hacienda es imprescindible tener empleados que cuenten con los «conocimientos e idoneidad necesarios para que el todo y cada una de sus partes caminen en perfecta armonía hacia el fin propuesto»  [1].

			Sobre esta base, la nueva disposición normativa articula un sistema de selección del personal basado en las denominadas Juntas de Provincia y Juntas Generales (art. 14) [2].

			Se partía de un primer requisito, en virtud del cual todos los aspirantes que quisieran ingresar en la Real Hacienda debían presentar una instancia con los documentos necesarios para justificar su identidad y capacidad para el desempeño del puesto al cual optaban (art. 1). Posteriormente, correspondía a las Juntas de Provincia o a las Juntas Generales analizar los méritos y aptitudes de los candidatos.

			Las Juntas de Provincia estaban compuestas por el intendente, el contador y el administrador de la provincia. Inicialmente, se encargaban de calificar las aptitudes de los subalternos, pero, posteriormente, se amplió a categorías superiores (art. 16).

			Por su parte, las Juntas Generales de la Corte eran dos. La primera estaba compuesta por los Directores Generales de Rentas y el Contador General de Valores. La otra, por el Director General del Tesoro, el Contador General y el Tesorero de la Corte (art. 15).

			Tanto las Juntas de Provincia como las Juntas Generales, procedían a analizar las instancias presentadas y señalaban el día y la hora en el que los interesados debían presentarse a demostrar sus aptitudes en unas pruebas teóricas y prácticas, según los casos (art. 20) [3].

			En definitiva, el objetivo perseguido por esta normativa era conseguir formar un núcleo de empleados públicos con idoneidad y preparación suficientes, para el adecuado desempeño de las funciones que tenían encomendadas [4].

			Por último, hay que decir que, aunque no estaba oficialmente declarada la inamovilidad de los empleados públicos, las reglas que se establecieron en materia de ingresos y ascensos dotaban al empleado de una cierta estabilidad y permanencia en el servicio [5].

			No obstante, sí se estableció expresamente que cuando el funcionario fuera considerado incapaz para el desempeño del puesto encomendado, se le abriría expediente de separación del servicio. En caso de que se tratara de su primer destino, lo perdería, sin conservar el derecho a la remuneración correspondiente. Pero, si fuera un destino posterior, volvería al anterior siempre que se mostrase idóneo para el mismo [6].

			1.2 El Estatuto de Bravo Murillo y la supresión del Spoil System

			Con el Estatuto de Bravo Murillo se suprimió el «Spoil System» y se organizaron las carreras administrativas, generalizándose el sistema de oposición como forma de acceso y exigiendo titulación universitaria para poder acceder a las tres categorías superiores [7].

			Por lo demás, el Estatuto recogió una completa regulación [8] en lo que se refiere al ingreso y a los ascensos, contemplando diversas posibilidades en función de la categoría correspondiente. Así, para el ingreso en la categoría de aspirante se exigía estar en posesión de título académico o diploma que presupusiera estudios o, en su caso, superar el correspondiente examen público (art. 13).

			Por su parte, el ingreso como oficial se hacía mediante oposición y se exigía estar en posesión del título académico, o bien haber sido nombrado como aspirante. Además, se preveía la posibilidad de reservar una tercera parte de las plazas para aspirantes, aunque no hubieran superado la oposición (art. 19).

			Por lo que respecta a la categoría de jefe de negociado se exigía, alternativamente, haber prestado servicios con buena nota durante, al menos, seis años en las categorías de aspirante y oficial (siempre que, al menos, dos años lo hubiesen sido en esta última), o bien tener el grado de Licenciado o Doctor en cualquier facultad, u otro título que acreditase análoga capacidad (art. 21) [9].

			Por último, para acceder a las categorías de jefe superior y jefe de administración se precisaba haber prestado servicios durante, al menos, cuatro años en la categoría inmediatamente inferior (art. 22). En todo caso, se preveía la posibilidad de promover a la categoría inmediata a una tercera parte de los empleados, aunque no tuvieran el tiempo de servicio necesario (seis o cuatro años dependiendo de que el acceso fuese a la tercera categoría o a las dos primeras), siempre que se acreditase un mérito sobresaliente, servicios y circunstancias extraordinarias o servicios eminentes (art. 23).

			En definitiva, el sistema que se adoptó se inspiraba por completo en el mérito de los aspirantes, que debían ingresar por la categoría inferior y, dentro de cada categoría, por el puesto que tuviese asignado el sueldo inferior.

			1.3 El fortalecimiento de los Principios de mérito y capacidad para ingresar en la Administración según el Estatuto de O’Donnell

			Como ya se apuntó en otro lugar de este trabajo, el Estatuto de O’Donnell estableció un criterio de idoneidad para el desempeño de funciones públicas, siempre que quedase debidamente acreditado que se estaba en posesión de las titulaciones académicas correspondientes, o bien que se hubieran superado los exámenes que se hubiesen establecido.

			A este respecto, el Real Decreto establecía un sistema de ingreso que variaba en función de si se habían prestado servicios en el sector público con anterioridad o no. En el primer caso, el artículo 17 disponía que podían volver a ingresar en la misma o equivalente clase en la que cesaron o en la inmediatamente superior, si acreditaban haber prestado servicios efectivos durante, al menos, dos años y siempre que demostrasen la necesaria aptitud. Con la excepción de los subalternos, que solo podían volver a la clase a la que pertenecieron. Por su parte, los que no hubieran prestado servicios en el sector público con anterioridad, podían ingresar por la clase de subalternos, aspirante a oficial y oficial. Así, mientras que para los subalternos solo se exigía ser mayor de 16 años, acreditar buena conducta moral y tener la conveniente aptitud, para la categoría de aspirante a oficial se exigía, además, la superación del correspondiente examen. Finalmente, el artículo 13 del Real Decreto establecía que se podría acceder como oficial si se era mayor de 22 años y se estaba en posesión del grado de Licenciado o Doctor en Derecho civil o administrativo o, en su caso, del correspondiente título que acreditara la terminación de una carrera superior o especial facultativa [10].

			El nombramiento de los funcionarios también variaba en función de la categoría en la que iban a ingresar. De esta forma, a los funcionarios de las dos primeras categorías se les nombraba por Real Decreto, mientras que para los de las restantes bastaba con una Real Orden. Salvo para los funcionarios pertenecientes a la quinta categoría, cuyo nombramiento se confería a los jefes de los centros directivos [11].

			Finalmente, en lo que se refiere a la toma de posesión, se estableció que, con carácter general, los aspirantes tenían un plazo de un mes, si el destino se encontraba en la península e islas adyacentes y, de dos, si debían prestar fianza. En todo caso, estos plazos se podían acortar o alargar según la conveniencia del Gobierno, por necesidades del servicio [12].

			1.4 El acceso y la pérdida de la condición de funcionario en el Estatuto de Maura

			Uno de los aspectos fundamentales de la reforma de Maura, que ya ha sido destacado en otro apartado, fue la generalización del sistema de oposición como fórmula general de acceso a la función pública [13].

			En el Reglamento de 7 de septiembre de 1918 (art. 12) se establecieron los principios básicos por los que se debían regir dichas oposiciones, si bien correspondía a los distintos Departamentos Ministeriales el desarrollo posterior de los citados principios.

			De acuerdo con este Reglamento, para acceder a la Escala Técnica era preciso ingresar por la clase de «Oficiales terceros» (art. 4) [14], para lo cual debían reunir una de las dos condiciones siguientes: ostentar el título facultativo de enseñanza superior o tener una antigüedad de más de cuatro años en la Escala Auxiliar. Tras la superación de la oposición, debían realizar un curso de carácter práctico con el fin de adquirir las aptitudes necesarias para el desempeño de las funciones propias de cada Ministerio (art. 14). Y, por lo que respecta al ingreso en la Escala auxiliar, se efectuaba a través de la última clase de la categoría. Al igual que en el caso anterior, el sistema utilizado era el de oposición, previa convocatoria pública (art. 5) [15].

			Es preciso hacer notar en este punto la referencia expresa a la mujer que se realizaba, por primera vez, en una norma sobre función pública. En este sentido, la Base 2.ª permitía a la mujer servir al Estado en cualquiera de las clases de la categoría de Auxiliar. En todo caso, se matizaba que por vía reglamentaria se especificarían las funciones a las que podría ser admitida y aquellas otras, que, por su especial índole, le quedaban vetadas [16].

			El desarrollo específico del sistema de oposiciones que se instauró con el nuevo Estatuto, viene contemplado en el Reglamento para la aplicación de la Ley de Bases a los Cuerpos generales de la Administración Civil del Estado. Esta norma distinguía entre las siguientes oposiciones [17]:

			a) Oposiciones para el ingreso como Auxiliar de tercera clase:

			– La convocatoria se debía hacer con seis meses de antelación a la fecha de comienzo de las oposiciones.

			– El Tribunal se componía de un Jefe de Administración del Ministerio correspondiente, un Catedrático de Derecho, otro de Matemáticas, un Jefe de Negociado y un Oficial del Departamento.

			– Los ejercicios eran dos: uno oral, que versaba sobre nociones de Derecho administrativo y de la organización y procedimiento vigente en cada Ministerio; y uno práctico, relativo a aspectos de gramática, aritmética, escritura y mecanografía.

			b) Oposiciones para el ingreso en la Escala Técnica:

			– Se distinguía entre el acceso directo como Oficial de tercera clase, como Jefe de Negociado y como Jefe de Administración.

			– Para el acceso como Oficial de tercera clase, era preciso superar un examen oral, que debía versar sobre temas de derecho, economía y hacienda pública; y otro escrito, acerca de legislación relativa a los servicios del Ministerio.

			– Por su parte, el acceso al cargo de Jefe de Negociado se podía hacer por promoción interna entre Oficiales o, directamente, por oposición libre. En este caso, había que superar tres ejercicios: uno oral, sobre temas de derecho, economía y hacienda pública; otro escrito, consistente en redactar una memoria acerca de un tema propuesto por el Tribunal; y, finalmente, un ejercicio práctico, consistente en la resolución de un expediente o la formación de una cuenta. Además, se exigía el conocimiento de uno de estos idiomas: francés, inglés, italiano o alemán.

			– Por último, para acceder al cargo de Jefe de Administración por oposición libre y directa, era preciso superar cuatro ejercicios: la redacción de una memoria en un tiempo de 6 horas sobre un tema propuesto por el Tribunal; la resolución de un expediente; la redacción de un proyecto de Reglamento orgánico de algún servicio del Ministerio en cuestión; y, finalmente, la redacción de una consulta sobre una materia jurídica relacionada con el ramo respectivo. Además, como en el caso anterior, los aspirantes debían acreditar el conocimiento de uno de estos idiomas: francés, inglés, italiano o alemán.

			Finalmente, por lo que se refiere a la pérdida de la condición de funcionario, se contemplaban tres supuestos: la separación del servicio, la cesantía y la jubilación.

			La primera se imponía como consecuencia de la comisión de una falta disciplinaria muy grave, al igual que la cesantía. Pero, mientras que la primera determinaba la baja en el escalafón respectivo, la cesantía permitía a los funcionarios figurar en el escalafón de cesantes [18].

			Además, la cesantía se podía producir por las siguientes causas:

			– Cuando el funcionario no tomara posesión dentro del plazo establecido [19].

			– Cuando, sin haber obtenido la licencia correspondiente, el funcionario se ausentaba de su residencia oficial (art. 30).

			– En los supuestos de excedencia voluntaria, cuando el funcionario no solicitaba el reingreso dentro del plazo establecido (art. 49).

			– Y, finalmente, cuando se declaraba por el Consejo de Ministros por conveniencia del servicio [20].

			En cuanto a la pérdida de la condición como consecuencia de la jubilación del funcionario, ésta podía ser forzosa, voluntaria o por imposibilidad física (art. 87). La primera se producía automáticamente al alcanzar el funcionario la edad de 67 años (art. 88). La voluntaria se podía obtener siempre que el funcionario tuviese 65 años o contase con más de cuarenta años de servicio (art. 91). Por último, la jubilación por imposibilidad física se acordaba por el Ministerio de Hacienda, tras la acreditación de la incapacidad del funcionario en cuestión (art. 89).

			2. La Reforma del 64

			La ambiciosa reforma legislativa emprendida en 1964 y el desarrollo reglamentario posterior [21], marcaron un antes y un después en materia de reclutamiento del personal al servicio de la Administración del Estado. Esto es así porque, por primera vez, se produjo un tratamiento global de la selección, teniendo en cuenta las necesidades de personal desde el punto de vista tanto cuantitativo como cualitativo, a la vista de los efectivos existentes en cada uno de los Departamentos Ministeriales y Organismos Públicos.

			Se introdujo, en este sentido, una figura fundamental que no fue otra que la formación de plantillas orgánicas de todas las unidades administrativas, junto con la clasificación de los puestos de trabajo. De esta forma, se podía conocer el número total de efectivos existentes y el número y clase de los puestos cuya cobertura era necesaria [22].

			Además, se llevó a cabo una reglamentación en profundidad de los distintos sistemas de selección en los que, tomándose como modelos los sistemas inglés y francés, se establecía una doble etapa, en la que primero había que superar una serie de pruebas de carácter teórico y de contenido práctico en pública concurrencia, para, posteriormente, superar un curso selectivo de formación [23].

			2.1 La selección de los funcionarios públicos en la LFCE

			Es preciso hacer una aclaración previa, en el sentido de que la reforma operada por la LFCE incidió fundamentalmente en la selección de los funcionarios de los Cuerpos generales, ya que los Cuerpos especiales siguieron rigiéndose por sus normas específicas. Sobre esta base, las reglas esenciales que se introdujeron con la nueva Ley pueden resumirse en las siguientes [24]:

			– La exigencia de convocatoria pública. Es decir, todos los procesos selectivos son anunciados previamente, de manera que se pueda garantizar la pública concurrencia.

			– La necesidad de superar una serie de pruebas de índole teórica y práctica, que conforman lo que se conoce como proceso selectivo [25].

			– El establecimiento de una serie de requisitos indispensables para poder ser admitidos a las pruebas selectivas [26].

			– La configuración de un turno restringido mediante una reserva de plazas, para incentivar la promoción interna de los funcionarios de los Cuerpos inferiores a los superiores [27].

			– La implantación de un periodo de formación a través de un curso selectivo y unas prácticas administrativas, a cargo del Centro de Formación y Perfeccionamiento de Funcionarios, en colaboración con los diferentes Ministerios.

			2.2 Adquisición y pérdida de la condición de funcionario

			El reclutamiento a partir de la Reforma del 64 se completó con el establecimiento de una serie de requisitos para poder adquirir la condición de funcionario público, así como con unas causas por las cuales se podía perder la misma.

			Por lo que se refiere a los primeros, el artículo 36 de la LFCE contemplaba los siguientes:

			1. Superar las pruebas de selección y, en su caso, los cursos de formación que les sigan.

			2. Recibir el nombramiento por parte de la autoridad competente.

			3. Jurar el acatamiento de los Principios Fundamentales del Movimiento Nacional y de las demás leyes fundamentales del Reino.

			4. Tomar posesión en el plazo de un mes a contar desde la notificación del nombramiento [28].

			En cuanto a la pérdida de la condición de funcionario, se podía producir por alguna de las siguientes causas (art. 37):

			a) Renuncia, que no inhabilitaba para un nuevo ingreso en la función pública (art. 38.1).

			b) Pérdida de la nacionalidad española.

			c) Sanción disciplinaria de separación del servicio, que tenía carácter definitivo (art. 38.3).

			d) Pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial para cargo público.

			e) Jubilación voluntaria o forzosa, por edad o por incapacidad permanente para el servicio.

			3. El ingreso en la Administración Pública a partir de la Constitución de 1978

			La aprobación de la CE consolidó y elevó el rango de los ya asentados principios de igualdad, mérito y capacidad en el acceso a los cargos y funciones públicas. El principio de igualdad supone la total irrelevancia en el acceso al empleo público de las circunstancias de raza, sexo, religión, posición económica o pertenencia a una clase determinada [29].

			Por su parte, los principios de mérito y capacidad prohíben todo criterio selectivo que no atienda a la capacidad intelectual y a los merecimientos personales de los candidatos [30].

			Asentados estos principios fundamentales, la LMRFP continuó la andadura emprendida en la Reforma de 1964, con la peculiaridad de que se extiendió a las recién creadas Comunidades Autónomas.

			3.1 Un elemento indispensable para una adecuada selección: la planificación de los recursos humanos

			Se podría definir la planificación, aplicada a los recursos humanos, como la previsión de las necesidades de personal a lo largo del tiempo y de los métodos para cubrirlas. Partiendo de esta definición, se pueden establecer los siguientes fines de la planificación:

			– Conocer las existencias de personal.

			– Prever las necesidades de personal.

			– Establecer estrategias para cubrir esas necesidades.

			Pues bien, en la Administración Pública fue muy importante, a efectos de planificación, la aprobación de la LMRFP. Esta norma introdujo una serie de elementos que posibilitaban el conocimiento de los efectivos al servicio de la Administración y la determinación de necesidades [31]. Estos elementos son:

			– Racionalización de los Cuerpos y Escalas [32].

			– Las Relaciones de Puestos de Trabajo.

			– El Registro Central de Personal.

			– Los Planes de Empleo [33].

			– La Oferta de Empleo Público.

			De todos ellos, quizá la Oferta de Empleo Público fue la novedad más importante de la LMRFP en esta materia, ya que constituyó el principal instrumento de racionalización y programación en la gestión de los recursos humanos.

			La Oferta de Empleo Público recoge anualmente las previsiones de crecimiento de personal, y puede incluir tanto las plazas que deban cubrirse en el correspondiente ejercicio presupuestario, como las previsiones temporales sobre evolución y cobertura de vacantes. Además, al publicarse en el diario oficial correspondiente permite tener, con una cierta antelación, un conocimiento de la totalidad de las vacantes cuya provisión se va a llevar a efecto en los próximos meses (art. 18) [34].

			3.2 La selección de los funcionarios de carrera en la LMRFP y en el desarrollo reglamentario posterior

			Considerando la selección de personal como el proceso encaminado a establecer cuál es la persona adecuada, según sus características, para desarrollar la actividad en cuestión, es preciso alcanzar tres objetivos durante todo proceso de reclutamiento:

			– Señalar los requisitos necesarios para desempeñar el trabajo.

			– Identificar y medir los méritos de los candidatos sometidos a examen.

			– Por último, elegir a los individuos idóneos para el puesto.

			Pues bien, en el ámbito de la Administración Pública este proceso se vuelve más complejo, en la medida en la que se deben garantizar unos principios de igualdad, mérito y capacidad para la selección del candidato más idóneo para el puesto a cubrir.

			Por este motivo, las diversas legislaciones que en esta materia se han ido formulando a lo largo de los años, han procurado introducir nuevas garantías para que la objetividad en la selección de los funcionarios públicos quedase asegurada [35].

			Así ocurrió con la LMRFP y con su Reglamento de desarrollo, el RD 364/1995, que establecieron unos determinados sistemas de selección, con órganos específicos de valoración y diseñando todo un proceso selectivo dotado de las mayores garantías posibles, como ahora se verá.

			3.2.1 Sistemas de selección

			Tanto la LMRFP (art. 19) como el RGI (art. 4) prevén tres sistemas de selección, que son:

			– Oposición: es el sistema ordinario de ingreso, y consiste en la celebración de una o más pruebas, para determinar la capacidad y aptitud de los aspirantes y fijar su orden de prelación.

			– Concurso: que consiste en la comprobación y calificación de los méritos de los aspirantes y en el establecimiento del orden de prelación de los mismos.

			– Concurso-oposición: que consiste en la celebración sucesiva de los dos sistemas anteriores.

			3.2.2 Órganos de selección

			Los órganos de selección debían ser regulados por el Gobierno en cuanto a su composición y funcionamiento, garantizándose la especialización de sus integrantes y no pudiendo estar formados, mayoritariamente, por funcionarios pertenecientes al mismo Cuerpo que había de seleccionar (art. 19 LMRFP)  [36].

			Sobre esta base se contemplan dos tipos de órganos de selección: los Tribunales y las Comisiones Permanentes de Selección.

			Por lo que se refiere a los primeros, se configuran como los órganos técnicos encargados de la calificación y desarrollo de las pruebas selectivas [37], debiendo cumplir los siguientes requisitos:

			– Una estricta independencia frente a los demás órganos de la Administración.

			– Que sus integrantes estén desvinculados de la estructura jerárquica.

			– Que se designen por el órgano convocante y su composición forme parte de las correspondientes bases [38].

			– Y que actúen con total autonomía en sus funciones, siendo sus miembros responsables de la objetividad del procedimiento selectivo y del cumplimiento de las bases de la convocatoria [39].

			En cuanto a las Comisiones Permanentes de Selección, se configuran como los órganos encargados del desarrollo y calificación de las pruebas selectivas para el acceso a aquellos Cuerpos y Escalas en los que el elevado número de aspirantes y el nivel de titulación o especialización exigida así lo aconsejen (art. 12.1 RGI).

			Se deben constituir por un número impar de miembros, funcionarios de carrera, con nivel de titulación igual o superior al del Cuerpo o Escala en cuya selección vayan a intervenir, y en su composición se debe velar por el cumplimiento del principio de especialidad (art. 12.3 RGI) [40].

			3.2.3 Proceso selectivo

			Como se ha dicho más arriba, el proceso selectivo se configuraba de forma que quedasen garantizados los principios de igualdad, mérito y capacidad, pero, también, el de publicidad. Por este motivo, todo proceso debía comenzar con la publicación de la convocatoria, junto con sus bases, en el Boletín Oficial del Estado (art. 15.1 RGI).

			Dicha convocatoria [41] debía aprobarse por el Departamento Ministerial correspondiente, una vez obtenido el Informe favorable de la Dirección General de la Función Pública. Una vez aprobada, vinculaba a la Administración y a los Tribunales de Selección, así como a los participantes en la misma (art. 15.3 y 4 RGI).

			Por lo que se refiere al desarrollo del proceso selectivo propiamente dicho, comenzaba (tras la convocatoria y la presentación de las solicitudes de participación) con la aprobación de la lista de admitidos y excluidos. A continuación, se celebraban las pruebas, que podían ser de conocimientos generales o específicos y en las que, en todo caso, se debía respetar el orden de actuación de los aspirantes de acuerdo con el sorteo realizado con anterioridad (art. 17 RGI).

			El proceso finalizaba con una relación de aprobados según el orden de puntuación obtenido, sin que se pudiera aprobar a un número de personas mayor que el de las plazas convocadas, salvo que, con posterioridad, estuviese prevista la realización de un curso selectivo (art. 22 RGI).

			Una vez superadas todas las pruebas y, en su caso, el curso selectivo, los aspirantes debían presentar toda la documentación pertinente, tras lo cual eran nombrados funcionarios de carrera (art. 23 RGI) [42].

			4. Adquisición y pérdida de la condición de empleado público en el EBEP

			El EBEP recoge la tradición de las normas precedentes, en el decidido propósito de garantizar la imparcialidad y la objetividad en la selección de los empleados públicos. Para ello, no sólo se apoya en los principios constitucionales antedichos, sino que, además, incorpora los siguientes (art. 55):

			– Publicidad de las convocatorias y de sus bases.

			– Transparencia [43].

			– Imparcialidad y profesionalidad de los miembros de los órganos de selección.

			– Independencia y discrecionalidad técnica en la actuación de los órganos de selección.

			– Adecuación entre el contenido de los procesos selectivos y las funciones o tareas a desarrollar.

			– Agilidad, sin perjuicio de la objetividad, en los procesos de selección.

			En cuanto a la adquisición de la condición de funcionario, el artículo 62 del EBEP, señala que es necesario:

			– Superar el sistema de selección.

			– Ser nombrado por la autoridad competente.

			– Acatar la Constitución y, en su caso, el Estatuto de Autonomía correspondiente, así como el resto del Ordenamiento Jurídico.

			– Tomar posesión del puesto de trabajo en el plazo reglamentario.

			En todo caso, antes será preciso reunir una serie de requisitos para poder participar en el correspondiente proceso selectivo.

			4.1 Requisitos para poder participar en las pruebas selectivas

			Al igual que hicieran sus precedentes legislativos y de forma muy parecida a la LFCE, el EBEP contempla, en sus artículos 56 y 57, una serie de requisitos para poder participar en las pruebas selectivas de acceso a la condición de empleado público.

			El primer requisito que se exige es el de tener la nacionalidad española, si bien los nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea [44] podrán acceder, en igualdad de condiciones que los españoles, a todos los empleos públicos, salvo que impliquen una participación directa o indirecta en el ejercicio del poder público y se trate de funciones que tengan por objeto la salvaguardia de los intereses del Estado o de las Administraciones Públicas [45].

			También se permite el acceso al cónyuge de los españoles y de los nacionales de otros Estados miembros de la Unión Europea, siempre que no estén separados de derecho, y a sus descendientes, siempre que aquellos no estén separados de derecho y sean menores de 21 años o mayores de dicha edad que vivan a sus expensas.

			El segundo requisito para poder participar en las pruebas selectivas de acceso al empleo público es tener cumplida la edad de 16 años y no exceder, en su caso, de la edad máxima de jubilación forzosa. Solo por ley podrá establecerse otra edad máxima, distinta de la edad de jubilación forzosa, para el acceso al empleo público.

			En tercer lugar, se requiere estar en posesión de la titulación exigida, o en condiciones de obtenerla en la fecha en que termine el plazo de presentación de instancias.

			También es preciso poseer la capacidad funcional para el desempeño de las tareas.

			Y, finalmente, no haber sido separado mediante expediente disciplinario del servicio de cualquiera de las Administraciones Públicas, ni hallarse inhabilitado para el desempeño de funciones públicas por sentencia firme [46].

			4.2 Sistemas de selección y características de las pruebas

			Al igual que ocurría con su precedente más inmediato, la LMRFP, el EBEP recoge los sistemas de oposición, concurso y concurso-oposición (art. 61.6), si bien, preferentemente, se utilizarán los sistemas de oposición y concurso oposición, mientras que el concurso tendrá carácter excepcional y sólo podrá autorizarse por ley.

			En cuanto a las características de las pruebas, el apartado segundo del citado artículo señala que:

			– Debe haber una adecuación entre el tipo de prueba y el trabajo a desempeñar.

			– Las pruebas pueden ser de conocimientos generales o específicos.

			– Podrán consistir en la comprobación de los conocimientos y la capacidad analítica de los aspirantes, expresados de forma oral o escrita.

			– También se puede exigir la realización de ejercicios que demuestren la posesión de alguna destreza en particular.

			– Y, por último, se puede contemplar la comprobación del dominio de lenguas extranjeras o la realización de pruebas físicas.

			Finalmente, el apartado quinto señala que, para asegurar la objetividad y la racionalidad de los procesos selectivos, las pruebas podrán completarse con la superación de cursos, de periodos de prácticas, con la exposición curricular por los candidatos, con pruebas psicotécnicas o con la realización de entrevistas. Además, se pueden exigir reconocimientos médicos.

			4.3 Órganos de selección

			El EBEP hace un hincapié especial en las reglas que deben regir la composición de los órganos de selección, en un claro esfuerzo por reforzar la objetividad y transparencia del proceso selectivo, así como su profesionalidad. De esta forma, el artículo 60 recoge estos tres principios básicos:

			– Los órganos de selección serán colegiados, y su composición se ajustará a los principios de imparcialidad y profesionalidad de sus miembros, y tenderá a la paridad entre mujer y hombre.

			– No podrán formar parte de los órganos de selección el personal de designación política, los funcionarios interinos o el personal eventual.

			– La pertenencia a un órgano de selección es siempre a título individual.

			4.4 Pérdida de la condición de empleado público

			Al igual que ya hiciera la LFCE, el EBEP contempla unos supuestos de pérdida de la condición de funcionario en su artículo 63:

			– La renuncia a la condición de funcionario, que para ser eficaz debe ser aceptada por la Administración. Ahora bien, no podrá ser aceptada cuando el funcionario esté sujeto a expediente disciplinario o haya sido dictado en su contra auto de procesamiento o de apertura de juicio oral por la comisión de algún delito (art. 64).

			– La pérdida de la nacionalidad que permitió el acceso al empleo público salvo que, simultáneamente, se adquiera otra que también permita dicho acceso (art. 65).

			– La jubilación total del funcionario [47].

			– La sanción disciplinaria de separación del servicio que tenga carácter firme [48].

			– La pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial para cargo público que tuviere carácter firme (art. 66).
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					[46] En el caso de ser nacional de otro Estado, no hallarse inhabilitado o en situación equivalente ni haber sido sometido a sanción disciplinaria o equivalente que impida, en su Estado, en los mismos términos el acceso al empleo público.

				

				
					[47] Puede tener diversas modalidades: en primer lugar la jubilación voluntaria que procederá, a solicitud del interesado, siempre que el funcionario reúna los requisitos y condiciones establecidos en el Régimen de Seguridad Social que le sea aplicable; en segundo lugar, la jubilación forzosa por edad, que se producirá al alcanzar la edad máxima de jubilación; y, por último, la jubilación por incapacidad permanente para el servicio, que se producirá como consecuencia de una inutilidad física o disminución o pérdida de facultades en tal grado que impida el correcto ejercicio de sus funciones (art. 67).

				

				
					[48] Supone la ruptura del vínculo que une al funcionario con la Administración y conlleva la pérdida de todos los derechos inherentes a la condición funcionarial. Solo puede imponerse por la comisión de una falta muy grave (art. 96.1).

				

			

		

	




	
		
			CAPÍTULO 4

			 LA CARRERA ADMINISTRATIVA. PROVISIÓN Y PROMOCIÓN

			1. El sistema de categorías como base de la carrera administrativa en los orígenes del constitucionalismo español (1812-1917)

			Los primeros estatutos de funcionarios se caracterizaron por la implantación de una fórmula que permitió que el empleado público se considerara, por primera vez, como parte de un sistema y no solo como una pieza aislada. De esta forma, la función pública española se fue configurando como un modelo cerrado, en el que se sustituía el sistema objetivo de puestos por el de categorías personales. Esto ocurrió, por primera vez, con el Estatuto de López Ballesteros, donde se le otorgó a cada empleado público una categoría personal con independencia del puesto que desempeñaba en cada momento [1].

			Una vez que se había ingresado en la Administración y, por tanto, se formaba parte de una categoría, el funcionario o empleado público podía ascender en la misma de acuerdo con reglas de mérito y capacidad, o, simplemente, por antigüedad, en determinados casos.

			De esta manera, el esquema que se instauró por el ministro de Fernando VII fue el establecimiento de una Escala general y unas Escalas particulares. En dichas Escalas, se integraban de acuerdo con la clase correspondiente, de mayor a menor, todos los empleos de la Administración, de manera que, en conjunto, formaban una Escala general. Los empleados integrados en una Escala particular iban a poder ascender a otra superior, en el momento en el que acreditaran plenamente la posesión de los conocimientos y demás requisitos exigidos en dicha Escala. Para ello se tendría en cuenta el mayor mérito y capacidad, si bien, en igualdad de condiciones, tenía preferencia el de mayor antigüedad. Por su parte, el ascenso dentro de la misma Escala se hacía por rigurosa antigüedad [2].

			Posteriormente, el Estatuto de Bravo Murillo continuó con el sistema de categorías impulsado por su antecesor, con la particularidad de que lo extendió al conjunto de toda la Administración, no limitándose tan solo al Ministerio de Hacienda.

			El esquema planteado fue la clasificación de todo el personal en seis categorías, que a su vez se dividían en las correspondientes clases, a efectos simplemente de fijación de los distintos niveles de sueldo. En las cinco categorías principales (Jefe Superior, Jefe de Administración, Jefe de Negociado, oficial y aspirante) se adquiría la condición de empleado público, mientras que los subalternos no gozaban de esta consideración (art. 1 EBM).

			En cuanto a los ascensos, el sistema variaba dependiendo de la categoría. Generalmente se permitía el acceso libre directamente a las categorías de Aspirante, Oficial y Jefe de Negociado, mientras que, para las dos siguientes categorías de jefe superior y jefe de administración, se exigía haber prestado servicios durante un determinado periodo de tiempo en las categorías inferiores. La manera de acreditar el mérito de los aspirantes era mediante la realización de un examen o la presentación del correspondiente título académico o diploma acreditativo, en el caso de los Aspirantes. Para el ascenso a las restantes categorías, se podía sustituir este requisito por la acreditación del tiempo de servicios prestados con buen expediente en las categorías inmediatamente inferiores. Por último, constituyó una novedad muy importante la creación de las Juntas de Jefes en cada Ministerio y de una Oficina Provincial que se encargaron, entre otras cosas, de la calificación del mérito, servicios y circunstancias del personal [3].

			Llegamos de esta manera al Estatuto de O’Donnell, donde se establecían tres posibilidades de ascenso, a través de la libre elección, de la antigüedad o mediante el reingreso de cesantes [4].

			Los artículos 22 y siguientes del Real Decreto de 4 de marzo de 1866 configuraban un sistema de provisión de vacantes, dependiendo de la categoría a la que pertenecían. De esta manera, se utilizaban alternativamente los criterios de antigüedad y libre elección, combinados con un periodo de permanencia en la categoría inmediatamente anterior, para poder acceder a la categoría superior. Pero, además, se establecía una reserva especial para los cesantes con haber de clasificación, esto es, aquellos que habiendo prestado servicios en el sector público hubiesen dejado de hacerlo por diversas causas [5].

			Finalmente, el Estatuto de Maura configura una carrera administrativa basada en la inamovilidad de los empleados públicos y en la primacía de los principios de mérito y capacidad, dotando de esa manera de una mayor estabilidad a la Administración y de un incremento de las garantías para el funcionario [6].

			De esta forma, existían tres mecanismos de ascenso en la Administración: por oposición interna, por antigüedad o por libre elección (Base 3.ª). Esta última fórmula estaba reservada únicamente para los aspirantes a Jefes de Administración que, además, podían ascender por rigurosa antigüedad en determinados casos. Por el contrario, para el ascenso a Jefe de Negociado la fórmula que se utilizaba era la de la oposición restringida entre los que ya tuvieran la condición de Oficiales, que, además, contaban también con un turno específico de ascenso por antigüedad. Esta última fórmula era, sin embargo, la que regía con carácter general para el ascenso en las Escalas técnica y auxiliar. En todo caso, todos los funcionarios que, en el momento de la entrada en vigor de la Ley, no fueran aptos para el ascenso, debían, para poder promocionar, prestar servicios en provincias en un cargo o varios, que perteneciesen a la categoría inmediatamente inferior, durante, al menos, dos años, o quince, si los puestos eran de otra categoría. Por último, se preveía un turno especial para el reingreso de cesantes, a los cuales se les reservaba una de cada seis vacantes en cada categoría y en cada clase, debiendo realizar un examen si llevaban en esta situación un determinado periodo de tiempo [7].

			Como señaló Gutiérrez Reñón, la fórmula diseñada por el Estatuto de Maura fue una «construcción equilibrada» que supuso una regulación en profundidad de la carrera administrativa y que se tradujo en una revalorización de la función pública, en un claro intento por encauzarla dentro de un sistema general, frente a un «particularismo excesivo» [8].

			Por su parte, Morell Ocaña consideró que la carrera administrativa se configuró como un auténtico cursus honorum, en el que la fórmula de la antigüedad jugó un papel preponderante [9].

			2. La carrera administrativa con la Reforma del 64

			2.1 Principales elementos configuradores

			Es preciso partir de la consideración inicial de que la LFCE no hace en ningún momento referencia a la carrera administrativa. Sin embargo, esta falta de atención formal a la carrera del funcionario no quiere decir que la misma no exista desde un punto de vista material ya que, de hecho, existen numerosos aspectos que corroboran esta afirmación.

			Ciertamente, la LFCE llevó a cabo una auténtica política de personal mediante la creación del Consejo Superior de Personal y la implantación de una serie de mecanismos, como fueron las plantillas orgánicas, la clasificación de los puestos de trabajo o el establecimiento de un auténtico sistema retributivo. Dentro de dicha política se le otorgó un papel fundamental (aunque no se diga formalmente) a la carrera administrativa, cuyos elementos esenciales se pueden resumir en los siguientes: la regulación de los puestos de trabajo; el papel de los Cuerpos funcionariales; los sistemas de provisión de puestos; la promoción interna; y la formación y perfeccionamiento. A continuación, se van a ir viendo cada uno de estos elementos [10]:

			1) La regulación de los puestos de trabajo.

			El puesto de trabajo era un elemento clave de la carrera administrativa, ya que a través de su nivel se sabía cuál era el estatus del funcionario, a falta de otros criterios válidos contenidos en la Ley. De esta forma, se institucionaliza, por primera vez en una Ley de función pública, la técnica de la clasificación de puestos de trabajo [11].

			2) El segundo aspecto de la LFCE que incide en la carrera administrativa es el papel otorgado a los Cuerpos funcionariales, cuyo análisis ya se hizo detalladamente en otro lugar de este trabajo.

			3) Los sistemas de provisión de puestos de trabajo.

			En un modelo de carrera en el que el puesto era junto al Cuerpo el elemento central, el sistema de provisión de puestos de trabajo cobraba un papel fundamental.

			En la LFCE el concurso se mantuvo como fórmula normal de provisión de puestos de trabajo. Se hacía por convocatoria pública y en él se valoraban la antigüedad, los servicios prestados en el propio Departamento al que pertenecía la vacante, la eficacia demostrada en los destinos anteriores, la posesión de diplomas, estudios o publicaciones directamente relacionadas con la función a desempeñar y, en su caso, la residencia previa del cónyuge funcionario en el lugar donde radicaba la vacante solicitada [12]. Excepcionalmente, se preveía la posibilidad de utilizar el sistema de libre designación, que no necesitaba convocatoria pública y en el que la elección del funcionario se hacía de forma discrecional (art. 56).

			Sin embargo, la práctica demostró que, realmente, el sistema más empleado fue la libre designación y no el concurso. Y esto fue así debido a dos causas fundamentales: por un lado, la tardanza en aprobar las denominadas plantillas orgánicas, que servirían de base a la clasificación de puestos de trabajo, en la que se establecería qué puestos quedaban reservados al procedimiento de concurso y cuáles al de libre designación; y, por otro lado, la deficiente regulación del concurso, en el que había una excesiva formalidad [13].

			4) La promoción interna.

			La LFCE contemplaba la utilización de turnos restringidos de acceso como sistema de promoción interna para los Cuerpos generales, excluido el Cuerpo de Subalternos. Esta promoción sólo podía ser al Cuerpo inmediatamente superior, y el funcionario tenía que estar en posesión de la correspondiente titulación, además de superar las correspondientes pruebas [14].

			5) La formación y el perfeccionamiento.

			A través del Centro de Formación y Perfeccionamiento de Funcionarios, creado en 1958, los funcionarios de los Cuerpos generales tenían el deber de asistir a los cursos de perfeccionamiento con la «periodicidad y características que establezca la Presidencia del Gobierno», sin perjuicio de que cada Ministerio podía imponer enseñanzas específicas en relación con la materia de su competencia (art. 33). De esta forma, se crearon unos diplomas específicos (art. 25) que, una vez conseguidos, se anotaban en la hoja de servicios del funcionario, sirviéndole para futuros concursos de provisión de puestos.

			Pero, además, la Ley preveía la obtención de un título especial que era el Diploma Directivo [15], el cual iba a permitir la posibilidad de que los funcionarios pertenecientes al Cuerpo Técnico, pudiesen pasar a desempeñar determinados puestos reservados a esta condición. Se trataba de la oportunidad de realizar funciones superiores o de mayor responsabilidad. Sin embargo, este Diploma nunca llegó a ver la luz, ya que no se procedió a identificar los puestos reservados a Técnicos con Diploma Directivo, ni tampoco se realizaron las correspondientes convocatorias para la obtención de dicho Diploma [16].

			A la vista de estos elementos que se han señalado, se observa que, como han puesto de manifiesto diversos autores, aunque no se puede hablar de una carrera en sentido formal, la LFCE recoge suficientes elementos de «promoción, estabilidad y horizonte profesional», para considerar que sí existía una carrera administrativa en realidad [17]. Sin embargo, era una carrera frágil y poco interiorizada por los funcionarios o, como la denominó Nieto García, un «pseudomodelo» de carrera de «movilidad corporativa»  [18], ya que el paso de un puesto a otro no significaba un ascenso en el estatuto profesional del funcionario, sino tan sólo una ventaja retributiva. Ventaja que, además, no se consolidaba, porque tras el desempeño de un puesto de nivel superior podía pasarse a un puesto de nivel inferior, desvaneciéndose la ventaja alcanzada [19].

			2.2 El Real Decreto-Ley 22/1977, de 30 de marzo, por el que se modifica el régimen jurídico de los funcionarios de la Administración Civil del Estado

			El RD-Ley 22/1977 fue la primera norma importante que se dictó para modificar la LFCE que, aunque se centró fundamentalmente en el aspecto retributivo de la relación funcionarial, también tuvo una gran incidencia en la carrera administrativa, ya que acuñó un nuevo concepto, el grado personal, sobre el que más tarde, con la Ley 30/1984 de Medidas para la Reforma de la Función Pública (LMRFP), pivotaría el conjunto de la carrera de los funcionarios públicos.

			Sin embargo, esta norma no estuvo exenta de críticas. Así, por ejemplo, el profesor Garrido Falla entendía que el nuevo sistema estaba mezclando dos concepciones completamente opuestas como son el sistema de Cuerpos y el de grados. Según este autor, era posible que estuviera importando el sistema americano de la general schedule y, por tanto, no estaba basado en una serie de categorías administrativas, ya que, al aplicarse también al personal militar, distinguía entre el grado del empleo o categoría militar [20].

			De forma sintetizada, como señala Arroyo Yanes, se puede afirmar que la carrera administrativa que pretendía instaurar el nuevo RD-Ley se sustentaba en un sistema de grados personales, que se fijaban en función de los años de servicios efectivos en el Cuerpo o Escala de pertenencia. Toda vez que el funcionario de carrera ya se encontraba en posesión de un grado personal inicial [21], estaba en condiciones de poder ascender, de forma sucesiva, a los grados superiores. Para pasar de un grado a otro tenían que transcurrir cinco años de servicios efectivos [22] prestados en el grado anterior. Y el grado asignado suponía la percepción de una cantidad económica fija, que se determinaba en función del nivel de titulación. Pero, además, habilitaba para el desempeño de determinados puestos de trabajo en los que así se estableciese [23].

			Con esta nueva fórmula del grado personal se pretendía individualizar a unos funcionarios públicos frente a otros del mismo Cuerpo o Escala, lo que suponía una gran novedad frente al sistema instaurado por la LFCE. Sin embargo, había otros componentes dentro de la carrera administrativa que provocaban que el resultado final hiciese muy difícil su aplicación práctica [24]. Dentro de las disfunciones de este nuevo sistema, el profesor Arroyo Yanes destaca las siguientes [25]:

			– En primer lugar, este autor señala que, al considerar el grado como un concepto retributivo básico, independiente del sueldo o los trienios, lo convertía en un ascenso de tipo económico, llegando a decirse, incluso, que se trataba de un quinquenio.

			– Por otro lado, la correlación entre el grado de un funcionario y los puestos de trabajo no estaba completamente perfeccionada, apareciendo más como una posibilidad que como una obligación. Esto restaba valor al grado personal, convirtiéndolo en un «concepto inútil», ya que no habilitaba al funcionario para acceder a funciones de mayor responsabilidad, pudiendo éstas estar desempeñadas por funcionarios con un grado inferior.

			– Por último, la asignación de los grados podía prestarse a todo tipo de arbitrariedades, ya que no se establecía con claridad cuantos grados correspondían a cada Cuerpo, ni se determinaba el papel que jugaría la titulación del funcionario o qué se debía entender por «especial preparación técnica».

			Sin embargo, poco hubo de durar la reforma operada por el RD-Ley del 77, ya que el artículo 8.3 de la Ley de Presupuestos de 1978 decidió la suspensión del sistema de grados, hasta que se llevara a cabo una completa regulación de la carrera administrativa. Como contrapartida, se fijó una remuneración «equivalente al 8% del sueldo correspondiente a los índices de proporcionalidad, que se devengarían teniendo en cuenta la aplicación de los criterios para la asignación del grado inicial» [26].

			3. El nuevo modelo de carrera establecido por la LMRFP

			3.1 Elementos configuradores del nuevo sistema de carrera

			El nuevo modelo de carrera administrativa impuesto por la LMRFP se articuló, fundamentalmente, sobre la base del grado personal, entendiendo por éste la acreditación que recibe un funcionario por el desempeño de puestos de trabajo de nivel correspondiente durante un determinado periodo de tiempo (dos años continuados o tres con interrupción), o bien por el cumplimiento de una serie de requisitos objetivos [27].

			Sin embargo, éste no era el único elemento que configuraba la carrera administrativa de los funcionarios públicos. El profesor Arroyo Yanes hizo un completo análisis de los distintos elementos que componían la institución de la carrera administrativa en la LMRFP, que, básicamente, se concretan en los siguientes [28]:

			– En primer lugar, uno de los aspectos más novedosos de la Ley está constituido por las relaciones de puestos de trabajo que sustituyen a las plantillas orgánicas creadas por la LFCE.

			– El segundo elemento que habría que destacar de la Ley consiste en la reordenación de los Cuerpos y Escalas, consiguiendo una mayor racionalización.

			– Otro de los elementos clave de la nueva carrera administrativa instaurada por la LMRFP era la adscripción indistinta o no adscripción de Cuerpos o Escalas a puestos de trabajo concretos, salvo en supuestos excepcionales.

			– Por otra parte, en materia de provisión de puestos de trabajo, se llevó a cabo una generalización de los procedimientos de concurso y libre designación para todos los funcionarios, superando las limitaciones que imponía la LFCE.

			– Además, se estableció un meticuloso sistema de promoción interna que permitía a los funcionarios pasar a otros Cuerpos o Escalas del mismo o de superior grupo de clasificación.

			– Por último, se introdujo la movilidad interadministrativa como una importante novedad en la función pública española, dando la posibilidad de que los funcionarios pertenecientes a una determinada Administración Pública puedieran pasar a prestar servicios en otras distintas.

			Teniendo en cuenta que estos tres primeros apartados ya fueron desarrollados en otro lugar de este trabajo [29], se centrará la cuestión sobre la provisión de puestos de trabajo y la movilidad administrativa, dejando el análisis de la promoción interna para un momento posterior.

			Comenzando por el sistema de provisión de puestos de trabajo, como venimos diciendo, se articuló, fundamentalmente, a través de los procedimientos de concurso y de libre designación. De estos, el concurso se concibió como la forma normal de provisión de puestos, en el que la objetividad sería su principal seña de identidad [30]. A través de este sistema se iban a proveer la práctica totalidad de los puestos en las Administraciones Públicas. Para los restantes se utilizaría el sistema de libre designación que, por el contrario, es un procedimiento presidido por la discrecionalidad de la Administración, tanto para nombrar a los funcionarios en un puesto determinado como para cesarles del mismo cuando lo estime oportuno, sin otro requisito que el de cumplir las condiciones que establezca la Ley (art. 20 LMRFP).

			En todo caso, ambos procedimientos, según dispone la LMRFP, deben ir precedidos de una convocatoria pública en la que se detallen los requisitos para su desempeño, así como el nivel, denominación y localización del puesto. Además, solo pueden participar los funcionarios que reúnan los requisitos necesarios establecidos en la relación de puestos de trabajo (art. 20 LMRFP).

			Finalmente, sin perjuicio del análisis del grado personal y de la promoción interna, que por su importancia se harán en los epígrafes siguientes, el último de los elementos de la carrera administrativa que interesa analizar es el de la movilidad interadministrativa.

			Este elemento, introducido por primera vez en la normativa de la función pública a través de la LMRFP, consiste en la posibilidad de que los funcionarios pertenecientes a una Administración Pública puedan pasar a prestar servicios en el ámbito de otra Administración distinta a través de los sistemas de provisión de puestos de trabajo previstos en la Ley (art. 17 LMRFP). De esta forma, un aspirante que haya ingresado como funcionario de carrera en la Administración General del Estado, podría pasar a desempeñar un puesto de trabajo en el ámbito de una Comunidad Autónoma y viceversa. Y lo mismo ocurre para los funcionarios pertenecientes a la Administración local, que podrán prestar servicio en otras Corporaciones Locales, en las Administraciones de las Comunidades Autónomas y en la Administración General del Estado [31]. Para ello sólo es necesario que se den dos requisitos: que se justifique por las características del puesto y redunde en un indudable beneficio para el interés público; y, en segundo lugar, que esté previsto en la correspondiente relación de puestos de trabajo de la Administración en cuestión.

			3.2 El grado personal como elemento principal en la carrera administrativa a partir de 1984

			La profesionalización de la Administración Pública y la implantación definitiva de la carrera administrativa era una aspiración latente desde la aprobación de la LFCE. Y de hecho, la configuración de la misma en grados personales se veía como un remedio a las carencias más acusadas de dicha Ley. No obstante, no han faltado voces discordantes en nuestra doctrina que han considerado que el sistema de grados podría haberse logrado de una manera más simple y menos costosa con la reintroducción de las categorías [32].

			Sin embargo, el problema fundamental que llevó aparejado el establecimiento del grado personal fue, precisamente, el de su entrada en vigor. Y esto fue así porque la Ley estableció, como criterio para la asignación del grado inicial, el que tuviera asignado el puesto que ocupaba el funcionario entre el 1 de enero de 1985 y el 1 de enero de 1987, sin tener en cuenta los puestos desempeñados anteriormente. Lo cual provocaba que la jerarquización de los funcionarios fuese fruto del azar en la mayoría de los casos, sin corresponderse con su experiencia real [33].

			Entendiendo el grado personal como la acreditación que recibe un funcionario por el desempeño de puestos de trabajo de nivel correspondiente durante un determinado periodo de tiempo (dos años continuados o tres con interrupción), o bien por el cumplimiento de una serie de requisitos objetivos, tal y como lo refleja el artículo 21 de la LMRFP, es preciso detenernos, aunque sea brevemente, en los aspectos concretos de esta definición.

			En este sentido, los puestos de trabajo se dividían en 30 niveles, que se correspondían con los 30 grados que podía adquirir un funcionario. A su vez, estos niveles se agrupaban en intervalos en función del grupo profesional al que pertenecía el funcionario [34]. Los intervalos de nivel de cada grupo podían variar de una Administración a otra, porque correspondía a cada una de ellas la fijación de los mismos dentro de su respectivo ámbito (art. 21.1 LMRFP).

			De esta forma, el funcionario que desempeñaba un puesto de trabajo de un determinado nivel durante dos años continuados o tres con interrupción, estaba en condiciones de obtener el grado personal correspondiente a dicho nivel.

			Sin embargo, esta regla general no estaba carente de excepciones que, en su mayor parte, se establecieron por vía reglamentaria [35]. La primera de ellas era que sólo se podría consolidar un grado personal mediante el desempeño de puestos con carácter definitivo. No obstante, se establecían una serie de reglas especiales para el cómputo del tiempo a efectos de grado personal, en los supuestos de desempeño de puestos mediante comisión de servicios o adscripción provisional [36]. Además, se establecía que el funcionario no podía ocupar puestos que estuviesen más de dos niveles por encima de su grado personal (art. 21.2 LMRFP).

			En todo caso, la LMRFP provocó algunas desviaciones a la hora de su aplicación práctica. Al margen de la que se ha reseñado al principio de este epígrafe, habría que destacar la falta de correspondencia entre el nivel de complemento de destino asignado a los puestos de trabajo y el nivel real de dificultad y responsabilidad de las funciones que les habían sido atribuidas. En este sentido, se podía apreciar cómo algunos puestos que tenían asignado un alto complemento de destino, tenían funciones claramente inferiores a otros puestos con un complemento de destino inferior. Esto incidía negativamente en la asignación del grado personal, ya que éste, como se ha dicho, iba a tomar como referencia el nivel del puesto de trabajo desempeñado [37].

			Otra disfunción que ha sido señalada, acertadamente, por la mayoría de la doctrina fue la de que, mientras no se hubiese consolidado el primer grado personal, el funcionario podía desempeñar puestos de cualquier nivel, aunque estuviesen más de dos niveles por encima del que ya estuviesen desempeñando, en contra de la prohibición establecida por el artículo 21.2 de la LMRFP. En la práctica esto podía traducirse en el «reconocimiento de una facultad discrecional en manos de la Administración para promocionar, antes de que ya no fuera posible por entrar a operar la garantía de los dos niveles arriba, a aquellos funcionarios que ocupaban puestos de trabajo con niveles más bajos» [38].

			Al margen de estas disfunciones que, en su mayor parte, como más adelante se verá, fueron corregidas en la normativa posterior, es indudable que la incorporación al sistema del grado personal supuso un considerable avance en la configuración de la carrera administrativa en nuestra función pública.

			Las garantías que incorporó esta fórmula para el funcionario público fueron, básicamente, dos: en primer lugar, la garantía del puesto de trabajo, que implicaba que, en caso de cese o remoción, al funcionario solo se le podría destinar a un puesto no inferior en más de dos niveles a su grado personal consolidado. Y, en segundo lugar, una garantía a efectos retributivos que suponía que, en todo caso, el funcionario iba a percibir como nivel de complemento de destino la mayor de dos retribuciones: o bien la correspondiente a su grado personal, o bien la que estuviese asignada al nivel de complemento de destino del puesto de trabajo que estaba desempeñando [39]. Ambas garantías dotaban de una mayor seguridad al funcionario público y, al mismo tiempo, introducían un importante elemento de motivación para lograr que continuase avanzando en su carrera administrativa. Estas garantías también suponían un considerable beneficio para la Administración, al contar con personal cada vez más cualificado para los puestos superiores de la organización.

			3.3 La nueva regulación de la promoción interna con la LMRFP

			Otro de los elementos de la carrera administrativa de los funcionarios públicos que se estableció por la LMRFP, de forma complementaria al sistema de promoción profesional anteriormente estudiado, fue el de la promoción interna.

			A través de esta fórmula los funcionarios públicos pueden, mediante los procedimientos legalmente establecidos, y siempre que reúnen los requisitos necesarios, pasar a formar parte de un Cuerpo o Escala distinto, ya sea del mismo grupo de clasificación o de un grupo de clasificación superior. A estas dos maneras de promocionar internamente dentro de la Administración se les conoce como la promoción interna horizontal y la promoción interna vertical.

			Los requisitos para poder participar en ambas formas de promoción se pueden resumir en los siguientes (art. 22 LMRFP):

			a) En primer lugar, se exige tener una antigüedad de, al menos, dos años en el Cuerpo o Escala de origen. Sin embargo, este tiempo no tiene que suponer el desempeño efectivo de un puesto de trabajo en dicho Cuerpo o Escala, ya que también se valora el tiempo transcurrido cuando el funcionario se encuentre en otras situaciones administrativas como la de servicios especiales [40].

			b) Por otro lado, el funcionario que pretenda acceder a otro Cuerpo o Escala por este sistema deberá estar en posesión de la titulación necesaria para su ingreso. No sólo en cuanto al nivel de dicha titulación [41], sino también en cuanto al tipo de titulación, en caso de que no se admita uno genérico.

			c) Además, en lo que respecta a la promoción interna vertical, se limita a los Cuerpos o Escalas del grupo inmediatamente superior [42].

			d) Por último, los funcionarios deben superar las correspondientes pruebas. Para ello se establece que se pueden utilizar los sistemas de oposición y concurso-oposición excluyéndose, por tanto, el concurso [43].

			En cuanto a las ventajas que tienen los funcionarios que decidan participar en esta forma de promoción y acceder así a un nuevo Cuerpo o Escala, en lugar de utilizar el sistema de acceso libre, se pueden concretar en las siguientes (art. 22 LMRFP):

			1) En primer lugar, la LMRFP estableció un porcentaje de reserva de un 50% para los funcionarios que accediesen por el sistema de promoción interna [44].

			2) Por otro lado, se contempló un derecho preferente de aquellos que accediesen por promoción interna a ocupar las plazas vacantes incluidas en la correspondiente convocatoria.

			3) También se previó que, con objeto de no duplicar innecesariamente la exigencia de conocimientos ya acreditados previamente al acceder al Cuerpo o Escala de origen, pudieran fijarse exenciones en determinadas materias dentro de la propia convocatoria.

			4) Por último, el funcionario que accedía por promoción interna podía conservar el grado personal consolidado en el Cuerpo o Escala de origen, siempre que estuviera dentro del intervalo de nivel correspondiente al nuevo Cuerpo o Escala.

			Por lo que respecta a esta última previsión, inicialmente la LMRFP no estableció nada al respecto, si bien el RD 2617/1985, de 9 de diciembre, sí recogió la posibilidad de que el funcionario pudiese conservar su grado consolidado, siempre que estuviera incluido en el intervalo de nivel del nuevo Cuerpo o Escala. Sin embargo, esta previsión no llegó a aplicarse [45], dejando al funcionario en una situación un tanto extraña ya que tenía que ver si le compensaba, desde un punto de vista retributivo y de carrera, presentarse a unas pruebas de promoción interna que podían provocar, de hecho, un retroceso en el nivel del puesto de trabajo que hasta ese momento venía desempeñando [46].

			3.4 El desarrollo posterior de la LMRFP a través del RD 364/1995 (RGI) [47]

			Con motivo de la aprobación de la Ley 22/1993, de 29 de diciembre, que modifica la LMRFP con el objetivo de introducir «cambios sustanciales tendentes a mejorar el rendimiento de los recursos humanos de la Administración Pública, sometiendo su planificación y gestión a procedimientos dotados de mayor agilidad y eficacia» [48], se incorporan al sistema de función pública una serie de reformas, que tienen una especial incidencia en los procedimientos encaminados al ingreso, promoción y provisión de puestos de trabajo de los funcionarios.

			Como consecuencia de aquéllo, se hizo preciso un desarrollo reglamentario que actualizara los contenidos del RD 2223/1984, de 19 de diciembre, y del RD 28/1990, de 15 de enero, dando respuesta a las exigencias de la nueva Ley.

			Centrándonos en lo relativo a la promoción profesional, el RGI introdujo una serie de reglas que complementaban las previstas en la LMRFP de cara a la consolidación de un grado personal. Así, partiendo de la regla general en virtud de la cual los funcionarios podían consolidar un grado personal mediante el desempeño de uno o más puestos de nivel correspondiente durante dos años continuados o tres con interrupción, recogió una serie de reglas especiales para supuestos concretos [art. 21.1.d) LMRFP].

			En primer lugar, recogió una regla respecto del grado inicial, señalando que los funcionarios consolidarían obligatoriamente como grado personal inicial el correspondiente al nivel del puesto de trabajo obtenido tras la superación del proceso selectivo, salvo que, voluntariamente, pasasen a desempeñar uno de nivel inferior, en cuyo caso consolidarían el correspondiente a éste y no el otro (art. 70.3 RGI) [49].

			Por otro lado, el RGI también recogió el supuesto de que el funcionario pasase a desempeñar un puesto que se encontrara más de dos niveles por encima del grado que ya tuviera consolidado. En este caso, consolidaría cada dos años de servicios continuados el grado superior en dos niveles al que ya tuviese consolidado (art. 70.2 RGI)  [50].

			Otra de las reglas que contempló el RGI y que, como hemos visto, también se recogía en la LMRFP, con carácter básico para todas las Administraciones Públicas, es la de la modificación del nivel del puesto durante el desempeño del mismo. En estos casos, el RGI señala que si durante el tiempo en el que el funcionario desempeña un puesto de trabajo se modificase el nivel del mismo, se entenderá, a efectos de consolidación de grado, en el nivel más alto en el que el funcionario lo ha desempeñado (art. 70.4 RGI).

			Finalmente, el RGI cerró estas reglas especiales con dos que contemplan el supuesto de que el funcionario cambie de puesto de trabajo antes de la consolidación del grado. En estos casos, si obtuviera destino de nivel superior al grado en proceso de consolidación, el tiempo de servicios prestados en el puesto de nivel superior servirá para la referida consolidación. Sin embargo, cuando obtuviera un destino de nivel inferior al grado en proceso de consolidación, se le abriría una doble alternativa: podría optar por emplear el tiempo de desempeño en el puesto de nivel superior para consolidar el grado correspondiente al puesto de nivel inferior; o bien, reservarse dicho periodo de tiempo para una futura consolidación del grado correspondiente al puesto de nivel superior, en caso de que volviera a ocupar un puesto de dicho nivel (art. 70.5 RGI).

			Pero, además, el RGI contiene una serie de reglas para los supuestos en los que el funcionario desempeñe el puesto en comisión de servicios. Aquí, aunque la regla general es que solo se puede consolidar un grado personal por el desempeño de puestos con carácter definitivo, lo cierto es que el tiempo de desempeño en comisión también podrá ser computado a efectos de consolidación de grado, siempre que se den determinadas circunstancias.

			En este sentido, si el funcionario no tuviera consolidado grado inicial y pasara a desempeñar un puesto en comisión de servicios, el tiempo de desempeño durante el periodo que dure la misma se computaría para consolidar el grado inicial [51]. Sin embargo, si ya tuviera consolidado el grado inicial, el tiempo en comisión sería computado para consolidar el grado correspondiente al puesto desempeñado en comisión, siempre que, posteriormente, se obtuviera, con carácter definitivo, un puesto de igual o superior nivel a aquél. Si, en cambio, fuera de inferior nivel al puesto desempeñado en la comisión, pero superior al grado personal consolidado, entonces serviría para consolidar el grado correspondiente al puesto obtenido con carácter definitivo. Por último, si el nivel del puesto obtenido con carácter definitivo fuera inferior al de la comisión y, además, fuera igual o inferior al grado consolidado, el tiempo de desempeño en comisión de servicios no computaría a ningún efecto (art. 70.6 RGI).

			En todo caso, a pesar de esta prolija regulación de la carrera administrativa no han faltado autores que han señalado algunas deficiencias en la misma. En concreto, se destaca la ausencia de una formación institucionalizada, tanto en el acceso como durante la relación funcionarial. En este sentido, solo se prevé la superación de un periodo de formación práctica, que se reserva para los Cuerpos superiores y como complemento de unas pruebas teóricas superadas. Y, después del ingreso, solo se contempla la formación como una actividad de fomento para la Administración y de libre disposición para el funcionario [52].

			4. La carrera administrativa y la provisión de puestos de trabajo tras la aprobación del EBEP

			La Disposición Final Cuarta del EBEP dispone que «lo establecido en los Capítulos II y III del Título III, excepto el artículo 25.2, y en el Capítulo III del Título V producirá efectos a partir de la entrada en vigor de las Leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto» [53]. Por tanto, y de acuerdo con el apartado siguiente de esa misma Disposición, la provisión de puestos de trabajo, el régimen de carrera administrativa y el sistema retributivo de los funcionarios de las distintas Administraciones Públicas, se regirían por la normativa vigente en el momento de la aprobación del EBEP, hasta que se efectuase la aprobación de las nuevas leyes de función pública y su desarrollo reglamentario [54].

			En definitiva, en la actualidad, la normativa básica vigente en materia de provisión de puestos de trabajo se encuentra recogida en la LMRFP para aquellas CCAA que no han dictado su legislación de desarrollo [55].

			En todo caso, la regulación que contiene el EBEP no difiere en mucho de la prevista en la LMRFP, contemplando una serie de supuestos genéricos de provisión que pueden ser desarrollados, a demanda, por las distintas Administraciones Públicas [56].

			Así, el Capítulo III del Título V contemplaba los siguientes sistemas: concurso, libre designación, movilidad voluntaria, traslado forzoso, comisión de servicios (aunque no se llama así expresamente), movilidad por razón de violencia de género y movilidad entre Administraciones Públicas.

			Por lo que respecta a la carrera administrativa, al igual que ocurre con la provisión de puestos de trabajo, la regulación prevista en el EBEP solo se aplicará a aquellas Administraciones Públicas que ya hayan aprobado su legislación de desarrollo. Para éstas, el artículo 16 del EBEP establece dos formas de ascenso: mediante el desempeño de puestos de trabajo (vertical) o a través del cumplimiento de objetivos específicos (horizontal). Todo ello, sin perjuicio de la posibilidad de acceder a otro Cuerpo o Escala del mismo o de superior grupo de titulación, mediante la superación de las pruebas correspondientes y siempre que se reúnan los requisitos necesarios, en lo que se conoce como promoción interna horizontal o vertical, respectivamente.

			Puede decirse, por tanto, que la novedad principal del EBEP en relación con su predecesora la LMRFP, estriba en la previsión de una carrera horizontal que, según el artículo 17, puede ser desarrollada por las leyes de función pública de cada Administración, mediante la articulación de un sistema de grados, categorías o escalones de ascenso, para los que se fije la correspondiente remuneración. Pero, además, como regla general, los ascensos deberán ser consecutivos, valorándose, entre otros méritos, la trayectoria profesional, los trabajos realizados, los conocimientos adquiridos o la evaluación del desempeño [57].
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					[30] Esta objetividad se consigue, fundamentalmente, a través de dos mecanismos: por un lado, gracias a la fijación de una serie de méritos a valorar con carácter previo, así como por el establecimiento de un baremo a aplicar, que también será conocido de antemano por los propios funcionarios. Y, en segundo lugar, por el establecimiento de una Comisión de Valoración o Junta de Méritos, que tendrá una composición establecida previamente y que se encargará de valorar los méritos aportados por los aspirantes, en relación con el baremo previamente aprobado, y a proponer a aquél que tenga la mayor puntuación. El funcionamiento de estas Comisiones de Valoración se recoge en el artículo 46 del RGI.
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					[34] La LMRFP contemplaba cinco grupos profesionales que se ordenaban en función de las titulaciones que permitían el ingreso en los mismos, de manera que al grupo A sólo podrían acceder los que estuviesen en posesión del título de Doctor, Arquitecto, Ingeniero, Licenciado o equivalente; al grupo B los que poseyeran el título de Diplomado universitario, Arquitecto técnico, Ingeniero técnico o equivalente; al grupo C los que estuviesen en posesión del título de Bachillerato o Formación Profesional de 2.º grado o equivalente; al grupo D los que poseyeran el título de Graduado Escolar o Formación Profesional de primer grado o equivalente; y, finalmente, al grupo E los que acreditasen estar en posesión del certificado de escolaridad.

				

				
					[35] A estos efectos, véase el RD 2617/1985, de 9 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción Profesional de los funcionarios de la Administración del Estado. O el más reciente RD 364/1995, de 10 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento General de Ingreso del personal al servicio de la Administración del Estado y de provisión de puestos de trabajo y de promoción profesional de los funcionarios civiles de la Administración General del Estado.

				

				
					[36] En estos casos se establecía que solo se iba a computar el tiempo de desempeño en los puestos bajo esta fórmula, a efectos de grado personal, cuando inmediatamente después se adquiriera un puesto con carácter definitivo de igual o superior nivel al del puesto desempeñado. O, aun cuando siendo inferior, ambos (el provisional y el definitivo) fuesen superiores al grado personal consolidado por el funcionario (art. 70 RGI).

				

				
					[37] Arroyo Yanes, L. M., 1994, pp. 318-319.
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					[39] Véase artículo 21.2 LMRFP en relación con lo dispuesto en los arts. 50 y 58 del RGI relativo a la remoción y al cese de los puestos obtenidos por concurso y libre designación, así como con el artículo 72 del referido RGI, relativo a la garantía del puesto de trabajo.

				

				
					[40]  En este sentido, el artículo 29.2 de la LMRFP señala expresamente que a los funcionarios en situación de servicios especiales se les computa el tiempo que permanezcan en dicha situación a efectos de ascensos.

				

				
					[41]  Esto solo se exige para el supuesto de promoción interna vertical, ya que en el caso de la promoción interna horizontal se presume que el funcionario ya tiene el nivel de titulación exigido, al provenir de un grupo de clasificación del mismo nivel a aquel en el que aspira a ingresar.

				

				
					[42]  Sin embargo, esto no fue siempre así. Ya que la LMRFP, en su redacción original hablaba solo de grupo superior y no del inmediatamente superior como, posteriormente, introdujo la Ley de Reforma del 88. Hasta este momento fueron no pocos los conflictos que se generaron en la aplicación de este precepto, debido a que los Tribunales empezaron a admitir las promociones per saltum (STS de 9 de diciembre de 1986, en la que se sentaba la doctrina de que si el legislador hubiera querido restringir la posibilidad del grupo inmediatamente superior lo habría hecho y, por tanto, no siendo así había que acudir al criterio del grupo superior a secas). Véase Arroyo Yanes, L.M., 1994, p. 479.

				

				
					[43]  Aunque la LMRFP señala como sistemas de selección de funcionarios públicos la oposición, el concurso y el concurso-oposición y, por tanto, no limita expresamente la utilización del concurso en la promoción interna, en este punto hay que acudir al RD 2617/1985, de 9 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción Profesional de los Funcionarios de la Administración del Estado, que excluía expresamente la aplicación del mismo en la promoción interna.

				

				
					[44]  Artículo 22.1 originario. Posteriormente la Ley de Reforma del 88 decidió suprimir este criterio.

				

				
					[45] La Instrucción de 26 de diciembre de 1986 de la Secretaría de Estado para la Administración Pública optó por aplicar el criterio de que el cambio de Cuerpo o Escala no podría conllevar el mantenimiento del grado personal consolidado, debiendo iniciarse un nuevo proceso de consolidación del grado inicial al acceder al nuevo Cuerpo o Escala. Sin embargo, finalmente acabó por imponerse en la LMRFP el criterio del mantenimiento del grado consolidado en el Cuerpo o Escala de origen, siempre que estuviese incluido en el intervalo de nivel del nuevo grupo de clasificación.
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					[49] Hay que entender que esa voluntariedad se produce cuando el funcionario participa libremente en un proceso de provisión a un puesto de nivel inferior y no cuando, por alguno de los motivos previstos en la Ley, es removido o cesado de su puesto de trabajo contra su voluntad.

				

				
					[50] Esta posibilidad fue introducida en la LMRFP a través de la Ley 88/1987 de modificación de la misma, como ya ha sido puesto de manifiesto anteriormente [art. 21.1.d) LMRFP].

				

				
					[51] Que, como hemos visto, será el correspondiente al nivel del puesto obtenido tras la superación del proceso selectivo, salvo que entre medias (y voluntariamente) se hubiese pasado a desempeñar un puesto de nivel inferior (art. 70.3 RGI).
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					[53] El contenido de esta Disposición se trasladó, literalmente, a la nueva Disposición Final Cuarta del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.

				

				
					[54] Como ha señalado Linde Paniagua, E., 2008, p. 21, citado en Manzana Laguarda, R., 2013, p. 35, la técnica empleada por el EBEP, al combinar preceptos que permiten el desarrollo legislativo con otros que contienen habilitaciones directas a las Administraciones Públicas, implica uno de los modelos más complejos de función pública que se recuerdan, pudiendo suponer dificultades en la interpretación y aplicación de las normas. En términos parecidos, Palomar Olmeda, A., 2008, p. 62, señala que el EBEP hace una invitación «a la conformación de modelos propios y, potencialmente, diferenciados y ajustados a su estructura y necesidades».

				

				
					[55] En la actualidad, sólo cuatro Comunidades Autónomas han dictado su legislación de desarrollo: Extremadura (Ley 13/2015, de 8 de abril), Galicia (Ley 2/2015, de 29 de abril), Comunidad Valenciana (Ley 10/2010, de 9 de julio) y Castilla-La Mancha (Ley 4/2011, de 10 de marzo).

				

				
					[56] Como señala Palomar Olmeda, A., 2007, p. 44, el EBEP «no contiene un elemento cerrado ni una fórmula o estructura única de carrera aplicable al conjunto de las Administraciones Públicas». Por tanto, será cada Administración Pública la que conforme su propio modelo de carrera sobre la base de los elementos que proporciona el EBEP.

				

				
					[57] Véase Muñoz Llinás, J. I., RPAM, pp. 265-268.

				

			

		

	




	
		
			CAPÍTULO 5

			EL RÉGIMEN DE INCOMPATIBILIDADES DEL PERSONAL AL SERVICIO DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

			1. Consideraciones generales

			El régimen de incompatibilidades de los empleados públicos ha sido una de las cuestiones que desde antiguo han preocupado a gobernantes y empleados, siendo tratado por el legislador de distintas maneras a lo largo de la historia.

			La necesidad de esta regulación viene impuesta, fundamentalmente, para hacer valer el principio de imparcialidad del servidor público, evitando la interferencia entre sus actividades públicas y sus actividades privadas. Sin embargo, no ha sido ésta (ni es) la única razón de la referida regulación. También deriva la misma de la necesidad de que el empleado público se dedique en exclusiva a un sólo puesto de trabajo, por razones de eficacia [1].

			Por tanto, se pueden concretar las dos principales justificaciones del establecimiento de un régimen de incompatibilidades de los empleados públicos, atendiendo a si nos referimos al desempeño de una actividad privada o a un segundo puesto público [2]. Así, en el primer caso, encontraremos que lo que se pretende es garantizar la imparcialidad en el desempeño de la función pública, mientras que, en el segundo, se trata de garantizar el cumplimiento de los deberes de puntualidad, asistencia y rendimiento en el trabajo, es decir, salvaguardar el principio de eficacia de la función pública [3].

			Sobre esta base, como señala Serrano Guirado [4], se pueden establecer los tres objetivos fundamentales que debe perseguir el establecimiento de un régimen de incompatibilidades:

			– La defensa y garantía del interés público en la actuación de las autoridades y funcionarios.

			– La dedicación de los empleados públicos a su puesto y a las exigencias del mismo, que implica su desempeño en las condiciones establecidas legalmente.

			– Y, por último, la ordenación del mercado de trabajo [5].

			Ahora bien, la preocupación por la objetividad y la eficacia en la gestión de los intereses generales, puede interferir (así ha sido a lo largo de la historia) con el interés particular del empleado público por procurarse un sustento suficiente, que le permita satisfacer adecuadamente sus necesidades personales. Sustento que, en ocasiones, no bastaba con la percepción de una única remuneración pública y le animaba a desarrollar algún otro puesto, cargo o actividad en el sector público o en el ámbito privado. De ahí que, como ha señalado el profesor Sánchez Morón, el «éxito o fracaso de un régimen de incompatibilidades depende de la satisfacción económica que el empleado público obtenga de su trabajo en la Administración»  [6].

			Dejando al margen la justificación de la necesidad del establecimiento de un sistema de incompatibilidades en la función pública española, hay que destacar que en la regulación de esta materia a lo largo de estos dos últimos siglos se ha seguido una estructura muy parecida. En este sentido, se ha distinguido nítidamente entre incompatibilidad (o compatibilidad) con actividades públicas y con actividades privadas. Y, por otro lado, se han contemplado siempre una serie de actividades que se encontraban exceptuadas de la regulación y, por tanto, se podían ejercer con toda normalidad, sin necesidad de tener que pedir autorización al órgano competente de la Administración.

			También se ha distinguido, tradicionalmente, entre los distintos empleos y cargos que se desempeñaban en el sector público, no siendo lo mismo, a efectos de esta materia, ocupar un cargo político o en la alta dirección pública, y el desempeño de un puesto de funcionario de base. A estos efectos, las reglas sobre incompatibilidades se endurecen progresivamente a medida que el funcionario ocupa los puestos más altos de la organización. Y, en todo caso, lo que se aprecia con toda claridad es el establecimiento de un régimen más rígido para el desempeño de una segunda actividad, puesto o cargo en el sector público, que en el ámbito privado.

			2. Las primeras regulaciones específicas de las incompatibilidades de los empleados públicos

			2.1 Antecedentes

			Como señala Gil Ibáñez [7], se pueden destacar tres grandes momentos en los que la preocupación por la objetividad y eficacia en la gestión de los intereses generales se hace patente, con anterioridad a la primera regulación general del fenómeno de las incompatibilidades. En primer lugar, hay que destacar Las Partidas en las que se recomendaba «no dar dos oficios a una persona, porque cuando el hombre ha de hacer muchas cosas, no las puede hacer tan cumplidamente» [8]. En segundo lugar, son los Reyes Católicos los que, en las Ordenanzas de Medina, prohibieron acumular dos o más cargos públicos [9]. Por último, será en la Novísima Recopilación donde se hará hincapié en que los oficios públicos no son sólo una fuente de rentas, sino un servicio al ciudadano [10].

			2.2 La Ley de 9 de julio de 1855

			Tras la aprobación de los Reales Decretos de 27 de febrero y 18 de junio de 1852 sobre contratación administrativa y empleados públicos, llega la primera regulación sistemática del régimen de incompatibilidades a través de la Ley de 9 de julio de 1855.

			Esta Ley parte de un principio general de incompatibilidad tanto de empleos como de retribuciones, si bien contempla también una serie de excepciones. En este sentido, el artículo 1 de la Ley prohibía con carácter general la «simultaneidad de dos o más destinos, sueldos, comisiones y cualesquiera otros emolumentos, sean cuales fueren, en todas las dependencias del Estado, y que se paguen con fondos generales, provinciales o municipales». Eso sí, se exceptuaban «aquellos empleados que desempeñen a la vez dos destinos, uno de ellos profesional de nombramiento de cualquiera de los Cuerpos colegisladores, obtenido en virtud de oposición» [11].

			Aunque los principios de esta Ley estuvieron vigentes durante varios años, en la práctica se suavizaban o endurecían las condiciones para poder compatibilizar varias actividades, según las épocas. Además, poco a poco, esta regulación general fue derivando hacia toda una serie de normas específicas para cada Cuerpo de funcionarios, configurando una regulación asimétrica entre ellos en materia de incompatibilidades [12].

			En todo caso, se desprende también de esta norma la existencia de un criterio de valoración distinto dependiendo de si nos referimos a una «autoridad» o a un funcionario ordinario. A las primeras se les iba a aplicar un régimen de incompatibilidades mucho más estricto, en atención a su posición, mucho más expuesta a supuestos de corrupción y, por tanto, más proclive a vulnerar la independencia o eficacia de la Administración [13].

			2.3 La implantación del principio de dedicación exclusiva al servicio público en el Estatuto de Maura de 1918

			El Reglamento de 7 de septiembre de 1918 se limitaba a hacer una tímida regulación en materia de incompatibilidades, pero de importante calado debido a su vocación unificadora.

			Efectivamente, el corporativismo imperante a finales del siglo xix había logrado que los diferentes Cuerpos de la Administración, impusieran sus reglas específicas de incompatibilidad. Sin embargo, el citado Reglamento recogía en su artículo 39 solo una serie de normas muy generales, que se iban a aplicar en defecto de las regulaciones específicas de cada Cuerpo [14].

			En concreto, recoge tres supuestos generales de actividades incompatibles:

			1. En primer lugar, es incompatible el ejercicio de una segunda profesión, salvo que se declare que no perjudica al servicio que el funcionario tenga a su cargo, una vez instruido el correspondiente expediente, en el que se habrá de dar audiencia al interesado (art. 39.1).

			2. También será incompatible el servicio de agencias de negocios o la representación en cualquier clase de asuntos que se tramiten o sean de la competencia del respectivo Ministerio (art. 39.2).

			3. Por último, no se podrá compatibilizar tampoco la prestación de servicios en otras oficinas públicas o particulares, durante el tiempo que deba permanecer el funcionario en el Centro o dependencia a que pertenezca (39.3). De esta forma, el Estatuto de Maura supuso un avance muy importante en la consideración de que el empleado público debía dedicarse en exclusiva al servicio público para garantizar una mejor prestación del mismo.

			2.4. La incidencia de Primo de Rivera en la regulación del régimen de incompatibilidades: el Decreto-Ley de 12 de octubre de 1923

			La llegada de Primo de Rivera coincide con dos posiciones contrapuestas en materia de incompatibilidades. En este sentido, la relativa tolerancia a la compatibilidad entre varios empleos públicos o privados desempeñados de manera simultánea por un funcionario, coexiste con una mayor preocupación en el supuesto de que, en lugar de un funcionario ordinario, se trate de una autoridad pública [15].

			Y bajo esta filosofía nace el Decreto-Ley de 12 de octubre de 1923, que distingue dos regímenes distintos en función de la mayor o menor responsabilidad del empleado público.

			De esta manera, la citada norma afectaba a los siguientes cargos:

			– Ministros, presidentes de las Cámaras, Consejeros de Estado y miembros del Directorio Militar.

			– Subsecretarios o Directores Generales y a los que desempeñaban o hubieran desempeñado cualquier cargo político en la Administración central o local, aunque fuera de elección popular.

			Por último, el Decreto-Ley preveía la posibilidad de imponer sanciones consistentes en multas de 1.000 a 25.000 pesetas, a aquellos que vulnerasen la normativa manteniendo una situación de incompatibilidad (art. 6).

			3. La división entre actividades públicas y privadas en la reforma de 1954-1955

			Partimos de una situación de cierto desorden en la regulación de las incompatibilidades de los funcionarios públicos. En este sentido, la coexistencia de las normas específicas establecidas en cada uno de los Cuerpos de funcionarios junto con alguna tímida regulación en preceptos de carácter general, creaban una situación ciertamente asimétrica. Una vez dejada atrás la Guerra Civil y nuevamente asentada la Administración, se hacía necesario establecer una nueva normativa. Y, en este punto, se optó por una doble regulación distinguiendo nítidamente entre actividades públicas y privadas [16].

			3.1 Incompatibilidad con actividades públicas: la Ley de 15 de julio de 1954

			Aunque se trata de una Ley específicamente dedicada al régimen de situaciones de los funcionarios públicos, sí conviene destacar el principio general en materia de incompatibilidades que la misma contiene.

			Así, parte de una regla general, recogida en los artículos 1 y 4.a), consistente en la incompatibilidad de permanencia en activo en dos o más Cuerpos o cargos del Estado, dotados con sueldos consignados en el capítulo I de los Presupuestos Generales del Estado, salvo que dicha simultaneidad hubiese sido autorizada por ley. No obstante, con la previa autorización del Ministro respectivo, se podía compatibilizar la situación de servicio activo en el Cuerpo de origen con la prestación de servicios en un Organismo Autónomo o del Movimiento. No obstante, en la disposición transitoria segunda, se exceptuaban de lo anterior aquellos funcionarios que, en la fecha de publicación de esta Ley, ya se encontrasen prestando servicio en Organismos Autónomos o del Movimiento. En estos casos, no sería precisa la previa autorización de compatibilidad [17].

			En todo caso, queda claro que nos encontramos ante un régimen de incompatibilidad y no de incapacidad, quedando el funcionario que accedía a otro Cuerpo incompatible en situación de excedencia voluntaria [18].

			3.2 Incompatibilidad con actividades privadas: el Decreto-Ley de 1955

			Así como la Ley del 54 se centraba únicamente en la incompatibilidad entre actividades públicas, el Decreto-Ley de 13 de mayo de 1955 abarcó también los supuestos de desempeño de un puesto público junto con un empleo o actividad en el ámbito privado.

			Esta norma partía de la asunción de la regulación anterior en esta materia, especialmente en lo que se refiere al Reglamento que desarrolla el Estatuto de Maura [19] y a las normas específicas sobre incompatibilidades de los distintos Cuerpos del Estado, que se encontraban difuminadas a lo largo de la legislación del último siglo, pero aclaraba en su Exposición de Motivos el sentido en el que dicha normativa debía interpretarse. Así, establecía los siguientes principios que se desarrollarían posteriormente en la Ley [20]:

			a) Es incompatible (o se debe «evitar») el desempeño por una misma persona de actividades al servicio de otras entidades o particulares que tengan relación con los asuntos del Departamento en el que esté destinado el funcionario. Sólo se exceptúa el supuesto de que la función pública, por su especial naturaleza, implique una relación de «libre clientela personal» [21].

			b) También es preciso evitar la confusión entre los intereses propios del funcionario o de personas afines con los propios del servicio público que debe desempeñar, sin que se produzca su abstención o recusación.

			c) Por otra parte, resulta incompatible tomar parte en una contienda judicial en contra del Estado por aquellos que estén dedicados al servicio civil del Estado [22].

			d) Por otro lado, no se puede alterar el deber de residencia ni el rendimiento y eficacia en el desempeño de su función pública, con motivo del desempeño de otras actividades profesionales o privadas.

			e) Por último, viene a decir que el hecho de que no se califique expresamente una infracción en materia de incompatibilidades, no puede impedir la adecuada prevención o corrección disciplinaria [23].

			Sobre estos principios se articulaba la regulación en esta materia en el citado Decreto-Ley, que partía de la regla general de que era incompatible el ejercicio de cualquier profesión juntamente con el desempeño de la función pública, salvo que, una vez instruido el oportuno expediente (con audiencia al interesado), se declarara que dicha profesión no perjudicaba al servicio público (art. 1.1). Ahora bien, estaban exceptuados de esta prohibición y se podían desempeñar sin necesidad de instruir expediente al efecto:

			– Cuando la segunda actividad o profesión derivaba del mismo título, expedido por Facultad o Escuela que habilitó para el acceso a la función pública.

			– Cuando la compatibilidad o incompatibilidad ya estuviera declarada en Leyes, Reglamentos u otras disposiciones aplicables al propio Cuerpo o carrera del funcionario.

			Junto a esta regla general se señalaba la incompatibilidad para ejercer actividades profesionales o privadas, bajo dependencia o al servicio de entidades o particulares, en los asuntos en los que estuviera interviniendo por razón del cargo, o en los que estuvieran pendientes de resolución por el Centro Directivo o Ministerio en el que el funcionario prestaba sus servicios (art. 1.2).

			Tampoco podía el funcionario en activo [24] ostentar la representación, asumir la defensa o actuar como perito de otras entidades o particulares en contra del Estado. Sólo se exceptuaban los catedráticos y profesores habilitados para ello por su título correspondiente.

			Finalmente, el Decreto-Ley excluía de su ámbito de aplicación a los funcionarios de la «Carrera Judicial, Ministerio Fiscal, Jueces Municipales, Comarcales y de Paz y de Fiscales Municipales y Comarcales, del Secretariado de la Administración de Justicia y de la Justicia Municipal y Cuerpos de personal auxiliar y subalterno de la Administración de Justicia y de la Justicia Municipal» (art. 5). Estos funcionarios continuaban rigiéndose por sus normas específicas.

			4. La regulación del régimen de incompatibilidades en la LFCE

			La regulación comprendida en el Decreto 315/1964, de 7 de febrero, por el que se aprueba la LFCE, nació con la misma filosofía que su predecesor, el Decreto-Ley de 13 de mayo de 1955, hasta el punto de que muchos de sus artículos se repitieron casi literalmente.

			Sin embargo, la nueva normativa partía de un principio general en virtud del cual «el desempeño de la función pública será incompatible con el ejercicio de cualquier cargo, profesión o actividad que impida o menoscabe el estricto cumplimiento de los deberes del funcionario» [25]. Fue, precisamente, el establecimiento de este principio general el que otorgó un valor adicional al nuevo régimen jurídico con respecto al contenido en el Decreto-Ley de 1955.

			Así lo ha señalado, entre otros autores, Mendoza Oliván [26], que destaca una serie de ventajas de la nueva regulación, que podrían resumirse en:

			1. El logro de una ordenación sistemática de toda la materia regulada por la normativa precedente.

			2. Con la formulación del citado principio general, se da coherencia a las prescripciones impuestas por la normativa anterior que, en algunos casos, eran de difícil comprensión.

			3. A raíz de este principio general se otorga una «virtualidad jurídica favorable o desfavorable» a supuestos que solo podían ser analizados desde el punto de vista ético, pero no jurídico.

			4. Por último, la asunción de este principio general permite establecer una clara ligazón entre la regulación de las incompatibilidades y el principio de dedicación a la función pública.

			Pues bien, sobre la base de este principio general, la Ley se articuló en torno a la compatibilidad con actividades privadas y la compatibilidad con actividades públicas.

			Respecto de las primeras, los artículos 83 a 85 del Decreto 315/1964 establecieron una serie de reglas, que partían de la necesidad de un reconocimiento previo por parte de la autoridad competente, para poder ejercer cualquier actividad en el ámbito privado [27].

			Solo estaban excluidos de este reconocimiento de compatibilidad previo dos supuestos:

			a) Cuando se trataba del ejercicio de la profesión propia del título, expedido por la Facultad o Escuela especial, que se hubiese exigido al funcionario para el desempeño del cargo.

			b) Cuando la compatibilidad o incompatibilidad con el ejercicio de la profesión determinada estaba ya declarada por los preceptos de las leyes, reglamentos u otras disposiciones legales que regían el Cuerpo o carrera de la Administración o la función pública que les incumbía [28].

			Sin embargo, aun en estos casos, los funcionarios tenían el deber de comunicar al Subsecretario del Departamento en el que prestaban sus servicios, las actividades que venían ejerciendo fuera de la Administración, de forma que se pudiese decidir si se iniciaba o no la instrucción del procedimiento de incompatibilidad para determinar el cumplimiento de lo previsto en el artículo 82 (art. 83, regla 1.ª in fine) [29].

			Otra novedad de la LFCE con respecto a la normativa anterior, lo constituye la consideración como falta grave de «la incursión voluntaria del funcionario en cualquiera de las incompatibilidades a que se refiere esta Ley» (art. 85). Esta falta podía adquirir la consideración de muy grave cuando concurrían, además, otras circunstancias especiales. Con esto se rompió esa presunción de conducta ejemplar de los empleados públicos consagrada en la Exposición de Motivos del Decreto-Ley de 1955.

			Por lo demás, en lo que se refiere a la compatibilidad con actividades privadas, la LFCE se limitó a reproducir las previsiones contenidas en la normativa anterior (fundamentalmente en el citado Decreto-Ley del 55), en lo referente a la prohibición de ejercer actividades profesionales que se relacionaran directamente con los asuntos en los que estuviera interviniendo o estuvieran pendientes de resolución en el Departamento en el que prestaba sus funciones (art. 83, regla 2.ª); y, también, en lo relativo a la prohibición para ejercer la defensa o representación de particulares o entidades en aquellas «contiendas» que se plantearan contra el Estado, de la que solo estaban exceptuados los catedráticos y profesores de universidad (art. 83, regla 3.ª)  [30].

			En cuanto a la compatibilidad con actividades públicas la LFCE sólo dedicó un precepto que, por otra parte, era una reproducción de lo previsto en la Ley de Bases, la cual impedía que los funcionarios pudiesen ocupar simultáneamente varias plazas en la Administración del Estado, salvo que por Ley estuviera expresamente prevista dicha compatibilidad  [31]. A esto añade la LFCE la posibilidad de que esta compatibilidad se declarara en el futuro por ley, pero con el informe previo de la Comisión Superior de Personal (art. 86.1).

			A la vista de lo que aquí se ha recogido, se podría decir que la reforma operada por la LFCE supuso un claro progreso en la ordenación del régimen de incompatibilidades de los funcionarios públicos, fundamentalmente por el establecimiento de ese principio general de incompatibilidad de actividades que puedan impedir o menoscabar el ejercicio de la función pública [32]. Sin embargo, también se apreció, por algunos autores, que el nuevo régimen instaurado podía ser insuficiente en lo referente a las consecuencias que podía conllevar el desempeño de una actividad incompatible [33].

			5. El sistema vigente de incompatibilidades de los empleados públicos

			5.1 El nuevo orden impuesto por la Constitución Española de 1978

			La CE establece un principio de reserva de ley en materia de incompatibilidades en el artículo 103.3, al tiempo que consagra la imparcialidad en el ejercicio de las funciones públicas por parte del personal al servicio de la Administración.

			Al mismo tiempo, prevé un nuevo orden territorial con la creación de las CCAA, lo cual trae consigo el establecimiento de una nueva fuente, de la cual va a emanar el poder legislativo, juntamente con la originaria constituida por las Cortes Generales.

			Ante esta situación, surge la disyuntiva de cuál ha de ser el órgano legislativo del que debe nacer la ley que regule el régimen de incompatibilidades de los funcionarios públicos: las Cortes Generales o las Asambleas Legislativas de las CCAA. Pues bien, el artículo 149.1.18.ª señala que corresponde en exclusiva al Estado la fijación de las bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos, correspondiendo a las CCAA el desarrollo de dichas bases dentro de su ámbito respectivo [34]. Por tanto, si tenemos en cuenta que el régimen de incompatibilidades forma parte de lo que se ha entendido como legislación básica, se podrá concluir que son las Cortes Generales y no las Asambleas Legislativas de las CCAA las deben dictar dicha ley.

			Por tanto, tras el nuevo orden constitucional impuesto en el 78, queda claro la importancia que se quiere dar al régimen de incompatibilidades de los funcionarios públicos, al establecer dicha reserva de ley y al unificar los elementos fundamentales de la misma, bajo una norma que se aplique uniformemente en todo el territorio del Estado.

			5.2 El precedente inmediato de la vigente Ley de Incompatibilidades: la Ley 20/1982, de 9 de julio

			La Ley de Incompatibilidades de 1982 constituye el precedente inmediato de la vigente Ley de Incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones Públicas, y nace como consecuencia del mandato contenido en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1981 [35]. Esta Ley obligaba al Gobierno a presentar a lo largo de 1981 un Proyecto de Ley de incompatibilidades que, finalmente, fue presentado a las Cortes Generales el 9 de diciembre de 1981 [36].

			La nueva Ley volvió al principio de compatibilidad [37], si bien partía de una norma general en virtud de la cual, era incompatible el desempeño de la función pública «con el ejercicio de cualquier cargo, profesión o actividad públicos o privados, por cuenta propia o ajena, retribuidos o meramente honoríficos, que impidan o menoscaben el estricto cumplimiento de los deberes del funcionario, comprometan su imparcialidad o independencia o perjudiquen los intereses generales» (art. 1.2).

			Dicho esto, se pueden destacar los siguientes aspectos principales de la regulación que hace la Ley.

			5.2.1 Ámbito de aplicación

			La nueva Ley incluyó, por primera vez, dentro de su ámbito de aplicación al personal de las recién creadas CCAA y de sus Organismos dependientes. Hasta el momento, la mayor parte de éste se hallaba constituido por funcionarios del Estado que habían sido transferidos a las mismas, junto con las primeras competencias que la CE les reservaba. Por supuesto, estaba incluido, también, el personal civil de la Administración del Estado y de sus Organismos Autónomos, así como el que se encontraba al servicio de la Administración Local y de los Organismos de ella dependientes (art. 1.3) [38].

			En cuanto al personal de la Seguridad Social, la Ley distinguía entre el que ostentaba la condición de funcionario [39], que le era de aplicación, y el resto, que se regía por sus propias normas, estableciendo para éstos un principio general de compatibilidad en los términos previstos en la disposición adicional cuarta [40].

			Por último, se cerró el ámbito de aplicación de la Ley con la inclusión del personal al servicio de Empresas con capital mayoritariamente público y con una cláusula «escoba» en virtud de la cual se encontraban incluidos todos aquellos a los que les era de aplicación la Ley de Bases del Régimen Estatutario de los Funcionarios Públicos [art. 1.3.e)] [41].

			5.2.2 Incompatibilidad de sueldos públicos

			La Ley partía de un principio general de compatibilidad [42] que implicaba que, salvo aquellas actividades que pudieran impedir o menoscabar el estricto cumplimiento de sus funciones, el resto se podían ejercer libremente (art. 1.2) [43]. Ahora bien, lo que sí estableció fue la prohibición de percibir más de un sueldo con cargo a los presupuestos de las Administraciones Públicas y de los Organismos y Empresas de ellos dependientes o «con cargo a los de los órganos constitucionales», salvo autorización expresa de la Ley o cuando se prestasen a tiempo parcial (art. 2.1) [44].

			Esta incompatibilidad de sueldos se extendió también al personal que, en representación del Estado, perteneciera a Consejos de Administración u órganos de gobierno de Empresas públicas o cualesquiera otras con participación pública. En estos casos, sólo se podían percibir las dietas o indemnizaciones que correspondieran por la asistencia a los mismos [45].

			5.2.3 Incompatibilidad con actividades privadas

			Junto con el principio de compatibilidad para ejercer más de una actividad pública, se deduce de la Ley también la compatibilidad, con carácter general, para ejercer una actividad privada [46], exceptuando los supuestos que prevé el artículo tercero. Según este precepto, era absolutamente incompatible el ejercicio de la función pública con el desempeño de las siguientes actividades privadas:

			a) El asesoramiento o la pertenencia a Consejos de Administración de Empresas privadas cuando su actividad estuviera relacionada con las del organismo público en el que estaba destinado el funcionario.

			b) La titularidad individual o conjunta en conciertos de servicios con la Entidad pública en la que prestaba servicios el funcionario.

			c) Y, por último, la participación superior al diez por ciento en el capital de las empresas a que se refiere el apartado anterior o el empleo en las mismas, aunque no fuera retribuido y no estuviera sujeto a horario.

			En todo caso, señalaba la Ley que el personal sujeto a su ámbito de aplicación que se encontrara en servicio activo, estaba obligado a declarar «las actividades lucrativas profesionales, laborales, mercantiles o industriales que ejerzan fuera de las Administraciones Públicas» (art. 4.1). De esta previsión únicamente se exceptuaban las actividades derivadas de la administración del patrimonio personal o familiar, siempre que no se encontraran incluidas en lo dispuesto en el artículo tercero (art. 4.3).

			5.3 La Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas.

			5.3.1 Justificación de la reforma

			A pesar de la reciente aprobación de la citada Ley de 1982, la regulación del sistema de incompatibilidades de los empleados públicos no se consideraba en absoluto cerrada. De esta forma, el nuevo Gobierno recién elegido endureció al máximo la interpretación de la Ley vigente mediante una Instrucción de 4 de marzo de 1983 sobre medidas provisionales en materia de incompatibilidades [47]. Al mismo tiempo, la Inspección General de Servicios de la Administración Pública (IGSAP) redactó en abril de 1983, un informe sobre la «unificación de criterios en la aplicación de la Ley 20/1982, sobre Incompatibilidades en el sector público», que daba las directrices fundamentales para que los Subsecretarios pudiesen llevar a cabo una adecuada resolución y revisión de los expedientes [48].

			Sin embargo, esto no fue suficiente y el 19 de octubre de 1983 el Consejo de Ministros aprobó el Proyecto de Ley de Incompatibilidades del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas, convirtiéndose en la Ley 53/1984 el 26 de diciembre [49]. Esta Ley nació con el firme propósito de regular el problema de las incompatibilidades de una forma global y uniforme para todas las Administraciones Públicas [50]. Así lo recoge su Exposición de Motivos [51] que, al mismo tiempo, asienta la nueva regulación sobre los principios de dedicación exclusiva, imparcialidad y eficacia en la prestación de los servicios públicos [52].

			De estos tres principios, quizá el de la imparcialidad sea el más importante de cara a la justificación de un régimen de incompatibilidades, ya que la finalidad del mismo ha de ser la de garantizar la separación de funciones y la transparencia de la gestión pública, evitando la posible pérdida de independencia y neutralidad de la función [53].

			Pero, además, se han esgrimido otros fundamentos para el establecimiento de un nuevo sistema de incompatibilidades, como la honestidad profesional [54] o la relación de lealtad [55] del funcionario que, en todo caso, pretenden únicamente evitar la utilización del cargo o actividad pública para fines propios, ya sean estos personales o profesionales [56].

			Pero, al margen de los distintos fundamentos de orden ético, el objetivo fundamental de la Ley fue el de poner coto a la heterogeneidad de regulaciones existentes en función de los distintos Cuerpos de funcionarios, que se arrastraban desde finales del siglo xix. De esta forma, se logró la tan pretendida uniformidad en la materia, lo que no dejó de provocar críticas a la Ley, algunas en forma de recursos de inconstitucionalidad, la mayoría basados en el atentado al derecho al trabajo recogido en el artículo 35 de la CE [57].

			5.3.2 Ámbito de aplicación de la nueva Ley

			Como se ha dicho, una de las novedades más importantes de esta Ley fue la de ampliar su ámbito de aplicación a todo el personal al servicio de las Administraciones Públicas [58], con independencia de su relación de empleo (es decir, ya fueran funcionarios, personal laboral o personal eventual).

			Pero, además, es de aplicación al personal al servicio del Tribunal Constitucional, Consejo General del Poder Judicial, Tribunal de Cuentas y Consejo de Estado, así como a los componentes del personal al servicio de la Administración de Justicia [59].

			De esta forma, queda excluido, únicamente, el personal de las Cortes Generales, que se regula por el Estatuto a que se refiere el artículo 72.1 de la CE [60].

			Más concretamente, el artículo 2 de la Ley establece que la misma será de aplicación a:

			– El personal civil y militar al servicio de la Administración del Estado y de sus Organismos Autónomos.

			– El personal al servicio de las Administraciones de las CCAA y de los Organismos de ellas dependientes, así como de sus Asambleas Legislativas y órganos institucionales.

			– El personal al servicio de las Corporaciones locales y de los Organismos de ellas dependientes.

			– El personal al servicio de Entes y Organismos Públicos exceptuados de la aplicación de la Ley de Entidades Estatales Autónomas.

			– El personal que desempeñe funciones públicas y perciba sus retribuciones mediante arancel.

			– El personal al servicio de la Seguridad Social, de sus Entidades Gestoras y de cualquier otra entidad u organismo de la misma.

			– El personal al servicio de Entidades y Corporaciones de Derecho Público cuyo presupuesto se dote en más de un 50% con subvenciones u otros ingresos procedentes de las Administraciones Públicas.

			– El personal que preste servicios en Empresas en que la participación del capital, directa o indirectamente, de las Administraciones Públicas sea superior al 50%.

			– El personal al servicio del Banco de España y de las instituciones financieras públicas.

			– El restante personal al que resulte de aplicación el régimen estatutario de los funcionarios públicos.

			5.3.3 Principios generales que inspiran la Ley

			La LI, al igual que la mayoría de sus precedentes normativos, parte de un principio de incompatibilidad general de dos o más cargos, puestos o actividades públicas (salvo excepciones), y de un principio de compatibilidad con actividades privadas, siempre que se cumplan determinados requisitos.

			De esta manera, el artículo 1 de la norma recoge tres principios que inspiran el resto de la regulación y que, por su importancia, reproducimos aquí:

			1. En primer lugar, la Ley comienza señalando que el personal al servicio de las Administraciones Públicas indicado anteriormente no puede compatibilizar sus actividades «con el desempeño, por sí o mediante sustitución, de un segundo puesto de trabajo, cargo o actividad en el sector público [61]», salvo en los supuestos legalmente establecidos.

			2. Además, no se puede percibir, salvo en los supuestos legalmente previstos, «más de una remuneración [62] con cargo a los presupuestos de las Administraciones Públicas y de los Entes, Organismos y Empresas de ellas dependientes o con cargo a los de los órganos constitucionales, o que resulte de la aplicación de arancel ni ejercer opción por percepciones correspondientes a puestos incompatibles».

			3. En todo caso, el desempeño de un puesto de trabajo por el personal indicado es incompatible con el ejercicio de cualquier actividad, pública o privada, «que pueda impedir o menoscabar el estricto cumplimiento de sus deberes o comprometer su imparcialidad o independencia».

			A la vista de estos tres principios generales vemos cómo se consolida en nuestro derecho la regla de la incompatibilidad con actividades públicas, salvo algunas excepciones, acercándonos a las legislaciones en la materia de otros países de nuestro entorno como, por ejemplo, la francesa, que impone la regla de la «interdiction des cumuls», en virtud de la cual los funcionarios deben dedicar toda su actividad profesional a las tareas que les sean encomendadas, y no podrán ejercer a título profesional ninguna actividad privada lucrativa de cualquier naturaleza [63].

			5.3.4 La compatibilidad con actividades públicas

			Aunque, como se ha dicho, la regla general que impone la Ley es la de la incompatibilidad de dos o más actividades públicas y de dos o más sueldos procedentes del sector público o de arancel, hay algunos supuestos en los que se podrá autorizar la compatibilidad si se cumplen una serie de requisitos.

			Por ejemplo, en el sector docente se permite compatibilizar la actividad o puesto público con la de profesor universitario asociado, siempre que sea en régimen de dedicación no superior a la de tiempo parcial y con duración determinada (art. 4).

			Lo mismo ocurre en el ámbito sanitario, donde se puede autorizar a los Catedráticos y Profesores Titulares de Universidad y a los Catedráticos de Escuelas Universitarias siempre que: la segunda actividad sea en el sector público sanitario o de carácter investigador en centros públicos de investigación; que sea dentro del área de especialidad de su departamento universitario; y que los dos puestos sean a tiempo parcial (es decir, que no superen las 30 horas semanales)  [64].

			Otro de los supuestos en los que, excepcionalmente, puede autorizarse la compatibilidad es para realizar actividades de investigación de carácter no permanente, o de asesoramiento en supuestos concretos que no correspondan a las funciones del personal adscrito a las respectivas Administraciones Públicas (art. 6).

			Una mención especial merece la excepción que contiene la LI (art. 5) para compatibilizar la actividad o puesto público con determinados cargos electivos, en concreto, con el de miembro de una Asamblea Legislativa de una Comunidad Autónoma (siempre que no perciban retribuciones periódicas por el desempeño de la función o que por la misma se establezca la incompatibilidad) y con el de miembro de una Corporación Local (salvo que desempeñen en la misma un cargo retribuido y de dedicación exclusiva). En cualquier caso, en estos supuestos solo se podrá percibir la retribución correspondiente a una de las dos actividades, sin perjuicio de las dietas, indemnizaciones o asistencias que correspondan por la otra [65].

			Un último supuesto de compatibilidad de dos puestos o actividades públicas se recoge en el artículo 8 de la LI, según el cual, el personal que, en representación del sector público, «pertenezca a Consejos de Administración u órganos de gobierno de Entidades o Empresas Públicas o Privadas, sólo podrá percibir las dietas o indemnizaciones que correspondan por su asistencia a los mismos», de acuerdo con las cuantías legalmente previstas. En todo caso, no se podrá pertenecer a más de dos Consejos de Administración u órganos de gobierno indicados, salvo que, excepcionalmente, se autorice para supuestos concretos mediante acuerdo del órgano de gobierno correspondiente de cada Administración Pública.

			En todo caso, hay que decir que estos supuestos no están completamente tasados, ya que el Consejo de Ministros, por Real Decreto, o el órgano de gobierno de una Comunidad Autónoma pueden acordar aquellos casos en los que, en su respectivo ámbito y por razones de interés público, una persona pueda desempeñar un segundo puesto de trabajo o actividad en el sector público. En este caso, solo se podría prestar en régimen laboral a tiempo parcial y con duración determinada, en las condiciones establecidas por la legislación laboral, tal y como contempla el artículo 3.1.

			Pues bien, para poder desempeñar esa segunda actividad o puesto en el sector público de la que venimos hablando, la LI exige una previa y expresa autorización de compatibilidad, que se debe efectuar en razón del interés público y no puede suponer modificación de jornada de trabajo y horario de los dos puestos. Además, estará condicionada a su estricto cumplimiento en ambos (art. 3.1).

			Esta autorización no será necesaria para la pertenencia a Consejos de Administración u órganos de gobierno de Entidades o Empresas Públicas o Privadas, en representación del sector público. Tampoco lo será para el desempeño de cargos electivos en parlamentos autonómicos o en corporaciones locales [66].

			Por último, la LI recoge como un requisito necesario para poder autorizar la compatibilidad de actividades públicas [67], que las retribuciones totales percibidas por ambos puestos o actividades no superen la remuneración prevista en los Presupuestos Generales del Estado para el cargo de Director General [68], ni tampoco que dicha retribución total supere la del puesto principal (estimada en régimen de dedicación ordinaria), incrementada en un determinado porcentaje en función del grupo de clasificación [69].

			5.3.5 La compatibilidad con actividades privadas

			Respecto de las actividades privadas, la regla que se impone es la de la compatibilidad (con carácter general) siempre que se cumplan los requisitos previstos por la normativa y no nos encontremos en alguno de los supuestos «prohibidos» [70]. Ahora bien, siempre se precisará del previo reconocimiento de compatibilidad antes de poder ejercer dicha actividad privada [71].

			Además, se establecen una serie de reglas generales y particulares sobre actividades incompatibles.

			La primera de ellas es que no se pueden ejercer, «por sí o mediante sustitución, actividades privadas, incluidas las de carácter profesional, sean por cuenta propia o bajo dependencia o al servicio de Entidades o particulares, que se relacionen directamente con las que desarrolle el Departamento, Organismo o Entidad» donde se estuviere destinado. Sólo se exceptúan aquellas actividades particulares que, en ejercicio de un derecho, realicen para sí mismos los «directamente» interesados (art. 11.1).

			Tampoco se podrá reconocer compatibilidad alguna para actividades privadas a quienes se les hubiera autorizado la compatibilidad para un segundo puesto o actividad públicos, salvo en el caso de que la jornada semanal de ambas actividades en su conjunto sea inferior a la máxima prevista en la Administración Pública (art. 13).

			Finalmente, la última regla general señala que, cuando una actividad privada requiera la presencia efectiva del interesado durante un horario igual o superior a la mitad de la jornada semanal ordinaria de trabajo en las Administraciones Públicas, solo se podrá autorizar si dicha actividad pública se considera de prestación a tiempo parcial (art. 12.2)  [72].

			En cuanto a las reglas especiales o particulares, la Ley se refiere aquí a supuestos concretos de actividades que pueden impedir o menoscabar el estricto cumplimiento de la función pública o comprometer su imparcialidad o independencia, contraviniendo, de esa forma, lo dispuesto en el artículo primero de la norma.

			En este sentido, señala que será incompatible «el desempeño de actividades privadas, incluidas las de carácter profesional, sea por cuenta propia o bajo la dependencia o al servicio de Entidades o particulares, en los asuntos en que esté interviniendo, haya intervenido en los dos últimos años o tenga que intervenir por razón del puesto público» [art. 12.1.a)].

			También lo será «la pertenencia a Consejos de Administración u órganos rectores de Empresas o Entidades Privadas, siempre que la actividad de las mismas esté directamente relacionada con las que gestione el Departamento, Organismo o Entidad en que preste sus servicios el personal afectado» [art. 12.1.b)].

			Y, por último, «el desempeño, por sí o por persona interpuesta, de cargos de todo orden en Empresas o Sociedades concesionarias, contratistas de obras, servicios o suministros, arrendatarias o administradoras de monopolios, o con participación o aval del sector público, cualquiera que sea la configuración jurídica de aquéllas» [art. 12.1.c)], así como la participación superior al 10 por 100 en el capital de dichas empresas [art. 12.1.d)].

			5.3.6 Una limitación a la compatibilidad: el complemento específico

			Uno de los aspectos más novedosos de la LI en relación con la normativa anterior, fue la inclusión de la premisa de que para poder obtener una autorización o reconocimiento de compatibilidad era un requisito previo el no percibir complemento específico, concepto equiparable o ser retribuido mediante arancel.

			Sólo se excluía de esta prohibición los supuestos para ejercer como Profesor Universitario Asociado o para realizar actividades de investigación o asesoramiento, siempre que no se tratase, en este último caso, de personal docente universitario a tiempo completo (art. 16.3).

			Sin embargo, esta previsión inicial ha sido objeto de algunas matizaciones posteriores. Así, en virtud de la Ley 31/1991, también se admitió el reconocimiento de compatibilidad para el ejercicio de actividades privadas al personal que desempeñe un puesto que comporte la percepción de complemento específico o concepto equiparable (no al de arancel), cuya cuantía no supere el 30 por 100 de su retribución básica, «excluidos los conceptos que tengan su origen en la antigüedad» (art. 16.4).

			Posteriormente, el EBEP incorporó una nueva previsión, que matiza el sentido inicial de este precepto, al considerar que, en el caso del complemento específico o concepto equiparable, sólo impedirán la compatibilidad cuando los mismos incluyan, específicamente, el factor de incompatibilidad [73].

			5.3.7 Actividades exceptuadas del régimen de incompatibilidades

			Al igual que ocurre con la legislación previa a la LI, en esta norma se recogen una serie de actividades que se consideran exceptuadas del régimen de incompatibilidades, siempre que se desarrollen en los términos previstos (art. 19). Dichas actividades son:

			a) Las relacionadas con la administración del patrimonio personal o familiar. En este caso, se aplicarán las limitaciones previstas en el artículo 12 de la Ley [74].

			b) La dirección de seminarios, cursos o conferencias en Centros Oficiales de formación de funcionarios o profesorado. En este supuesto, la actividad se considerará exceptuada cuando la participación del empleado público no tenga carácter permanente o habitual ni suponga más de 75 horas al año. También se exceptúa la preparación para el acceso a la función pública en los casos y forma que reglamentariamente se determine.

			c) Formar parte de Tribunales calificadores de pruebas selectivas para ingreso en las Administraciones Públicas también será una actividad exceptuada.

			d) Asimismo, y con respecto al personal docente, la Ley exceptúa su participación «en exámenes, pruebas o evaluaciones distintas de las que habitualmente les correspondan, en la forma reglamentariamente establecida».

			e) Por otra parte, también estará exceptuado, siempre que no sea retribuido, «el ejercicio del cargo de presidente, vocal o miembro de Juntas rectoras de Mutualidades o Patronatos de funcionarios».

			f) Por lo que respecta a la producción y creación literaria, artística, científica y técnica, así como las publicaciones derivadas de aquéllas, para que puedan considerarse como una actividad exceptuada a los efectos de esta Ley, será necesario que «no se originen como consecuencia de una relación de empleo o prestación de servicios».

			g) En cuanto a la participación en coloquios y programas de algún medio de comunicación social, debe ser siempre ocasional.

			h) Por último, se exceptúa del régimen de incompatibilidades «la colaboración y asistencia ocasional a congresos, seminarios, conferencias o cursos de carácter profesional».

			Como se ha dicho, todas estas actividades podrán realizarse sin necesidad de autorización o reconocimiento de compatibilidad, siempre que concurran los requisitos establecidos para cada caso concreto. Ahora bien, cuando no concurran los requisitos exigidos en cada caso, para considerar a estas actividades exceptuadas deberá solicitarse la correspondiente autorización o reconocimiento de compatibilidad.
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					[17] Pero, además, hay otras disposiciones de la Ley de las que se desprende esa filosofía de impedir la acumulación de empleos públicos. Así, por ejemplo, cuando se regula la situación de «supernumerario» o se dispone el abono de efectos pasivos y de consideración como servicio activo del tiempo prestado en tal situación. Véase GIL Ibáñez, J. L., AA, p. 227.

				

				
					[18] Como señala García-Trevijano Garnica, J. A., RPGP, pp. 119-128, los términos incapacidad e incompatibilidad, aunque hacen referencia a una misma situación, esto es, la «imposibilidad o prohibición de ser sujeto de una determinada relación jurídica», sin embargo, se distinguen por el momento en el que dicha prohibición se va a hacer valer. Así, la incapacidad supone la imposibilidad de poder acceder a un determinado puesto o cargo cuando ni siquiera es posible participar en el proceso de selección. Por el contrario, la incompatibilidad supone que, aun siendo posible ser seleccionado para desempeñar una determinada actividad, ésta no se puede llevar a cabo al coincidir con otra que ya se viene desarrollando. Pues bien, en la legislación española sobre función pública de los últimos dos siglos se han empleado ambos conceptos indistintamente, si bien, la técnica de la incapacidad se ha referido más al ámbito de las incompatibilidades parlamentarias. En cualquier caso, con ambas fórmulas se quiere alcanzar una independencia y eficacia que, en el caso de la incapacidad, irán referidas a la fase de selección, y en el caso de la incompatibilidad a la función propiamente dicha.
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					[29] Es decir, si el desempeño de la actividad privada podía impedir o menoscabar el estricto cumplimiento de los deberes del funcionario.
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					[33] Así, por ejemplo, Mendoza Oliván, V., DA, pp. 53, viene a decir que el expediente sancionador que se instruya por la vulneración de lo dispuesto en el artículo 84, en relación con el incumplimiento del deber de residencia o con el retraso, negligencia o descuido en el desempeño de los asuntos públicos, en el supuesto de haber obtenido la compatibilidad con una segunda actividad privada, debería concluir, además de con la sanción que legalmente corresponda, con la prohibición para ejercer en el futuro la actividad que, en un inicio, se declaró compatible.

				

				
					[34] Nos remitimos en este punto a lo ya analizado en el epígrafe «El sistema de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas».

				

				
					[35] En el anteproyecto de la Ley de Presupuestos se contenía un artículo, el 15, que establecía un principio general de incompatibilidad, desligándose de la normativa anterior y, especialmente, de la sectorial existente. En este sentido, dicho artículo 15 establecía la incompatibilidad para el desempeño simultáneo de más de un puesto de trabajo en el sector público salvo: a) los funcionarios de los Cuerpos especiales al servicio de la Sanidad Local; b) los funcionarios del Cuerpo Nacional de Médicos Forenses; c) los funcionarios que hubieran obtenido autorización para compatibilizar su puesto con otro de carácter docente; d) el personal de las Universidades que presten servicios en la Seguridad Social; e) cualquier otro supuesto de compatibilidad previamente autorizado por ley. Además, con este precepto se dejaban sin efecto todas las autorizaciones de compatibilidad otorgadas para el desempeño de dos o más puestos de trabajo en el sector público, que no estuviesen amparadas con la nueva normativa. Sin embargo, las previsiones contenidas en este artículo generaron una enorme oposición dentro del propio partido que había propuesto su inclusión, por lo que fue sustituido por el mandato al Gobierno para la elaboración de una Ley de incompatibilidades en el plazo de un año. Véase Martínez Jiménez, J. E., DA, pp. 162-166.

				

				
					[36] Boletín Oficial de las Cortes de 20 de diciembre de 1981.

				

				
					[37] El Informe de la Ponencia, publicado en el Boletín Oficial de las Cortes de 13 de noviembre de 1981, recoge con claridad la vuelta al principio de compatibilidad, tras el fallido intento del artículo 15 del Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1981.

				

				
					[38] Este extenso ámbito de aplicación refleja una clara intención de la Ley por establecer una regulación de carácter general y, en consecuencia, proceder a una derogación de las distintas normas especiales que venían regulando el régimen de incompatibilidades propio de cada Cuerpo. Véase Gil Ibáñez, J. L., AA, p. 233.

				

				
					[39] La Ley, en su disposición transitoria primera, recogía, respecto de estos funcionarios, las previsiones del nonato artículo 15 del Proyecto de Ley de Presupuestos para 1981 aunque limitadas a tres años. Martínez Jiménez, J. E., DA, p. 164.

				

				
					[40] Señalaba esta disposición que este personal podía ser autorizado, en los términos que se determinara reglamentariamente, para ejercer simultáneamente dos puestos de trabajo de carácter asistencial, en los siguientes casos: a) siempre que uno de ellos formase parte de la plantilla de un establecimiento hospitalario y el otro no; b) aun cuando ambos tuvieran este carácter, siempre que los centros dependieran de distintas Administraciones Públicas, Seguridad Social, Empresas estatales u otras del sector público o Centros concertados y no lo impidiera el régimen de dedicación, horario o demás circunstancias objetivas de ambos puestos.

				

				
					[41] Hay que tener en cuenta que en dicha fecha aún no se había aprobado la Ley de Bases del Régimen Estatutario de los Funcionarios Públicos que, finalmente, no vería la luz y sería sustituida por la Ley de Medidas para la Reforma de la Función Pública.

				

				
					[42] Este principio general de compatibilidad ha sido destacado, entre otros, por Martínez Jiménez, J. E., DA, p. 166, a la vista de la regulación contenida en esta Ley en comparación con el pretendido artículo 15 del Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1981, al que ya se ha hecho referencia.

				

				
					[43] Con independencia, claro está, de las previsiones específicas que la Ley contenía respecto del personal al servicio de la Seguridad Social (art. 1.4).

				

				
					[44] Aun en el supuesto de jornada reducida, solo se podrá percibir con cargo a uno de los puestos como máximo las retribuciones básicas y, en el otro, no se podrán percibir complementos por dedicación especial, plena, exclusiva o prolongación de jornada (art. 2.3).

				

				
					[45] Esta previsión se contiene en el artículo 6 de la Ley que, en todo caso, advierte que no se podrá pertenecer a más de dos Consejos de administración de dichas empresas.

				

				
					[46] Así lo ha señalado, entre otros, Gil Ibáñez, J. L., AA, p. 234.

				

				
					[47] Cuesta de la Hoz, A., 1984, pp. 51-52, citado en Meseguer Yebra, J., 2002, p. 41.

				

				
					[48] La Inspección General de Servicios fue creada por el RD 3773/1982 con el objeto de controlar el estricto cumplimiento de la normativa en materia de incompatibilidades. Para ello fue dotada, inicialmente, con doce inspectores con rango de Subdirector General, algo que fue muy criticado por los distintos departamentos ministeriales, teniendo en cuenta las habituales restricciones presupuestarias a las que les sometía el Ministerio de Hacienda. Meseguer Yebra, J., 2002, p. 42.

				

				
					[49] Esta Ley ha sido desarrollada en el ámbito de la Administración General del Estado por el RD 598/1985, de 30 de abril, sobre incompatibilidades del personal al servicio de la Administración del Estado, de la Seguridad Social y de los Entes, Organismos y Empresas dependientes.

				

				
					[50] En la Memoria que acompañaba al Proyecto de Ley ya se contemplaba el asunto de las incompatibilidades como problema de creciente importancia, que era preciso abordar de manera global y uniforme para todas las Administraciones Públicas. Ver «Incompatibilidades del personal al servicio de la Administración Pública (documentación preparada para la tramitación del proyecto de Ley de incompatibilidades el personal al servicio de las Administraciones Públicas)». Dirección de Estudios y Documentación de la Secretaría General del Congreso de los Diputados (1984), citado en Meseguer Yebra, J., 2002, p. 34.

				

				
					[51] En la Exposición de Motivos se señala expresamente que «la operatividad de un régimen general de incompatibilidades exige, como lo hace la Ley, un planteamiento uniforme entre las distintas Administraciones Públicas que garantice además a los interesados un tratamiento común entre ellas».

				

				
					[52] La dedicación del personal al servicio de la Administración a un solo puesto de trabajo, sin más excepciones que las que deriven del propio servicio público y respetando el ejercicio de aquellas actividades privadas que, en todo caso, no impidan o menoscaben el estricto cumplimiento de sus deberes o comprometan su imparcialidad o independencia, es la filosofía que va a inspirar la nueva regulación de esta materia, como así lo recoge la propia Exposición de Motivos.

				

				
					[53] Así lo recogió el Tribunal Supremo en una Sentencia de 25 de noviembre de 1985. Véase Meseguer Yebra, J., 2002, p. 47.

				

				
					[54] Álvarez-Gendín, S., RAP, p. 93.

				

				
					[55] Garrido Falla, F., 1985, p. 1440.

				

				
					[56] Palomar Olmeda, A., 1990, p. 374. Tanto esta cita como las dos anteriores se han recogido por Meseguer Yebra, J., 2002, p. 46, que hace una exposición sobre el fundamento y fines del régimen de incompatibilidades destacando las distintas manifestaciones doctrinales en la materia (pp. 45-53).

				

				
					[57] En este punto el Tribunal Constitucional fue bastante contundente, al entender que los funcionarios públicos quedan sometidos a un régimen estatutario que puede ser objeto de modificación de manera unilateral por el legislador, en el ejercicio de su potestad de autoorganización (SSTC 99/1987 y 178/1989). Por su parte, la justificación en relación al personal laboral se basaría en la posibilidad que tiene el legislador de modificar su régimen jurídico, a la vista de una determinada política de empleo público, aunque el mismo afecte al derecho al trabajo (STC de 2 de julio de 1981). Véase Meseguer Yebra, J., 2002, pp. 53-55.

				

				
					[58] La Ley extiende su ámbito de aplicación no solo a las Administraciones Públicas, sino a todo el sector público sin excepción. Así lo reconoció la STS de 26 de enero de 1995.

				

				
					[59] La Ley Orgánica 1/1985, de 18 de enero, remite en su único artículo al régimen establecido en la Ley 53/1984 para el personal mencionado.

				

				
					[60] Véase disp. final 2.ª de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre.

				

				
					[61]  Hay que entender como actividad en el sector público aquella que se desarrolle por los miembros electivos de las Asambleas Legislativas de las CCAA y de las Corporaciones Locales, por los altos cargos y por el restante personal de los órganos constitucionales y de todas las Administraciones Públicas, incluida la Administración de Justicia, y los Entes, Organismos y Empresas de ellas dependientes, comprendiéndose también en este ámbito las Entidades colaboradoras y las concertadas de la Seguridad Social (art. 1.1). Así lo confirmó la STS de 26 de enero de 1995 que entendió que la norma se extiendía a un ámbito subjetivo que no sólo abarcaba las Administraciones Públicas en sentido estricto, sino a todo el sector público sin excepción. Véase Meseguer Yebra, J., 2002, p. 70.

				

				
					[62]  Se entiende por remuneración cualquier derecho de contenido económico derivado, directa o indirectamente, de una prestación o servicio personal, con independencia de que su cuantía sea fija o variable y de que su devengo sea periódico u ocasional (art. 1.2). Hay que entender incluido en este supuesto también la percepción de una pensión de jubilación o retiro de Derechos Pasivos, o de cualquier régimen de la Seguridad Social que, asimismo, será incompatible, salvo en el supuesto de pensión de jubilación parcial, con el desempeño de un puesto a tiempo parcial (art. 3.2).

				

				
					[63] Parada Vázquez, R., 2007, p. 210.

				

				
					[64] Además, el artículo 4.2 también recoge esta previsión en idénticos términos para los Profesores titulares de Escuelas Universitarias de Enfermería y para los Catedráticos y Profesores de Música que presten servicio en los Conservatorios Superiores de Música y en los Conservatorios Profesionales de Música, a los que se les podrá autorizar la compatibilidad para el desempeño de un segundo puesto de trabajo en el sector público cultural, en los mismos términos que para el personal docente.

				

				
					[65] Sin embargo, de acuerdo con la modificación operada en la Ley de Incompatibilidades por la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, en el caso de miembros de las Corporaciones Locales en la situación de dedicación parcial se podrán percibir retribuciones por tal dedicación, siempre que se desempeñen fuera de su jornada de trabajo en la Administración, y sin superar en ningún caso los límites que con carácter general se establezcan, en su caso (art. 5.2).

				

				
					[66] Véase el Criterio de Aplicación 16/90 de la Inspección General de Servicios (IGSAP) que excluye de la necesidad general de la previa autorización de compatibilidad a los supuestos recogidos en el artículo 5, al entender que se trata de derechos establecidos por la Ley, cuyo ejercicio no puede estar condicionado por la obtención de una autorización administrativa.

				

				
					[67] Este requisito no se entiende exigido en los supuestos de compatibilidad del puesto público con el de miembro de una Asamblea Legislativa o una Corporación Local. Ver Criterio de Aplicación 16/90 de la Inspección General de Servicios (IGSAP).

				

				
					[68] No obstante, en el ámbito de la Administración General del Estado, la Resolución de la Secretaría de Estado para la Función Pública de 20 de diciembre de 2011, autorizó la superación del límite previsto en el artículo 7.1, en lo que se refiere a que la cantidad total percibida por ambos puestos no puede superar la remuneración prevista en los PGE para el cargo de Director General, cuando se trate de compatibilizar la actividad pública principal con el desempeño de la actividad de profesor universitario asociado (art. 2).

				

				
					[69] Un 30% para los funcionarios de grupo A (A1) o personal equivalente, un 35% para los funcionarios de grupo B (A2) o personal equivalente, un 40% para los funcionarios de grupo C (C1) o personal equivalente, un 45% para los funcionarios de grupo D (C2) o personal equivalente y un 50% para los funcionarios de grupo E (otras agrupaciones sin requisito de titulación) o personal equivalente. Estos límites sólo podrán ser superados, por razones de especial interés para el servicio, por acuerdo expreso del Gobierno, órgano de gobierno de una Comunidad Autónoma o por el Pleno de una Corporación Local (art. 7.1).

				

				
					[70] La Ley prevé (art. 11.2) que, por Real Decreto, el Gobierno pueda determinar las funciones, puestos o colectivos del sector público incompatibles con determinadas profesiones o actividades privadas, que puedan comprometer la imparcialidad o independencia del personal, impedir o menoscabar el estricto cumplimiento de sus deberes o perjudicar los intereses generales.

					De esta forma, el Real Decreto 598/1985, de 30 de abril, establece la incompatibilidad de una serie de personal, en función del trabajo que desempeña, con una serie de actividades privadas como gestoría administrativa, Procurador de los Tribunales, actividades en Empresas que realicen suministros de bienes, prestación de servicios o ejecución de obras en relación con el personal destinado en las actividades de contratación con Jefes de Unidades de recursos, y los funcionarios que ocupen puestos de trabajo reservados en exclusiva a Cuerpos de Letrados con el ejercicio de la Abogacía en defensa de intereses privados o públicos frente a la Administración del Estado o de la Seguridad Social, Organismo, Entidad o Empresa Pública.

				

				
					[71] Así lo establece la Ley en su artículo 14, al señalar que el ejercicio de actividades profesionales, laborales, mercantiles o industriales fuera de las Administraciones Públicas requerirá el previo reconocimiento de compatibilidad.

				

				
					[72] De acuerdo con el artículo 14 del Real Decreto 598/1985, de 30 de abril, se considera jornada a tiempo parcial aquella que no supera las treinta horas semanales.

				

				
					[73] La Disposición final tercera del EBEP, en su apartado segundo, modificó el artículo 16.1 de la LI que quedó redactado de la siguiente manera: «No podrá autorizarse o reconocerse compatibilidad al personal funcionario, al personal eventual y al personal laboral cuando las retribuciones complementarias que tengan derecho a percibir del apartado b) del artículo 24 del presente Estatuto incluyan el factor de incompatibilidad, al retribuido por arancel y al personal directivo, incluido el sujeto a la relación laboral de carácter especial de alta dirección».

				

				
					[74]  Se refiere en este supuesto, a las limitaciones para el ejercicio de actividades privadas cuando pueden suponer un conflicto de intereses con la actividad pública desempeñada.

				

			

		

	




	
		
			CAPÍTULO 6

			EL SISTEMA RETRIBUTIVO

			1. Consideraciones generales

			El primer escollo que se observa al tratar el tema de las retribuciones de los empleados públicos es que no encontramos, en ninguna norma específica sobre la materia, una definición general de las mismas. Hemos de acudir a la vigente LI, para lograr una aproximación a lo que podemos entender como retribución. Así, esta norma, en su artículo 1.2 la define como «cualquier derecho de contenido económico derivado, directa o indirectamente, de una prestación o servicio personal, sea su cuantía fija o variable y su devengo periódico u ocasional» [1].

			Pero, históricamente, son otras las cuestiones que han preocupado en torno al sistema retributivo de los funcionarios públicos. Siguiendo a Castillo Blanco, se podrían señalar una serie de aspectos que, tradicionalmente, han marcado la regulación del régimen salarial de los empleados públicos [2]:

			– En primer lugar, hay que señalar que las retribuciones de los empleados públicos han estado muy ligadas a la situación económica del país, debido al fuerte impacto que suponen sobre el montante total de la Hacienda Pública. Al igual que ocurre en cualquier empresa u organización, en las que la mejor o peor marcha económica de la mismas tiene una incidencia directa en el salario de sus empleados, también en la Administración se ha producido este efecto a través de la congelación del sueldo a los funcionarios o, algunas veces, a través de la rebaja del mismo [3].

			– Otra cuestión que se ha repetido a lo largo del tiempo en la normativa sobre retribuciones, ha sido un movimiento pendular entre la unificación de conceptos retributivos para los distintos Cuerpos o categorías de funcionarios y la dispersión de los mismos, creando nuevos elementos retributivos específicos. En este sentido, Nieto García señala cómo los Estatutos de López Ballesteros y Bravo Murillo hicieron un esfuerzo por lograr una homogeneidad de los distintos conceptos, mientras que otras normas posteriores se empeñaron en mantener un reconocimiento de los distintos estatutos particulares de algunos Cuerpos especiales, causando una gran heterogeneidad [4].

			– También es preciso resaltar la falta de calado de las distintas reformas legislativas en materia retributiva. Por lo general, se ha producido «una reorganización de conceptos ya existentes», donde lo único que se ha alterado ha sido la denominación y cuantía de los mismos, manteniendo, en lo esencial, la misma estructura que había.

			– Por otra parte, se ha destacado habitualmente la falta de conexión del sistema retributivo con otros elementos del régimen estatutario de los funcionarios públicos, como puede ser la organización administrativa, la carrera o el régimen disciplinario.

			– Y, finalmente, la ausencia de una gestión efectiva de los recursos humanos en la Administración Pública ha generado la creencia equivocada de que una simple modificación normativa iba a implicar, automáticamente, un cambio en la gestión. Sin embargo, en la práctica, se ha visto que no es así. Es necesario introducir, con carácter previo, un cambio de cultura en la organización.

			A lo largo de los siguientes epígrafes se van a analizar las distintas regulaciones que se han producido a lo largo de nuestra historia reciente, en las principales normas en materia de retribuciones. Veremos cómo, unas veces, se ha dado más importancia a las retribuciones ligadas al puesto de trabajo y, otras, a las vinculadas al empleado público, creando o suprimiendo conceptos retributivos en un constante proceso evolutivo hasta llegar a la situación vigente en la actualidad.

			2. Las retribuciones públicas en los primeros estatutos de funcionarios

			2.1 El Estatuto de López Ballesteros

			2.1.1 La conexión entre retribuciones y categorías

			El Estatuto de López Ballesteros será el primero que intentará una conexión entre las retribuciones y la categoría personal y subjetiva de los empleados públicos, en contra del sistema implantado por el Decreto de 29 de junio 1821 [5], que se basaba en un sistema de fijación objetiva [6].

			Así, tras un primer establecimiento de las categorías en la Real Orden de 19 de agosto de 1825, el Real Decreto de 7 de febrero de 1827 hace una regulación general de los principales aspectos que atañen a la función pública, estableciendo una clara conexión entre las diversas clases de funcionarios y el acceso, ascenso o las retribuciones que a cada una le corresponden.

			Sin embargo, habrá que esperar al año siguiente para contar con una regulación más completa del régimen retributivo del personal. Esto se hará a través del Real Decreto de 3 de abril de 1828, que establece distintos tipos de sueldo, dependiendo de las distintas situaciones administrativas en las que se encuentran los empleados públicos.

			2.1.2 La conexión entre las retribuciones y las situaciones administrativas en el Real Decreto de 3 de abril de 1828

			El Real Decreto de 3 de abril de 1828 supuso la implantación de un nuevo orden retributivo, al derogar expresamente todas las normas dictadas anteriormente sobre esta materia (art. 34). Además, tuvo una ventaja con respecto al Estatuto de 1827 y es que, en este caso, su aplicación no se limitó al Ministerio de Hacienda, sino que también se extendió a los Ministerios de Estado y Gracia y Justicia, llegando de esa manera a la mayor parte de los empleados públicos [7].

			De acuerdo con la nueva normativa se establecieron cuatro tipos de situaciones administrativas que daban lugar a cuatro tipos de sueldo distintos. Así, siguiendo a Barrachina, se podían distinguir cuatro tipos de empleados en función de la situación en la que se encontraban: en servicio activo, jubilados, cesantes y suspensos o procesados [8]:

			a) Empleados en servicio activo

			Estos funcionarios se encontraban en la situación normal de prestación de servicios en el sector público y, por tanto, les correspondían todos los derechos, deberes, prerrogativas y responsabilidades inherentes a su condición y, entre ellas, claro está, el sueldo.

			El sueldo que les correspondía es el que aparecía determinado según sus destinos, y tenían derecho a percibirlo a partir del momento en el que tomaban posesión en los mismos, ya fuera como consecuencia de un nuevo ingreso o a causa de un ascenso (art. 1).

			Asimismo, estos empleados iban a continuar percibiendo la totalidad de sus retribuciones, aunque se encontrasen disfrutando de una licencia por enfermedad. No ocurría lo mismo, en cambio, si se les había concedido una licencia por asuntos propios, en cuyo caso iban a ver mermada su retribución en un cincuenta por ciento (art. 4).

			b) Empleados jubilados

			Para estos empleados el Real Decreto establecía una serie de condiciones en función de las cuales se iban a modular las retribuciones correspondientes. En este sentido, se exigía, como condición indispensable, que el empleado hubiese prestado, al menos, quince años de servicios efectivos al sector público (art. 11) [9]. Sin embargo, a aquellos que hubiesen prestado más de quince años, pero menos de veinte, solo se les abonaría una quinta parte del sueldo. De esta forma, se iba a ir incrementando la cuantía de la pensión en función del tiempo de servicios efectivamente realizado [10].

			c) Empleados cesantes

			En este supuesto se encontraban aquellos empleados que habían sido separados del servicio como consecuencia de un proceso penal y que, a pesar de haber sido absueltos, no habían podido reingresar al servicio activo. En estos casos, se les iba a conceder una retribución en proporción al tiempo de servicios prestados, con el límite del cincuenta por ciento de lo que percibían en el momento del cese (art. 26).

			d) Empleados suspensos y procesados

			El primer caso era el de aquellos que habían sido suspendidos como consecuencia de la comisión de una falta disciplinaria, tras la oportuna providencia gubernativa. En estos casos no iban a percibir ninguna retribución, salvo que se anulase la sanción con posterioridad, por considerarla injusta (art. 32).

			Supuesto distinto era el de los procesados, a los que solo se les iba a dejar de abonar la retribución si dicho procesamiento implicaba también una suspensión provisional en el ejercicio de sus funciones (art. 33).

			2.2 El Estatuto de Bravo Murillo

			2.2.1 Regulación general del sistema retributivo

			El empeño de Bravo Murillo por reforzar la Administración frente al poder político del Estado se extendió también, como no podía ser de otra manera, al ámbito retributivo. En este sentido, siguiendo el planteamiento iniciado por López Ballesteros vinculó los sueldos con las categorías, distinguiendo a los empleados de la primera categoría del resto, a los que subdividió en varias clases o subcategorías [11].

			Para los empleados de la primera categoría se preveía un sueldo mínimo de 50.000 reales [12]. Por su parte, para los restantes empleados se estableció un sueldo máximo en función de la categoría o subcategoría: a los de la segunda categoría les correspondía un sueldo de 40.000, 35.000, 30.000 y 26.000 reales; a los de la tercera, 24.000, 20.000 y 16.000 reales; a los de la cuarta, 14.000, 12.000, 10.000, 8.000 y 6.000; y a los de la quinta, un sueldo de 5.000, 4.000 y 3.000 reales (art. 9) [13]. En todo caso, los empleados de cada categoría, al ingresar en las mismas, iban a percibir como primer sueldo el correspondiente al nivel más bajo de cada categoría (art. 12).

			Para poder acceder al máximo sueldo previsto para cada categoría era preciso estar disfrutando del sueldo inferior inmediato, y de cada tres vacantes, dos corresponderían a los de mayor antigüedad y una al que fuese elegido directamente (art. 27).

			Quedaban fuera de esta estructura los subalternos, es decir, aquellos que sólo prestaban un servicio material cualquiera que fuese su denominación (art. 9).

			En todo caso, el derecho a percibir el sueldo correspondiente a un destino se adquiría con la toma de posesión, que, en caso de ascenso, se entendía producida el día en el que el jefe de la oficina correspondiente comunicaba la orden al interesado (art. 35).

			Se puede decir que la ventaja fundamental de esta regulación con respecto a su precedente inmediato, el Estatuto de López Ballesteros, consistió en la extensión de su aplicación a todas las dependencias de la Administración [14].

			2.2.2 Situaciones particulares

			Al margen de las retribuciones que correspondían a los empleados en servicio activo y que acabamos de ver, el Estatuto preveía otras situaciones en las que se podían encontrar los funcionarios a lo largo de su vida administrativa, que suponían la percepción de unos emolumentos diferentes. En este sentido, se pueden destacar tres situaciones especiales: comisión de servicios, licencia por enfermedad y suspensión de funciones [15].

			a) Comisión de servicios

			Este era el supuesto de aquellos empleados que, teniendo un destino de residencia fija, sin salir de ella, fuesen nombrados para servir en comisión en otro destino de sueldo superior. En estos casos, tenían derecho a disfrutar de dicho sueldo mientras desempeñasen el referido destino (art. 37).

			Sin embargo, si el cambio de destino implicaba un cambio de residencia iban a tener derecho, desde el día de su salida hasta el día de su regreso, a percibir el sueldo de su propio empleo y una cuarta parte más. Pero, además, si la comisión no estaba fijada para un punto determinado o exigía un largo viaje, siempre que los gastos no quedaran cubiertos con la asignación anterior, se iba a conceder una indemnización cuya cuantía se debía fijar por una Real Orden (art. 38) [16].

			b) Licencias por enfermedad

			El Estatuto también contemplaba el supuesto de aquellos empleados a los que se les hubiese concedido una licencia por enfermedad por la autoridad competente. En estos casos, tenían derecho a percibir el sueldo íntegro, salvo en caso de prórroga, durante la cual sólo percibían la mitad de sus retribuciones (art. 39) [17].

			Hay que tener en cuenta que el periodo máximo de las licencias era de tres meses por año, de los cuales la mitad correspondían a la prórroga. No obstante, por motivos de salud se podía conceder un periodo mayor de licencia, pero, en este caso, el tiempo que excedía de los tres meses no se computaba a efectos de cesantía y jubilaciones (art. 39).

			c) Suspensión de funciones

			En aquellos casos en los que un empleado era suspendido temporalmente del servicio, iba a percibir la mitad de sus retribuciones. No obstante, si la suspensión venía impuesta a causa de un procedimiento judicial «por alcances o malversación de efectos o caudales públicos», el empleado no iba a tener derecho a ningún tipo de retribución. Por el contrario, si el proceso judicial era por la posible comisión de otros delitos, el funcionario tenía derecho a percibir el sueldo que le correspondiese como cesante hasta que se dictase la sentencia. Hay que tener en cuenta que la sentencia no tenía efectos retroactivos a este respecto, por lo que, aunque la misma fuera absolutoria, el funcionario no tenía derecho a que se le reintegrasen las cantidades dejadas de percibir (art. 40).

			2.3 El sistema retributivo en el Estatuto de O’Donnell

			2.3.1 Regulación general

			El Estatuto de O’Donnell mantuvo las mismas categorías de personal que había configurado el Estatuto de Bravo Murillo y, al igual que éste, estableció un sueldo diferente en función de la categoría o subcategoría. De esta forma, para los empleados de la primera categoría se preveía un sueldo mínimo de 5.000 escudos. Por su parte, para los restantes empleados se estableció un sueldo máximo en función de la categoría o subcategoría: a los de la segunda categoría les correspondía un sueldo de 4.000, 3.500, 3.000 y 2.600 escudos; a los de la tercera, 2.400, 2.000 y 1.600 escudos; a los de la cuarta, 1.400, 1.200, 1.000, 800 y 600; y a los de la quinta, un sueldo de 500, 400 y 300 escudos (art. 2).

			Al igual que en el Estatuto de Bravo Murillo, quedaban fuera de esta estructura los subalternos, es decir, aquellos que solo prestaban un servicio material cualquiera que fuese su denominación (art. 2).

			En todo caso, el sueldo se determinaba en la Ley de Presupuestos de cada año, con la garantía de que en aquellos casos en los que se rebajase el sueldo de un funcionario, éste seguía manteniendo la categoría previamente reconocida. Por el contrario, si la Ley de Presupuestos aumentaba el sueldo del funcionario y dicho aumento suponía un ascenso dentro de su categoría, consolidaría el nuevo grado siempre que tuviera una antigüedad de, al menos, dos años [18].

			2.3.2 Situaciones especiales

			Al igual que en los Estatutos precedentes, el de O´Donnell también estableció una regulación especial del régimen retributivo para diversas situaciones distintas a la del servicio activo. Concretamente, se contemplaban dos: la comisión de servicios y la del funcionario sujeto a un procedimiento penal [19].

			En el primer caso, se producía una importante diferencia con respecto al Estatuto precedente, ya que el funcionario al que se le destinaba a otro puesto en comisión iba a seguir percibiendo las retribuciones correspondientes a su categoría y no las del puesto efectivamente desempeñado. Ahora bien, si el nuevo destino implicaba un cambio de residencia, entonces, sí iba a tener derecho a una indemnización, con cargo al sueldo previsto en la Ley de Presupuestos para el segundo puesto (art. 40).

			En cuanto a los funcionarios sujetos a un procedimiento penal, sólo se les iba a abonar la mitad del sueldo que tuviesen reconocido, mientras no se dictase la sentencia correspondiente (art. 90). Sin embargo, a diferencia de lo que ocurría durante la vigencia del Estatuto de Bravo Murillo, con la nueva normativa, si la sentencia era finalmente absolutoria, el funcionario sí tenía derecho a que se le abonase la parte del sueldo que no había percibido durante todo el tiempo que duró el procedimiento (art. 91).

			2.4 El Estatuto de Maura

			Tanto la Ley de Bases de 22 de julio de 1918 como el Real Decreto de 7 de septiembre de 1918 por el que se aprueba el Reglamento para la aplicación de la citada Ley de Bases a los Cuerpos Generales de la Administración Civil del Estado, mantuvieron el sistema de categorías implantado por la legislación precedente, aunque haciendo algunas modificaciones. En este sentido, se distinguía entre funcionarios técnicos y auxiliares. Los primeros se clasificaban en tres categorías que, a su vez, se subdividían en tres clases cada una. Por su parte, los auxiliares contaban con una sola categoría dividida en tres clases.

			Con arreglo a lo anterior, el sueldo establecido en dichas normas para los funcionarios técnicos de los Cuerpos generales era el que se muestra a continuación [20]:

			– Los Jefes de Administración (primera categoría) gozaban de un sueldo de 12.000, 11.000 o 10.000 pesetas, dependiendo de si pertenecían a la primera, segunda o tercera clase.

			– Los Jefes de Negociado (segunda categoría) tenían un sueldo que oscilaba entre los 8.000 y los 6.000, repartidos entre las tres clases de dicha categoría, en la misma proporción que se aplicaba a los de la primera.

			– Por último, los Oficiales de Administración (tercera categoría) disfrutaban de un sueldo de 5.000, 4.000 o 3.000 pesetas, en función de su pertenencia a cada una de las clases en que se dividía dicha categoría.

			Y en cuanto a los funcionarios auxiliares, su sueldo estaba fijado en 2.500, 2.000 o 1.500 pesetas, dependiendo de si eran auxiliares de primera, de segunda o de tercera clase (Base 1.ª y art. 1).

			Finalmente, el personal subalterno (Porteros, Ordenanzas, Mozos de Oficio y similares) tenían reconocido un sueldo mínimo de 1.250 pesetas y máximo de 4.000. A este respecto se fijaron siete escalas, cuyos sueldos eran de: 4.000, 3.500, 3.000, 2.500, 2.000, 1.500 y 1.250 pesetas, respectivamente [21].

			3. El sistema retributivo implantado con la reforma de 1964

			3.1 El nuevo marco retributivo previsto en la Ley de Bases de 1963

			La Ley de Bases partía del principio irrenunciable de la proporcionalidad interna de los sueldos de la Administración. Para ello, era imprescindible una adecuada clasificación de plazas y Cuerpos, de manera que se asignara a cada uno «un coeficiente justo y ponderado» [22]. Este coeficiente se aplicaría sobre un sueldo base único para todos los funcionarios. Ahora bien, la Ley de Bases remitía a una futura ley especial de retribuciones, que sería la que fijaría la cuantía exacta de los haberes y percepciones que correspondieran por cada uno de los conceptos.

			De esta forma, los funcionarios sólo podían percibir retribuciones por los conceptos que se establecían en esta Ley y en la cuantía prevista en la Ley de Retribuciones, a la cual correspondería establecer el sueldo base (que, como se ha dicho, consistía en una cantidad igual para todos los funcionarios) y el cuadro general de coeficientes multiplicadores (Base X).

			Además, se establecían una serie de complementos al sueldo, como son el complemento de destino, de dedicación especial y el complemento familiar. Estos complementos tendrían un tope máximo que, igualmente, vendría determinado por la Ley de Retribuciones (Base X, cuatro).

			Por último, la Ley preveía otra serie de remuneraciones en concepto de indemnizaciones por razón de servicio, gratificaciones por servicios extraordinarios e incentivos a la productividad (Base X, cinco).

			En definitiva, puede señalarse que los dos objetivos más importantes de la Ley de Bases en materia de retribuciones fueron, por un lado, establecer el principio fundamental de que los funcionarios solo podrían ser remunerados por los conceptos previstos en la Ley; y, por otro lado, determinar con claridad cuáles habían de ser estos conceptos. Todo ello con el objetivo claro de alcanzar una adecuada proporcionalidad interna de los sueldos de la Administración [23].

			3.2 La Ley Articulada de Funcionarios Civiles del Estado de 1964

			La LFCE se limitó a reproducir lo establecido por la Ley de Bases en materia de retribuciones, en lo relativo a los conceptos retributivos y su remisión a una Ley posterior. Sin embargo, sustrajo de dicha Ley la regulación del régimen de los complementos de destino y de dedicación especial, así como el de las indemnizaciones, las gratificaciones y los incentivos, los cuales se debían determinar por el Gobierno a propuesta del Ministerio de Hacienda. Parece, por tanto, que se contradijo el mandato previsto en la Ley de Bases, evitándose el correspondiente trámite en las Cortes y, en definitiva, reduciendo la transparencia de una parte importante de las retribuciones de los funcionarios [24].

			Por otra parte, la LFCE detalló algo más el contenido de los distintos complementos del sueldo, señalando, por ejemplo, que el complemento de destino es aquel que retribuye aquellos puestos de trabajo que requieran una particular preparación técnica o que impliquen una especial responsabilidad (art. 98.2).

			También detalló el contenido del complemento de dedicación especial, que podía concederse en dos supuestos: cuando se exigiera una jornada de trabajo mayor que la normal y cuando el funcionario se acogiera al régimen de dedicación exclusiva al servicio de la Administración (art. 99).

			Por último, en relación con el complemento familiar no se añadió nada con respecto a lo ya dicho en la Ley de Bases, concediéndose en proporción a las cargas familiares y con los límites y cuantía previstos en la Ley de Retribuciones (art. 100).

			3.3 La Ley de Retribuciones de 1965

			La Ley 31/1965, de 4 de mayo, sobre retribuciones de los funcionarios de la Administración Civil del Estado, nació con una filosofía clara, la cual no fue otra que ordenar las retribuciones de los funcionarios, conservando, en todo momento, el equilibrio entre la situación existente y la nueva impuesta por la Ley de Bases de 1963 [25].

			Para ello, acabó con los sueldos calculados en función de las categorías previstas en la legislación anterior y estableció un sueldo base para todos los funcionarios, sobre el cual se aplicaba un coeficiente multiplicador en función del Cuerpo al que pertenecía el funcionario. A esto se le añadía una retribución en concepto de antigüedad (trienios) y un complemento familiar. Por último, en casos especiales, podían existir otros complementos de las retribuciones del funcionario.

			De esta forma, la Ley dividía las retribuciones de los funcionarios en dos grandes bloques [26]:

			a) Por un lado, las comprendidas por el sueldo, los trienios, las pagas extraordinarias y el complemento familiar, que venían determinadas, respectivamente, por la aplicación de un coeficiente [27] en función del Cuerpo, por el tiempo de servicios prestados y por el número y tipo de familiares a cargo. Este conjunto de retribuciones estaba exento de toda discrecionalidad, al estar perfectamente contempladas en la Ley y derivar de la aplicación de unas simples operaciones aritméticas.

			b) Por otra parte, la retribución se completaba con una serie de remuneraciones que adoptaban la forma de complementos, cuyo número [28], cuantía, los criterios para su fijación y la distribución de los mismos, otorgaban un amplio margen de discrecionalidad a la Administración [29].

			3.3.1 Los complementos retributivos

			Es preciso detenerse, aunque sea brevemente, en el análisis de este segundo bloque de retribuciones que, aunque sobre el papel parece menos importante, en la práctica es el que realmente marcó la diferencia de retribuciones entre los distintos funcionarios, dada la amplia libertad que tenían los poderes públicos para la distribución y fijación de la cuantía de las mismas.

			Como se ha dicho, la remisión de la Ley de Retribuciones a otras normas de desarrollo para fijar los distintos complementos, hacía que su número pudiera crecer hasta el punto de abarcar todas las situaciones que podamos imaginar. Baste con poner algunos ejemplos de complementos existentes en la normativa para reforzar la idea que se acaba de exponer: complemento de destino por jefatura, por funciones especiales, complemento por prolongación de jornada, por plena dedicación sin horario fijo, de exclusiva dedicación, incentivos a la productividad, gratificaciones por servicios extraordinarios, indemnizaciones por razón de servicio y un largo etcétera [30].

			De todos ellos, merece una atención especial el complemento personal y transitorio, que se correspondía con una cantidad, fruto de la diferencia entre las retribuciones que percibía el funcionario a la entrada en vigor de la Ley y las que le corresponderían a partir de dicho momento (DT 1.ª). Con ello se pretendía, como uno de los objetivos prioritarios de la Ley, «no alterar, salvo causas justificadas, las situaciones presentes»  [31].

			En todo caso, la utilización de estos complementos era una competencia propia de cada Departamento ministerial a través de la Junta de Retribuciones que, además, determinaba la cuantía de los mismos, con las limitaciones previstas en el Decreto de 22 de septiembre de 1965 [32]. Le correspondía al Gobierno, a propuesta del Ministerio de Hacienda y previo informe de la Comisión Superior de Personal, establecer el importe global que correspondía a cada Ministerio para el abono de estos complementos (art. 10).

			3.3.2 La financiación del nuevo sistema retributivo

			La nueva Ley de Retribuciones establecía que todos los ingresos extrapresupuestarios (incluidas las tasas y exacciones parafiscales) se debían ingresar directamente en el Tesoro (art. 16). De manera que el coste total de la función pública fuera financiado por ingresos presupuestarios.

			Este nuevo «sueldo presupuestario», tenía dos ventajas importantes: por un lado, otorgaba al funcionario la seguridad de saber con certeza lo que iba a ganar si llevaba a cabo una carrera administrativa normal; por otro lado, permitía que los derechos pasivos se calcularan sobre unas bases ciertas y, de esa manera, fueran más justos y equitativos [33].

			Asimismo, una consecuencia clara del nuevo sistema fue que los conceptos retributivos eran un poco más homogéneos, y su volumen ya no iba a depender de la capacidad de recaudación del propio Ministerio, sino del mayor o menor crédito que le otorgara la Ley de Presupuestos de cada año [34].

			4. El Real Decreto-Ley 22/1977, de 30 de marzo

			Esta nueva norma tenía como objetivo una «necesaria actualización y perfeccionamiento del sistema retributivo de la función pública», con el fin de acomodarlo a los nuevos «condicionamientos sociales y profesionales del funcionario» [35].

			Al igual que su precedente, la Ley de Retribuciones de 1965, el Real Decreto-Ley perseguía que el sueldo presupuestario fuera la base de las retribuciones, estableciendo que los sucesivos incrementos presupuestarios en materia de personal se destinaran, preferentemente, al aumento de las retribuciones básicas [36].

			Por lo que respecta a la nueva estructura retributiva implantada con la nueva normativa, no diferirá a grandes rasgos de la anterior, manteniendo la distinción entre retribuciones básicas y complementarias [37].

			Las primeras se devengaban y hacían efectivas por mensualidades completas y con referencia a la situación y derechos del funcionario el primer día del mes al que correspondían (art. 5.1), comprendiendo los siguientes conceptos: sueldo, grado, trienios y pagas extraordinarias (art. 2).

			Dejando a un lado el sueldo y el grado, que serán analizados en epígrafe aparte, merecen una breve atención los trienios y las pagas extraordinarias, por cuanto su regulación no difería en demasía con relación a la normativa precedente. Así, los trienios suponían una cantidad fija en función del nivel de titulación (art. 2.3) [38]. Por su parte, las pagas extraordinarias tenían la misma cuantía y comprendían una mensualidad íntegra de sueldo, grado y trienios (art. 2.4).

			En cuanto a las retribuciones complementarias, podían ser ordinarias y especiales (art. 8.1). Las primeras estaban constituidas por el complemento de destino (que retribuía la preparación técnica o la especial responsabilidad que implicaba el desempeño del puesto) y por el complemento familiar (art. 8.2).

			Por su parte, las especiales estaban constituidas por el complemento de dedicación exclusiva, las gratificaciones por servicios especiales o extraordinarios, y los incentivos a la productividad (art. 8.3).

			4.1 La sustitución de los coeficientes por los índices de proporcionalidad

			Quizá, la novedad más importante que se estableció en la nueva norma fue la eliminación de los coeficientes multiplicadores (que se aplicaban los Cuerpos de funcionarios para la fijación del sueldo), previstos en la Ley de Bases del 63 y en la Ley de Retribuciones del 65, por un nuevo sistema basado en unos índices de proporcionalidad en función del grupo de titulación al que pertenecía el funcionario.

			De esta forma, se tenía en cuenta el nivel de titulación exigido para el acceso al Cuerpo, Escala o Plaza a la hora de fijar el sueldo que le iba a corresponder, de manera que todos los funcionarios pertenecientes a Cuerpos de un mismo grupo de titulación iban a percibir la misma cantidad en concepto de sueldo [39].

			Este sistema de índices de proporcionalidad en sustitución de los coeficientes multiplicadores fue muy bien acogido por la mayoría de los funcionarios, siendo calificado por gran parte de la doctrina como más objetivo y equitativo [40].

			4.2. La implantación del grado como elemento retributivo

			Otra novedad importante del Real Decreto-Ley fue la implantación del grado de la carrera administrativa, que permitía al funcionario percibir una remuneración en función del puesto desempeñado y del tiempo de permanencia en el mismo.

			Se distinguía entre el grado inicial, que se determinaba en función de la especial preparación técnica exigida sobre la establecida para el correspondiente nivel de titulación [(art. 2.2.b)], y los sucesivos grados que se iban a ir adquiriendo a medida que el funcionario ascendía en su carrera administrativa.

			Para poder ascender al grado superior era preciso llevar cinco años prestando servicios efectivos [41] en el grado inmediatamente anterior, y durante este tiempo el funcionario tenía derecho a percibir, en concepto de retribución, una cantidad fija en función del nivel de titulación, salvo durante el primer año de servicios {(art. 2.2.e)].

			5. El nuevo régimen retributivo de la Ley de Medidas para la Reforma de la Función Pública

			5.1 Intentos de reforma previos a la aprobación de la LMRFP

			Tras el Real Decreto-Ley de 1977 y una vez aprobada la CE en 1978, surgieron varios intentos de regulación de la función pública con el objetivo, básicamente, de adaptarla a las prescripciones de la citada Carta Magna.

			En concreto, en materia retributiva fueron relevantes el Anteproyecto de 1979, el Proyecto de Ley Orgánica de 1980 y el Proyecto de Ley de 18 de septiembre de 1981. El primero de ellos pretendía conseguir un sistema que fuese común para todos los funcionarios (Base 15.ª). El segundo establecía una estructura retributiva muy parecida a la del 77, con la novedad de que desaparecía el grado (cuya aplicación estaba suspendida de facto por las leyes de presupuestos de cada año). Por último, el Proyecto de Ley de 1981 volvía a la idea de establecer las retribuciones públicas atendiendo a los sueldos existentes en el sector privado, debiendo ser suficientes para garantizar el cumplimiento de las obligaciones del funcionario, así como su dignidad personal y social [42].

			5.2 Principales características del nuevo modelo retributivo implantado

			La característica fundamental de la LMRFP (de carácter básico) en materia retributiva, es que otorga una clara prioridad a las retribuciones que van ligadas al puesto de trabajo, por encima de las que van asociadas a la pertenencia a un determinado Cuerpo o Escala [43]. Esto en la práctica supone otorgar un papel más relevante al puesto de trabajo, que se convierte en el «eje esencial» sobre el cual se va a articular la carrera administrativa y, con ello, las sucesivas mejoras en materia retributiva de los funcionarios públicos [44].

			Además, se introduce un nuevo elemento, que no es otro que la evaluación del desempeño. Es decir, las retribuciones complementarias asociadas al puesto de trabajo no se van a agotar con las que le corresponderán al funcionario por el mero hecho de desempeñarlo, sino que también se premiará a aquél en cuyo desempeño demuestre un celo especial.

			Se observa, por tanto, cómo se van introduciendo en el modelo español de función pública características propias de los modelos de empleo propios de los países anglosajones [45].

			Más concretamente, Manzana Laguarda, señala, entre otras, las siguientes características o principios que inspiran el modelo retributivo implantado en la década de los ochenta [46]:

			– La materia retributiva está sujeta a reserva de ley, de conformidad con lo previsto en el artículo 103.3 de la CE. Pero, además, por aplicación del artículo 149.1.18.ª le corresponde al Estado dictar la legislación básica en la materia [47].

			– Se prohíben las retribuciones atípicas, con lo que los funcionarios solo podrán ser retribuidos por los conceptos que recoge la Ley.

			– Se otorga una mayor publicidad a las retribuciones, al establecerse la obligatoriedad de que las mismas se recojan en los presupuestos de las distintas Administraciones Públicas.

			– Destaca también el carácter sinalagmático de las retribuciones, en el sentido de que las mismas se van a percibir en función del trabajo realizado, de manera que si se produjese una reducción en el tiempo de trabajo, la remuneración del funcionario también se reduciría proporcionalmente.

			– Se recoge también un principio de suficiencia, en el sentido ya apuntado por el Proyecto de Ley de 1981, que deriva del artículo 35.1 de la Constitución, según el cual se reconoce a los españoles «una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su familia» [48].

			– Se establece una estructura salarial mixta y variable. Constará de una parte fija, compuesta por las retribuciones básicas que, como se ha dicho, van ligadas a la persona del funcionario; y de una parte variable, compuesta por las retribuciones complementarias, ligadas al puesto de trabajo.

			– Las retribuciones de los funcionarios no están sujetas a negociación colectiva.

			Por último, se trata también de un derecho preferente, cuya percepción está garantizada, así como el pago de intereses en caso de mora, y que solo se puede embargar de manera parcial [49].

			5.3 La estructura retributiva prevista en la LMRFP

			La nueva estructura retributiva que se implanta a raíz de la LMRFP se encuentra recogida en los artículos 23 y 24 de la misma, si bien la regulación no se agota con ellos, ya que, también, hay que tener en cuenta las Leyes de Presupuestos Generales de cada ejercicio y las instrucciones anuales de los órganos competentes para la confección de nóminas.

			De conformidad con dichas normas la estructura salarial queda configurada de la siguiente manera:

			a) Retribuciones básicas: están integradas por el sueldo, los trienios y las pagas extraordinarias.

			1. El sueldo, es el que corresponde al índice de proporcionalidad asignado al grupo en el que se encuentre clasificado el Cuerpo o Escala al que pertenezca el funcionario [(art. 23.2.a)]. Se establece la previsión de que el sueldo de los funcionarios del Grupo A no podrá exceder en más de tres veces el sueldo de los funcionarios del Grupo E (art. 24) [50].

			2. Los trienios, consisten en una cantidad igual para cada grupo por cada tres años de servicio en el Cuerpo o Escala [(art. 23.2.b)] [51].

			3. Las pagas extraordinarias: serán dos al año, por un importe mínimo cada una de ellas de una mensualidad del sueldo y trienios, y se devengarán el primer día hábil de los meses de junio y diciembre ([(art. 23.2.c)] [52].

			b) Retribuciones complementarias: integradas por el complemento de destino, el complemento específico, el complemento de productividad y las gratificaciones por servicios extraordinarios.

			1. El complemento de destino es el que corresponde al nivel del puesto que se desempeñe [(art. 23.3.a)] o al grado personal consolidado [53].

			2. El complemento específico, retribuye las condiciones particulares de algunos puestos de trabajo en atención a su especial dificultad técnica, dedicación, responsabilidad, incompatibilidad, peligrosidad o penosidad. En ningún caso podrá asignarse más de un complemento específico a cada puesto de trabajo [(art. 23.3.b)].

			3. El complemento de productividad, destinado a retribuir el especial rendimiento, la actividad extraordinaria y el interés o iniciativa con que el funcionario desempeñe su trabajo [(art. 23.3.c)] [54].

			4. Las gratificaciones por servicios extraordinarios, fuera de la jornada normal, que no podrán ser fijas en su cuantía ni periódicas en su devengo [(art. 23.3.d)].

			5.4 Las indemnizaciones por razón de servicio

			Constituyen una compensación económica que se reconoce a los funcionarios, y que tiene por objeto resarcirles de los gastos que se les hayan originado por realizar ciertas actuaciones extraordinarias o diferentes a las propias de sus funciones [55].

			Se encuentran reguladas en el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, aplicable sólo de manera directa a los funcionarios de la Administración del Estado y de las Corporaciones Locales, y sólo de manera supletoria a los funcionarios pertenecientes a las CCAA.

			Comprende cuatro tipos de indemnización: las comisiones de servicio con derecho a indemnización; los desplazamientos dentro del término municipal por razón de servicio; los traslados de residencia; y las asistencias.

			5.4.1 Comisiones de servicio con derecho a indemnización

			Se configuran como los cometidos especiales que, circunstancialmente, se ordenen al personal y que deba desempeñar fuera del término municipal donde radique su residencia oficial (art. 3.1)  [56]. Son las dietas, la indemnización por residencia eventual y los gastos de viaje.

			a) La dieta es la cantidad que se devenga diariamente, para satisfacer los gastos que origina la estancia fuera de la residencia oficial (art. 9.1). Comprende el alojamiento y la manutención. Se percibirán de acuerdo con los grupos previstos en el Anexo I del Real Decreto 462/2002 y en las cuantías que se establecen en los Anexos II y III, según sean desempeñadas en territorio nacional o extranjero, respectivamente (art. 10) [57].

			b) La indemnización de residencia eventual es la cantidad que se devenga diariamente, para satisfacer los gastos que origina la estancia fuera de la residencia oficial, en los casos de comisiones de servicio cuya duración se prevea superior a la de los límites señalados anteriormente, así como en los casos de prórrogas (art. 9.2). Su cuantía será fijada por la misma autoridad que confiera la comisión, dentro del límite máximo del 80 por 100 del importe de las dietas enteras que corresponderían con arreglo a lo dispuesto en los Anexos II y III del presente Real Decreto, según se trate de comisiones de servicio en territorio nacional o extranjero, respectivamente (art. 16).

			c) Los gastos de viaje corresponden a la cantidad que se abona por la utilización del medio de transporte que se determine al autorizar la comisión (art. 9.3), procurándose que el desplazamiento se efectúe por líneas regulares. Se indemnizará por el importe del billete o pasaje utilizado, dentro de las tarifas correspondientes a las clases que, para los distintos grupos comprendidos en el Anexo I, se establecen en el Real Decreto 462/2002 (art. 17) [58].

			5.4.2 Desplazamientos dentro del término municipal por razón del servicio

			Se trata de los desplazamientos realizados dentro del municipio donde tenga su sede el centro de destino, que, según conformidad expresa del Jefe de la Unidad Administrativa correspondiente, el funcionario se vea obligado a efectuar por razón del servicio (art. 20.1).

			Se efectuarán preferentemente en medios de transporte público colectivo, salvo que el titular del Centro en que se preste servicio autorice otro medio de transporte (art. 20.2).

			Si se autoriza el uso de vehículos particulares u otros medios especiales de transporte, la Ley remite a la regulación de las comisiones de servicio con derecho a indemnización para fijar la cuantía de las indemnizaciones (art. 20.3).

			5.4.3 Traslados de residencia

			Pueden ser traslados en territorio nacional o al extranjero.

			Respecto de los primeros, solo darán derecho a indemnización cuando se trate de un traslado forzoso [59], que no sea como consecuencia de una sanción y que origine cambio del término municipal de residencia oficial dentro del territorio nacional (art. 23).

			En estos casos, el personal tendrá derecho: a los gastos de viaje, incluidos los de su familia; a una indemnización de tres dietas por el titular y cada miembro de su familia que efectivamente se traslade; y al pago de los gastos de transporte de mobiliario y enseres (art. 23.1).

			5.4.4 Traslados al extranjero

			Dentro de este grupo estaría comprendido el personal que sea destinado al extranjero o en él cambie de país por razón de nuevo destino, o regrese a España por la misma causa o por cese definitivo. En estos casos, tendrá derecho al abono de los gastos de viaje. Además, si el destino se prevé por tiempo superior a 18 meses, también tendrá derecho al abono de los gastos de viaje de los miembros de su familia que efectivamente se trasladen y al transporte de mobiliario y enseres (art. 24.1).

			También se refiere al personal que, estando destinado en el extranjero, contraiga matrimonio en España. Estos, tendrán derecho a que se les abonen los gastos de viaje del cónyuge con motivo de su traslado a la localidad de destino (art. 26.1).

			Por otra parte, el personal que esté o sea en el futuro destinado al extranjero, tendrá derecho al abono cada dos años de los gastos de viajes de ida y vuelta a España correspondientes al mismo y a su familia, con motivo de sus vacaciones, siempre que las mismas se disfruten en España (art. 26.2).

			5.4.5 Asistencias

			Las asistencias son la indemnización reglamentaria que proceda abonar en los siguientes supuestos (art. 27.1) [60]:

			a) Por la participación en las reuniones de órganos colegiados de la Administración y de empresas con capital o control públicos.

			b) Por la concurrencia a tribunales de oposiciones y concursos encargados de la selección de personal, o de pruebas necesarias para el ejercicio de profesiones o actividades.

			c) Por la colaboración de forma no permanente ni habitual en institutos de formación y perfeccionamiento del personal que presta servicio en las Administraciones Públicas.

			5.4.6 Regímenes indemnizatorios especiales

			Además, se establecen una serie de regímenes indemnizatorios especiales para diversos supuestos.

			Así, los miembros del Gobierno de la Nación, Secretarios de Estado, Jefes de Misión acreditados con carácter de residentes ante un Estado extranjero u Organismo internacional, Subsecretarios y cargos legalmente asimilados, serán resarcidos por la cuantía exacta de los gastos realizados (art. 8.1).

			Por otra parte, la disposición adicional cuarta prevé una indemnización por los gastos de desplazamiento e instalación de los altos cargos en un término municipal distinto del familiar. En estos casos, tienen derecho, en concepto de gastos de instalación, a una indemnización, cuya cuantía será del 8 al 12 por 100 de las retribuciones totales anuales asignadas a su nuevo destino, en función de los miembros de la unidad familiar que se desplacen; así como al abono de los gastos de viaje, tres dietas por cada familiar que se traslade y los gastos de transporte de mobiliario y enseres [61].

			5.5 Algunas críticas a la aplicación práctica de la LMRFP en materia retributiva

			Aunque, con carácter general, la reforma fue muy bien acogida por parte de la doctrina, la puesta en práctica de la misma demostró algunas deficiencias derivadas de la difícil convivencia entre dos elementos contrapuestos: el Cuerpo y el puesto de trabajo [62].

			En este sentido, Castillo Blanco ha señalado una serie de deficiencias que se resumen a continuación [63]:

			– En primer lugar, no se ha logrado en su totalidad el objetivo de transparencia que se perseguía con la Ley.

			– Además, se ha producido una cierta «arbitrariedad y desigualdad en la fijación de los complementos específicos» por parte de las distintas Administraciones Públicas.

			– Por lo que se refiere al complemento de productividad, no se considera que haya cumplido su función de elemento incentivador y, por el contrario, «se ha utilizado para compensar diferencias retributivas, corregir desfases en los incrementos de sueldo establecidos en las leyes presupuestarias» o, incluso, como un «mecanismo de favor en absoluto justificable».

			Estos problemas en la estructuración y funcionamiento del sistema retributivo ya fueron puestos de manifiesto en Informe DELPHI sobre la Administración Pública, que destacó, entre otras cosas, una falta de motivación del personal, la existencia de retribuciones diferentes para puestos similares o la «inferioridad de las retribuciones del personal funcionario en puestos de responsabilidad en relación con el sector privado». Además, constató que el complemento de productividad se había convertido en un complemento fijo más, en contra de lo previsto en la Ley [64].

			Asimismo, el Proyecto de Ley del Estatuto Básico de la Función Pública de junio de 1999, que no llegó a ver la luz pero que sirvió como precedente inmediato del actual EBEP, ya apuntó el riesgo de cargar el peso en las retribuciones complementarias frente a las retribuciones básicas, que ha provocado que la movilidad en el puesto sea, prácticamente, la única manera de mejorar las condiciones retributivas de los funcionarios públicos [65].

			Por último, la Comisión para el estudio y preparación del EBEP también destacó el erróneo funcionamiento del sistema retributivo implantado por la LMRFP, ya fuera debido a «errores en su diseño, por la ausencia o insuficiencia de herramientas metodológicas de gestión de los recursos humanos o por la desnaturalización del sistema y de sus elementos o de sus componentes». Así, puso de manifiesto la escasa cuantía del complemento de destino, la errónea generalización del complemento específico y el incumplimiento de la función de incentivación que debía conseguir el complemento de productividad [66].

			6. El Estatuto Básico del Empleado Público

			El nuevo EBEP regula esta materia en el Capítulo III del Título III, dedicado a los derechos retributivos. Sin embargo, al igual que ocurría con la carrera administrativa y la provisión de puestos de trabajo, la Disposición Final Cuarta del EBEP establece que dicha regulación no entrará en vigor hasta que no se dicten las leyes de función pública que desarrollen el mismo.

			Solo está exceptuado de esta previsión el contenido del artículo 25.2, que sí ha entrado en vigor y que regula el reconocimiento a los funcionarios interinos de los trienios correspondientes a los servicios prestados antes de la entrada en vigor del EBEP, con efectos retributivos únicamente a partir de la entrada en vigor del mismo.

			Al margen de este precepto, la nueva regulación contenida en el EBEP no difiere en gran medida de la vigente hasta ese momento. En este sentido, se contemplan dos tipos de retribuciones: básicas y complementarias. Las primeras retribuyen al funcionario según la adscripción de su Cuerpo o Escala a un determinado Subgrupo o Grupo de clasificación profesional y por su antigüedad al mismo (art. 22.2). Por su parte, las retribuciones complementarias retribuyen «las características de los puestos de trabajo, la carrera profesional o el desempeño, rendimiento o resultados alcanzados por el funcionario» (art. 22.3). Por último, las pagas extraordinarias se perciben dos veces al año y comprenden una mensualidad de retribuciones básicas y de la totalidad de retribuciones complementarias, salvo las ligadas a la productividad o a los servicios extraordinarios (art. 22.4).

			Una de las novedades de la nueva regulación se encuentra en el hecho de que las Administraciones Públicas puedan destinar determinadas cantidades de la masa salarial a financiar aportaciones a planes de pensiones o contratos de seguro colectivos que incluyan la jubilación [67]. Es lo que se denominan retribuciones diferidas.

			En definitiva, el nuevo sistema propuesto por el EBEP no se aparta a grandes rasgos de la estructura retributiva existente hasta ese momento, si bien otorga un amplio margen de discrecionalidad a las distintas Comunidades Autónomas, para que sean ellas las que libremente perfilen su propio régimen retributivo en lo que a retribuciones complementarias se refiere, en consonancia con lo que propuso la Comisión para el estudio y preparación del EBEP [68].
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					[36] Tal y como se recoge en su Exposición de Motivos, la finalidad de esta previsión es dotar de mayor «certeza y seguridad» a los derechos económicos del funcionario y, además, consolidar la mejora de los derechos pasivos, ya que los mismos se calculan con referencia a aquéllas. Véase, a este respecto, Barrachina Juan, E., 1991, p. 197, que destaca esta medida del Real Decreto-Ley frente a la normativa anterior en la que, al incrementar las retribuciones complementarias en lugar de las básicas, se incidía desfavorablemente tanto en las pagas extraordinarias como en las pensiones.

				

				
					[37] Es preciso señalar que esta estructura retributiva era cerrada, en el sentido de que los funcionarios no podían percibir ninguna remuneración por un concepto distinto de los que se preveían en esta norma (art. 10).

				

				
					[38] Respecto de éstos se reconocía el derecho a seguir percibiendo los trienios devengados en los grupos anteriores (en caso de cambio de grupo), así como al cómputo del tiempo transcurrido en el grupo anterior, en caso de cambio a uno nuevo antes de completar un trienio (art. 4.3).

				

				
					[39] De conformidad con el artículo tercero del Real Decreto-Ley, se distinguía entre: Educación Universitaria, que le correspondía una proporcionalidad de 10 o de 8 en función de si se trataba, respectivamente, de Doctores, Licenciados, Arquitectos, Ingenieros o equivalentes o, por el contrario, de Diplomados, Arquitectos Técnicos, Ingenieros Técnicos, Formación Profesional de tercer grado o equivalente; por su parte, a las Enseñanzas Medias (Bachillerato o Formación Profesional de segundo grado o equivalente) les correspondía un índice de 6; y, finalmente, dentro de la Educación General Básica se otorgaba un índice de 4 a aquellos grupos que precisasen el Graduado Escolar y una proporcionalidad de 3 a los que sólo se les requiriese el Certificado de Escolaridad. Véase Palomar Olmeda, A., 2011, pp. 347-348.

				

				
					[40] Junquera González, J. y González-Haba Guisado, V. M., 1979, p. 24.

				

				
					[41] A este respecto, se consideraba como tiempo de servicios efectivos, tanto los prestados en situación de servicio activo como el tiempo transcurrido en las situaciones de excedencia especial, excedencia forzosa y supernumerario (artículo 4).

				

				
					[42] Barrachina Juan, E., 1991, pp. 197-208.

				

				
					[43] Esta idea ha sido reflejada por la mayor parte de la doctrina, véase por ejemplo Piñar Mañas, J. L., RAP, p. 347.

				

				
					[44] Castillo Blanco, F. A., 2002, pp. 25-26.

				

				
					[45] Castillo Blanco, F. A., 2002, p. 26.

				

				
					[46] Manzana Laguarda, R., 2006, pp. 107-121.
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					– No pueden generar ningún tipo de derecho individual.

					– La valoración de la productividad deberá realizarse en función de circunstancias objetivas relacionadas con el tipo de puesto y el desempeño del mismo.

					– Será de conocimiento público de los demás funcionarios del departamento u organismo y de los representantes sindicales.
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					[55] Aunque no hay una definición legal general de las indemnizaciones por razón de servicio, este concepto se puede extraer de la regulación contenida en el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo. No obstante, el Decreto 5/2012, de 17 de enero, sobre indemnizaciones por razón de servicio del personal al servicio de la Ertzaintza, las define en su artículo 1.2, solo para el personal funcionario, como «las compensaciones económicas por los gastos que en el desempeño de sus funciones se origine al personal funcionario y no tenga el deber de soportar».

				

				
					[56] Se exceptúan aquellos servicios que estén retribuidos o indemnizados por un importe igual o superior a la cuantía de la indemnización que resultaría por aplicación del presente Real Decreto (art. 3.2). Tampoco aquellas comisiones que tengan lugar a iniciativa propia o haya renuncia expresa de dicha indemnización (art. 3.3).

				

				
					[57]  Los Grupos de Clasificación del Personal que se recogen en el Anexo I son: Grupo 1.º Altos cargos, Oficiales Generales, Magistrados del Tribunal Supremo y Presidente de Tribunales Superiores de Justicia, Embajadores, Ministros Plenipotenciarios de primera clase, Rectores de Universidad y Subdirectores Generales y Subdirectores Generales Adjuntos (en este caso siempre que sea acordada conjuntamente por el MAP y el MH), así como cualquier otro cargo asimilado a los anteriores. Grupo 2.º Personal Militar de las Fuerzas Armadas y personal de los Cuerpos de la Guardia Civil y Nacional de Policía clasificados a efectos retributivos en los Grupos A y B; Cuerpos Únicos de las Carreras Judicial y Fiscal, secretarios de la Administración de Justicia, Médicos Forenses y Técnicos Facultativos; funcionarios de la Administración del Estado de Cuerpos o Escalas clasificados en los Grupos A y B, así como cualquier otro personal asimilado a los anteriores. Grupo 3.º Personal militar de las Fuerzas Armadas y personal de los Cuerpos de la Guardia Civil y Nacional de Policía clasificados a efectos retributivos en los Grupos C y D, Oficiales, Auxiliares y Agentes al servicio de la Administración de Justicia, funcionarios de la Administración del Estado de Cuerpos o Escalas clasificados en el Grupo C, D y E, así como cualquier otro personal asimilado a los anteriores.

				

				
					[58]  El Real Decreto prevé, además, que, en casos de urgencia, la autoridad que ordene la comisión pueda autorizar clases superiores cuando no hubiere billete o pasaje de la clase que corresponda en virtud de lo establecido en los apartados anteriores (art. 17.2). Además, el personal podrá utilizar en las comisiones de servicio vehículos particulares u otros medios especiales de transporte, en los casos previstos en la normativa en cada momento vigente (art. 18).

				

				
					[59] A estos efectos, tienen la consideración de traslado forzoso: a) Los señalados por las autoridades correspondientes, dentro de la normativa vigente, que tengan carácter de obligado cumplimiento por los interesados sin que se preceda petición de los mismos. b) Los originados por cambios de residencia oficial o supresión de las unidades, dependencias o centros en los que presten servicio los interesados. c) Los traslados motivados por ascenso del personal de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, o por cese en un destino al cumplir el tiempo máximo de permanencia en él. d) La jubilación del personal civil o pase a la reserva del personal militar, siempre que sea con carácter forzoso por edad o incapacidad, hasta la población que señale el interesado y por una sola vez (art. 23.2).

				

				
					[60] Las percepciones por este concepto serán compatibles con las dietas que puedan corresponder a los que, para la asistencia o concurrencia, se desplacen de su residencia oficial (art. 27.4).

				

				
					[61] La norma incluye dentro de este supuesto a los que «hayan sido designados para el cargo de presidente del Tribunal Constitucional, Tribunal Supremo, Consejo de Estado o Tribunal de Cuentas; para el de Fiscal General del Estado; para el de miembro del Gobierno; o para el desempeño de cargos reservados al libre nombramiento del Gobierno o del Ministro competente previo acuerdo favorable del Consejo de Ministros, cuando dicha designación suponga traslado a un municipio municipal distinto al de su residencia familiar».

				

				
					[62] Castillo Blanco, F. A., 2002, p. 27. Véase también Parada Vázquez, R., RAP (1999), pp. 829-865.

				

				
					[63] Castillo Blanco, F. A., 2002, pp. 27-28.

				

				
					[64] Ver Estudio Delphi, 1990, pp. 44-51.

				

				
					[65] Castillo Blanco, F. A., 2002, p. 29.

				

				
					[66] Informe de la Comisión para el estudio y preparación del Estatuto Básico del Empleado Público, 2005, pp. 150-152.

				

				
					[67] De conformidad con el artículo 29, el porcentaje de la masa salarial que podrá destinarse a estas retribuciones diferidas será fijado por las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

				

				
					[68] Dicha Comisión, en el punto 73 de su Informe señalaba que el EBEP «debe reconocer a las leyes que regulen la función pública del Estado, de las Comunidades Autónomas y de la Administración Local o sectores determinados de ella, la posibilidad de establecer su propio modelo de retribuciones complementarias, vinculándolas sea a la progresión alcanzada en la carrera, sea a las características del puesto, actividad o funciones que desempeñe el funcionario, en atención, en su caso, a sus diferentes factores o componentes, sea a través de fondos sociales o de salarios diferidos, sea en atención a la productividad o rendimiento de cada funcionario en el ejercicio de su cargo». Informe de la Comisión para el estudio y preparación del Estatuto Básico del Empleado Público, 2005, pp. 156-158.
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tercio ahora marcado, el tipo de
amortizacion que en la ley menciona-
da se establecia.

3.+ Sec autoriza a los respectivos
Ministerios para que con respeto y
observancia de lo mandado en favor
de licenciados militares, formen plan-
tillas y escalafones del personal subal-
terno, y reglamenten su ingreso, su
ascenso y sus haberes, no bajando és-
tos de 1.250 pesetas en al clase in-
ferior..

4. El personal temporero que
sea necesario para cubrir las planti-
llas del Cuerpo auxiliar ingresaré en
&l con sueldo de 1.500 pesetas, con-
sideracién de Auxiliar de tercera cla-
se y todos los derechos que para esta
escala se consignan en las bases ante-
riores, previo examen de aptitud en
Ia forma que los Reglamentos esta-
blezcan, y por orden de antigiiedad
hasta su total colocacién.

En ningdn caso podra ser dismi-
nuido el sueldo 0 emolumentos que
actualmente disfrutan los Escribien-
tes y Auxiliares temporeros.

Los temporeros que lleven més de
cinco afios de servicios, o aquellos
que tengan titulo académico, estarin
dispensados de este examen y se les
considerari desde luego incluidos en
la citada escala auxiliar.

Se reputard nulo para todos los
efectos cualquier nombramiento de
fecha posterior a la publicacion de
esta ley.

5+ Las disposiciones que esta ley
enuncia para los funcionarios de la
Administracién civil del Estado seran
aplicadas, previa la necesaria y posi-
ble adaptacion que los respectivos
Ministerios realizarn, y en un plazo
improrrogable de tres meses, a todos
los funcionarios técnicos y a los espe-
ciales, asf como a los Cuerpos Facul-
tativos, especiales, respetandose su
organizacién, competencia y atribu-

ciones. Para la fijacién de los futuros
sueldos se tendrén en cuenta los au-
mentos que dichos Cuerpos hubiesen
obtenido en los tltimos diez afios. En
aquellos que tengan en sus escalas ca-
tegorias y sueldos superiores a los de
Jefe de Administracion de primera
clase, se les asignarn retribuciones
equitativamente proporcionadas.

Se tendrin en cuenta por los dis-
tintos Ministerios, al proceder a la
adaptacién, y para mejorar sus habe-
res, la situacién de los funcionarios
técnicos y Cuerpos que sélo tengan
una categoria.

Se autoriza al Gobierno para de-
terminar las condiciones y remunera-
ciones del personal que percibe sus
haberes por el Presupuesto de las po-
sesiones espafiolas del Africa Occi-
dental, asi como los requisitos para el
pase del que presta sus servicios en
las colonias a la Seccién Colonial del
Ministerio, considerandose a estos
efectos ampliado, durante el ejercicio
actual, en la cantidad necesaria el cré-
dito que, como subvencién de la Me-
trépoli, se consigna en la Seccion 11
del Presupucsto general del Estado.

6 Los créditos presupuestos
para personal de los diferentes Minis-
terios, a excepcién de los de Guerra
y Marina, serin ampliados en una
cantidad igual a la que resulte nece-
saria para satisfacer a los funcionarios
civiles los haberes que se asignen a
consecuencia de la aplicacién de esta
ley, a partir de la fecha en que las res-
pectivas plantillas nuevas queden
aprobadas.

7 Se dard cuenta en Consejo de
Ministros de los Reglamentos y dis-
posiciones pata aplicar esta ley, asi
como el Gobierno la dari a las Cor-
tes del uso que haga de las diversas
autorizaciones que ella contiene, a
cuyo efecto queda autorizado para
subsanar aquellas omisiones que hi-
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Administracién de cuarta clase, y los
Oficiales cuartos pasaran a ocupar,
dentro de su categoria, puestos de la
clase inmediata superior, con el suel-
do correspondiente.

Los funcionarios ascendidos en co-
misién por virtud de la adaptacién de
la ley de 2 de Marzo de 1917 ocupa-
rén por su orden las primeras vacan-
tes que ocurran en las respectivas ca-
tegorias y clases, haciéndose extensi-
vo este mismo derecho a todos los
funcionarios que lleven mis de dos
afios habilitados para desempefiar y
desempeiien cargos de categoria su-
perior inmediata, aunque no hayan
sido nombrados por virtud de la ci-
tada ley.

Los actuales Oficiales quintos y as-
pirantes, y sus similares, formardn
una clase transitoria de Oficiales
cuartos a extinguir, con sueldo de
2,000 pesetas anuales y derecho a
ocupar vacantes no amortizables de
Officiales terceros en la escala técni-
ca. Para este efecto, y a los fines del
ascenso por oposicién entre funcio-
narios a la categoria de Jefes de Ne-
gociado, se computari a dichos Ofi-
ciales quintos el tiempo en que hu-
biesen prestado servicio como aspi-
rantes, a fin de completar los afios
exigidos para tomar parte en la opo-
sicién. Hasta que quede extinguida la
clase transitoria de Oficiales cuartos,
no se anunciard a oposicién ninguna
vacante de la de Oficiales terceros.

Todos los funcionarios que desem-
pefien cargos en comision por haber
ocupado con anterioridad otros de
categorfa superior, figurarin en los
primeros lugares de los escalafones
respectivos, hasta que lleguen a ocu-
par un cargo de la categoria y clase
que les corresponda.

La escala auxiliar estara constitui-
da interinamente por los Oficiales
cuartos a extinguir, asi como los tem-

poreros que indica la disposicion es-
pecial 4., sin que se provean por opo-
sicién otras plazas de auxiliares que
las estrictamente precisas para com-
pletar, sumadas a este personal, las
que se fijen como indispensables en
las nuevas plantillas,

El personal que resulte excedente
permaneceri en el servicio activo y
disfrutara de iguales beneficios que el
comprendido en plantilla. La amorti-
zacién de este excedente de personal
se efectuara suprimiendo por invaria-
ble turno una de cada dos vacantes
que ocurran en cada clase y categoria
donde el excedente exista hasta ha-
cer efectiva la plantilla. Hasta tanto
no se haya hecho por amortizacion la
reduccién de las plantillas, no se
anunciaran oposiciones para la provi
si6n de ningin cargo.

Los opositores aprobados con de-
recho reconocido a ocupar plazas en
los diversos ramos de la Administra-
cién se reputardn excedentes sin suel-
do, ingresando con este concepto en
el escalafon correspondiente al publi-
carse esta ley, ocupando una de cada
dos vacantes no sujetas a la amortiza-
cién que establece el parrafo anterior,
y reservindose la otra al turno de an-
tigitedad en los Cuerpos en que hu-
biere lugar.

Para el cargo de Delegado de Ha-
cienda se podré elegir entre los Jefes
de Administracién y de Negociado
pertenecientes al Cuerpo general de
Hacienda o a los especiales de Abo-
gados del Estado o de Contabilidad.

2 En los Ministerios donde las
plantillas se hubieran adaptado 2 Jas
bases de amortizacién contenidas en
el articulo 19 del dictamen de la Co-
mision de presupuestos del Congre-
so, que la ley de 2 de Marzo de 1917
puso en vigor, se harén aquellas efec-
tivas por de pronto, sin perjuicio de
ampliar, hasta el limite minimo de un
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can las vicisitudes ulteriores en el
mismo Centro o dependencia

Para dar posesion se exigird al
nombrado la presentacién de Jos do-
cumentos que justifiquen su capaci-
dad legal para el cargo, si no consta-
ren ya en el expediente en que se hu-
biere acordado el nombramiento.

Los funcionarios competentes para
dar posesién certificaran también el
cese en los titulos administrativos,
cuidando de que en uno y otro caso
se cumplan todos los requisitos
correspondientes.

Art. 24, Podrin autorizarse per-
mutas de destino dentro del mismo
escalafon entre funcionarios de igual
clase y categoria, o de igual categoria
solamente, si los empleos de que se
trate no tienen asignada clase deter-
minada, previo informe de los Jefes
inmediatos de los solicitantes. Cuan-
do este informe sea desfavorable ha-
bra de fundamentarse.

Art. 25. En el espacio de tres
afios, a contar desde la fecha de con-
cesién de una permuta, no se autoti-
zard ninguna otra a los mismos in-
teresados.

Art. 26. No se autorizardn per-
mutas entre funcionarios cuando a al-
guno de ellos le falte dos afios o me-
nos para cumplir la edad de jubila-
cién forzosa.

Art. 27 Serdn anuladas las per-
mutas que vayan scguidas de la jubi-
lacién de alguno de los permutantes,
por razén de edad o tiempo de ser-
vicios, en los dos afios siguientes a la
fecha de su concesién, o del ascenso
por antigiiedad, con cambio de resi-
dencia, en los seis meses posteriores
a dicha fecha.

Art. 28. Los funcionarios presta-
rin los servicios del empleo que ejer-
2an en la oficina a cuya plantilla de
personal pertenezcan, con las excep-
ciones que necesidades del servicio

impongan, dentro del limite de seis
funcionarios por cada Departamento
ministerial, nimero maximo.

Art. 29. Las dichas excepciones
s6lo se podran acordar por medio de
Real orden dictada para cada uno de
los casos especiales.

Sin embargo, ni este articulo ni el
precedente regirin con respecto al
nuevo Ministerio de Abastecimientos
ni a otro organismo que fuere creado
para encomendarle funciones del Mi-
nisterio de donde venga el personal
provenga.

Art. 30. Los funcionarios asisti-
ran a la oficina los dias laborables seis
horas como minimum, que se acomo-
daran a las necesidades de las respec-
tivas dependencias.

Los funcionarios residiran donde
su funcién radique, y no podrin au-
sentarse de la residencia oficial sin li-
cencia concedida por Autoridad
competente.

El que se ausentare sin obtenerla
podri ser declarado cesante

Art. 31, Corresponde dar licen-
cia a los funcionarios a la misma Au-
toridad 2 quien corresponda nom-
brarlos.

No obstante lo dispuesto en el
parrafo anterior, si la licencia fuere
sélo por quince dias, podré ser con-
cedida por los Subsecretarios o Jefes
superiores de los Centros respectivos.

Art. 32. Toda licencia habra de
ser solicitada por medios de instancia
y por conducto del Jefe inmediato,
quien la cursar, informando al pro-
pio tiempo acerca de la necesidad
que de ella tenga el funcionario, y so-
bre la posibilidad de concederla sin
detrimento del servicio.

Cuando la licencia se pida por en-
fermedad, seré necesario justificar la
pretension por medio de certificacion
facultativa. Si la justificacién presen-
tada por el peticionario pareciere in-
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Ley de Bases, de 22 de Julio de 1918, acerca de la condi-
cion de los funcionarios de la Administracion civil del Es-
tado (Gaceta de Madrid, nim. 205, de 24 de julio de 1918).

Don Alfonso X1, por la gracia de
Dios y la Constitucion, Rey de Es-
paiia;

A todos los que la presente vieren
y entendieren, sabed: que las Cortes
han decretado y Nés sancionado lo
siguiente:

BASE 1
Escalas

La Administracién civil del Estado
estard a cargo de personal técnico y
auxiliar.

Los funcionarios técnicos se clasi-
ficardn en tres categorias y cada una
de éstas se compondré de las clases y
gozaré de las dotaciones que se ex-
presan a continuacion:

Jefes de Administracion de prime-
ra clase, con 12.000 pesetas.

Idem id. de segunda id., 10.000.

Jefes de Negociado de primera id.,
8.000.

Idem id de segunda id., 7.000.

Idem id. de tercera id., 6.000.

Oficiales de Administracion de pri-
mera id., 5.000.

Idem id. de segunda id., 4.000.

Idem id. de tercera id., 3.000.

Los funcionarios auxiliares consti-
tuirén una sola categoria, distribuida
en las siguicntes clases y dotaciones:

Auxiliares de primera clase, con
2500 pesetas.

Idem de segunda idem, 2.000.

Idem de tercera idem, 1.500.

BASE 2

Ingreso

Los funcionarios técnicos ingresa-
ran en el servicio civil del Estado por
la clase de Oficiales terceros, salvo lo
que dispone la base 3.5, previa oposi-
cién, a la cual podrin concurrit quic-
nes ostenten titulo facultativo de en-
sefianza superior, y que se hard para
obtener plazas numeradas de Aspi-
rantes, a fin de seguir los estudios que
se habrin de organizar en cada Mi-
nisterio, habilitindose con ellos para
servir cargos de plantilla.

Estas ensefianzas tendrin caricter
més prictico que tedrico, dedicadas
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CAPITULO IV

Excedencias

Art. 41, A cualquier funcionario
en servicio activo podri concedérse-
le, cuando la solicite, la excedencia
voluntaria por periodo no menor de
un afio y no mayor de diez, con tal
que en la oficina del solicitante que-
den cuatro quintas partes de sus ser-
vidores.

Las solicitudes de reingreso de los
cexcedentes voluntarios en el scrvicio
activo, habrn de presentarse dentro
del citado periodo. El funcionario ex-
cedente tendré en tal caso derecho a
ocupar la primera vacante que ocurra
de Ia categorfa y clase correspondien-
tes, transcurrido que sea un mes des-
de la fecha en que fuera insérita la so-
licitud de reingreso.

No se podra conceder la exceden-
cia voluntaria a ningin funcionario
sometido a expediente gubernativo.

Art. 42, Aparte el caso previsto
en el pirrafo segundo del articulo 11,
los funcionarios a quienes se haya
concedido o se conceda la exceden-
cia por pasar a servir cargos no com-
prendidos en el escalafon del respec-
tivo Ministerio, serin considerados
como excedentes mientras desempe-
fien tales cargos.

Para concederle su reingreso en el
servicio activo, habran de solicitarlo
en el plazo de un mes, a contar de la
fecha en que cesen en los cargos de
que se trata. Su derecho a ocupar va-
cante, se regird por el precepto con-
tenido en el parrafo segundo del ar-
ticulo anterior.

Art. 43.  Eltiempo de la exceden-
cia voluntaria no ser de abono para
la antigiiedad, el ascenso ni la ju-
bilacion.

Art. 44.  Aparte el caso previsto
en el articulo 11 de la ley de Recluta-
miento y Reemplazo del Ejército de

29 de junio de 1911, los funcionarios
serdn declarados excedentes forzosos
por reforma de plantilla o por elec-
ci6n para cargo parlamentario.

El funcionario que pase a situacion
de excedencia forzosa en los casos del
pérrafo anterior, tendrd derecho al
abono de los dos tercios del sueldo
que le correspondiere, y al del tiem-
po que dure dicha excedencia, a to-
dos los efectos.

Art. 45. Las fechas de comienzo
y de cese en el derecho al percibo del
haber correspondiente y al abono del
tiempo de excedencia forzosa, seran:

a) En caso de reforma de planti-
lla, la siguiente a la del cese en el car-
go activo de que se quedare exceden-
te, y la anterior a la de posesion en el
nuevo destino dentro del plazo regla-
mentario, con exclusién de cuales-
quiera prorrogas.

b) En caso de eleccién para car-
go parlamentario, la en que se preste
juramento o promesa, y la anterior a
la de posesion en el nuevo destino
que se confiera al interesado, si al di-
solverse las Cortes solicitare su rein-
greso en el servicio activo en el plazo
de un mes. Cuando el excedente ce-
sare en la representacién parlamenta-
ria por causa distinta de la disolucién
de las Cortes o por pasar a ejercer
otro cargo retribuido que implique
incompatibilidad de haberes, perderi
desde luego los derechos inherentes
a la excedencia forzosa.

¢) En caso de ascenso de Escala-
fon durante la excedencia, la fecha de
la Real orden en que con relacién al
nuevo cargo se declare la continua-
ci6n de aquel estado.

A los excedentes forzosos que por
cualquiera de las causas determinadas
en el apartado 4) de este articulo, ce-
sen en la representacién parlamenta-
ria, podré concedérsele la excedencia
voluntaria, si la solicita en el plazo de
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suficiente a su Jefe, podra éste dispo-
ner que se amplie.

En la solicitud de licencia, el fun-
cionario haré mencién de las que
haya disfrutado en los tres afios an-
teriores.

Art. 33, Las licencias por enfer-
medad se concederin con sueldo en-
tero por un mes. Cuando la enferme-
dad sea de mayor duracién, habra de
comprobarse, y la prérroga de la li-
cencia no se otorgaré sino por Real
orden publicada en la Gaceta de Ma-
drid. Las licencias concedidas por
otro motivo, desde que excedan de
quince dias, sern siempre sin sueldo,
ysu duracién no exceders de tres me-
ses, sin prorroga alguna.

Art. 34. De toda licencia disfru-
tada por los funcionarios sc tomard
nota en su hoja de servicios y en su
expediente personal.

Al funcionario que obtuviere licen-
cia en tres anos seguidos no podrd
concedérsele ninguna hasta después
de transcurridos otros tres, salvo caso
de enfermedad.

Art. 35. Al acreditarse en némi-
na los haberes que devenguen los
funcionarios que disfruten de licencia
o proérroga de ésta, se unira el expe-
diente original que al efecto se hubie-
se instruido, y copia de la orden de
concesion.

Art. 36. Tratandose de licencias
otorgadas por enfermedad, se enten-
der que los interesados hacen uso de
ellas desde el dia en que reciban la or-
den de concesion.

En los demis caso, si trascurriesen
treinta dias desde el de la concesién
sin que comience el disfrute de la li-
cencia, se considerard caducada.

Del mismo modo quedaré invalida-
da la licencia i antes de empezar a
disfrutarla el funcionario, fuere tras-
ladado a otro destino.

Art. 37. De los funcionarios que
presten servicio en una misma ofici-

na, no podrén disfrutar licencia a un
tiempo mis de la quinta parte.

Art. 38, Todos los funcionarios
disfrutaran anualmente de una vaca-
ci6n de quince dias consecutivos, ex-
cepto cuando las necesidades del ser-
vicio lo impidiesen.

Se tendré presente lo dispuesto en
el articulo anterior en cuanto al ni-
mero de funcionarios que podrin au-
sentarse simultdneamente.

No podran disfrutar de la vacacion
anual los funcionarios que hayan ob-
tenido la licencia dentro de los doce
meses anteriores.

Art. 39, Seguirdn observandose
para los funcionarios de los Cuerpos
generales de la Administracién civil
del Estado, los preceptos generales
sobre incompatibilidades, determina-
dos en Ia legislacién vigente, y se apl
carin en especial las que se expresan
a continuacion:

1+ “El ejercicio de toda otra pro-
fesion, salvo los casos en que, instrui-
do el oportuno expediente, con au-
diencia del interesado, se declare que
no perjudica al servicio que el funcio-
nario tenga a su cargo.

2 Elservicio de Agencias de ne-
gocios o el desempeiio de represen-
taciones en cualquier clase de asun-
tos que se tramiten o sean de la com-
petencia del respectivo Ministerio.

3+ La prestacién de servicios en
otras oficinas pablicas o particulares
durante el tiempo que deba perma-
necer el funcionario en el Centro o
dependencia a que pertenezca.

Art. 40. Los funcionarios, cual-
quiera que sea su categoria, podran
servir destino en la provincia de su
naturaleza.

Se exceptian de esta disposicion
los cargos que las prescripciones es-
peciales de cada Ministerio sefialen.
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Art. 55.  La concesién de premios
en metdlico se hard a propuesta de la
Junta de Jefes del Ministerio a que el
funcionario pertenezca.

La propuesta y concesién de estos
premios, habrin siempre de fundarse
en la prestacion de servicios que no
tengan relacién con los que reglamen-
tariamente estén encomendados al
funcionario de que se trate y que, por
su reconocida especialidad, o por su
utilidad extraordinaria para la Admi-
nistracién, se consideren dignos de
una recompensa extraordinatia.

Serd requisito indispensable para
la concesién de los premios en metd-
lico, que el funcionario no haya ob-
tenido ya, separadamente, en cual-
quier concepto, otra recompensa que
los trabajos a que se refiere el parra-
fo anterior.

Art. 56.  Los premios en metdlico
consistirdn:

a) En el derecho a percibir, du-
rante uno a seis meses, COmo maxi-
mo, la semidiferencia de sucldo entre
el que corresponda al funcionario por
su cargo y el asignado al de la clase
superior inmediata;

b) En el derecho a percibir la
misma semidiferencia de sueldo du-
rante el periodo, mayor de seis me-
ses, que en la concesion se determi-
ne, y que podré tener como término
méximo la fecha del ascenso del fun-
cionario a la clase superior inmediata.

Tratindose del otorgamiento de
un premio en metdlico por mayor
tiempo de seis meses, serd preciso
para la propuesta de la Junta de Je-
fes a que se refiere el articulo 55, que
la concesién se solicite por la mayo-
ria absoluta del personal adscrito al
Centro o la dependencia provincial
donde preste servicios el interesado.

Art.57. Nunca podrd exceder
del 5 por 100 del total de funciona-
rios asignados a un Departamento

ministerial, el nimero de los que dis-
fruten de premios en metdlico por
mis de seis meses. El derecho a la
percepcion se haré cfectivo cuando
las concesiones excedan de dicho tan-
to por ciento por riguroso orden de
antigiiedad de la concesion.

Los premios en metalico se conce-
deran con cargo al crédito especial
que para ellos debers figurar en los
respectivos presupuestos de gastos de
los Departamentos ministeriales.

Art. 58. Se considerardn faltas
cometidas por los funcionarios en el
ejercicio de su cargo, las siguientes:

12 Leves:

El retraso en el desempeiio de las
funciones que les estan encomenda-
das, cuando este retraso no perturbe
sensiblemente el servicio; las que sean
consecuencia de negligencia o descui-
do excusable, y la falta no reiterada
de asistencia a la oficina durante las
seis horas obligadas, sin justificacién
de causa.

2: Graves:

La indisciplina contra los superio-
res, la desconsideracién a la autorida-
des o al piblico en sus relaciones con
el servicio; la falta reiterada de asis-
tencia a la oficina durante las seis ho-
ras obligadas, sin causa que la justifi-
que; las que afecten al decoro del
funcionario; la senalada en el articu-
lo73; los altercados y pendencias
dentro de las oficinas, aunque no
constituyan delito ni falta punible; la
informalidad o el retraso en el despa-
cho de los asuntos, cuando perturben
sensiblemente el servicio, y la de ne-
garse a prestar servicio extraordina-
rio en los casos que lo ordenen por
escrito los superiores por imponerlo
necesidades de urgente o inaplazable
cumplimiento.

3 Muy graves:

El abandono del servicio; la sefia-
lada en el articulo 83; las contrarias
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un mes, a contar de la fecha de di-
cho cese.

Art. 46. A los excedentes forzo-
sos que durante el tiempo de su ex-
cedencia obtuviesen ascenso de esca-
lafén por antigiiedad, se les conside-
rara posesionados del nuevo cargo en
lafecha del dicho ascenso, continuan-
do en la excedencia a los efectos de
lo dispuesto en el pirrafo segundo
del articulo 44.

Art. 47. Los excedentes por re-
forma de plantilla scrin preferidos
para ocupat las vacantes de su cate-
goria y clase. Los excedentes por
eleccion para cargo parlamentario
que soliciten el reingreso en el servi-
cio en el plazo sefialado en el aparta-
do 4) del articulo 45, tendrin prefe-
rencia respecto de los excedentes vo-
luntarios, para ocupar las vacantes
correspondientes.

Art. 48, El reingreso en el servi-
cio de los excedentes, asi los volu
tarios como los forzosos, no consumi
ré turno en la provision de vacantes
regulada en los articulos 4 y 5.

Art. 49. Los excedentes volunta-
rios que dejen transcurrir los plazos
sefialados en los articulos anteriores
sin solicitar su reingreso en el servi-
cio activo, seran considerados como
cesantes.

También lo serén los excedentes
forzosos que, habiendo cesado en la
representacién parlamentaria, no so-
licitasen el reingreso en el servicio ac-
tivo, o la excedencia voluntaria, en
los plazos marcados en el Gltimo
parrafo del articulo 45

Art.50. Las excedencias no evi-
tardn las responsabilidades que pu-
dieran derivarse para los respectivos
funcionarios como consecuencia de
los expedientes que se instruyan des-
pués de la fecha en que aquéllas fue-
sen concedidas.

Art.51. Los respectivos Ministe-
rios comunicardn oportunamente, y

en todo caso, al de Hacienda, asi las
declaraciones de excedencia que
acuerden, como los nombramientos,
ascensos y cambios de situacion de
los funcionarios que puedan afectar a
la consignacién y percibo de los ha-
beres de que se trate.

CAPITULO V

Recompensa y correciones—Expe-

dientes gubernativos.—Cesan-

tias.—Separacion del servicio.— Tribu-
nales de honor

Art. 52, Los funcionarios podrin
ser recompensados:

a) Con la mencién honorifica;

b) Con la concesion de condeco-
raciones, libres de gastos;

o) Con la concesién de premios
en metilico.

Estas recompensas serin siempre
concedidas de Real orden motivada
se hardn constar en los expedientes
personales de los interesados y se pu-
blicarén en la Gaceta de Madrid.

Art. 53 Las menciones honorifi-
cas habrin de ser otorgadas a pro-
puesta, fundamentada, del Jefe del
Centro de que dependa la oficina en
que se hayan prestado los servicios
que las motiven.

Art. 54.  Alaconcesion de conde-
coraciones, libres de gastos, precede-
rd asimismo la propuesta referida en
el articulo anterior, fundada, necesa-
riamente, en la prestacién de servi-
cios que, aun relacionados con los
que reglamentariamente estén afectos
al cargo que ejerza el funcionario de
que se trate, revistan grande impor-
tancia.

Las condecoraciones, libres e gas-
tos, que a los funcionarios se conce-
dan, estaran en relacién con las res-
pectivas categorias administrativas.
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forzosa a los sesenta y siete afios de
edad, pudiendo los interesados soli-
citarla sin alegar causa a los sesenta y
cinco, y también cuando lleven cua-
renta de servicios, o antes si justifican
imposibilidad fisica.

Los funcionarios que al llegar a los
sesenta y siete afios de edad tuvieran
més de diez afios y menos de veinte
de servicios, podrin continuar de-
sempefando sus cargos hasta com-
pletar este plazo, previo expediente
de capacidad, que deberd instruirse
todos los afios.

En todo caso se contardn para la
jubilacién los aiios de servicio que se
hayan prestado como aspirante.

A los funcionarios que al implan-
tarse la ley y como consecuencia de
sus preceptos deban ser jubilados por
razén de edad y no hayan cumplido
dos afios en la actual categoria, se les
reconocerd como regulador de haber
pasivo el sueldo que disfruten, cual-
quiera que sea el tiempo durante el
cual lo hayan percibido.

BASE 9+

Clases pasivas

Los funcionarios que hayan ingre-
sado o ingresen en el servicio del Es-
tado a partir del 4 de marzo de 1917
no tendrin derecho, con cargo al Te-
soro, a haber pasivo de ninguna clase
para si ni para sus familias.

El Gobierno concertari con el Ins-
tituto Nacional de Prevision la cons-
titucién de pensiones de jubilacion,
retiro, viudedad y orfandad de dichos
funcionarios y de los ingresados an-
tes de aquella fecha que no tengan
derechos pasivos, organizando al
efecto una o varias mutualidades, con
separacion completa de las operacio-
nes, capital y responsabilidades de las
demés mutualidades que administre

el Instituto, entendiéndose ampliadas
en este sentido las facultades que al
mismo conceden los articulos 13 y 14
de su ley Orgnica.

A este fin, el Estado cederd al Ins-
tituto la cantidad necesaria de los
descuentos que haga a los referidos
funcionarios, pudiendo llegar hasta la
totalidad de aquéllos si fuere preciso,
y procurara que dicha entidad ofrez-
ca distintas combinaciones para que
cada funcionario pueda escoger la
que sea mis adaptable a sus especia-
les condiciones. Los funcionarios mu-
tualistas mejoraran, si les conviniere,
las condiciones de sus pensiones me-
diante entregas particulares.

A los efectos del pirrafo primero
de esta base, se entenderi por ingre-
so para los empleados del orden civil
el acto de la posesion en el primer
destino o la fecha en que se les de-
clare con derecho a plaza o cargo en
virtud de ejercicios de oposicién.

Los que hallindose adscritos a la
mutualidad o mutualidades que en
virtud de esta ley se cree sufrieren,
por causas independientes de enfer.
medad, algin accidente con motivo
del servicio que los imposibilite para
continuar presténdolo, tendran dere-
cho a que por el Estado se les com-
plete, para si o para sus familias, las
pensiones que reciban de las mutua-
lidades respectivas, de modo que di-
chas pensiones resulten equivalentes
a las que percibirian si hubieren se-
guido perteneciendo a aquellas mu-
tualidades hasta su jubilacién o r
ro por razén de edad y hubieren abo-
nado las cuotas correspondientes al
mayor sueldo que hayan disfrutado.

BASE 10
Asociaciones de funcionarios
Los funcionarios publicos podran

asociarse con arreglo a la Constitu-
cién y a las leyes, gozando a tales
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BASE 5.

Separacion del servicio

Los funcionarios técnicos y aux
res no podrin ser declarados cesan-
tes sino en virtud de expediente gu-
bernativo, instruido con audiencia
del interesado, por faltas graves de
moralidad, desobediencia o reiterada
negligencia en el cumplimiento de los
deberes del cargo.

Por conveniencia de} servicio po-
dri el Conscjo de Ministros acordar
discrecionalmente la cesantia o sepa-
racién de cualquier funcionario o
auxiliar, publicando su resolucién en
la Gaceta y dando cuenta a las Cor-
tes de la medida adoptada. La vacan-
te que en este Gaso resulte deberd ser
provista fuera de turno por rigurosa
antigiiedad. Los Reglamentos deter-
minarén la forma en que en este caso
excepcional sera oido el interesado
por el Consejo de Ministros o por el
Ministro del Ramo respectivo, en trd-
mite sumario.

Contra la resolucién ministerial
que decrete la cesantia o la separa-
cién, podré interponerse recurso con-
tencioso-administrativo dentro de los
requisitos y reglas generales de com-
petencia por razon de la materia es-
tablecidos por la ley de 22 de Junio
de 1894.

BASE 6

Premios y castigos —Tribunales de ho-
nor

Se reglamentardn y clasificardn,
graduindolos con scfialamiento de
las causas y de la competencia para
concedetlos o imponerlos, los pre-
mios o recompensas y las correciones
o castigos, incluyendo entre éstos la
postergacion de nimero o pata el
ascenso.

Se autorizard la constitucién de
Tribunales de honor para juzgar a los
funcionarios que hubieren cometido
actos deshonrosos que les hagan des-
merecer en el concepto piblico, o in-
dignos de seguir desempefiando sus
funciones. Los fallos del Tribunal de
honor, para ser ejecutivos, necesita-
tin la aprobacion del Ministro del
Ramo, previa audiencia del Consejo
de Estado acerca de la observancia de
los requisitos y tramites aplicables al
caso.

BASE 7

Posesiones, ceses, traslados, etc—A-
sistencia a la oficina

Se reglamentaran las posesiones,
ceses, traslados, permutas, licencias e
incompatibilidades, observandose de
ordinario la legislacion actual que
rige en estas materias.

Los funcionarios residiran en lugar
donde su funcién radique, y asistirin
como minimum seis horas a la ofici-
na los dias laborables, despachando
los expedientes que tramiten dentro
de los plazos marcados en las leyes y
reglamentos de procedimiento admi-
nistrativo, reputéndose como falta el
incumplimiento de esta obligacion.

Todo Jefe de Seccién consignara,
bajo su personal responsabilidad, an-
tes de poner su firma en la resolucién
de un expediente, si en la tramitacién
del mismo se han observado las dis-
posiciones vigentes.

BASE 8
Jubilaciones
La jubilacién de los funcionarios

de la Administracién civil del Estado
que cobren haberes del mismo serd
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cfectos de plena personalidad juri-
dica.

Cualquier Asociacién, agrupacion
o representacién colectiva de funcio-
natios dependientes de un Ministerio
o de varios, aunque tenga por objeto
un legitimo interés o el auxilio y el be-
neficio mutuo de los que la compon-
gan, y no obste al buen servicio del
Estado, necesitard formarse o subsi
tir la aprobacion expresa del Minis-
tro o los Ministros respectivos. Cons-
tituira desobediencia grave el hecho
de pertenecer a tales Asociaciones o
agrupaciones, contraviniendo a la ne-
gativa ministerial de aprobacién o a
la orden ministerial de disolverlas.

El Gobierno daré cuenta a las Cor-
tes de la orden ministerial en que se
decrete la disolucion de cualquiera
Asociacién de funcionarios.

BASE 11

Retenciones

A los funcionarios del Estado sola-
mente se les podra embargar o rete-
ner la séptima parte del sueldo que
disfruten, entendiéndosc que este
serd también aplicable a los que ac-
tualmente tengan retenidos o embar-
gados sus haberes.

DISPOSICIONES ESPECIALES

1* Dentro de los dos meses si-
guientes a su publicacién de este ley,
los Ministerios a quienes la_misma
afecta dardn cumplimiento a lo esta-
blecido en las bases anteriores, decre-
tarén las reducciones o refundiciones
orginicas que estimen mids acertadas
en los Centros y oficinas de su depen-
dencia y publicardn el Reglamento
del personal de Administracion civil
correspondiente a cada Departamen-
to.

En los Ministerios donde hubiere
varios escalafones de funcionarios ad-
ministrativos se fusionaran en uno
solo, aplicindole en cuanto sea posi-
ble las normas que esta ley establece.

En un plazo de seis meses, cada
Ministerio publicard su Reglamento
de procedimiento administrativo,
procurando, al revisar las practicas
establecidas, simplificar tramites y
evitar que en el curso de un asunto
repitan o superpongan dos o mas fun-
cionarios actuaciones anilogas, y ten-
diendo a abreviar los plazos concedi-
dos a los interesados en los expedien-
tes, y los sefialados para adelanto de
la substanciacién, bajo la responsabi-
lidad efectiva de los servidores del
Estado.

En el tercer mes, a contar desde la
publicacion de esta ley, fijard cada
Ministerio, y publicars en la Gaceta,
las plantillas, reduciéndolas al perso-
nal estrictamente necesario.

La reduccion que se opere con es-
tas nuevas plantillas, en lo concer-
niente al personal de la Administra-
cién civil el Estado, habré de impor-
tar, por lo menos, una tercera parte
de la suma, consignada en la actuali-
dad para gastos del personal que cada
Ministro ha de reorganizar.

Las nuevas plantillas se ajustarin
todo lo posible a las escalas, catego-
rias y clases establecidas en la base

Los Jefes de Administracién de
primera, segunda y tercera; los Jefes
de Negociado y los Oficiales prime-
ros, segundos y terceros, en propie-
dad, ocuparan en la escala técnica
igual puesto que el actual que disfru-
ten, pero con las nuevas dotaciones
que a sus respectivas clases se asigna,
gozando ademis los actuales Oficia-
les terceros de una gratificacion anual
de 500 pesetas, micntras no ascien-
dan a la clase superior. Los Jefes de
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res y distinciones sefialados 4 este
clase.

5 Las cantidades que se sefialan
serdn pagadas sin rebaja, descuento
ni deduccion de ninguna especie

6 Quedan anuladas y sin efecto
sucesivo todas las asignaciones de so-
bresueldo, gratifacion y regalia que
dimanen 6 se satisfagan de fondos del
Estado.

7. Todos los empleados conteni-
dos en las clases que quedan expre-
sadas serén de mi Real nombramien-
10, y como tales gozaran los honores,
distinciones y preeminencias que res-
pectivamente les correspondan, con
arreglo 4 Reales ordenes.

8. Del mismo modo tendrén de-
recho 4 gozar de los beneficios del
Monte pio 4 que pertenezcan y de las
dotaciones que les correspondan,
aunque sean jubiladados 6 cesantes.

9.2 Ademas de las cuatro clases
que quedan expresadas habri otra,
que se titulard Subalternos de Real
Hacienda, en la cual se comprende-
rén los Escribientes y Meritorios de
las oficinas de todas clases, los Ter-
cenistas, Verederos, Estanqueros,
Tolderos y Expendedores de tabacos
y demas géneros estancados; los Afo-
radores, Pesadores y Medidores; los
Sobrestantes, Capataces, maestros y
maestras de labores de las fabricas de
tabacos, sales, salitres, azufre y pol-
vora; los Acefieros, Norieros, Bombe-
ros, Arrimadores, Empajadores, Lle-
nadores y Paleadores de Salinas; los
Porteros, Porteras, Ordenanzas y
Mozos, tanto de las oficinas como de
los almacenes y fabricas, y finalmen-
te todos aquellos que con diferentes
denominaciones solo prestan un ser-
vicio material.

10. Los subalternos de que que-
da hecha mencion en el articulo que
antecede, serin de nombramiento de
las Direcciones, 6 Autoridades supe-

riores de las rentas en que sirvan.

11. Los salarios de los expresa-
dos se arreglarén y uniformardn con
consideracion 4 su ocupacion y res-
ponsabilidad; pero sin perder de vis-
ta los principios de economia que
quedan manifestados.

12. Dichos subalternos gozaran,
mientras sirvan, de las gracias y exen-
ciones concedidas 6 que se concedie-
ren 4 los cmpleados de mi Real Ha-
cienda en general; pero no tendrin
derecho  ningun salario si dejaren de
servir, cualquiera que sea ¢l motivo.

13. Lo prevenido en el articulo
anterior se entenderi tambien para
con los Administradores de los ramos
decimales y demas que no disfruten
sueldo fijo, y si un tanto por ciento
de los productos de las rentas que ad-
ministren; reputindose estos encar-
£0s por meras comisiones, aun cuan-
do para ellas recaiga mi Real nom-
bramiento.

14.  No serin comprendidos en la
clasificacion de que trata el art. 1 los
empleados en el servicio de la Ha-
cienda militar, cuyas clases y dotacio-
nes se uniformardn cuando sea posi-
ble con las que se establecen en este
decteto, para los que sirven en la Ha-
cienda civil.

15. Tampoco se comprenderdn
los meros Subdelegados, Asesores,
Fiscales, Escribanos y demas subal-
ternos de los Juzgados de la Real ha-
cienda, para cuyas clases se observa-
té tambien lo que queda dispuesto en
el art. 12,

16. ElResguardo general de Ren-
tas tendra tambien su clasificacion y
escala particular, en la cual se deter-
minaran sus sueldos y el orden de los
ascensos.

17. Todos los empleados en la
carrera civil de mi Real Hacienda que
lo sean por mi Real nombramiento
usarin en lo sucesivo de un uniforme
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Real decreto de 7 de Septiembre de 1918, aprobando el Re-
glamento para la aplicacién de la Ley de Bases de 22 de
Julio dltimo a los Cuerpos generales de la Administracién
civil del Estado y al personal subalterno de la misma (Ga-
ceta de Madrid, nim. 251, de 8 de septiembre de 1918).

Exposicion.—Sefior: Uno de los
designios que presidieron 2 la redac-
cién del Real Decreto de 24 de Julio
iltimo ha quedado cumplido con la
ordenacion del Reglamento adjunto
para la aplicacién de la ley del 22 del
mismo mes a los Cuerpos generales
de la Administracién civil del Estado
y al personal subalterno de la misma.

En ¢l se acomodan y disciplinan,
con detalle cuya enumeracién es in-
necesaria, todos los preceptos de la
ley que hacen referencia a la organi-
zacion general de la Administracién,
que habra de regirse por las reglas co-
munes a las cuales se han adicionado
las que el Gobierno estima que en
ejecucion de la ley deben regular el
transito del régimen hasta ahora vi-
gente al que nuevamente se establece.

En su virtud, y de acuerdo con el
Consejo de Ministros, su Presidente
tiene el honor de clevar a V. M. el si-
guiente proyecto de Decreto, por el
cual se aprucba ¢l Reglamento de
referencia.

Las Fraguas, 7 de septiembre de
1918 —Sefior: A L. R. P. de V. M,,
Antonio Maura y Montaner.

Real Decreto—De acuerdo con
Mi Consejo de Ministros, y a pro-

puesta de su Presidente, vengo en
aprobar el adjunto Reglamento para
la aplicacién de la ley de Bases de 22
de julio dltimo a los Cuerpos genera-
les de la Administracién civil del Es-
tado y al personal subalterno de la
misma.

Dado en Las Fraguas, a 7-de sep-
tiembre de 1918 —Alfonso.—El Pre-
sidente del Conscjo de Ministros, An-
tonio Maura y Montaner.

REGLAMENTO
para la aplicacion de la Ley de Bases
de 22 de julio de 1918 a los Cuerpos
generales de la Administracién civil
del Estado y al personal subalterno
de la misma

CAPITULO PRIMERO

Categorias, clases y dotaciones del
personal técnica y del auxiliar—Pro-
visién de vacantes.—Ingreso en el ser-
vicio y ascensos.—Reingreso de cesan-
tes—Nombramientos de delegados de

Hacienda

Aticulo 1.* Los Cuerpos genera-
les de la Administracién Civil del Es-
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ciere necesario el desarrollo de es-
tas bases.

8. Se considerardn subsisten-
tes en todo cuanto no fueren in-
compatibles con la presente ley las
disposiciones vigentes en la mate-
ria.

Por tanto:

Mandamos & todos los Tribu-
nales, Justicias, Jefes, Gobernadores
y demés Autoridades, asi civiles

como militares y eclesidsticas, de
cualquier clase 'y dignidad, que
guarden y hagan guardar, cumplir
y ejecutar la presente Ley en todas
sus partes.

Dado en San Sebastidn 4 vein
dés de Julio de mil novecientos

dieciocho.—Yo, el  Rey.—El
Presidente  del Consejo  de
Ministros, Antonio Maura y
Montaner.
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comprendido en l escalafon entre
los cesantes, con derecho 4 la pri-
mera vacante de cleccion que ocu-
rra en su clase y ramo.

DISPOSICION TRANSITORIA

Micntras que en los presupues-
tos generales no se ajusten todas las
dependencias de la Administracion
piblica civil 4 las clasificaciones y
escalas de sueldos que determina el
art. 2.°, se considerard 4 todos los
que ticnen sucldos no expresados
en dichas escalas, comprendidos,

por lo que respecta & su categoria,
en la clase correspondiente al suel-
do superior mis aproximado al que
disfruten.

DISPOSICION FINAL

Quedan derogadas todas las
disposiciones anteriores que se
opongan al presente reglamento.
Dado en Palacio 4 cuatro de
Marzo de mil ochocientos sesenta y
scis.—Esté rubricado de la Real
mano.—El Presidente del Conscjo
de Ministros, Leopolde O’'Donnell.
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de Gobernadores de provincia du-
rante un afio, se considerard que in-
gresan en la clase cuarta de la segun-
da de las categorias que establece este
reglamento; 4 los dos afios de servi-
cio se reputard que ascienden 4 la cla-
se tercera; 4 los tres afios 4 la clase se-
gunda; y 4 los cinco, 4 la primera.

Art. 27, Las vacantes de la terce-
Ta y cuarta categoria se proveerdn
mientras existan vacantes que disfru-
ten haber por clasificacior
cante en los cesantes con sueldo y
otra por antigiiedad y eleccion alter-
nativamente. Y estinguidos los cesan-
tes con sueldo, la primera y segunda
vacantes por antigiiedad y la tercera
por eleccion.

Art. 28. En las clases de la quin-
ta categoria se proveera:

La primera vacante por antigiedad
si existiesen en el ramo empleados de
la clase inmediata inferior.

Y la segunds y tercera, 6 todas si
no existe clase inferior, en cesantes de
igual sueldo, 6 en los que hubieren
obtenido mejores calificaciones, y lle-
nado las demas condiciones de in-
greso.

Art. 29. En todas las categorias
de ascenso concedido al turno de an-
tigiiedad recaera precisamente en el
empleado que ocupe el primer lugar
en la escala de la clase inferior inme-
diata, sea cualquiera el destino que
desempeiie y el punto donde resida.

Cuando existan escalas parciales
dentro de un Ministerio en las que no
haya destinos de todas las categorias,
los comprendidos en la clase mis ele-
vada de esas escalas parciales entra-
rén en concurrencia para los turnos
de antigitedad con los de la escala ge-
neral 6 ramo en que resulte la vacan-
te de clase superior.

Si algun empleado, por no variar
de residencia 6 por cualquier otro
motivo de su particular interés renun-

una va-

ciase al ascenso que le correspondie-
se por antigiiedad, se le conservaré en
su clase y se dard el ascenso al que le
siga en la escala, y asi sucesivamente.

Es potestativo en el Gobierno
atender 6 no las razones que se es-
pongan por los empleados para no
cambiar de residencia aun renuncian-
do al ascenso.

Art. 30. Las vacantes que en to-
das las categorias correspondan al
turno de eleccion se proveerin de
cualquiera de los modos siguientes:

1° En los empleados de la clase
inferior inmediata que cuenten en ella
dos afios de servicio efectivo.

22 En cesantes de igual ramo y
clase, 6 de la inferior inmediata con-
tando en clla dos afios de servicio,
que no disfruten haber por clasi-
ficacion.

3> En los empleados activos de
igual clase que sirvan en diferentes
ramos.

4.2 En cesantes de otros ramos
que disfruten haber por clasificacion
y hayan servido en clase igual 4 la de
la vacante.

5 En los que sin haber servido
anteriormente al Estado llenen las
condiciones exigidas para el ingreso
en las carreras segun la clase 4 que
corresponda la vacante que ha de
proveerse.

En los casos 1.0y 2. de este articu-
lo, cuando el empleado 6 el cesante
haya servido solamente una parte de
los dos afios en el empleo de la clase
inferior inmediata, y los restantes en
destinos de sueldo superior, se acu-
mular el tiempo de estos dltimos
computandolo como servido en el
primero.

Art. 31, Para hacer compatible lo
establecido en la ley orgénica del
Consejo de Estado respecto 4 las va-
cantes de libre eleccion que ocurran
en el mismo, con Jo dispuesto en la
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La obra de Jaime Ignacio Mufioz Llinds nos permite comprobar como se han ido
conformando las diversas relaciones juridicas entre Ia Administracion y el personal
a su servicio, mediante la configuracion de un modelo de funcion puablica p ropio
peto permeable a la influencia de los paises de nuestro entorno. Un modelo
que, progtesivamente, ha ido buscando la excelencia del empleo piiblico en Espana,
basado inicialmente en los principios de legalidad, mérito y capacidad, a los que
luego se han anadido los de igualdad y publicidad.

El autor ha situado el punto de partida de su investigacion en el afio 1827, que
coincide con la aprobacion del Estatuto de Lopez Ballesteros, aunque sin olvidar
que unos afos antes ya se habjan empezado a dictar las primeras normas de nuestra
funcién piblica contemporanea. Como seiala el doctor Mufioz Llinds, es en estas
tempranas fechas del siglo XIX cuando asistimos a la desaparicion del Estado
Absoluto y con ello a la eliminacion de una de las multiples prerrogativas del Rey,
que no era otta que la de nombrar y separar libremente al personal encargado de
las tareas de gobierno y administracion de la nacion, A partit de este momento se
empieza a vislumbrar la necesidad de contar con unauténtico corpus administrativo
independiente y profesional, con el fin de garantizar una gestion eficaz y estable de
los asuntos piblicos,

En cuanto a la eleccion de Ia fecha final del periodo investigado, elafio 2007, se
fundamenta basicamente por dos motivos; en primer lugar, por el hecho evidente
de encontrarnos ante la altima norma de caracter general que comprende,
practicamente, todo el régimen de funcién piblica a modo de estatato general. Y, en
segundo lugar, deja la puerta abierta a una nueva transformacién de nuestro modelo
de funcién publica, generando algunas incognitas sobre su futuro ( del prologo de
Javiet Alvarado Planas),

o
i
Jstan





OEBPS/images/A3_ESTATUTO_ODONELL_r_fmt8.jpeg
dos sin reunir las circunstancias ne-
cesarias, serdn responsables de las
cantidades que en tal concepto se sa-
tisfagan. Solo podran eximirse de esta
responsabilidad, que recaerd en su
caso sobre quien corresponda, cuan-
do despues de haber hecho por escri-
to las oportunas observaciones para
que se subsanen dichas faltas justifi-
quen haber recibido 6rden, tambien
por escrito, de sus inmediatos supe-
riores para llevar 4 efecto los pagos
sin la debida formalidad.

Art.37. Sien laley de presupues-
tos se disminuyese el sueldo de un
destino, no por esto el empleado per-
derd la categoria que hubiese obten
do por su nombramiento anterior, si
este se hubiese ajustado 4 las pres-
cripciones legales, entendiéndose
desde entonces que sirve en comision
el destino cuyo sueldo haya sido ob-
jeto de reduccion.

Art. 38. Cuando por el contrario
resulte aumentado en la ley de presu-
puestos el sueldo de un destino de
planta, si el aumento solo supone
para el que lo desempeiie el ascenso
de un grado dentro de la categoria en
que sirva, podré continuar en €l si
cuenta dos aios de antigitedad en su
clase; pero si el aumento equivale 4
mas de un grado, 6 el que sirve el em-
pleo no cuenta dos afios de antigiie-
dad, se nombrard 4 otro que tenga la
aptitud legal necesaria, confiriéndose
las resultas de este al que con menos
sueldo servia el destino.

Art. 39. No podra rebajarse por
el Gobierno el sueldo sepalado 4 un
destino para conferirlo 4 quien no
tenga la aptitud legal necesaria.

Art. 40. En casos excepcionales
podri el Gobierno nombrar 4 un em-
pleado para que desempeiie en comi-
sion un destino de categoria superior
i la suya, pero sin conferirle el suel-
do sefalado 4 este ultimo destino.

Si hubsiere de salir del punto de su
residencia, podré otorgarle una grati-
ficacion 4 titulo de indemnizacion,
con cargo al sueldo sefialado en el
presupuesto para el destino superior
que el empleado vaya 4 desempefiar.

Las comisiones 4 que se contrae
este articulo no podrin esceder nun-
ca de seis meses.

Art. 41.  No podri ser nombrado
ni servir plaza de Jefe u Oficial de
Seccion de Fomento de una provin-
cia el que sea natural de la misma
Esta disposicion s haré estensiva, 4
virtud de Reales decretos espedidos
por los respectivos Ministerios, 4 los
empleados de otros ramos en los que
su aplicacion fuese conveniente.

Art. 42. Enel caso de que el Go-
bierno nombre 4 un cesante para un
destino inferior 4 su categoria, se en-
tendera hecho el nombramiento en
comision, aunque no se esprese.

Si el nombrado para un destino de
menor importancia y sueldo fuere un
empleado activo, se entenderé hecho
el nombramiento con retencion de la
plaza que desempeiie.

CAPITULO VI

Del término para tomar posesion de
los empleos civiles

Art. 43, No podri esceder de un
mes el término que se sefiale 4 los em-
pleados de la Peninsula ¢ islas adya-
centes, para tomar posesion de sus
destinos, ni dos meses si hubieren de
prestar fianza.

Sin cmbargo de lo dispuesto en el
pérrafo anterior, ser4 obligatoria para
los empleados la toma de posesion
dentro de cualquier otro término me-
nor que el Gobierno sefiale.

Art. 44 Los plazos de presenta-
cion de los empleados civiles se con-
tardn desde la fecha de la credencial
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ley de 25 de Junio de 1864, la provi-
sion de dichas vacantes se subordina-
ré 4 lo prevenido en este reglamento.
En su virtud, para ingresar en cual-
quiera de las plazas que correspon-
dan al turno de eleccion en aquel
cuerpo, sera preciso haber disfrutado
durante dos afios en plaza efectiva el
sueldo inmediato inferior al de la ca-
tegoria que esté en correspondencia
con la que haya de obtenerse en el
Consejo.

Art.32. Las plazas de Archiveros
que vaquen en cualquiera de los ra-
mos de la Administracion civil y eco-
némica se daran:

Una vacante al ascenso, y otra por
eleccion 4 individuos del cuerpo de
Archiveros bibliotecarios que reunan
las condiciones que establece este re-
glamento para la categoria y sueldo 4
que corresponde la vacante.

Art. 33, Las vacantes que corres-
pondan 4 la cleccion en la tercera,
cuarta y quinta categoria, podrin
proveerse por oposicion cuando asi lo
estime el Gobierno, 6 lo reclame la
naturaleza del servicio 4 que los em-
pleados se destinen.

También podrin proveerse por
concurso entre los empleados que tu-
vieren aptitud para ser nombrados
con arreglo 4 lo dispuesto en el
art. 32.

Art. 34, Los cesantes 4 quienes se
dé colocacion con sueldo igual al ma-
yor que disfrutaron dentro de las cla-
ses de la tercera, cuarta y quinta ca-
tegoria, y en destinos que no sean de
fianza, perderdn, si no lo aceptan, el
derecho 4 continuar percibiendo el
haber de cesantia.

No habri lugar 4 esto dltimo res-
pecto del cesante que justifique en
debida forma hallarse fisicamente im-
posibilitado para servir temporal 6
perpéuamente. En el primer caso
contrae el cesante la obligacion de

justificar su inutilidad todos los me-
ses antes de firmar la némina de su
haber pasivo. En el segundo ser ju-
bilado, si pudiese serlo, con arreglo &
las disposiciones vigentes; y si no, se
le escluiré del escalafon sin opcion 4
ser colocado en lo sucesivo, aunque
con derecho i continuar percibiendo
su haber de cesante.

El que no disfrute este haber serd
meramente dado de baja en el esca-
lafon, sin perjuicio de que pueda ob-
tener su jubilacion si le correspondie-
se con arreglo 4 las disposiciones
vigentes.

CAPITULO V

Del nombramiento de los empleados
de la Adminsstracion civil

Art. 35. El nombramiento para
empleos de las dos primeras catego-
rias se haré por Real decreto, y para
los de las restantes por Real 6rden.

Los Ministros podrin delegar cl
nombramiento de empleos de la
quinta categoria en los Jefes de los
centros directivos,

La circunstancia de ser hechos los
nombramientos de dicha quinta cate-
goria por Real drden 6 por delegacion
del Ministro, no atribuye 4 los nom-
brados derechos pasivos de que has-
ta aqui no han disfrutado, mientras
no les sean declarados por una ley.

Los nombramientos de los subal-
ternos se harén por los Jefes de los
centros 6 dependencias respectivas.

En todos los nombramientos se es-
presarén las circunstancias del agra-
ciado y el articulo de este reglamento
en que se le considere comprendido.

Art. 36. Los Ordenadores y los
Interventores que dispongan 6 inter-
vengan el pago de haberes 4 emplea-
dos de nuevo ingreso, nombrados sin
los requisitos legales, 6 4 los ascendi-
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Real decreto de 4 de Marzo de 1866, aprobando el Regla-
mento orgénico e las carreras civiles de la Administracion
piiblica (Gaccta de Madrid, nim. 69, de 10 de marzo de1866)

Sefiora: La ley de 25 de junio de
1864 estableci6 reglas para el ingreso
y ascenso en las carreras civiles de la
Adminiscracion pablica, que han ser-
vido de antemural contra impacientes
& injustificadas ambiciones, y deben
ser cimiento en que se funde el buen
6rden administrativo,

Para alcanzarlo y satisfacer las und-
es manifestaciones de la opinion
publica, el Gobierno de V. M. ha de-
sarrollado las disposiciones legales vi-
gentes en el adjunto reglamento or-
génico de las carreras civiles, y las ha
complementado de una manera res-
trictiva, conforme, en general, con la
opinion emitida por el Consejo de Es-
tado en pleno, con cuanto ha creido
eficaz para que ol favor ceda dc una
vez el puesto 4 los merecimientos y
servicios; para que sean preferente-
‘mente atendidos los cesantes que dis-
fruten del sueldo del Estado; para
que el ingreso en la Administracion
solo se logre con titulos académicos

que supongan conocimientos adqui-
ridos 6 prévio eximen que acredite
suficiencia; y para dar garantia de es-
tabilidad 4 los funcionarios que ha-
yan justificado en cierto nimero de
‘afios de servicios su celo, su laborio-
sidad y su honradez, dejando sin em-
bargo espedita la accion de los Minis-
tros responsables en las categorias
‘mis elevadas, cuyos individuos deben
hallarse siempre identificados con las
miras y los propésitos del Gobierno.

Detillense, por otra parte, las
correcciones disciplinales que podran
imponerse 4 los empleados civiles, lo
cual era necesario, concediéndoles,
como 4 la mayoria se les concede, la
inamovilidad.

Vuestro Consejo de Ministros se li-
soniea, Seiiora, de que la estricta ob-
servancia del reglamento, que hoy tie-
ne la honra de someter 4 la aproba-
cién de V. M., y al que aspira a dar
firmeza de ley, llevari el 6rden, el
concierto y la moralidad 4 la Admi-
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para los de nuevo ingreso y para los
que se encuentren en uso de licencia;
y desde el dia siguiente al en que ce-
sen en su anterior destino respecto de
los ascendidos 6 trasladados.

Solo podrin prorogarse los referi-
dos plazos por otro mes en virtud de
causas debidamente justificadas 4 jui-
cio de la Autoridad que hubiere he-
cho el nombramiento.

Art. 45. Quedari sin efecto el
nombramiento del empleado que no
habiendo obtenido la prérroga 4 que
se contrae la dltima parte del articulo
anterior, deje de presentarse en el tér-
mino legal 4 tomar posesion de su
destino. En el caso de que disfrute
haber como cesante, perderi confor-
me 4 lo dispuesto en el art. 34 su de-
recho 4 él y el que tenga 4 jubilacion,
comunicandose por el Ministerio res.
pectivo la 6rden correspondiente 4 la
Junta de Clases pasivas 4 fin de que
se suspenda el pago.

El interesado podra reclamar de
esta determinacion ante el Ministerio
de que proceda la 6rden, en el plazo
de un mes, contado desde el dia en
que se le haga saber; y si justificare
las causas que le impidieron presen-
tarse 4 servir el destino para que fue
nombrado, podra ser rehabilitado en
el goce de haber de cesante, y en el
derecho 6 jubilacion, oyéndose pré-
viamente 4 la Seccion del ramo del
Consejo de Estado.

Cuando se desestimaren las razo-
nes espuestas por el interesado, le
quedara espedito su derecho para re-
clamar por la via contenciosa ante el
Consejo de Estado en el plazo de dos
meses, contado desde el dia en que
se comunique la resolucion guber-
nativa,

El que no goce de haber de cesan-
tia serd dado de baja en el escalafon
de su clase.

Art. 46. El empleado disfrutard
el sueldo del anterior destino hasta

que tome posesion del nuevo, mas si
se escediera del plazo scdalado al
efecto, perdera todo derecho 4 suel-
do desde que ces6 en el primero, aun
cuando obtenga rehabilitacion para
lo sucesivo.

Solo en el caso de que pruebe ple-
namente la imposibilidad en que es-
tuvo de presentarse por causas no im-
putables 4 su voluntad, tendri dere-
cho al abono de sucldo por el plazo
de presentacion que le fue sefialado,
aun cuando haya sido declarado ce-
sante,

Art. 47 Elempleado ascendido 6
trasladado que dentro del plazo de
presentacion pasare a situacion pasi-
va, percibiré el sucldo del destino an-
terior hasta la fecha en que se le de-
clare cesante 6 jubilado.

Art. 48. En los ascensos de los
empleados dentro de las dependen-
cias en que sirvan, se entendera to-
mada la posesion el dia en que el Jefe
comunique la drden al interesado.

Art. 49, El Gobierno podri tras-
ladar libremente 4 los empleados de
uno 4 otro punto en la Peninsula é Is-
las adyacentes, siempre que no des-
cienda de clase ni se les exija fianza.

CAPITULO VII

De la separacion de los empleados de
la Administracion civil

Art.50. El Gobierno podré sepa-
rar libremente  los empleados que,
sin haber obteriido sus cargos por
oposicion, no hayan cumplido seis
afios efectivos de servicio en alguna
de las carreras del Estado 6 de la Ad-
ministracion provincial 6 municipal.

Art. 51. Los empleados que
cuenten de seis 4 quince afios de ser-
vicio podrin ser separados en virtud
de espediente en el que conste, por
informe de dos de sus Jefes, 4 lo me-
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Para el ascenso a Jefe de Adminis-
tracion y para el trénsito de una a otra
de sus clases dentro de la categoria,
se establecen dos turnos: uno de an-
tigiiedad y otro de eleccion del Mi-
nistro ente los funcionarios que ocu-
pen el primer tercio de la escala res-
pectiva. Los méritos que determinen
la eleccién se publicardn juntamente
con el nombramiento.

Por excepcion, el ascenso a la ter-
cera clase de Jefe de Negociado y Jefe
de Administracion se efectuara reser-
vando de cada cinco vacantes una a
la oposicién directa, siendo tan sélo
admitidos a ella los opositores que
posean aquellos titulos académicos o
certificados de aptitud profesional
que para cada setvicio determinarin
los reglamentos de ejecucién de esta
ley.

Nunca se ascenderd a categoria su-
perior sin haber servido en provin-
cias, durante dos afios, cuando me-
nos, cargo o cargos de la inmediata
inferior, excepcion hecha de aquellos
funcionarios que contaren mas de
quince afios en provincias.

Esta disposicion no tendrd efecto
retroactivo, y no afectar, por tanto,
a los funcionarios que en la actuali-
dad sean aptos para el ascenso.

Se establece un turno especial para
el reingteso de cesantes que no ten-
gan nota desfavorable en su expe-
diente. A este fin, de cada seis vacan-
tes se reservard una en la categoria y
clase respectiva para los cesantes que
la soliciten. Los cesantes que lleven
més de cinco afios en esta situacion y
no lo sean por haber aceptado cargo
de eleccién popular, habrin de some-
terse a un examen antes de reingre-
sar en el servicio.

Los cesantes que no acepten dos
consecutivos nombramientos, perde-
ran el derecho a ulterior colocacion.

BASE 4+

Excedencias

La excedencia forzosa podri ser
voluntaria o forzosa.

Se podri conceder excedencia sin
sueldo, por tiempo no menor de un
afio, a todos los funcionarios activos
comprendidos en esta ley que lo so-
liciten. El tiempo de excedencia vo-
luntaria no seri de abono para la an-
tigliedad, ascenso ni jubilacién. El
periodo de excedencia voluntaria du-
raré diez afios como méximum.

La excedencia forzosa tendra lugar
por reformas de plantillas o eleccion
para cargo parlamentario. El funcio-
nario que pase a esta situacion goza-
ré de los dos tercios de su sueldo y
seguird siéndole de abono el tiempo
de excedencia para todos los efectos.

Como excedentes sin sueldo de la
categoria en que con arreglo a la ley
de 21 de Julio de 1876, Reales decre-
tos de 21 de Febrero y 15 de Julio de
1901, leyes de 14 de Abril y 4 de Ju-
nio de 1901, 1.* de Enero de 1911y
otras le corresponda ingresar, se con-
siderard a los Gobernadores actuales
y ex Gobernadores que, habiéndolo
sido mds de dos afos, al aprobarse
esta ley soliciten su ingreso en el es-
calafén de la Presidencia o de los Mi-
nisterios de Gracia y Justicia, Gober-
nacién, Hacienda, Fomento ¢ Ins-
truccién publica, dentro de los sesen-
ta dias siguientes a su publicacion. En
cuanto a los Gobernadores actuales y
ex Gobernadores que no hubieren
cumplido dos afios en su cargo, el
plazo de sesenta dias para ejercitar
este derecho empezard a contarse
desde que consoliden su categoria

Estos excedentes tendrdn derecho
a ocupar una de cada cuatro vacan-
tes que ocurran en la categoria de Je-
fes de Administracién de primera
clase.
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especialmente a conseguir las aptitu-
des del personal para las funciones
que ha de ejercer en los distintos ser-
vicios, y sin repetir los cursos que se
siguen en los Establecimientos do-
centes. Consistiran en ejercicios prac-
ticos o en cursos periddicos. Estaran
a cargo, por lo general, de funciona-
tios activos o ex funcionarios de ap-
titud probada. Por excepcién se po-
dri completarlas con lecciones de
otros Profesores.

Cada Ministro publicars sin demo-
ra un Reglamento especial acerca de
tales ensefianzas, estatuyendo medios
eficaces para comprobar de modo
positivo los conocimientos que se ad-
quieran, y sefialando los enlaces de
estos resultados con la obtencién de
los cargos de plantilla.

En el servicio auxiliar se ingresara
por la Gltima clase de la categoria. A
este fin se convocaran, anuncidndose
con seis meses de antelacién, oposi-
ciones pablicas en que puedan acre-
ditarse los conocimientos necesarios,
y se proveerin las plazas numeréndo-
las por orden de mérito.

La tercera parte de las vacantes de
Auxiliares de tercera clase se provee-
rd en individuos que retinan las con-
diciones que la ley de 10 de Julio de
1885 sefiala para optar a los empleos
de Oficiales quintos de Administra
ci6n, previa oposicion, que se verifi-
cari en las mismas condiciones y con
arreglo a los mismos programas que
las de los que no se hallen en su caso.

Los Auxiliares, cualquicra que sea
su clase, podran ingresar en la escala
técnica, concurriendo a las oposicio-
nes que al efecto se celebren, y no s
les exigira titulo académico, pero si
que lleven cuatro afios de servicios
del Estado.

La mujer podr servir al Estado en
todas las clases de la categoria de
Auxiliar. En cuanto a su ingreso en

el servicio técnico los Reglamentos
determinarén las funciones a que
puede ser admitida y aquéllas que por
su especial indole no sc les permitan.
Su ingreso se verificara siempre pre-
vios los mismos requisitos de actitud
exigidos a los varones.

BASE 3+

Ascensos

Los ascensos serdn por rigurosa
antigiiedad, tanto cn la escala técnica
como en la auxiliar, con la excepcion
que luego se indicard respecto a los
Jefes de Administracién. Sin embar-
g0, desde la categoria de Auxiliar de
tercera a Oficial de primera inclusi-
ve, se dari una de cada dos vacantes
que correspondan a los que hayan in-
gresado por oposicion, al empleado
que llevando dos afios en la clase in-
mediata inferior cuente mis afios de
servicios al Estado.

Para el ascenso a Jefe de Negocia-
do se estableceran dos turnos: uno de
antigiiedad rigurosa y otro de oposi-
ci6n entre Oficiales, sea cualquiera su
clase, con tal que lleven dos aos de
servicios los Oficiales de primera,
cuatro los de segunda y scis los de ter-
cera. La oposicion tendrd caricter
prictico y de aplicacion a la indole
del servicio respectivo, constituyendo
el Tribunal personas de reconocida
competencia y una representacién de
Ios Jefes del Ministerio. Las plazas de
Jefes de Negociado de tercera que,
correspondiendo a este turno de opo-
sicién entre Oficiales, quedaran de-
siertas por no haberse presentado ng-
mero suficiente de opositores a ellas,
o por no haberlos considerado el Tri
bunal aptos para ocuparlas, se pro-
veerin por la oposicion directa y li-
bre que establece el pirrafo cuarto de
esta misma base.
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tratamiento superior al que él mismo
tenga por razon de sus funciones 6
POT OLTO concepto.

Art. 9* Los empleados de cada
categorfa tendrdn los mismos hono-
res y consideraciones, cualesquiera
que sea la clase 4 que pertenezcan.

Art. 10. Solo podrén concederse
honores de la categoria superior in-
mediata, al tiempo de la jubilacién,
como recompensa de los buenos ser-
vicios y merecimientos del jubilado,
6 por servicios especiales prestados
en casos de epidemia, alteracion del
érden publico, i otros estraordina-
rios, prévio espediente justificativo y
audiencia de la Seccion respectiva del
Consejo de Estado. Estas concesiones
se harén con exencion del pago de los
derechos que correspondan. En nin-
gun caso se concederan honores de
Jefe superior 6 Jefe de Administra-
cion 4 los que no pertenezcan 4 la
carrera administrativa.

Art. 11, Los empleados de la pri-
mera categoria usardn el uniforme de
los Ministros del estinguido Consejo
de Hacienda. Los de la segunda el
correspondiente 4 Oficiales de las Se-
cretarias del despacho que eran al
mismo tiempo Secretarios con ejerci-
cio de decretos. Los de la tercera el
de meros Oficiales de las propias Se-
cretarias del Despacho. Los de la
cuarta el de Oficiales del Archivo de
los Ministerios. Los de la quinta ca-
tegoria y los subalternos no usaran
uniforme, escepto aquellos que por
razon de su servicio lo tengan se-
fialado.

Art. 12. Sin embargo de lo dis-
puesto en el articulo anterior, segui-
rin usando su actual uniforme todos
aquellos funcionarios que lo tuvieren
especial y podrd designarse especial
tambien 4 los que cada Ministerio
considere conveniente.

CAPITULO IIT
Del ingreso de los empleados

Art. 13.  Los que no hubieren ser-
vido anteriormente al Estado podrin
ingresar en las carreras civiles de la
Administracion pblica en la clase de
subalternos, y en las categorfas de as-
pirantes 4 Oficial y Oficiales, reunien-
do las condiciones siguientes:

Para ingresar en la clase de Su-
balternos:

1. Ser mayo de diez y scis afios.

2 Acreditar buena conducta
moral, y

32 Tener la conveniente aptitud.

Para ingresar en la categoria de as-
pirantes 4 Oficial:

1 Ser mayor de veintidos afios.

2. Acreditar buena conducta
moral, y

3. Demostrar su aptitud para el
respectivo ramo en exdmen piblico.

En igualdad de calificaciones serd
preferido el que tenga titulo de Ba-
chiller 6 acredite estudios especiales
superiores 6 de Facultad.

Para ingresar en la categoria de
Oficial, que es la cuarta de las que
este reglamento establece:

1+ Ser mayor de diez y seis aios.

2 Acreditar buena conducta
moral, y

3¢ Tener grado de Licenciado ¢
Doctor en derecho civil 6 administra-
tivo, 6 un titulo académico que acre-
dite haber terminado una carrera su-
perior 6 especial facultativa.

Para los fines de este articulo se
considerardn dnicamente titulos aca-
démicos, ademés de los de Doctor 6
Licenciado en cualquiera de las seis
Facultades que establece el articulo
31 dela vigente ley de instruccién pi-
blica, los obtenidos 4 la terminacion
de las carreras siguientes:
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2* A los Ingenieros de los tres
cuerpos civiles.

32 Al cuerpo de Telégrafos.

4. Al Profesorado.

5 Alos empleados de vigilancia,
de circeles y de presidios que, con in-
dependencia de las demis carreras
del Estado, se regirdn por un regla-
mento especial.

Por razon del érden distinto en
que funcionan:

1* A los Magistrados, Jueces y
funcionarios auxiliares de la Adminis-
tracion de justicia.

2+ Al Ministerio fiscal.

Los individuos de los cuerpos é
institutos espresados quedardn suje-
t0s, por su cardcter de empleados pu-
blicos, 4 las disposiciones del presen-
te reglamento, en todo cuanto no esté
previsto en las leyes 6 reglamentos es-
peciales por que aquellos cuerpos 6
institutos se rijan.

Art. 4 Cuando cualquiera de los
individuos 4 que se contrae el articu-
lo precedente pase 4 continuar sus
servicios en la Administracion gene-
ral, no podra optar 4 mayor ventaja
que la que le corresponda, regulando
la categoria de su anterior destino por
la que en la carrera de la Administra-
cion, propiamente dicha, esté sefala-
da al sueldo que en aquella hubiese
disfrutado.

Lo dispuesto anteriormente no
comprende 4 los empleados de la Ad-
ministracion activa 6 consultiva que
tengan sciialado distinto 6rden de in-
greso y ascenso por una ley especial
orginica del cuerpo 6 instituto en que
sirvan.

Cuando estos empleados pasen
servir en las demds carreras del Esta-
do, quedardn sometidos 4 las pres-
cripciones generales del presente re-
glamento; si bien no podri obligarse-
le 4 aceptar destino fuera del cuerpo
o instituto en que hoy sirven.

Art. 5 Estan comprendidos en
las categorias y clases que establece el
art. 2, segun sus respectivos sueldos,
los Auxiliares y Escribicntes de plan-
ta de las Secretarias del Despacho, y
los que, con la misma ¢ diversa de-
nominacion, sirvan tambien destinos
de planta en las oficinas centrales o
provinciales con nombramiento Real
6 de los Jefes superiores, siempre que
por la indole de sus funciones no de-
ban ser considerados en las clases de
subalternos.

Art. 62 La posesion personal es
la que da derecho al sueldo y consi-
deraciones ancjas 4 los cargos publi-
cos de las diversas carreras civiles de
la Administracion.

Art. 7 No se satisfard haber al-
guno por razén de los empleados 6
cargos piiblicos, ni se considerars ha-
bilitado para el uso de honores de las
diferentes carreras de la Administra-
cion, al que no esté provisto del Real
despacho 6 titulo correspondiente, en
el que se le haya acreditado el dia de
la toma de posesion, y en el que cons-
ten la clase, sueldo y categoria del
empleado, y el destino y honores que
se le han conferido, y sin que se ha-
yan cumplido las demis formalidades
prevenidas en los Reales decretos de
28 de Noviembre de 1851 y 12 de
septiembre de 1861.

CAPITULO IT

De los bonores y consideraciones de los
empleados de la Administracion civil

Art. 8 Los funcionarios de la
primera categoria tendrin el trata-
miento de Ilustrisima, y los de la se-
gunda el de Seiioria, salvo el superior
que por otros conceptos pueda
corresponderles. Sin embargo, el fun-
cionario de mayor gerarquia no dara
al inferior en sus relaciones oficiales
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te en Jefes de Administracion de pri-
mera 6 segunda clase que cuenten en
ella dos afios al menos de antigiiedad.

Esceptuandose el cargo de Subse-
cretario, al cual podrin optar los que
hayan sido elegidos Diputados en las
elecciones generales.

El que por este medio obtenga la
categoria de Jefe superior de Admi-
nistracion, para conservarla y poder
optar 4 otros destinos de la misma ca-
tegoria, necesitara cumplir dos afios
de servicio en el cargo de Subse-
cretario.

Art. 23, Las vacantes que resul-
ten en cada una de las clases de la se-
gunda categoria, se conferirdn por
eleccion entre los empleados de la
clase inferior inmediata, activos 6 ce-
santes que cuenten en ella dos aios
de efectivo servicio, 6 entre los cesan-
tes de igual clase 4 la de la vacante.
La tercera parte de las vacantes de
cada clase ha de proveerse, mientras
los haya, en cesantes que disfruten
haber por clasificacion y reunan las
espresadas condiciones.

Art. 24, Sers de libre eleccion el
cargo de gobernador de provincia;
pero ¢l nombramicnto habra de re-
caer en los que reunan alguna de las
circunstancias siguientes:

Ser Senador 6 haber sido elegido
Diputado en dos elecciones gene-
rales.

Tener la aptitud necesaria para ser
nombrado Senador.

Ser Jefe superior 6 Jefe de Admi-
nistracion efectivos.

Ser 6 haber sido Consejero provin-
cial Audiencia.

Ser Mariscal de Camo, Jefe de es-
cuadra, Brigadicr, Coronel 6 Capitan
de navio _efectivos.

Ser 6 haber sido Presidente de
Consejo 6 de Diputacion provincial
dos veces, 6 una de la de Madrid.

Ser 6 haber sido Consejero provin-
cial mas de cuatro afios.

Ser 6 haber sido Consejero provin-
cial de primera clase dos veces.

Ser 6 haber sido Alcalde de capi-
tal de provincia de segunda y tercera
clase tres veces.

Ser 6 haber sido Catedritico de
término 6 de ascenso, con dos afios
de antigiiedad en esta dltima clase.

Ser 6 haber sido Oficial de la clase
de primeros del Consejo de Estado
con tres afios de antigiiedad en la
misma.

Ser 6 haber sido Auxiliar mayor de
un Ministerio, Jefe & Oficial de una
Direccion general 6 de cualquiera
otra dependencia con la categoria de
Jefe de negociado de primera clase,
durante tres afios, 6 Secretario de
Gobierno provincial de primera cla-
se, Subgobernador ¢ Alcalde-Corre-
gidor durante el mismo tiempo.

Ser 6 haber sido Contador del Tri-
bunal de Cuentas del Reino de pri-
mera 6 de segunda clase, con tres
afios de antigiiedad en esta tltima.

Haber sido Juez de término duran-
te los mismos tres afios.

Pagar una de las tres mayores cuo-
tas como Abogado de Madrid; las
dos primeras cuotas en capital de
provincia de primera clase, y la ma-
yor en las capitales de segunda y
tercera.

Pagar 4,000 rs. de contribucion
territorial, habiendo sido dos veces
Diputado provincial 6 Alcalde.

Art. 25. En casos estraordinarios
el Gobierno podra nombrar Gober-
nador de provincia 4 quien no reuna
alguna de las circunstancias prescri-
tas en el articulo anterior, por solo el
tiempo que duren las circunstancias
que hagan calificar ¢l caso de es-
traordinario.

Art. 26. Los que sin ser Jefes de
Administracion 6 hallarse en pose-
sion de una categoria equivalente, re-
gulada por el sueldo, sirvan destinos
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La de Ingenieros de Caminos, Ca-
nales y Puertos.

La de Ingenieros de Minas.

La de Ingenieros de Montes.

La de Ingenieros agrénomos.

La de Ingenieros industriales.

La de Ingenieros mecanicos.

La de Bellas Artes.

La de Diplomitica.

La de Notariado.

La de Profesores mercantiles.

Art. 14, Asi en Madrid como en
provincias se formardn Tribunales de
eximen para cada ramo, designindo-
se y publicndose anticipadamente
los funcionarios, Catedriticos 6 Pro-
fesores que han de componerlos y los
ejercicios que han de practicar los
examinandos.

Art. 15, Las calificaciones serd
Sobresaliente; Bueno; Aprobado; Re-
probado. Las lstas de los examinan-
dos segun sus calificaciones y los es-
pedientes de eximen, se remitirén al
Centro 6 Autoridad 4 que correspon-
da hacer el nombramiento.

Art. 16, Ademis de las circuns-
tancias cspresadas y del exdmen, se-
gin los casos, podran exigirse 4 los
que ingresen en las carreras civiles
otras cualidades y requisitos, segin la
indole especial de las funciones de
cada ramo.

Art. 17. Los que hayan servido
anteriormente al Estado y tengan la
necesaria aptitud podrin ingresar de
nuevo en la misma 6 equivalente cla-
se  la en que cesaron, regulada por
el sueldo, 6 en la inmediatamente su-
perior si contasen en aquella dos afios
de servicio efectivo, siempre que los
destinos que hubiesen desempefado
fuesen de planta y los hubiesen ser-
vido en propiedad. Aquellos que hu-
biesen servido destinos que deban re-
putarse comprendidos en la clase de
subalternos solo podran ingresar en
ella, sea cualquiera el sueldo que
disfrutaron.

Art. 18, Los que hubieren pres-
tado servicios en el Ejército y la Ar-
mada podrén tambien tener ingreso
en las carreras civiles de la Adminis-
tracion piiblica, siendo aptos para
ellas, bien en la clasc de subalternos
si pertenccicron 4 la de tropa, bien en
cualquiera de las diversas categorias,
habiendo pertenecido d las de Oficia-
les y Jefes en clase cuyo sucldo sea
igual 6 inferior al que disfrutaron en
activo servicio.

At 19, Los que actualmente sir-
ven al Estado en las diversas carreras
civiles y militares podran ingresar en
distinto ramo, pero en la misma cla-
se, 6 sea con sueldo igual al que dis-
fruten, supuesta siempre la necesaria
aptitud.

Art. 20, Las permutas que solici-
ten empleados del mismo 6 de diver-
so ramo 6 Ministerio, sélo podrin
concederse cuando fueren conve-
nientes al servicio y los interesados
tengan igual sueldo.

Art. 21, Los Secretarios y Depo-
sitarios de Ayuntamiento y los em-
pleados de todas clases cuyos sueldos
se paguen de fondos municipales &
provinciales, podrin ingresar en las
carreras de la Administracion civi,
regulindose su categoria por el sucl-
do que disfruten, siempre que reunan
Ia necesaria aptitud, y que por servi-
cios anteriores en la Administracion
piiblica 6 por la forma de ingreso y
ascenso en la Administracion provin-
cial 6 municipal estén dentro de las
prescripciones del presente regla-
mento.

CAPITULO IV
De los ascensos en las carreras civiles
Art.22. Lasvacantes de la prime-

ra categorfa serin de libre provision;
pero la eleccion recacr precisamen-
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tado se compondréin de personal téc-
nico y auxiliar.

Los funcionarios técnicos se clasi-
ficaran en tres categorias, y cada una
de éstas se compondra de las clases y
gozard de las dotaciones que se ex-
presan a continuacion:

Jefes de Administracion de prime-
ra clase, con 12.000 pesetas.

Idem id. de segunda idem, con
11.000.

Idem id. de tercera idem, con
10.000.

Jefes de Negociado de primera cla-
se, con 8.000 pesetas.

Idem id. de segunda idem, con
7.000.

Idem id. de tercera idem, con
6.000.

Oficiales de Administracién de pri-
meta clase, con 5.000 pesetas.

Idem id. de segunda idem, con
4.000.

Idem id. de tercera idem, con
3.000.

Los funcionatios auxiliares consti-
tuirdn una sola categoria, distribuida
en las siguientes clases y dotaciones:

Auxiliares de primera clase, con
2500 pesetas.

Idem id. de segunda idem, con
2.000.

Idem id. de tercera idem, con
1.500.

Articulo 2 En lo sucesivo no se
reconocers derecho para figurar por
més de un concepto en el Escalafon
general de cada Ramo, ni se podri
nombrar a ningdn funcionario para
destino de categoria o clase inferior a
la que corresponda segiin su puesto
en el dicho Escalafon.

Art. 3¢ Se reputara nulo para to-
dos los efectos cualquier nombra-
miento de empleado temporero que
se hubiere hecho o se hiciere con fe-
cha posterior al dia 24 de julio de
1918.

Art. 4 Salvo lo previsto en las
disposiciones transitorias, laprovi-
sién de las vacantes que se produz-
can en el personal técnico, con excep-
cién de la de cargos de Delegado de
Hacienda, de las originadas por ce-
santia o separacion del servicio en los
caso del articulo 66, y de las que de-
ban ocupar los excedentes, referidos
en el capitulo IV, se hard con suje-
cién a los siguientes preceptos:

A) Tratindose de cargos de Jefe
de Administracion de primera y de
segunda clase.

Habré tres turnos:

4) De ascenso, por antigiiedad,
del Jefe de Administracion que ocu-
pe ¢l primer lugar de la escala de la
clase imediata inferior;

b) De ascenso, por eleccion, de
un Jefe de Administracién de la clase
inmediata inferior, entre los que figu-
ren en el primer tercio de la escala
respectiva; y

) De reingreso del Jefe de Ad-
ministracién cesante, de clase igual a
la del cargo a proveer, que ocupe el
primer lugar de la respectiva escala.

De cada seis vacantes, se reservard
una para el turno de reingreso de ce-
santes. Las demis se proveerin por
los turnos de ascenso, alternando
siempre en cllos la antigiiedad y la
eleccién.

Cuando haya que declarar desier-
10 el turno de reingreso de cesantes
por no haberlos de momento en es-
cala o no aceptar ninguno de los
nombrados, se cubriré la vacante de
que se trate por el turno de ascenso,
aplicable segin la alternativa fijada en
el parrafo anterior.

B) Tratindose de cargos de Jefe
de Administracion de tercera clase.

Habra cuatro turnos:

a) De ascenso, por antigiiedad,
del Jefe de Negociado de primera cla-
se que ocupe el primer lugar de la res-
pectiva escala;
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rios piblicos y mencién de los cargos
que desempeien en la Administra-
cién civil del Estado.

Transcurtido el plazo fijado en el
parrafo anterior, a las Asociaciones,
agrupaciones o representaciones co-
lectivas de funcionarios que no hu-
bieren solicitado la autorizacion ne-
cesaria para subsistir, y a dichos fun-
cionarios les seran aplicados los pre-
ceptos correspondientes del capitu-
lo VI

Las solicitudes a que se refiere esta
disposicion transitoria se tramitardn y
resolverin con sujecion a las preven-
ciones establecidas en el capitulo an-
tes citado.

21. Al fijarse las nuevas plantillas
del personal subalterno, quedari éste
proporcionalmente distribuido en la
escala de sueldos que por el articu-
lo 92 de este Reglamento se estable-
ce, asignandose, como consecuencia,
a cada individuo, en razén al haber
que perciba en la actualidad, el que
guarde mayor relacién con los de la
escala referida.

La adaptacién del personal cesan-
te a sus nuevos puestos en el escala-
f6n, habrin de realizarse por analo-
gia con la del personal en activo
servicio.

22.  Enlas nuevas plantillas de su-
balternos que cada Ministerio forme,
s6lo habra de figurar el personal es-
trictamente necesario. El excedente
que resulte continuaré en activo ser-
vicio. La amortizacién de este exce-

dente se hara suprimiendo una de
cada dos vacantes de cada sueldo.

En los Ministerios donde existiere
Cuerpo de aspirantes a subalternos,
en expectativa de destino, formado
con arreglo a leyes o reglamentos an-
teriores, no se efectuara amortizacion
alguna hasta que dicho Cuerpo haya
quedado extinguido, por la coloca-
cién de cuantos lo integren.

23, Los funcionarios y los subal-
ternos cesantes que no figuren actual-
mente en los respectivos escalafones
podrin solicitar su inclusién en ellos,
en término de dos meses, a partir de
la fecha de publicacién de este Re-
glamento.

No se concederd prorroga alguna
del referido plazo. Por tanto, los in-
teresados que dentro de éste no ins-
ten la inclusion de que se trata, per-
dern definitivamente el derecho a
reclamar que se reconozca a su cali-
dad de cesantes.

DISPOSICIONES FINALES

Se considerardn subsistentes
en cuanto no fueren incompatibles
con los preceptos de este Reglamen-
to, los vigentes en la actualidad res-
pecto de la materia.

2 El Gobierno dari cuenta de
este Reglamento a las Cortes.

Las Fraguas, 7 de septiembre de
1918 —Aprobado por S.M. El Presi-
dente del Conscjo de Ministros, A-
tonio Maura y Montaner.
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Cuando en la oposicién entre Ofi-
ciales, quedasen desiertas algunas
plazas, por no haberse presentado
ndmero suficiente de opositores o
por no haberlos considerado el Tri-
bunal aptos para ocuparlas, se convo-
cari, para proveerlas, oposicién di-
recta en las condiciones del turno ¢).

Si hubiese que declarar definitiva-
mente desiertos los turnos de oposi-
cién, por no haberse presentado o no
ser aprobados opositores en nimero
suficiente, o el turno de reingreso de
cesantes, por no haberlos de momen-
to en escala o no aceptar ninguno de
los nombrados, se cubrira la vacante
de que se trate mediante el turno de
ascenso por antigiiedad.

E) Tratindose de cargos de Ofi-
cial de primera y de segunda clase.

Habri tres turnos:

a) De ascenso, por antigiiedad en
la clase, del Oficial que ocupe el pri-
mer lugar de la escala inferior in-
mediata.

) De ascenso del Oficial que,
llevando dos afios en la clase inme-
diata inferior, cuente mas tiempo de
servicios en la Administracién civil
del Estado en destinos de plantilla
detallada en los Presupuestos; y

0 De reingreso del Oficial cesan-
te, de clase igual  la del cargo a pro-
veer, que figure en el primer lugar de
la respectiva escala.

De cada seis vacantes, se reservara
una para el turno de reingreso de ce-
santes. Las demds se proveerdn por
los turnos de ascenso, alternando
siempre en ellos la antigiiedad y el
tiempo de servicios.

Cuando haya que declarar desier-
to el turno de reingreso de cesantes,
por no haberlos de momento en es-
cala 0 no aceptar ninguno de los
nombrados, se cubriri la vacante de
que se trate por el turno de ascenso
aplicable segin la alternativa fijada en
el parrafo anterior.

F) Tratandose de cargos de Ofi-
cial de tercera clase.

Habra dos turnos:

4) De ingreso, mediante oposi-
cién libre, a la que podran concurrir
quienes hayan cumplido veinte afios
de edad, posean la nacionalidad es-
paiiola y ostenten titulo facultativo de
enseianza superior, y los auxiliares,
cualquiera que sea su clase, que lle-
ven cuatro afios de servicios en la Ad-
ministracién civil del Estado; y

b De reingreso del Oficial de ter-
cera clase cesante que figure en el pri-
mer lugar de la escala respectiva.

Los opositores del turno a) cuyos
ejercicios merezcan la aprobacion del
Tribunal correspondiente, obtendran
plazas numeradas de Aspirantes, a fin
de seguir los estudios o ensefanzas
que habrin de organizarse en cada
Ministerio, con objeto de habilitarlos
para servir cargos de plantilla.

De cada seis vacantes se reservard
una para el turno de reingreso de ce-
santes. Las demis se proveerdn por
el turno de ingreso.

Cuando haya que declarar desier-
to el turno de reingreso de cesantes
por no haberlos de momento en es-
cala 0 no aceptar ninguno de los
nombrados, se cubriri la vacante de
que se trate por el turno de ingreso.

Art. 5.2 Salvo lo prescrito en las
disposiciones transitorias, la_provi-
sion de vacantes que se produzcan en
el personal auxiliar, con excepcion de
las originadas por cesantia o separa-
cién del servicio en los casos del ar-
ticulo 66, y las que deban ocupar los
excedentes referidos en el capitulo
42, se hara con sujecién a los siguien-
tes preceptos:

A) Tratindose de cargos de
Auxiliar de primera y segunda clase.

Habri tres turnos:

) De ascenso, por antigiiedad en
la clase, del Auxiliar que ocupe el pri-
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b) De ascenso, por eleccion, de
un Jefe de Negociado de primera cla-
se, entre los que figuren en el primer
tercio de la escala respectiva;

¢) De oposicién directa y libre,
por nombramiento del individuo que
designe, en propuesta unipersonal, el
Tribunal calificador de los ejercicios
que previamente se practicaran, y a
los cuales podrdn concurrir quienes
hayan cumplido veinticinco afios de
edad, posean la nacionalidad espafio-
la y ostente titulo académico o cert
ficado de aptitud profesional; y

d) De reingreso del Jefe de Ad-
ministracion de tercera clase, cesante
que ocupe el primer lugar de la res-
pectiva escala.

De cada cinco vacantes se reserva-
1d una para el turno de oposicién, y
de cada seis, otra para el reingreso de
cesantes. Las demis se proveerin por
los turnos de ascenso, alternando
siempre en ellos la antigiiedad y la
eleccién.

Cuando haya que declarar por de-
sierto el turno de oposicién por no
haberse presentado o no ser aproba-
do opositor alguno, o el turno de
reingreso de cesantes, por no haber-
los de momento en escala o no acep-
tar ninguno de los nombrados, s cu-
brird la vacante de que se trate por el
turno de ascenso aplicable, segin la
alternativa fijada en el pérrafo an-
terior.

C) Tratindose de cargos de Jefe
de Negociado de primera y de segun-
da clase.

Habra dos turnos:

a) De ascenso, por antigiiedad
del Jefe de Negociado que ocupe el
primer lugar de la escala de la clase
inferior inmediata; y

) De reingreso del Jefe de Ne-
gociado cesante, de clase igual a la del
cargo a proveer, que figure en el pri-
mer lugar de la escala respectiva.

De cada seis vacantes se reservard
una para el turno de reingreso de ce-
santes. Las demas se proveeran por
el wrno de ascenso.

Cuando haya que declarar desier-
to el turno de reingreso de cesantes,
por no haberlos de momento en es-
cala o no aceptar ninguno de los
nombrados, se cubrird la vacante de
que se trate por el turno de ascenso.

D) Traténdose de cargos de Jefe
de Negociado de tercera clase.

Habrg cuatro turnos:

a) De ascenso, por antigiiedad,
del Oficial de primera clase que ocu-
pe el primer lugar de la respectiva
escala;

b) De oposicion entre Oficiales,
por nombramiento del propuesto
para cada plaza por el Tribunal cali-
ficador de los ejercicios que oportu-
namente se celebrarén, y a los cuales
podrin concurtir todos los indivi-
duos que tengan aquella categoria,
cualguiera que sea su clase, siempre
que lleven dos afios de servicios en la
primera o cuatro en la de segunda o
seis en la de tercera.

¢) De oposicién directa y libre,
por nombramicnto del individuo pro-
puesto para cada plaza por el Tribu-
nal calificador de los ejercicios que
previamente se practicaran, y a los
cuales podran concurrir quienes ha-
yan cumplido veintitrés afios de edad,
poscan la nacionalidad espafiola y os-
tenten titulo académico o certificado
de aptitud profesional; y

d) De reingreso del Jefe del Ne-
gociado de tercera clase cesante, que
figure en el primer lugar de la respec-
tiva escala.

De cada cinco vacantes, se reserva-
r4 una para el turno de oposicion di-
recta, y de cada seis, otra para el de
reingreso de cesantes. Las demds se
proveerin alternando siempre el tur-
no de ascenso con el de oposicién en-
tre Oficiales.
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ocuparén tambien el dltimo lugar de
la clase, 4 no ser que hubieren servi-
do anteriormente en ella en el propio
ramo para que se les nombre.

En este caso se les computard la
antigiiedad con arreglo al tiempo de
servicio efectivo que cuenten en la
clase, salvo lo dispuesto en el parrafo
segundo del art. 58. Tendran asimis-
mo la colocacion que les correspon-
da en las escalas, conforme 4 lo pre-
venido en los articulos desde el 57 al
60, los que ascendieren en turno de
antigiiedad habiendo disfrutado ante-
riormente sueldo igual ¢ superior.

Los cesantes que ingresen en la
propia clase y ramo en que cesaron
se colocardn en la escala con arreglo
i la antigiiedad de servicio efectivo de
su clase.

Los cesantes que tuvieren ingreso
en su mismo ramo en clase inferior 4
la en que hubiesen servido en propie-
dad seran colocados en la escala con
la preferencia que determina el ar-
ticulo 58.

Art. 62. En los escalafones por
ramos y separadamente, pero 4 con-
tinuacion de los empleados activos de
cada clase, figurarin los cesantes de
la misma por el 6rden de preferencia
que para aquellos determinan los ar-
ticulo 58 y 60, y haciéndose constar
el sueldo de clasificacion, si lo dis-
frutan.

Art. 63. Los que hubiesen cesa-
do en oficinas que se hayan estingui-
do, seran comprendidos en los esca-
lafones de los ramos que corran con
los asuntos 6 incidencias de aquellas.

Art. 64.  El empleado que se con-
sidere perjudicado por el puesto que
se le designe en el escalafon de los de
su clase, 6 por el que 4 otros se se-
fiale con perjuicio suyo, podri recla-
‘mar por la via gubernativa ante el Mi-
nistro respectivo en el plazo de un
mes, contando desde el dia en que se

hubiere publicado oficialmente el es-
calafon, y de la resolucion que aquel
dicte podri alzarse por la via conten-
ciosa ante el Consejo de Estado, den-
tro de los dos meses siguientes al dia
en que se le haga saber la resolucion
gubernativa.

Art. 65. No es obligatoria la for-
macion y publicacion de los escalafo-
nes en la clase de subalternos.

Art. 66. En el mes de Diciembre
de cada afio estenderdn los Jefes de
todas las dependencias, y remitiran 4
la oficina superior del respectivo
ramo, notas de concepto de los em-
pleados que estén 4 sus Grdenes, ca-
lificativas de su aptitud, aplicacion y
probidad, y daran cuenta 4 la vez de
los trabajos extraordinarios que hu-
biesen desempefiado, y de los méri-
tos especiales contraidos.

Las hojas de servicios se formardn
y continuarén de oficio por los res-
pectivos Centros directivos.

Si el empleado variase de ramo, la
oficina superior de que dependa pa-
saré oficialmente su hoja de servicios
y notas de concepto 4 la del ramo en
que ingrese. Si fuese declarado cesan-
te 6 jubilado 6 si falleciese, pasari la
hoja de servicios 4 la Junta de Clases
pasivas.

Art. 67. Por los respectivos Mi-
nisterios podrin instruirse espedien-
tes de calificacion de los empleados
cesantes de las diversas carreras de la
Administracion, y con audiencia de la
Seccion correspondiente del Consejo
de Estado declararlos inutilizados
para el servicio.

Los que sean declarados en tal si-
tuacion quedarin escluidos de los es-
calafones y sin derecho 4 ser coloca-
dos; pero conservaran los pasivos que
por las leyes les correspondan.

Contra la declaracion de inutiliza-
dos para el servicio podran los intere-
sados acudir 4 la via contenciosa ante
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posicion transitoria, ni a aquellos De-
partamentos en que, por la organiza-
cién de sus servicios y la distribucion
de su personal central y provincial no
haya posibilidad de que los funciona-
rios de que se trate cumplan las indi-
cadas condiciones.

Art. 10. Para que pueda reingre-
sar un funcionario cesante en el ser-
vicio activo, sera condicién precisa
que no tenga nota desfavorable en su
expediente.

Los cesantes que llevaren mas de
cinco afios en esta situacion, excepto
los que haya pasado a ella por haber
aceptado cargo de eleccién popular,
y los que después de su cesantia en
determinado Ministerio hayan de-
sempediado destinos de superior ca-
tegoria en otro, habrin de someterse
a un examen para el reingreso en el
servicio activo.

Los cesantes que no acepten dos
nombramientos consecutivos, perde-
ran el derecho a ulterior colocacién.

Art. 11, Para el cargo de Delega-
do de Hacienda, se podré elegir en-
tre los Jefes de Administracién y de
Negociado, perteneciente al Cuerpo
general de la Hacienda pablica, al de
Abogados del Estado o al pericial de
Contabilidad, que cuenten, al menos,
quince afios de servicios a la Hacien-
da, y de ellos dos en la respectiva cla-
se, todos los Jefes de Negociado, y
cinco, ademds, en la Administracién
econdmica provincial, los Jefes de
Negociado de segunda y de tercera
clase.

El nombramiento de Delegado de
Hacienda en los casos del pérrafo an-
terior, no implicaré ascenso en la
carrera del funcionario, ni consuma-
ré turno alguno de los enumerados en
ol articulo 4.* Quienes en tales casos
obtengan dicho nombramiento, figu-
rardn como excedentes en el corres-
pondiente lugar de sus respectivas es-

calas, conservando todos los dere-
chos de la excedencia forzosa, excep-
10 en cuanto al percibo de haberes.

Cuando el cargo de Delegado a
Hacienda desempefiado en comisién
fuese de categoria o clase superior a
la que tenga consolidada el respecti-
vo funcionario, al llegar éste al tercio
superior de la escala en que figure, se
le considerari ascendido a la clase su-
perior inmediata en la primera vacan-
te que corresponda al turno de elec-
cién, si tal forma de ascenso se halla-
se establecida en el Cuerpo a que per-
tenezca el interesado.

CAPITULO I

Oposiciones —Organizacion de las en-

sefianzas para los aspirantes a ingreso

en el servicio técnico.—Derecho de la

mujer al ingreso en los servicios técni-
<o y auxiliar

Art. 12.  Cada Ministerio dictard
disposiciones especiales para regular
las oposiciones a que se refieren las
bases 2.4 y 3.* e la ley de 22 de julio
de 1918 y los articulos 4.y 5. de este
Reglamento ajustindose a las normas
siguientes:

A) Respecto de las oposiciones
para ingreso en el servicio, como
Auxiliar de tercera clase:

a) La convocatoria deberé hacer-
se con seis meses de antelacién a la fe-
cha del comienzo de las oposiciones.

) El Tribunal se compondra de
un Jefe de Administracién del Minis-
terio correspondiente, un Catedrati-
co de Derecho, otro de Matematicas
y un Jefe de Negociado y un Oficial
del Departamento de que se trate.

¢ Los ejercicio serin dos: uno
oral sobre nociones de Derecho ad-
ministrativo y de la organizacién y el
procedimiento vigentes en cada Mi-
nisterio; y otro practico, de Gramati-
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nos, que no reunen las condiciones
de moralidad, aptitud, lealtad y apli-
cacion necesarias para el buen desem-
pefio de sus cargos. Si las faltas que
se les atribuyan no constituyen deli-
tos, podrin ser repuestos despues de
transcurrido un afio desde la fecha de
su separacion.

Art. 52 Los empleados que ha-
yan cumplido quince afios de servicio
efectivo solo podran ser separados
por causa grave, con su audiencia y
prévio informe de la Seccion respec-
tiva del Consejo de Estado. En este
caso solo podrén volver 4 ser coloca-
dos en virtud de nuevo espediente y
oido el Consejo de Estado en pleno.

Art. 53. Se esceptian de lo dis-
puesto en los articulos anteriores, los
Jefes de la Administracion. El Go-
bierno podré separarlos libremente y
ellos renunciar sus cargos sin perder
los derechos pasivos que les corres-
pondan.

CAPITULO VIII

De los escalafones y bajas de servicios

Art. 54. Todos los empleados en
las diversas carreras civiles de la Ad-
ministracion publica figurarin por
clases y antigiiedad en escalafones
que se publicardn anualmente.

Art.55. Los empleados de la pri-
mera y segunda categoria figuraran
en cada Ministerio en una sola escala
general.

Art.56. Los de las demis catego-
tias serdn comprendidos en escalafo-
nes especiales por ramos, segun la
clasificacion que haga cada Ministe-
rio, teniendo en cuenta la indole y na-
turaleza de las respectivas funciones
y la analogia que haya entre los dis-
tintos servicios.

Esto no obstante, desde la clase su-
perior de cada uno de los escalafones

parciales podra pasarse 4 otro diver-
so escalafon del mismo Ministerio
que comprenda categorias 6 clases
mas elevadas, entrando para el ascen-
so por antigiiedad en concurrencia
con los que en este figuren.

Art. 57. Los escalafones se for-
marin por clases, 6 sea por el 6rden
de sueldos, figurando en ellos los ac-
tuales empleados por la antigiiedad
de servicio en la respectiva clase.

Art. 58. El 6rden de preferencia
en cada clase se regulard por el tiem-
po efectivo de scrvicio que tenga en
ella el empleado, contando desde el
dia de la posesion y deducido el de
cesantia.

Si durante esta hubiere tenido el
empleado alguna comision con suel-
do igual al que disfruts, este tiempo
se le contard como de servicio en su
clase. También sera tenido en cuenta
el que ¢l empleado haya servido con
igual 6 mayor sueldo en diverso ramo
6 Ministerio.

Art. 59. Los que cuenten igual
antigiiedad en una misma clase, se co-
locaran en la escala por el érden de
mayor nimero de afios de servicios,
y resultando el mismo tiempo, por
edad.

Art. 60. Los que hubiesen disfru-
tado mayor sueldo en destino de
planta servido en propiedad, tendrdn
derecho de preferencia entre los de
su clase, figurando 4 la cabeza de las
escalas por el érden de los sueldos
que constasen en la clase superior
respectiva,

Art. 61. Publicados los escalafo-
nes en la Gaceta 6 en los Boletines ofi-
ciales respectivos, los empleados que
ingresen en una clase por virtud de
permuta ocuparin el ltimo lugar en
ella, sea cualquiera la antigiiedad de
sus servicios en la misma. Los que
procediendo de otros ramos fueron
nombrados en vacantes de eleccion,






OEBPS/images/A5_REGLAMENTO_MAURA_r_fmt4.jpeg
mer lugar de la escala inmediata in-
ferior.

b) De ascenso del Auxiliar que,
llevando dos afios en la clase inferior
inmediata, cuente més tiempo de ser-
vicios en la Administracién civil del
Estado, en destinos de plantilla deta-
llada en los presupuestos; y

©) De reingreso del Auiliar ce-
sante de la clase igual a la del empleo
a proveer, que figure en el primer lu-
gar de la escala respectiva,

De cada seis vacantes se reservard
una para el turno de reingreso de ce-
santes. Las demds se proveerdn por
los turnos de ascenso, alternando
siempre con ellos la antigiiedad y el
tiempo de servicio.

Cuando haya que declarar desier-
to el turno de reingreso de cesantes
por no haberlos de momento en es-
cala 0 no aceptar ninguno de los
nombrados, se cubriré la vacante por
el turno de ascenso aplicable segin la
alternativa fijada en el pérrafo an-
terior.

B) Tratindose de cargos de
Auxiliar de tercera clase.

Habri tres turnos:

a) De ingreso, mediante oposi-
cién entre los individuos que rednan
Ias circunstancias que la ley de 10 de
julio de 1885 schalaba para optar a
las plazas Oficiales quintos de Ad-
ministracién.

b) De ingreso, mediante oposi-
cién libre, en iguales condiciones y
con arreglo al mismo programa que
sirva para la del turno a), entre quie-
nes, cualquicra que sca su sexo, ha-
yan cumplido diez y seis afios y po-
scan la nacionalidad espafiola; y

) De reingreso del Auxiliar de
tercera clase cesante que figure en el
primer lugar de la escala respectiva.

De cada tres vacantes, se reservari
una para el turno de ingreso 4), y de
cada seis, otra para el reingreso de ce-

santes. Las demis se proveerdn por
el turno de ingreso )

Si hubiese que declarar desierto el
turno de reingreso de cesantes, por
no haberlos de momento en escala o
no aceptar ninguno de los nombra-
dos, se cubriré la vacante de que se
trate por el turno de ingreso 5).

Art. 6° Se entenderi por anti-
giicdad en la clase el tiempo de ser-
vicios efectivos en la misma.

Art.7.» Seré requisito indispensa-
ble para obtener el ascenso por elec-
cién previsto en los apartados A) y B)
del articulo 4.%, carecer de nota des-
favorable en el expediente personal.

En los casos de dicho ascenso, se
publicara en la Gaceta de Madrid, a
continuacién del Decreto respectivo,
una relacién de los méritos del elegi-
do, considerandose solamente como
tales los contraidos en servicios admi-
nistrativos o trabajos intimamente re-
lacionados con éstos.

Los méritos que hayan servido de
fundamento para el ascenso de un
funcionario no podrin ser computa-
dos de nuevo para ninguno de los su-
cesivos ascensos.

Art.8° Enagquellos Departamen-
tos en cuyas escalas de Jefes de Ad-
ministracién de segunda y tercera cla-
se y de Jefes de Negociado de prime-
ra clase figuren mis de tres y menos
de scis funcionarios, sc podri desig-
nar para el ascenso en el turno de
eleccién al que ocupe el segundo lu-
gar en la escala respectiva.

Art. 9> No se podré ascender a
cargos de categoria superior, sin con-
tar, al menos, quince afios en los ser-
vicios provinciales del ramo respecti-
vo, o haber desempefiado durante
dos afios cargo o cargos de la catego-
rfa inmediata inferior en los mismos
servicios.

Este precepto no sera aplicable en
los casos previstos en la décima dis-
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CAPITULO X

De lus correcciones disciplinales que
pueden imponerse & los empleados
pablicos

Art. 77. Incurririn en las penas
disciplinales que establece este ca-
pitulo:

1o Por faltar e obra, de palabra
6 por escrito al respeto 4 sus superio-
tes; 4 las consideraciones debidas &
sus iguales, 6 4 los particulares que
en las oficinas promuevan sus solici-
tudes; y por el mal trato 4 sus su-
bordinados.

2 Por falta de aplicacion; por el
descuido 6 negligencia en el desem-
peiio de los deberes ancjos 4 su cargo.

32 Por faltar 4 las reglas de 6r-
deny disciplina interior de las depen-
dencias, 6 4 cualesquiera otras esta-
blecidas por los reglamentos especia-
les de los ramos en que sirvan.

4> Por comprometer el decoro
del empleo.

52 Por publicar escritos en de-
fensa de su comportamiento oficial 6
contra el de otros sin especial permi-
so del Ministro de que dependan.

Art. 78.  Las correcciones que po-
dran imponerse por la via gubernati-
va serdn:

1* La reprension privada.

2+ La reprension piblica ante el
Consejo de gobierno 6 de disciplina
que establezcan los reglamentos par-
ticulares de las dependencias.

3+ La suspension de y sueldo.

4 La suspensién de empleo y
sueldo.

5 La cesantia. 6.*
cion motivada.

Art. 79. Se corregirin con fe-
prension privada 6 en su caso con re-
prension piblica, en la forma que de-
termina ¢l articulo anterior, las faltas
leves comprendidas en los nimeros
12,2, 32y 4° del art. 77, que no ten-

La separa-

gan sefialada mayor correccion en los
articulos siguientes.

Art. 80. Se castigardn con sus-
pension de sueldo desde diez dias 4
veinte:

1 La rcincidencia en las faltas
leves 4 que se refiere el articulo an-
terior.

22 Las faltas de respeto 4 los su-
periores, cuando no hayan sido de
trascendencia.

32 Las dems faltas comprendi
das en los niimeros 17, 2, 3.2 y 4
del art. 77 de que haya resultado per-
juicio al servicio publico.

Art. 81. Se corregirin con sus-
pension de empleo y sueldo por el
tiempo de veinte dias 4 treinta:

= La reincidencia en las faltas
enumeradas en el articulo anterior.

2 Las faltas 4 que se refieren los
numeros 1, 2°, 3> y 4. del art. 77
que hayan producido graves perju
cios, 4 no ser que tengan sefialadas
mayores correcciones en los regla-
mentos especiales de los ramos res-
pectivos.

32 La publicacion de escritos 4
que se refiere el nimero 5.* del cita-
do art. 77.

Art. 82, Se declarars cesante al
que reincida en las faltas que se ha-
yan corregido con arreglo 4 lo preve-
nido en el articulo anterior.

Art. 83. La separacion motivada
se impondra siempre que la falta que
origine la cesantia, segun lo preveni
do en el articulo anterior, haya pro-
ducido perjuicio grave en los intere-
ses publicos 6 en los de los par-
ticulares.

Art. 84. Las penas de reprension
podrin imponerse por los Jefes de las
oficinas respectivas, cualquicra que
sea su categoria. Las de suspension
de sueldo, por los Gobernadores de
provincia cuando se trate de emplea-
dos dependientes de su autoridad, sin






OEBPS/images/A5_REGLAMENTO_MAURA_r_fmt7.jpeg
G)  Los ejercicios orales serdn pa-
blicos. Los escritos podran ser exa-
minados por las personas que asi lo
soliciten

H) Tratandose de las oposiciones
determinadas en los apartados A, B,
CyD, cada convocatoria se haré para
cubrir un nimero determinado de
plazas, segiin el cilculo de las vacan-
tes que deban cubrirse en un trienio,
y contendré la declaracién expresa de
que no se ampliar aquel nimero.

I) Traténdose de las oposiciones
a que se contraen los apartados A y
B, al mismo tiempo que la convoca-
toria, se hara piblica la designacién
de quienes han de constituir el Tri-
bunal que juzgue los ejercicios.

J) En las oposiciones a que se re-
fieren los apartados A y B, la califi-
cacién de los opositores se hard di
riamente, por puntos, en el ejercicio
oral, publicandose aquélla al terminar
cada sesion.

K) La calificacién del ejercicio
prictico en las oposiciones de que
trata el apartado A, y la de los escri-
tos en los casos de los apartados B y
C sc harin al finalizar los cjercicios
de todos los opositores.

L) Enlas oposiciones a que se re-
fieren los apartados D y E, los dos o
los tres primeros ejercicios, respecti-
vamente, serdn eliminatorios, hacién-
dose piiblica la calificacién.

En las mismas oposiciones el res-
pectivo Tribunal formulara propues
ta, sin publicar calificacion indiv
dual, al terminar el dltimo cjercicio.

M) En las oposiciones de que tra-
ta el apartado E, la propuesta que el
Tribunal formule sera unipersonal.

Art. 13.  Los respectivos Ministe-
tios sefialardn, con cardcter general
para todas las oposiciones, los titulos
académicos o certificados de aptirud
profesional que habilitaran para ser
admitido a los ejercicios de oposicién

a que se refiere el articulo anterior.

Art. 14, CadaMinisterio regulard
las ensefianzas a que se contraen los
tres primeros parrafos de la base 2.
de la ley de 22 de julio de 1918 y el
apartado F del articulo 4.° de este Re-
glamento, ajustindose a las siguientes
normas

a) Se organizardn clases practicas
de tramitacién de expedientes, reso-
lucién de consultas y preparacion de
acuerdos sobre asuntos propios del
Ministerio respectivo, a fin de que los
Aspirantes a ingreso en el servicio
técnico, se habitien al manejo de los
textos legales.

) Asimismo, se organizaran cur-
sos periédicos para dichos Aspiran-
tes, con finalidad también esencial-
mente prictica, acerca de las materias
siguientes: procedimiento adminis-
trativo y contencioso-administrativo;
organizacién de los servicios publi-
cos, con aplicacion especial al ramo
de que se trate, y legislacion sobre
contabilidad del Estado.

¢) El profesorado para dichos
cursos y précticas serd elegido entre
los funcionarios activos o ex funcio-
narios que hayan demostrado conoci-
mientos especiales en la materia de
que se trate, y Catedriticos de Cen-
tros oficiales, que, por razén de las
ensefianzas de que sean titulares o de
Ios trabajos que hayan realizado, ten-
gan acreditada peculiar competencia.

Todo nombramiento de Profesor
se hard previo concurso, y sera publi-
cada en la Gazeta de Madrid, con es-
pecificacion de los méritos respec-
tivos.

Para las clases pricticas se nom-
brarén Profesores auxiliares, si el ni-
mero de Aspirantes que a las mismas
concurran excede de 25, a razén de
un auxiliar por cada 25 alumnos, o
fraccion de esta cifra que pase de 10.

d) La retribucién del referido
Profesorado ser4 de un tanto fijo por
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el Consejo de Estado en el término
de dos meses contados desde la fecha
en que se les haga saber la resolucion
gubernativa.

Cesando el motivo de la inutilidad
el interesado podré volver al servicio,
instruyéndose espediente con audien-
cia de la Seccion correspondiente del
Consejo, en cuyo caso serd colocado
en el escalafon en el lugar que ocu-
paba 4 su salida.

CAPITULO IX

De las licencias

Art. 68.  Los empleados de las di-
versas carreras civiles de la Adminis-
tracion publica podran disfrutar li-
cencias temporales para restablecer
su salud y para asuntos propios.

Art. 69.  No se concederd licencia
alguna sino  solicitud del empleado,
cursada por su inmediato Jefe. Cuan-
do se fundare en falta de salud habri
de justificarse debidamente. Cuando
fuere para asuntos propios, el Jefe in-
mediato al darle curso deberi espo-
ner si de la concesion se sigue algun
perjuicio al servicio pablico.

En el caso de que el Jefe inmedia-
to del empleado no se comunique di-
rectamente con el Gobierno, su infor-
me deber trasmitirse por el Jefe su-
perior de la dependencia.

Art. 70. El término méximo de
las licencias por falta de salud sera de
cuarenta y cinco dias en su primera
concesion, si se hubieren de usar en
la Peninsula e Islas adyacentes. Se po-
drén otorgar las prérogas indispensa-
bles, justificindose su necesidad.
Para asuntos propios serd de un mes
el miximum de las licencias, proro-
gable 4 peticion de los interesados so-
lamente por quince dias, siempre que
el servicio lo permita.

Art. 71.  Las licencias para pasar
4 paises estranjeros, cualquiera que
sea la causa que las motive, no po-
dran esceder en primera concesion de
dos meses, prorogables por causas
justificadas por otro mas.

Att. 72 El empleado que usare
licencia para restablecer su salud dis-
frutard durante ella sueldo entero y la
mitad en las prorogas. Cuando la usa-
te para asuntos propios, disfrutard
medio sueldo, y ninguno en las pré-
togas. Las prorogas de licencia para
el estranjero serdn siempre sin sueldo.

Art. 73. Cuando dentro de un
afio usare el empleado de mas de dos
meses de licencia por causa de enfer-
medad, y de un mes para asuntos pro-
pios, no se contaré lo que escede de
tres meses por tiempo de servicio, ni
para sus derechos pasivos ni para su
antigiiedad en los escalafones.

Art. 74.  Caducarén las licencias
de que no se hubiere hecho uso al
mes de haber sido comunicadas 4 los
interesados, y las concedidas 4 em-
pleados que obtengan nuevo destino.

Art. 75, Las licencias y prérogas
serén concedidas por Reales rdenes
6 por las autoridades y Jefes de que
procedieren los nombramientos.

Cuando las licencias que se solici-
ten no escedan de quince dias, po-
drin concederse por los Jefes supe-
riores de las dependencias, oyendo
siempre al Jefe 4 cuyas inmediatas 6r-
denes sirvan los empleados.

Art. 76. Quedari cesante el em-
pleado que se ausentare sin licencia 6
autorizacion competente, y el que no
hubiere regresado al terminar el pla-
20 que se le concediere, sin perjuicio
de lo demis 4 que haya lugar, scgun
los casos y circunstancias, con arre-
glo 4 1o que dispone el Codigo penal.
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ca, Aritmética, Escritura y Mecano-
grafia.

B) Respecto de las oposiciones
para ingreso en el servicio técnico,
como oficial de tercera clase:

) El Tribunal se compondré de
un Jefe superior de Administracién
del Ministerio correspondiente, dos
Catedriticos de Derecho, designados
por la respectiva Facultad, y un Jefe
de Administracién y otro de Negocia-
do del Departamento de que se trate.

b) Los ejercicios seran dos: uno
oral, que versari sobre temas de De-
recho politico, Derecho administrati-
vo, Economia politica y Hacienda pi-
blica; y otro escrito, acerca de Legis-
lacién, referente a los servicios del
respectivo Ministerio.

C) Respecto de las oposiciones,
entre Oficiales, a cargos de Jefe de
Negociado:

a) El Tribunal se compondrd de
un Jefe superior de Administracion
del Ministerio correspondiente, tres
Catedriticos de Derecho, designados
por la respectiva Facultad, y un Jefe
de Negociado del Departamento de
que se trate.

) Los ejercicios sern dos, and-
logos al segundo y al tercero de las
oposiciones determinadas en el apar-
tado siguiente.

D) Respecto de las oposiciones
directas y libres a cargos de Jefes de
Negociado:

a) El Tribunal se compondré de
un Académico de la Real Academia
de Ciencias Morales y Politicas, de-
signado por esta Corporacién, dos
Catedriticos de Derecho, designados
por la respectiva Facultad, y un Jefe
de Administracion y otro de Negocia-
do del Ministerio de que se trate

) Los ejercicios serdn tres: el
primero oral, sobre temas de Dere-
cho politico, Derecho administrativo,
Economia politica y Hacienda puabli-

ca; el segundo consistird en redactar,
en tiempo que no exceda de seis ho-
ras, una Memoria acerca de un tema
del cuestionario que formule el Tri-
bunal; y el tercero, en la resolucion
de un expediente, o la formacién de
una cuenta, para todo lo cual se faci-
litardn a los opositores los textos le-
gales que consideren necesarios.

) Los opositores deberan acredi-
tar el conocimiento, para traducir sin
auxilio de diccionario, de uno de es-
tos idiomas: francés, inglés, italiano o
alemin.

E) Respecto de las oposiciones
directas y libres a cargos de Jefe de
Administracién:

a) La constitucién del Tribunal
serd idéntica a la expuesta en el apar-
tado D, con la variante de que el Jefe
de Negociado serd sustituido por uno
de Administracién.

b) Los ejercicios seran cuatro: el
primero consistiri en la redaccién, en
tiempo que no exceda de seis horas,
de una Memoria sobre un tema del
cuestionario que formule el Tribunal;
el segundo, en la resolucién de un ex-
pediente, con vista de los textos lega-
les necesaios; el tercero, en la redac-
cién de un proyecto de Reglamento
organico de algin servicio del Minis-
terio de que se trate; y el cuarto, en
la resolucién de una consulta sobre
materia juridica relacionada con el
ramo respectivo, o la redaccion de
una Memoria sobre un tema de Le-
gislacion comparada.

¢) Los opositores deberan acredi-
tar, también, el conocimiento, para
traducir sin auxilio del diccionario,
de uno de estos idiomas: francés, in-
glés, italiano o alemén.

F) Los cuestionarios se haran pi-
blicos, juntamente con la convocato-
ria, en las oposiciones a plazas de
Auxiliar y de Oficial, y quince dias
antes de comenzar los ejercicio en to-
das las demas.
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nistracion; evitard que las eventuali-
dades politicas perturben en adelan-
te la buena gestion de los negocios;
engendrari la confianza de los fun-
cionarios; despertaré su celo y su in-
terés por el mejor servicio; hara im-
posibles exigencias injustificadas, y
permitira contar con la cooperacion
inteligente de un buen personal ad-
ministrativo; redundando todo ello
en bien y provecho del Estado.
Madrid 4 de Marzo de 1866.—Se-
flora: A L. R. P. de V. M.—EI Presi-
dente del Consejo de Ministros, Mi-
nistro de la Guerra, Leopoldo O‘Do-
nell —El Ministro de Estado, Manuel
Bermudez de Castro.—El Ministro
de Gracia y Justicia, Fernando Calde-
ron y Collantes —EI Ministro de Ha-
cienda, Manuel Alonso Marti-
nez.—El Ministro de Marina, Juan de
Zavala.—El Ministro de la Goberna-
cion, José de Posada Herrera—EI
Ministro de Fomento, Antonio Agui-
lar y Correa—El Ministro de Ultra-
mar, Antonio Canovas del Castillo.

REAL DECRETO

De acuerdo con lo que me ha pro-
puesto mi Consejo de Ministros, y
oido el de Estado,

Vengo en aprobar el siguiente

REGLAMENTO DE LAS CARRE-
RAS CIVILES DE LA ADMINIS-
TRACION PUBLICA

CAPITULO I

De las categorias y clases de los em-
pleados de la Administracion civil

Articulo 1.+ Los empleados en las
carreras civiles de la Administracion
pablica se dividirdn en las categorias
siguientes:

L* Jefes Superiores.

2+ Jefes de Administracion.

3+ Jefes de Negociado.

4 Oficiales.

5. Aspirantes 4 Oficiales.

Habré ademis la clase de subalter-
nos, sin que sus individuos tengan ca-
ricter de empleados publicos, salvos
los derechos adquiridos.

Art. 2" Los empleados de la pri-
mera categoria disfrutarén al menos
5,000 escudos de sueldo.

Los de la segunda estaran subdivi-
didos en cuatro clases, con los suel-
dos de 4,000, 3,500, 3,000 y 2,600
escudos.

Los de la tercera categoria se sub-
dividirdn en entre clases, con 2,400,
2,000 y 1,600 escudos.

Los de cuarta en cinco, con 1,400,
1,200, 1,000, 800 y 600 escudos.

Y los de quinta en tres, con 500,
400 y 300 escudos.

Los sueldos de los subalternos no
quedarén sujetos 4 escala determina-
da, pertenccicndo 4 esta clase todos
los que presten un servicio puramen-
te material, cualquiera que sea la asig-
nacion 6 premio que se les sefale.

Art. 3.° Mientras no se determi-
ne otra cosa por una ley, lo dispues-
to en los articulos anteriores, y en los
que siguen referentes al nombramien-
to, ingreso y ascenso de los emplea-
dos civiles, no comprende:

Por razon de sus funciones:

A los Consejeros de Estado y de-
mis empleados que cjercen atribucio-
nes consultivas.

Por razon de su organiz
pecial:

12 Al Tribunal de Cuentas del
Reino y empleados que sirven en el
mismo.

2> Al Fiscal, Secretario general,
Oficiales mayores, Tenientes fiscales,
Oficiales y Aspirantes del Conscjo de
Estado.

Por razon de su especial instituto:

1 A los individuos de la carrera
diplomitica y de la consular.

ion es-






OEBPS/images/A5_REGLAMENTO_MAURA_r_fmt9.jpeg
dias, a contar de la fecha del nombra-
miento, exceptuindose los casos si-
guientes:

a) Los de nombramiento en que
se consigne un plazo més breve.

b) Los de destino en las islas Ca-
narias, y los traslados desde este ar-
chipiélago o desde la zona del Pro-
tectorado en Marruecos a la Peninsu-
la, casos en los cuales el plazo se en-
tenderd ampliado por quince dias, y

¢) Los de nombramiento para
cargo que exija prestacion de fianza,
en los que el término posesorio serd
de cuarenta y cinco dias.

Para los Sargentos en activo Servi-
cio que obtuvicron destinos civiles el
plazo se contara desde la fecha en que
se les entreguen los pasaportes por las
respectivas Capitanfas generales, y
para los Sargentos licenciados desde
el dia de la insercién del nombra-
miento en la Gaceta de Madrid.

Los referidos plazos sélo podran
prorrogarse por causa justificada, y
mediante Real orden, en la que se
consigne aquélla expresamente.

Art. 19. Los funcionarios ascen-
didos o trasladados tendrin derecho
a percibir durante el plazo posesorio
el sueldo de su destino anterior, si no
se hallaren en uso de licencia. Si dis-
frutarab de ésta, que se considerard
terminada desde la fecha del nuevo
nombramiento, los interesados sélo
percibirén en el indicado plazo los
haberes que les corresponderian por
razén de la licencia.

Arc. 20. Cuando las prorrogas de
los términos posesorios sean concedi-
das por enfermedad u otra cualquie-
ra causa no dependiente de la volun-
tad del interesado, los funcionarios
percibirdn todo el sueldo del destino
anterior en la primera prérroga, que
no excedera de un mes y no percibi-
rén haber alguno en la segunda y Gl-
tima prérroga, que tampoco podri

exceder de ese tiempo. Si dichas
prérrogas se concedieran a funciona-
rios que al ser nombrados para otro
cargo disfrutasen de licencia, los ha-
beres se regulardn a tenor de lo dis-
puesto en el articulo anterior.

Las prorrogas que se otorguen por
conveniencia de los interesados serdn
sin derecho al percibo de sueldo, y
solamente por un plazo miximo de
treinta dias. Art. 21. Los funciona-
rios ascendidos o trasladados de una
oficina a otra, sin cambio de residen-
cia, tomarin posesion de su nuevo
cargo el siguiente dia al que cesen en
el destino que desempedaren al ser
nombrados, salvo en el caso de dis-
frute de licencia, en que el plazo po-
sesorio serd de los dias que resten de
ella.

Si el nuevo destino fuera de los que
exigen fianza, el término posesorio
sera de cuarenta y cinco dias.

Art. 22, Cuando tratindose de
ingreso en el servicio, los funciona-
rios no sc presenten a ejercer su car-
go dentro de los términos posesorios
o de las prorrogas que les fueran con-
cedidas, se entender que renuncian
su destino. En los demds casos, los
funcionarios que no tomen posesion
de su nuevo destino en los plazos
marcados serdn declarados cesantes.

Art. 23, En los titulos adminis-
trativos que se expidan para toda cla-
se de nombramientos, se comprende-
ré el mandato para que, sin necesidad
de los Decretos de «Camplase» y
«Dese posesion», ni de ninguna otra
diligencia, los funcionarios se pose-
sionen de su cargo ante el Jefe del re-
ferido Centro o dependencia. La po-
sesién se hard constar por certifica-
cién extendida al dorso o a continua-
n del referido titulo. Este sera re-
gistrado, archivindose una copia del
mismo, que oportunamente se adicio-
nara con las diligencias que produz-
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perjuicio de las demds facultades que
les confiere la ley para el Gobierno y
Administracion de las provincias, y
por los Jefes inmediatos del emplea-
do sujeto 4 correccion, que tengan al
menos la categoria de Jefes de Ad-
ministracion.

Las de cesantia y separacion moti-
vada se impondran por los Ministros
y Jefes superiores 4 quienes corres-
ponda‘el nombramiento de los em-
pleados incursos en la pena admi-
nistrativa,

Art. 85. La pena de suspension
se impondra siempre por escrito; la
de reprension privada se impondrd
de palabra, pero anotandose en un li-
bro que deberin llevar los Jefes de las
oficinas; la de reprension piblica se
impondri en la forma que determina
el art. 78, y se anotard en el mismo
libro.

Art. 86. Para hacer efectiva la
responsabilidad administrativa en los
casos 4 que sc refieren los arts. 80, 81,
82 y 83 se instruird espediente, que
constaré:

1° Del parte oficial del Jefe del
empleado presunto autor de la falta.

2° De la defensa de este por
escrito.

3 De todas las diligencias nece-
sarias para el esclarecimiento de los
hechos.

4° De la calificacion de la falta
relativamente 4 la graduacion estable-
cida en los articulos anteriores; cali-
ficacion que hard el Jefe 4 quien
corresponda imponer la pena; y

52 De la resolucion fundada, que
se dictard en vista de lo que resulte.

Are, 87, Cuando los Jefes que ha-
yan de imponer la pena no sean los
inmediatos superiores de los emplea-
dos autores de las faltas, podrin de-
legar en quienes tengan este caricter
el encargo de instruir los espedientes

gubernativos 4 que se refiere el ar-
ticulo anterior.

Art. 88.  Los espedientes deberan
notificarse 4 los diez dias de tener no-
ticia de la falta el Jefe 4 quien toque
la resolucion. Solo podré ampliarse
ese término por el tiempo necesario,
no escediendo de un mes en su tota-
lidad, cuando el mencionado Jefe no
resida en el punto donde se ha ins-
truido el espediente.

Art. 89, Quedarin libres de res-
ponsabilidad los Jefes y recaera toda
sobre los subalternos, siempre que
aparezca que la falta procede de
error, descuido G omision en aquella
parte del servicio 4 que los Jefes no
pueden aplicar la minuciosa atencion
que incumbe 4 los subalternos en el
desempefio del encargo que les estd
confiado.

Art. 90. Los empleados sujetos &
procedimiento criminal ante los Tri-
bunales de justicia solo podran dis-
frutar hasta que recaiga sentencia eje-
cutoria la mitad de su sueldo.

Cuando no se dicte auto de prision
contra el empleado, 6 se alzare el que
hubiere recaido, el Jefe 4 quien
corresponda su nombramiento, te-
niendo en cuenta las circunstancias
de cada caso, podra autorizarle para
que continge en el desempefio de su
destino, percibiendo entonces su
sueldo por entero.

Las disposiciones de este articulo
no se observarin cuando otra cosa
determinen los reglamentos generales
de la Administracion respecto 4 los
procedimientos incoados por alcan-
ces 6 malversacion de cuadales 6
efectos piblicos.

Art. 91, Si el empleado encausa-
do fuere absuelto libremente, tendrd
derecho al abono de la parte de suel-
do que haya dejado de percibir; & ser
repuesto en su destino, si este no se
hubiere provisto, 6 en otro caso 4 ser
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leccién explicada, y no excederd de
15 pesetas para los Profesores nume-
tarios ni de 7 pesetas 50 céntimos
para los Auxiliares.

Si un Profesor tuviere a su cargo
en diferentes Ministerios la misma
enscfianza percibird la asignacion in-
tegra por una de las lecciones anilo-
gas, y por cada una de las demis dos
tercios de dicha asignacion.

e) La comprobacién de los cono-
cimientos que adquieran los Aspiran-
tes se hard en vista de las practicas
por ellos realizadas y de las Memo-
tias que redacten acerca de las mate-
rias de los cursos periédicos. Los tra-
bajos y Memorias de los Aspirantes
serdn conservados hasta que ingresen
en plantilla sus autores.

/) Los Profesores llevaran notas
detalladas de la asistencia y compor-
tamiento de cada Aspirante en las cla-
ses, y dichas notas, juntamente con
los referidos trabajos y Memorias, se-
rdn entregadas a una Comision espe-
cial, formada, por partes iguales, de
individuos del Tribunal de oposicio-
nes y de Profesores del Ministerio
respectivo, presidida por un Jefe su-
perior de Administracién, la cual, con
los informes que juzgue precisos, for-
mularé propuesta numérica de orden
de entrada definitiva en plantilla de
los Aspirantes, pudiendo acordar la
exclusion del que por falta de asidui-
dad o por los resultados desfavora-
bles de su labor no deba ingresar al
servicio de la Administracién.

8) Las ensefianzas seran dadas en
clases alternas, de dos horas como
minimum las practicas y de hora y
media las de cursos periodicos. La
duracién total de dichas ensefianzas
sera de dos periodos semestrales.

Art. 15. Cuando algin Aspiran-
te, durante el tiempo de las enseian-
2as a que se refiere el articulo ante-
rior, quisiera trabajar como meritorio

en cualquier oficina del Ministerio
respectivo, serd admitido, y si el in-
forme del Jefe de aquélla fuere favo-
rable, se estimara por la Comision es-
pecial para formular la propuesta nu-
mérica que menciona el parrafo letra
/) del articulo anterior.

Art. 16, Los diversos Ministerios
podrin ponerse de acuerdo para la
organizacion en comin de ensefan-
zas generales a los mismos.

Art. 17.  Ademis de la entrada en
la escala del personal auxiliar, con
arreglo a lo prescrito en el apartado
B del articulo 5.%, podra ingresar la
mujer en el servicio técnico, por cual-
quiera de los modos que establece
este Reglamento, siempre que redna
las condiciones que en €l se seralan
y se someta a las mismas pruebas de
aptitud exigidas a los varones.

Mediante disposiciones especiales
emanadas de cada Ministerio, podran
exceptuarse de la anterior disposicion
aquellos cargos que, por su indole
singular, no deba desempear la mu-
jer.

CAPITULO III

Posesiones y cese—Traslados—Per-

mutas.—Asistencia a la oficina—Li-

cencias y vacaciones —Incompatibili-
dades

Art. 18. Los funcionarios perci-
birén el sueldo que les esté asignado
desde el dia en que tomen posesién
de su destino, excepto cuando hayan
obtenido éste por ascenso en turno
de antigiiedad, caso en el cual deven-
garan el nuevo sueldo desde el dia si-
guiente al en que se hubiera produ-
cido la vacante respectiva.

El plazo para tomar posesién, tra-
tindose de ingreso en el servicio, o
de ascenso o traslado que impliquen
cambio de residencia, serd de treinta
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bilitados, mediante orden especial
dictada por Autoridad competente,
para desempeiiar, y desempefien, car-
gos de la categoria superior inmedia-
ta, tendrin el mismo derecho conce-
dido en la anterior disposicién tran-
sitoria a los funcionarios ascendidos
en comisién.

14, Los actuales funcionarios que
por ministerio de la ley pasen a ocu-
par, dentro de su categoria, puestos
de la clase inmediata superior con el
sueldo correspondiente, no necesita-
ran ningdn otro requisito para conso-
lidar el nuevo cargo, aunque las leyes
o reglamentos anteriores lo exigicran.

15. El excedente de personal de
todas las categorias y clases que re-
sulte de la formacién de nuevas plan-
tillas con arreglo a los preceptos de
la nueva ley de 22 de julio de 1918,
permaneceri en el servicio activo y
disfrutara de iguales beneficios que el
comprendido en las dichas plantillas.

Para extinguir el citado excedente
de personal se amortizari una de
cada dos plazas que vaquen de cada
clase donde tal excedente exista.

16.  Se suspenderdn asimismo los
turnos de provisién de vacantes que
establece este Reglamento en aquellas
clases que deban pasar con preferen-
cia los funcionarios comprendidos en
las disposiciones transitorias 12 y 13,
hasta que dichos funcionarios ocupen
los cargos que segn tales disposicio-
nes les correspondan.

17. Los turnos de provision de
plazas determinados en este Regla-
mento serdn aplicables, con la excep-
cién sciialada en la disposicion tran-
sitoria anterior, a las vacantes que no
hayan de amortizarse como conse-
cuencia de la formaién de nuevas
plantillas. La numeracién de las va-
cantes en relacién con los turnos ha-
bri de referirse siempre a las no
amortizables.

Sin embargo, no se aplicarin los
turnos de oposicié:

) En general, mientras haya ex-
cedente de personal en las respecti-
vas clases, como consecuencia de la
formacién de nuevas plantillas; y

b) Tratindose de Oficiales de
tercera clase, hasta que quede extin-
guida la de Oficiales cuartos.

18. No podrin ser disminuidos
los haberes que actualmente disfrutan
los empleados temporeros que pasen
a ser Auxiliares de tercera clase.

En consecuencia, aquellos de di-
chos temporeros que en 22 de julio
de 1918 percibieran mas de 1.500 pe-
setas por el indicado concepto, ten-
dran derecho a que se les abone la di-
ferencia como gratificacion.

19. En los Ministerios donde hu-
biere varios escalafones de funciona-
rios se refundirin en uno solo, a no
ser que por la irreductible diversidad
de los servicios a que se hallen afec-
tos unos y otros funcionarios por la
especialidad de las condiciones exigi-
das para el ingreso en los respectivos
Cuerpos o para el desempeiio de las
funciones a éstos encomendadas, o
por la limitacién de categorias y cla-
ses en las escalas, no haya posibilidad
de realizar tal refundicién sin entor-
pecer los trabajos administrativos o
lesionar derechos de los interesados.

20. Las Asociaciones, agrupacio-
nes o representaciones colectivas de
funcionarios que existan en la actua-
lidad habrén de solicitar dentro del
plazo improrrogable de un mes, des-
de la publicacién de este Reglamen-
to, la autorizacién ministerial para
subsistir que estd prevenida en la base
10 de la ley de 22 de julio de 1918,
acompafiando una copia de los Esta-
tutos, Reglamentos, contratos o
acuerdos por los cuales se rijan, con
expresion del nimero de los asocia-
dos o afiliados que fuesen funciona-
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Art. 68.  El Tribunal de honor se
constituiré para cada caso, y seri for-
mado siempre por siete funcionarios,
seis de ellos Vocales y uno Presiden-
te, con sujecion a las reglas que si-
guen:a) Cuando el inculpado fuere
Oficial o Jefe de Negociado, cuatro
de los Vocales seran de la misma cla-
se que €l, pero de mayor antigiicdad,
si los hubiere, y dos de clase superior.
Presidird un Jefe de Negociado o uno
de Administracion, respectivamente.

b) Cuando el inculpado fuere
Jefe de Administracion, los Vocales
habran de ser de clasc superior, si los
hubsiere, y si no, de la misma clase.
Presidira un Jefe superior de Ad-
‘ministracién.

Art. 69. El Presidente y tres de
los Vocales de los Tribunales de h
nor habrén de residir en punto dis
tinto del en que preste servicio el in-
culpado, excepto cuando éste se ha-
lle destinado en Madrid.

Art. 70. No podrin ser designa-
dos Presidentes ni Vocales de un Tri-
bunal de honor los funcionarios que
hubieren sufrido correcciones por
faltas graves o muy graves de las de-
terminadas en el articulo 58, cometi-
das en ¢l desempefio de su cargo.

Art. 71, Los funcionarios que ha-
yan de constituir el Tribunal de ho-
nor serén elegidos, entre los que ten-
gan las condiciones requeridas, por
los de su misma clase en el respecti-
vo Centro o dependencia.

La eleccién habra de hacerse en el
plazo méximo de cinco dias, a contar
de la fecha de la orden o autorizacién
del Ministro respectivo.

Art.72. El Tribunal empezaré a
actuar dentro del tercer dfa, a partir
de su eleccién, y con el nombramien-
to se comunicarin o entregarin al
Presidente la denuncia o pruebas que
hubieran dado lugar a la constitucién
de aquél.

Reunido el Tribunal en la pobla-
cién de destino del inculpado, des-
pués de conocer la acusacién, proce-
derd, por su parte, a practicar, en tér-
mino de tres dias como méximo,
cuantas diligencias de investigacién
considere necesarias para formar jui-
cio. Seguidamente, citaré al interesa-
do para que comparezca en plazo de
tercero dia, prorrogable solamente en
el caso de enfermedad debidamente
justificada y por el tiempo de dura-
cién de la misma.

Cuando aquél comparezca, se le
darén a conocer los cargos que hu-
bieran determinado la reunién del
Tribunal, y se le invitara a que pre-
sente sus descargos y las pruebas en
que los apoye, concediéndosele al
efecto un plazo que en ningin caso
excederé de cinco dias. Transcurrido
tal plazo, se sefialard el juicio para dos
dias después, citando al acusado para
que se defienda por si o por medio
de tercera persona. Se entenderi que
renuncia a su derecho si no compa-
rece ni presenta defensor.

Los acuerdos del Tribunal se to-
marén por mayoria absoluta de votos.
Ni el Presidente ni los Vocales po-
drén abstencrese de emitirlos. Las ac-
tuaciones y la votacién se manten-
drén sccretas.

Art.73. Los funcionarios que se
resistieren a ejercer los cargos de Pre-
sidente o Vocal de un Tribunal de
honor, o a emitir su voto para la re-
solucién que éste haya de adoptar, se-
rin corregidos adminisrativamente
como autores de falta grave.

El parentesco, la amistad intima o
la enemistad manifiesta con el acusa-
do, serdn motivos de recusacién, que
podra formular éste, o cualquier otro
funcionario. El Ministro respectivo
decidira con cardcter definitivo, y en
el término de tercero dia, si procede
o0 no la recusacién, en cada caso.
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dicte el oportuno acuerdo, o resolve-
ré por si, cuando se tratare de fun-
cionarios de su propio Departamen-
to.

Art. 80. Si en la solicitud estuvie-
ren comprendidos funcionarios de-
pendientes de varios Ministerios, el
Ministro de la Gobernacion la eleva-
ré a la Presidencia del Consejo de Mi-
nistros, la cual resolvera, después de
ofr a los Departamentos respectivos.

Art. 81. Mientras no recaiga re-
solucién ministerial en las solicitudes
a que se refieren los articulos anterio-
res que debera dictarse dentro del
mes siguiente a la presentacién de és-
tas, quedari en suspenso para todos
los efectos el plazo de ocho dias fija-
do en el articulo 4 de la ley de 30
de junio de 1887.

Art. 82, ElMinistro de la Gober-
nacién comunicari a las Autoridades
gubernativas la aprobacion expresa o
Ia negativa ministerial para formar las
Asociaciones, agrupaciones o repre-
sentaciones colectivas de funciona-
rios. La negativa ministerial impedira
la constitucién de éstas. La resolucion
aprobatoria se publicaré en la Gaceta
de Madrid.

Art. 83. Constituird desobedien-
cia grave el hecho de pertenecer a
Asociaciones, agrupaciones o repre-
sentaciones colectivas de funciona-
rios piiblicos, contraviniendo la nega-
tiva ministerial de aprobacién, a la or-
den, también ministerial, de disol-
verlas.

Art. 84. El Gobierno podré de-
cretar la disolucion de cualquier Aso-
ciacién de funcionarios dando cuen-
ta de su acuerdo a las Cortes.

Art. 85. En todo lo no determi
nado por la ley de 22 de Julio de 1918
y por este Reglamento, sera de apli-
cacién a las Asociaciones, agrupacio-
nes y representaciones colectivas de
funcionarios la ley de 30 de Junio de
1887.

CAPITULO VI

Retenciones

Art. 86. A los funcionarios sola-
mente se les podri embargar o rete-
ner la séptima parte del sueldo que
disfruten, entendiéndose que esto
serd también aplicable a los que ac-
tualmente tengan retenidos o embar-
gados sus haberes.

CAPITULO VIII

Jubilaciones

Art. 87.  La jubilacién de los fun-
cionarios de los Cuerpos generales de
la Administracién civil del Estado
serd forzosa por razén de edad o por
imposibilidad fisica notoria, y volun-
taria por las mismas causas o por reu-
nir determinado nimero de afios de
serivicios.

En las clasificaciones que en lo su-
cesivo se verifiquen, se computard
como tiempo de servicios el de los
prestados en destinos de aspirante a
Oficial, con sueldo detallado en los
presupuestos del Estado.

Art. 88. La jubilacién forzosa a
los sesenta y siete aios de edad, seri
automiticamente aplicada a los fun-
cionarios.

No obstante lo establecido en el
pérrafo anterior, los funcionarios que
al llegar a los sesenta y siete afios de
edad tuvieran més de diez afios y me-
nos de veinte de servicios, podrin
continuar desempefiando su cargo
hasta completar este tiempo, previo
expediente de capacidad que deberd
instruirse todos los afios, haciéndose
constar la resolucién que recayere,
cuando fuese favorable al interesado,
en el respectivo titulo administrativo.

Art. 89.  Lajubilacién forzosa por
imposibilidad fisica notoria se acor-
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Art. 74, Los fallos de los Tribu-
nales de honor serdn necesariamente
absolutorios o condenatorios.

Los funcionarios respecto de los
cuales los Tribunales de honor falla-
sen que han realizado actos deshon-
rosos que les hagan desmerecer en el
concepto publico o indignos de se-
guir desempefando sus funciones se-
rin condenados: a solicitar la jubila-
ci6n, si tuvieren cuarenta afios de ser-
vicios o sesenta y cinco de edad; o la
cesantia en otro caso, 0 a la separa-
cién definitiva del servicio.

Art. 75. Cuando sea condenato-
tio el fallo de un Tribunal de honor,
citaré éste de nuevo al acusado, y al
comunicarle tal fallo, le preguntara si
esté dispuesto a presentar en el acto
de la solicitud de jubilacién o de ce-
santia en sus casos. Si la contestacién
fuese negativa o dilatoria, el Presi-
dente del Tribunal comunicar el fa-
llo al Jefe del Centro o dependencia,
quien propondra al Ministro la sepa-
racién definitiva del funcionario con-
denado.

Art. 76.  Los fallos de los Tribu-
nales de honor, aprobados por el Mi-
nistro del ramo, previa audiencia del
Consejo del Estado acerca de la ob-
servancia de los requisitos y trimites
aplicables a cada caso, seran ejecuti-
vos inmediatamente, sin perjuicio del
recurso contencioso-administrativo
cuando procediere.

Art. 77, El Presidente y los Vo-
cales de los Tribunales de honor ten-
drin derecho al abono de gastos de
viaje y al de dietas desde la salida del
lugar de su destino hasta el regreso al
mismo el dia siguiente al en que re-
caiga el fallo. Los gastos correspon-
dientes seran abonados con cargo a
los créditos que para visitas de ins-
peccion estén consignados o se con-
signen en los presupuestos de los Mi-
nisterios respectivos.

CAPITULO VI

Asoctaciones de funcionartos

Art. 78.  Los funcionarios podrén
asociarse con arreglo a la Constitu-
cién y a las leyes, gozando a tales
efectos de plena personalidad juri-
dica.

Cualquier Asociacion, agrupacion
© representacién colectiva de funcio-
narios dependientes de un Ministerio
© de varios, aunque tengan por obje-
to un legitimo interés o el auxilio o
beneficio mutuo de los que las com-
pongan, y no obste al buen servicio
del Estado, necesitara para formarse
la expresa aprobacion ministerial.

Art. 79. Para formar un organis-
mo de los comprendidos en el articu-
lo anterior, sus fundadores o inicia-
dores deberin presentar al Director
general de Seguridad, cuando se tra-
te de la provincia de Madrid, o al Go-
bernador civil respectivo, si s trata-
re de otra provincia, a més de los do-
cumentos sefialados en el articulo 4.”
de la ley de 30 de Junio de 1887, una
instancia dirigida al Ministro de la
Gobernacién, consignando las De-
pendencias donde prestan servicio
solicitando la aprobacién necesaria
para constituirse en Asociacion. La
Autoridad gubernativa ante quien se
hubiere presentado dicha instancia, la
elevara con su informe al Ministerio
de la Gobernacién, dentro de terce-
ro dia, acompafando todos los docu-
mentos que a la misma solicitud se
hubieren unido y el informe, asimis-
mo, del Jefe o Jefes de las Dependen-
cias provinciales a que pertenezcan
los funcionarios sobre la procedencia
de acceder o no a lo pretendido.

El Ministro de la Gobernacién re-
mitird la documentacién a que el
parrafo anterior se refiere, al Minis-
tro de que dependan los funcionarios
cuya Asociacién se intente, para que
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provisién de vacantes de entrada de
los subalternos en los distintos servi-
cios, y a los requisitos y tramites exi-
gidos para los nombramientos, siem-
pre que ellos no sean opuestos a la
ley de 10 de julio de 1885, cuyo es-
tricto cumplimiento se mantiene con
relacién al personal de que se trata

Art.97. Se aplicarin en lo posi-
ble al personal subalterno las dispo-
siciones establecidas en el presente
Reglamento para los funcionarios,
respecto de posesiones, ceses, permu-
tas, licencias y retenciones.

DISPOSICION ESPECIAL

Los funcionarios del Ministerio de
Gracia y Justicia que prestan servicios
en la Subsecretaria y en la Direccién
General de Prisiones, tanto en los res-
pectivos Cuerpos técnicos como en
los administrativos, quedan compren-
didos en los preceptos de la ley de 22
de julio de 1918 y de este Reglamen-
to, y disfrutaran de las dotaciones es-
tablecidas en la Base 1 de aquélla,
considerindose al efecto asimilados
sus cargos a las categorias y clases de
dicha ley con que tengan mayor se-
mejanza, en razon a los haberes.

Persistiran los escalafones en que
actualmente se hallan divididos aque-
llos funcionarios, regulindose el in-
greso y los ascensos en la misma for-
ma que este Reglamento establece
para todos los demis funcionarios de
Ios Cuerpos generales, con la sola ex-
cepcién de que los opositores que no
procedan de las escalas administrati-
vas tendrdn que ser en todo caso
Letrados.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

1 La adaptacién del actual per-
sonal en servicio activo de los Cuer-

pos generales de la Administracién
civil del Estado a las categorias y cla-
ses que establece el articulo 1., salvo
lo prescrito para el Ministerio de
Gracia y Justicia en la disposicion es-
pecial y en la tercera de estas dispo-
siciones transitorias, se hara con su-
jecién a los preceptos siguientes:

A) Los Jefes de Administracion
de primera, de segunda y de tercera
clase; los Jefes de Negociado y los
Oficiales de primera, de segunda y de
tercera clase, todos ellos en propie-
dad, ocuparan en las escalas del per-
sonal técnico puestos de la misma de-
nominacién, con las nuevas dotacio-
nes que a las respectivas clases se
asignan en dicho articulo. Los Oficia-
les de tercera clase gozardn, adems,
de una gratificacién anual de 500 pe-
setas, mientras no asciendan a la cla-
se inmediata superior.

B) Los Jefes de Administracién
de cuarta clase y Oficiales cuartos
ocuparin, dentro de sus respectivas
categorias, puestos de la clase inme-
diata superior, con los nuevos suel-
dos.

C) Los Oficiales de quinta clase
y los Aspirantes figurarin en una cla-
se transitoria de Oficiales cuartos, a
extinguir, con sueldo anual de 2000
pesetas, y con derecho, aparte el de-
terminado en la segunda de estas dis-
posiciones transitorias, a ocupar las
vacantes de Oficial de tercera clase en
las nuevas escalas del personal técni-
co, excepto las reservadas para los
opositores aprobados y las sujetas a
la amortizacién, a tenor de las dispo-
siciones transitorias 9." y 15.

Seran también considerados como
Oficiales cuartos a extinguir, con
sueldo anual de 2.000 pesetas, los em-
pleados similares a los Aspirantes, en-
tendiéndose por tales los actuales
temporeros que, en cumplimiento de
disposiciones ministeriales, habida
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dar4 por el Ministerio de Hacienda,
previo expediente que se incoaré de
oficio, en el que informari el Jefe su-
perior del Centro o dependencia al
que estuviere adscrito el funcionario,
sea cual fuere su edad, incapacitado
para continuar en el servicio activo;
justificindose este extremo en la for-
ma reglamentaria.

Art.90. En los casos de jubila-
cion forzosa por edad, servird de re-
gulador para el sefialamiento del ha-
ber pasivo el sueldo asignado al car-
g0 que se estuviere desempefiando,
sea cual fuere el tiempo que se hu-
biese ejercido a menos que se haya
disfrutado durante dos o mis aiios
otro sueldo mayor, en condiciones
que legalmente permitan considerar-
lo como base para aquella regulacion.

Art. 91. Los funcionarios que
cuenten sesenta y cinco afios de edad,
que sin llegar a ella justifiquen impo-
sibilidad fisica, o que lleven mis de
cuarenta afios de servicios efectivos
abonables, tendrin derecho a ser de-
clarados jubilados a su instancia

A las declaraciones por el dltimo
de los dichos conceptos, habrs de
preceder en todo caso informe del
Centro directivo del Ministerio de
Hacienda que tenga a su cargo el ser-
vicio de Clases pasivas.

Tal informe debera limitarse a e
presar el tiempo acreditable de servi-
cios que para la jubilacién retina el
respectivo funcionario.

CAPITULO IX

Personal subalterno

Ar.92 El personal subalterno de
Porteros, Ordenanzas, Mozos de ofi-
cio y sus similares, de los Centros y
dependencias de la-Administracién
civil del Estado, disfrutars el haber

minimo de 1.250 pesetas y el méximo
de 4.000.

Cada Ministerio formari nuevas
plantillas de este personal, dentro de
los limites indicados, con sujecién a
la siguiente escala de sueldos: 4.000,
3500, 3.000, 2.500, 2.000, 1.500 y
1.250 pesetas.

La totalidad de esta escala de suel-
dos sera aplicada tnicamente a los es-
calafones generales de personal su-
balterno, manteniéndose para el que
pertenezca a otros escalafones o a
plantillas independientes las mismas
categorias que en la actualidad tenga,
con el consiguiente aumento de ha-
ber.

Art.93. En el escalafon general
de subalternos del respectivo Depar-
tamento serin comprendidos todos
los que no se rijan por Reglamentos
o disposiciones especiales, clasifica-
dos por sueldos, aunque las plazas
tengan distintas denominaciones, y,
dentro de cada escala, por riguroso
orden de antigiiedad. N

Art.94. El ingteso de los subal-
ternos en el servicio ser siempre por
las plazas de menor sueldo

El ascenso se otorgaré por antigiie-
dad rigurosa, dentro de cada escala-
fon o plantilla, exceptuindose las va-
cantes de Portero Mayor, que se pro-
veerin por eleccion del Ministro, en-
tre los subalternos de sueldo inmedia-
to inferior.

Art. 95. Se establece un turno
para el reingreso de cesantes que no
tengan nota desfavorable en su expe-
diente, reservindose a tal efecto una
de cada seis vacantes del sueldo res-
pectivo.

Los cesantes que no acepten dos
consecutivos nombramientos perde-
rén el derecho a ulterior colocacién.

Art. 96. Continuaré aplicandose
en cada Ministerio la legislacion vi-
gente en la actualidad respecto a la
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por el de la cuantia de los haberes o
emolumentos que perciban.

2* El personal auxiliar quedard
constituido transitoriamente por los
Oficiales cuartos, a extinguir, y por
los empleados temporeros nombra-
dos Auxiliares de tercera clase.

Los Oficiales cuartos, a extinguir,
en tanto no pasen a ocupar cargos de
Oficial de tercera clase, seran nom-
brados, con el orden con que figuren
en su escala, para desempefiar los em-
pleos de Auxiliar de primera clase
comprendidos en las nuevas plantillas
que se formen, siempre que lleven
dos afios de servicios en la Adminis-
tracién civil del Estado. Los que no
obtengan tales empleos serén consi-
derados como Auxiliares de segunda
clase.

3+ Los funcionarios administrati-
vos que actualmente prestan servicio
en el Ministerio de Gracia y Justicia
sin tener el caracter de Letrados, sélo
podrin pasar al escalafon técnico de
la Direccién general de Prisiones.

4+ En aquellos casos en que, por
preceptos especiales anteriores al dia
22 de julio de 1918 se hubieren fija-
do a ciertos cargos sueldos interme-
dios entre los de 10.000 y 12.500 pe-
setas, se les asignard un aumento an4-
logo al establecido por dicha ley para
Ia clase inmediata inferior.

La asignacion de los nuevos suel-
dos a que se refiere el pérrafo prece-
dente scguird en vigor hasta que,
aprobadas las plantillas que han de
formarse con sujecién a las disposi-
ciones de Ia repetida ley, cesen en el
servicio activo los funcionarios que
los perciban.

5 Laadaptacién a las nuevas ca-
tegorias y clases de los cesantes y los
excedentes actuales, desde los Jefes
de Administracién de primera clase
hasta los Aspirantes, se realizara de
modo anilogo al establecido para el
personal activo.

No se reconoceri derecho para fi-
gurar como cesantes en la escala
correspondiente segln este Regla-
mento, a titulo de haber desempeifia-
do empleo de las clases definidas en
el pirrafo scgundo del precepto C y
en el precepto D de la primera de es-
tas disposiciones transitorias.

62 Quienes estuviesen desempe-
fiando en 22 de julio de 1918 cargos
de Gobernador civil, o los hubieren
desempefiado antes de dicha fecha,
serin declarados Jefes de Administra-
ci6n de primera clase, excedentes, sin
sueldo, con sujecion a los siguientes
preceptos:

a) Sera condicién precisa para
obtener la declaracién de excedencia,
a los efectos de esta disposicién, cum-
plir o haber cumplido més de dos
afios en el ejercicio del cargo de Go-
bernador civil.

b) Los Gobernadores y ex Go-
bernadores que en la mencionada fe-
cha hubiesen cumplido los dos afios
a que se reficre el precepto anterior,
deberan solicitar aquella declaracién
hasta el 4 de octubre préximo inclu-
sive, dia en el cual expira el plazo de
sesenta, a partir de la publicacién de
la ley de 22 de julio de 1918, que la
misma estableci6. El hecho de estar
incluido en los escalafones formados
con anterioridad a la publicacién de
dicha ley, tanto en la Residencia del
Consejo como en los distintos Minis-
terios, no releva del cumplimiento de
aquel requisito, indispensable para
hacer valer el nuevo Derecho.

&) Los Gobernadores y ex Go-
bernadores en 22 de julio de 1918
que no hubiesen cumplido entonces
los referidos dos afios, deberan instar
la declaracién de excedencia en el
plazo improtrogable de sesenta dias,
a contar del en que, por haber com-
pletado el expresado periodo de dos
afios, consoliden su categoria.
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cuenta de su caricter de permanen-
ciay de la calidad del trabajo que rea-
lizan, hayan sido considerados como
Escribientes auxiliares fijos para la
prestacion de servicios analogos a los
de Aspirante.

Los funcionarios a que se refieren
los dos pérrafos anteriores podran to-
mar parte en los ejercicios de oposi-
cién entre Oficiales a cargos dc Jefes
de Negociado de tercera clase, cuan-
do lleven en afios de servicios, seis de
ellos en empleos de oficial.

En la nueva escala de Oficiales
cuartos, a extinguir, los funcionarios
comprendidos en el pirrafo segundo
de este precepto serdn colocados a
continuacién de los Aspirantes.

D) Los actuales temporeros, que
habiendo sido nombrados antes del
dia 24 de julio de 1918, lleven mas
de cinco afios de servicios o posean ti-
tulo académico, pasardn a ser desde
luego Auxiliares de tercera clase con
todos los derechos que en tal concep-
to les corresponden, segin las pre-
venciones de este Reglamento, en
cuanto su nimero sea igual o inferior
al de plazas previstas cn la plantilla
del Cuerpo auxiliar del respectivo
Ministerio, cuya plantilla en ningiin
caso tendré un nmero de plazas su-
perior a los dos tercios de los tempo-
reros que existan en cada Ministerio,
yalos cuales se extienden los precep-
tos de esta disposicién. Si el nimero
es superior, el ingreso tendrd lugar
por orden de antigiiedad.

Si con los temporeros a que se re-
fiere el parrafo anterior no se cubrie-
se integramente la plantilla del Cuer-
po Auxiliar, para proveer las plazas
restantes, asi como para la provisién
de las vacantes que se vayan produ-
ciendo, se formard un escalafén de
temporeros en virtud del examen de
suficiencia que tendré lugar dentro
de dos meses de la publicacién de
este Reglamento.

Los temporeros que no se sometan
a examen o en €l no obtengan decla-
racién de suficiencia quedaran cesan-
tes. Los demis cubriran las vacantes
en cl Cuerpo Auxiliar por el orden en
que figuren en el escalafén que se for-
maré en virtud de examen de su-
ficiencia.

A los efectos de lo dispuesto en los
dos pirrafos anteriores, seran consi-
derados como temporeros quienes,
sin tener categorfa administrativa, ni
la condicién de similares a los Aspi-
rantes a que se refiere el parrafo se-
gundo del precepto anterior, reiinan
todas las circunstancias siguientes:

@) Que perciban sus haberes o
emolumentos con cargo a créditos
comprendidos en los Presupuestos
generales del Estado, no para mate-
rial exclusivamente, sino de un modo
expreso, para nombramiento de tem-
poreros, o globales, cuya distribucién
esté debidamente ordenada por auto-
ridad competente.

b)  Que realicen trabajos de ofici-
na en Centros o dependencias de los
Ministerios, y no estén adscritos a ser-
vicios cuya ejecucion exija condicio-
nes especiales de indole no adminis-
trativa, que les hagan insustituibles
por los demds temporeros dedicados
a aquellos trabajos.

©) Que no hayan obtenido su
nombramiento para la realizacién de
servicios eventuales o periddicos de
breve duracién, y

d) Que no se hallen afectos a
Cuerpos facultativos o especiales, ni
tengan, como consecuencia de ello,
organizacién peculiar e independien-
te de la del resto de los temporeros
al servicio de los Centros o depen-
dencias ministeriales.

Los temporeros figurardn en la es-
cala de Auxiliares de tercera clase por
el orden de mayor tiempo de servi-
cios, y en caso de igualdad de éste,
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tracién de primera clase a que se con-
trae el apartado A) del articulo 4.5,
con excepcion de Jas de cargo de De-
legado de Hacienda, de las origina-
das por cesantia o separacion del ser-
vicio en los casos del articulo 66 y de
las que deban ocupar los excedentes,
referidos en el capitulo 4, se hara
con sujecién a los preceptos siguien-
tes:

Habrié cuatro turnos:

a) De ascenso, por antigiiedad,
del Jefe de Administracion de segun-
da clase que ocupe el primer lugar de
la respectiva escala.

b) De ascenso, por eleccion, de
un Jefe de Administracion de segun-
da clase entre los que figuren en el
primer tercio de la escala respectiva.

¢) De nombramiento de exce-
dente, de los referidos en la mencio-
nada disposicién transitoria, que figu-
re en cl primer lugar de la respectiva
escala; y

d) De reingreso de Jefe de Admi-
nistracion de primera clase, cesante,
que ocupe el primer lugar de la esca-
la respectiva.

De cada cuatro vacantes, se reser-
varé una para el turno ¢}, de exceden-
tes, y de cada seis, otra para el de
reingreso de cesantes. Las demds se
proveeran por los turnos de ascenso,
alternando siempre en ellos la anti-
giiedad y la eleccion.

Cuando haya que declarar desier-
to el turno de reingreso de cesantes,
por no haberlos de momento en es-
cala 0 no aceptar ninguno de los
nombrados, se cubriri la vacante de
que se trate por el turno de ascenso
aplicable segiin la alternativa fijada en
el parrafo anterior.

8+ En tanto figuren en las esca-
las de personal técnico y del auxiliar
funcionarios que hayan ingresado en
el servicio mediante oposicién cele-
brada con anterioridad a la publica-

ci6n de este Reglamento, se exceptua-
rén de la alternativa de la antigiedad
en la clase y del tiempo de servicios
en los turnos de ascenso, dispuesta en
los apartados E) del articulo 4." y A)
del articulo 5.°, las vacantes que
correspondan a los referidos funcio-
narios.

9. Los opositores actualmente
aprobados con derecho reconocido a
ocupar plazas de los Cuerpos genera-
les de la Administracién civil del Es-
tado, serdn considerados como exce-
dentes sin sueldo, de la categoria y
clase que les correspondan con arre-
glo a lo prevenido en el articulo 1.2 y
al precepto aplicable de la primera de
estas disposiciones transitorias.
Como tales excedentes figuraran en
el lugar adecuado del escalafén vigen-
te e ingresaran en el servicio activo
ocupando una de cada dos vacantes
de su clase no sujetas a la amortiza-
cién prescrita en la décimoquinta dis-
Pposicién transitoria.

10. El precepto contenido en el
articulo 9. no seré de aplicacién a los
funcionarios que en 22 de julio de
1918 poseyesen nombramiento de
Jefe de Negociado de primera clase u
Oficial primero.

11, Los funcicnarios que desem-
pefien cargos en comisién por haber
ocupado otros de categoria superior
con anterioridad al dfa 22 de julio de
1918, figuraran en los primeros luga-
res de las escalas respectivas, hasta
que lleguen a ocupar cargo de la ca-
tegoria y clase que le. corresponda.

12. Los funcionarios ascendidos
en comision por virtud de la adapta-
cién de la ley de 2 de marzo de 1917,
ocuparin por su orden las primeras
vacantes que ocurran en las catego-
rias y clases para que fueron nombra-
dos en tal comisién.

13. Los funcionarios que en la
actualidad lleven mis de dos afios ha-
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d) Quienes hallindose en las con-
diciones indicadas hayan cumplido
los diez afios de servicios efectivos
que el Real Decreto de 15 de julio de
1901, exigia para reconocer derecho
a ocupar vacantes del respectivo es-
calafén, podrén, acompadando rela-
cién de sus servicios, solicitar su in-
clusién como excedentes en una sec-
cién especial de los escalafones gene-
rales de la Presidencia del Consejo de
Ministros o del Ministerio por el cual
opten, entre los de Gracia y Justicia,
Gobernacién, Hacienda, Fomento e
Instruccién Pablica. Las instancias se
presentardn en la Presidencia del
Consejo de Ministros, que las cursa-
rd seguidamente al Departamento en
cuyo escalafon se solicite el ingreso,
o invitara al solicitante para que en el
término més breve posible concrete
su peticion, si ésta ofreciese dudas.
En ningdn caso podra solicitarse la
inclusion ms que en un escalafon, y
el Ministerio respectivo debers, pre-
vio examen de la justificacion que se
aporte o de la que conste en los ar-
chivos del mismo, resolver en el pla-
20 de un mes sobre la inclusién
solicitada.

¢) Quienes no hayan cumplido
diez afios de servicios, pero si tengan
prestados més de dos en el cargo de
Gobernador habrén de solicitar nece-
sariamente su inclusién en la Seccién
correspondiente del escalafén del Mi-
nistetio en cuyo ramo hubieran pres
tado mis servicios en cualquier clase
© categoria, aparte los del expresado
cargo.

/) Quienes s6lo tengan prestados
servicios de Gobernador por mas de
dos afios y menos de dicz, Gnicamen-
te podran pedir su inclusion en la sec-
cién especial de excedentes de los es-
calafones de la Presidencia del Con-
sejo de Ministros o del Ministerio de
la Gobernacién.

&) Quienes por no haber cumpli-
do los diez afios de servicios que el
precepto d) previene, hayan de aco-
modarse para ser incluidos en el es-
calafon a los preceptos e) o f) podrin,
cuando lleguen a tener aquella con-
dicion, hacer uso del derecho a optar
que el citado precepto d) establece,
acordéndose en tal caso la baja en ¢l
escalafon donde hasta entonces fi-
gurasen.

5) El procedimiento para la pre-
sentacién y la resolucién de las soli-
citudes a que se refieren los precep-
tos €), /), y g), y el plazo para resol-
verlas, serén los mismos del precepto
d). Dicho plazo empezaré a contarse
desde el dia siguiente al de la inscrip-
cion en el respectivo Ministerio de la
solicitud de declaracién de exceden-
cia cursada por la Presidencia del
Consejo de Ministros.

i) Lainclusién en el escalafén de
excedentes se hard por orden de an-
tigiiedad en la clase, y en caso de te-
ner varios la misma, por el de mayor
tiempo de servicios en la Administra-
ci6n civil del Estado, o por el de edad
si este tiempo fucra también idéntico.

Queda nulo y sin ningin efecto el
escalafén de ex Gobernadores publi-
cado por la Presidencia del Consejo
de Ministros, y se considerarin dero-
gados la Real Orden de 21 de febreo
de 1901 y el Real Decreto de 15 de
julio del mismo afio.

La declaracion de excedencia en
los casos a que se refiere esta dispo-
sicién, no concederd nunca derecho
para servir en comisién cargos que no
sean de Jefe de Administracién de
primera clase, aunque no los hubiese
en el escalafén correspondiente, ni
para ser nombrado Gobernador civil.

7 Mientras existan excedentes
de los comprendidos en la disposi-
ci6n transitoria anterior, la provisién
de las vacantes de Jefes de Adminis-
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resado habrd de contestar por escri-
to, en el improrrogable término de
ocho dias. El instructor, con vista del
resultado de las actuaciones, haré la
correspondiente propuesta, funda-
mentada, de responsabilidad. Esta
propuesta se notificara al expedienta-
do en el término de tercero dia, para
que dentro de otro plazo de cinco
dias pueda alegar ante el Ministerio
respectivo cuanto considere conve-
niente a su defensa.

Transcurrido dicho plazo, el Jefe
de la dependencia o del Centro en su
caso, clevaré con su informe el expe-
diente al Ministro, para que, sin nue-
vo trémite, dicte la resolucién o
acuerdo que proceda.

Art. 63.  Si el funcionario someti-
do a expediente no acudiese al llama-
miento del instructor, se le emplaza-
ré por medio de los periédicos oficia-
les, sefialindosele un nuevo plazo
para comparecer, y transcurrido éste
sin haberlo verificado, sc continuara
sin su audiencia la tramitacién del ex-
pediente.

Lo mismo se hard si el expedienta-
do dejase de contestar dentro del pla-
20 el pliego de cargos que se le dirija.

Art. 64. Si el hecho perseguido
pudiera ser origen de procedimiento
criminal, por presentar caracteres de
delito, el instructor del expediente,
sin esperar a la ultimacién de éste,
daré parte al Juzgado, remitiéndole
certificacién de los documentos o di-
ligencias que se consideren necesarios
para la incoacién de la causa.

Art. 65. El Jefe del Centro o de-
pendencia, al ordenar la incoacién de
un expediente gubernativo, podra
acordar la suspensién del funcionario
objeto de €l, comunicindola en el
mismo dia al Ministerio para que en
término improrrogable de tres dias
pueda dictarse resolucion definitiva,
confirmando o revocando aquel
acuerdo.

Art. 66.  El Consejo de Ministros
podri acordar discrecionalmente, por
conveniencia del servicio, la cesantia
o separacién definitiva de cualquier
funcionario técnico o auxiliar, publi-
cando su resolucion en la Gaceta y
dando cuenta a las Cortes de la me-
dida adoptada. Para ello se notificara
al funcionario por el Ministerio dc
quien éste dependa que va a ser ob-
jeto de propuesta de cesantia o de se-
paracién. Indicandole sucintamente
Ia causa en que la propuesta se funde
para que en el plazo improrrogable
de tres dias pueda alegar por escrito
ante el propio Ministro lo que estime
conveniente a su defensa. El Consejo
de Ministros, con vista de dicha pro-
puesta y de |a alegacion escria del in-
teresado, acordard, sin mas tramites,
la resolucién que estime procedente.

Contra esta resolucién podra inter-
ponerse recurso contencioso-admi-
nistrativo, por infraccion de las pre-
cedentes reglas de procedimiento.

Las vacantes que se produzcan por
cesantia o separacién del servicio de
un funcionario, acordadas por el
Consejo de Ministros deberdn siem-
pre ser provistas fuera de turno, por
rigurosa antigiiedad.

Art. 67. Para juzgar a los funcio-
narios que hubieran cometido actos
deshonrosos que les hagan desmere-
cer en el concepto publico, o indig-
nos de seguir desempefiando sus fun-
ciones, podrin constituirse Tribuna-
les de honor:

@) Por iniciativa y mandato del
Ministro respectivo, y p

b) Por su autorizacién, a virtud
de demanda o denuncia concreta y
fundamentada de la mayoria de los
funcionarios que presten servicio en
el mismo Centro o dependencia.

La autorizacién del Ministro en el
caso b) habré de ser necesariamente
otorgada en el término de quinto dfa.
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al secreto que se debe guardar en los
trabajos; la insubordinacién en forma
de amenaza individual o colectiva; la
emisién, a sabiendas o por negligen-
cia 0 ignorancia inexcusables, de in-
formes manifiestamente injustos, o la
adopcién de acuerdos con las mismas
circunstancias; la falta de probidad y
las constitutivas de delito.

Art.59.  Los funcionarios que in-
dujeren directamente a otros a la co-
mision de una falta, incurriran en la
correccién sefalada para la misma,
aunque aquélla no se hubiere consu-
mado. Este precepto se aplicara a los
Jefes que toleren y a todos los funcio-
narios que encubran las faltas graves
y muy graves de los dems.

Art. 60. Los castigos o correccio-
nes disciplinarias que deberdn impo-
nerse a los funcionarios por faltas co-
metidas en el ejercicio de su cargo,
son las siguient

1+ Apercibimiento.

2 Multa, de uno a quince dias
de haber.

3. Traslado de destino o de re-
sidencia.

4 Suspension de empleo y suel-
do, de un mes a un afio.

5. Pérdida de uno a veinte pues-
tos en el escalafon.

6. Postergacion perpctua,

7. Cesantfa o separacién defini-
tiva del servicio.

" La primera correccion serd aplica-
da a las faltas leves; las segunda, ter-
cera, cuarta y quinta a las faltas gra-
ves, y la sexta y la séptima a las muy
graves.

‘El ‘apercibimiento se hard por es-
crito, en todo caso, y constara, como
los demis correctivos, en el expedien-
te personal del funcionario. El tercer
apercibimiento implicara la imposi-
cién de multa, en sus grados minimo
o medio.

La imposicién de tres multas en su
grado medio, y la de dos en su grado

maximo, determinarin el traslado de
destino o de residencia del funcio-
nario.

En la orden de traslado, impuesta
como castigo, se consignaré esta cir-
cunstancia. Dos traslados en el inter-
valo de tres afios, determinarin la
suspension de empleo y sueldo, en
sus grados minimo o medio. A la sus-
pensién de empleo y sueldo por més
de seis meses, ird siempre unida la
pérdida de puesto en el escalafén.

La cesantia impuesta como castigo
a los funcionarios activos, sélo les
atribuird derecho a configurar en el
escalafén de cesantes. La separacién
definitiva determinar la baja en el es-
calafén respectivo.

Art. 61. Todas las correcciones,
excepto la de apercibimiento, se im-
pondri por el Ministro del Ramo, en
virtud del expediente, con audiencia
del interesado.

En ningiin caso serdn aplicables a
los funcionarios otras correcciones
que las comprendidas en este ca-
pitulo.

Art. 62.  Salvo lo dispuesto en los
articulos 22, 30, 49 y 66, los funcio-
narios no podran ser declarados ce-
santes sino en virtud de expediente
gubernativo, con audiencia del inte-
resado, por las faltas muy graves de
moralidad, desobediencia o reitcrada
negligencia en-el cumplimiento de los
deberes de su cargo a que se refiere
el articulo 58. Instruird el expediente
gubernativo un funcionario de cate-
goria superior a la del que lo motive,
designado por el Jefe de la dependen-
cia o Centro donde el inculpado pres-
te servicio.

Se practicarén las pruebas testifical
y documental que conduzcan al escla-
recimiento del hecho imputado, for-
mulandose como consecuencia de
ellas, si hubiere lugar, el correspon-
diente pliego de cargos, que el inte-
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Real decreto de 7 de Febrero de 1827, clasificando 4 los Em-
pleados de Real Hacienda (Gaceta de Madrid, nim. 21,de

17 de febrero de 1827)

Siendo mi soberana voluntad que
los empleados en la carrera civil de
mi Real Hacienda tengan clases cono-
cidas, como sucede en las demas del
Estado, y que con arreglo d ellas se de-
terminen los sueldos y distintivos que
cada uno ba de tener en lo sucesivo, y
el orden de sus ascensos; habiendo
oido a mi Consejo de Estado, y con-
forméandome con su dictémen, he te-
nido 4 bien mandar se observen y
guarden las reglas contenidas en los
articulos siguientes:

1° Todos los empleados en la
cartera civil de mi Real Hacienda se
dividirdn en cuatro clases, que s de-
nominaran: 1.* Consejeros; 2. Inten-
dentes de Provincia; 3.* Gefes de ad-
ministracion; 4. Oficiales de Real
Hacienda.

2. Para fijar mas bien la conside-
racion que han de tener dichos em-
pleados, el orden de los ascensos y
sus dotaciones respectivas, se subdi-
vidirin las clases 2, 3. y 4. en las si-
guientes: La 2. en Intendentes de
Provincia de primera, segunda y ter-
cera clase. La 3.* en Gefes de admi-
nistracion de primera, scgunda y ter-
cera clase. Y la 4. en Oficiales pri-
meros, segundos, terceros, cuartos,
quintos, sextos, séptimos, octavos,
novenos, décimos y undécimos.

3 En cada una de las clases re-
feridas y en sus subdivisiones, sc
comprenderin no s6lo los empleados
conocidos hasta ahora con el nombre
que s les da, sino tambien todos
aguellos que por su ocupacion y ca-
lidad deban tener igual representa-
cion.

Los sueldos que corresponde-
rin en lo sucesivo 4 los empleos con-
tenidos en dichas cuatro clases y en
sus subdivisiones, seran los siguien-
2 clase, Consejeros, cincuenta
mll reales de vellon; 2.* clase, Inten-
dentes de Provincia; de primera cla-
se cuarenta mil reales, de 2. treinta y
cinco mil, de 3.* treinta mil; 3.* clase,
Gefes de administracion; de 1.* clase
veinte y cuatro mil reales, de 2." vein-
te mil, de 3. diez y seis mil; 4. clase,
Oficiales de Real Hacienda; primeros
veinte y cuatro mil reales, segundos
veinte mil, terceros diez y seis mil,
cuartos catorce mil, quintos doce mil,
sextos diez mil, séptimos ocho mil,
octavos seis mil, novenos cinco mil,
décimos cuatro mil, undécimos tres
mil. Cuando los Intendentes de Pro-
vincia reunan 4 este concepto el ca-
racter y atribuciones de los de Ejer-
cito, gozarin el sueldo anual de cua-
renta y cinco mil reales, y los hono-
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con las divisas convenientes, para que
por cilas se conozca su ocupacion y
clase 4 que pertenecen. A este fin dis-
pondreis se formen los correspon-
dientes disciios, y los presentareis
para mi soberana aprobacion cuidan-
do de que sean sencillos y econémi-
cos, asi como de que no se confun-
dan con los de otras carreras ni clases.

18. Para fijar el orden gradual de
los ascensos con la exactitud y justi-
ficacion que corresponde, se formara
una escala general y las demas parti-
culares que convengan, con conside-
racion 4 la diferente naturaleza de los
empleos y de los ramos que constitu-
yen mi Real Hacienda.

19. En dichas escalas se com-
prenderan por ¢l orden de clases de
‘menor 4 mayor todos los empleos que
respectivamente corresponda 4 cada
una, y todos se enlazarén de tal modo
que formen la general, por la cual
puedan llegar al Gltimo término de la
carrera los empleados que mas se dis-
tingan y sobresalgan en lla por su sa-
ber, aplicacion y conducta.

20. Los empleados comprendi-
dos en una escala particular ascende-
tin en ella misma, segun sus clases y
antigiiedad, y tendrén opcion 4 pasar
4 otra con estas mismas consideracio-
nes, siempre que acredite préviamen-
te estar adornados de los conocimien-
tos y circunstancias que requieren los
destinos contenidos en la escala 4 que

intenten pasar 6 4 que Yo tenga 4
bien trasladarlos.

21.  Las propuestas dentro de una
misma clase se harén por rigorosa an-
tigiedad, 4 no mediar alguna justa
causa que lo impida; pero para pasar
de una clase 4 otra, sc estard al ma-
yor mérito y capacidad acreditada en-
tre los que ocupen la inmediata ante-
rior 4 la en que ocurra la vacante, pre-
firiendo siempre la antigiiedad en
igualdad de circunstancias.

22. Cuando el empleo vacante
sea de aquellos que requicren la pre-
sentacion de fianzas, y el empleado 4
quien por su antigiiedad y demas cua-
lidades corresponda ser propuesto
para él manifestase no poder darlas,
la propuesta se hara en el siguiente
de la escala que se halle en disposi-
cion de afianzar completamente la
responsabilidad del destino, sin que
esta postergacion sea trascendental 4
la opcion de los demas empleos que
no exijan fianzas.

23. Lo prevenido en el articulo
anterior sera tambien aplicable 4 los
casos en que el empleo vacante re-
quiera conocimientos facultativos, en
los cuales serd propuesto el emplea-
do que los tenga, y se halle mas in-
mediato en la escala. Tendreis lo en-
tendido, y dispondreis o necesario 4
su puntual cumplimiento—Dado en
el Real Sitio del Pardo 4 7 de Febre-
ro de 1827.—A don Luis Lopez Ba-
llesteros.
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atenderi 4 la indole, importancia y
trascendencia de los cargos con suel-
do del Erario, ya se desempefien sus
funciones en la Administracion cen-
tral 6 en la provincial.

Art. 4 Los empleados de cada
categoria, tendran los mismos hono-
res y consideraciones aunque disfru-
ten sueldos diferentes.

Art. 5° Los empleados de las
cuatro primeras categorias podran ser
jubilados por imposibilidad absoluta
de servir, aunque hayan entrado en
los empleos despues de la publica-
cion de la ley de presupuestos de
1845

Los que se hallen en este dltimo
caso, no tendrin derecho 4 sueldo de
cesantia con arreglo 4 la misma ley,
pero disfrutarin las consideraciones
de los empleos en que cesaren.

Al tiempo de conceder la jubila-
cion, se podri conceder tambien al
jubilado, como recompensa de los
buenos servicios y merecimientos, los
honores de la categoria superior in-
mediata, con exencién del pago de
media anata.

Art. 6° Los comprendidos en la
5. categorfa, y los subalternos 6 de-
pendientes, no tendrén opcion a suel-
do de cesantia 6 jubilacion, ni 4 pen-
sion de monte pio sus familias, salvo
los derechos adquiridos; pero se abo-
narén para cesantfa y jubilacion los
afios servidos en cargos correspon-
dientes 4 dicha 5.* categotia.

Art. 7 Los funcionarios de la 1.
categoria tendrin el mismo trata-
miento que los Consejeros Reales, y
el de Sefioria los de la 2., salvo el su-
perior que por otros conceptos per-
sonales pueda corresponderles.

Sin embargo, el funcionario de ma-
yor gerarquia no dara al inferior en
sus relaciones oficiales tratamiento
superior al que el mismo tenga por
razén de sus funciones 6 por otro
concepto.

Art. 8 Los empleados de la 1
categorfa usardn el uniforme de los
Ministros del extinguido Consejo de
Hacienda; los de la 2. el correspon-
diente 4 oficiales de las Secretarias del
Despacho que eran al propio tiempo
Secretarios con ejercicio de decretos;
los de la 3.* el de meros oficiales de
las propias secretarfas del Despacho;
los de la 4.* el de oficiales de Archivo
de los Ministerios; los de la 5.* cate-
goria y los subalternos, no usaran de
uniforme alguno, excepto aquellos
que por su servicio especial les esté
sefialado.

Los empleados actuales podrin
usar el uniforme que hoy tienen
mientras no pasen 4 categoria su-
perior.

Art. 9 Los empleados de la pri-
mera categoria disfrutaran al menos
50,000 ts. de sueldo.

Los de la segunda tendran 40,000,
35,000, 30,000 y 26,000.

Los de la tercera, 24,000, 20,000 y
16,000.

Los de la cuarta 14,000, 12,000,
10,000, 8,000 y 6,000.

Y los de la quinta 5,000, 4,000 y
3,000.

Los sueldos de los subalternos no
quedaran sujetos 4 escala determina-
da, mediante que 4 esta clase deben
corresponder todos aquellos que con
diferentes denominaciones solo pres-
ten un servicio material, cualquiera
que sea la asignacion 6 premio que se
les sefiale.

Art. 10. Todas las dependencias
de la Administracion activa se regla-
mentarédn con sujecion 4 la escala de
sueldos contenida en el articulo ante-
rior, cuidando al verificarlo de que
ninguno de los empleados actuales
descienda del sueldo que en el dia
goce, y de que tampoco se excedan
los créditos que en el presupuesto
tengan asignado las mismas depen-
dencias.
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récter, reunan, 4 cualidades superio-
res, instruccion mas vasta y escogida.

Para aspirar 4 la categoria de Jefe
de negociado, se exige haber practi-
cado scis afios, por lo menos, en las
clases inferiores con buenas notas. In-
trodicese, sin embargo una excep-
cion en favor que se hallen investidos
con los grados académicos de docto-
res 6 licenciados, G otro titulo ¢ di
ploma anilogo de capacidad, porque
4 proporcion que los destinos van
creciendo en importancia, la capaci-
dad y la ciencia sc van haciendo mas
necesarias que la practica minuciosa
de las oficinas. Por eso tambien las
plazas de las dos primeras categorias
que e establecen, podran en ciertos
casos conferirse al talento y mérito
sobresalientes, pues por conveniente
que sea en general acreditar por el
tiempo la suficiencia, seria indiscul-
pable estorbar al genio los medios de
abrirse paso y colocarse donde su in-
clinacion le lleve, y la publica utilidad
lo reclama.

Con arreglo 4 estos principios se
confieren tambien los ascensos de-
biendo proveerse dos terceras partes
de las vacantes por rigorosa antigiic-
dad, y la tercera restante por elec-
cion. Asi en los ascensos, como en los
ingresos, se establecen tales formali-
dades y condiciones, que no serd fa-
cil que falseando los principios que
sirven de base 4 esta reforma, el fa-
vor arrebate su lugar al mérito, y laig-
norancia se sobreponga al saber.

La reserva que se hace de cierto
niimero de empleos en la Peninsula 4
los naturales de Ultramar, tan espa-
fioles y leales 4 su patria como los na-
cidos en Castilla, es una disposicion
cuya justicia y conveniencia no nece-
sita el Gobierno encaracer 4 la recti-
tud y penetracion de V. M.

Concluye por fin Sefiora, este pro-
yecto de decreto con la prescripcion

de ciertas reglas para el abono de
sueldos que fijen con claridad los de-
rechos de los empleados, evitando
abusos que, con perjuicio de los inte-
reses del Estado, se han experimen-
tado hasta ahora, y con la de aquellas
disposiciones de transicion que supo-
ne y lleva consigo el establecimiento
de toda reforma.

Dignese, por tanto, V. M. dispen-
sar su Real aprobacion al adjunto
proyecto de decreto que, con acuer-
do del Consejo de Ministros, tengo la
honra de presentar 4 V. M.

Madrid 18 de junio de 1852.—Se-
fiora—A L. R. P. de V. M—Juan
Bravo Murillo.

REAL DECRETO

Conformandome con lo que, de
acuerdo con el parecer del Consejo
de Ministros, me ha propuesto su
Presidente, vengo a decretar:

Articulo 1 Los empleados de la
Administracion activa del Estado, sal-
vas las excepciones que se expresardn
después, se dividiran en las categorias
siguientes:

1+ Jefes superiores.

2 Jefes de Administracion.

3. Jefes de negociado.

4+ Oficiales.

5. Aspirantes 4 oficial.

Los subalternos no tienen el caric-
ter de empleados piblicos para los
efectos de este decreto, salvos los de-
rechos adquiridos.

Art. 2 La clasificacion de las ca-
tegorias se hard por Ministerios, y en
cada uno de estos por ramos, unien-
do los que sean de una misma indole
y naturaleza, y scparando los que no
tengan entre si la conveniente rela-
cion 6 analogia.

Art. 3.2 Para colocar 4 los em-
pleados en la categoria respectiva, se
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otro titulo 6 diploma anilogo de
capacidad.

Art. 22. Para ingresar en cual-
quiera de las dos categorias ptimeras
se necesita haber servido al menos
cuatro afios en la inferior inmediata.

Art. 23, Sin embargo, por mérito
sobresaliente, servicios y circunstan-
cias extraordinarias 6 servicios emi-
nentes, podrén ser promovidos 4 la
categoria inmediata hasta una tercera
parte de los empleados de clla, aun-
que no tengan el tiempo de servicio
que se prefija en los dos articulos
precedentes.

Art.24.  Los empleos de la prime-
ra y segunda categoria se conferirin
siempre por eleccion; y los de la ter-
cera y cuarta, dindose dos terceras
partes 4 la eleccion y una 4 la an-
tigiiedad.

Art. 25.  En las categorias en que
pueda hacerse sin inconveniente para
el servicio publico, se scfialara un de-
terminado nimero de plazas de in-
greso, que se conferiran precisamen-
te 4 militares de la correspondiente
graduacién y aptitud.

Art. 26.  También se destinard en
cada clase de las subalternas el con-
veniente nimero de plazas para sar-
gentos, cabos y soldados licenciados
que hayan servido con buena nota.

Art. 27. En cada categoria del
respectivo ramo se optara al sueldo
superior de la misma entre los que
disfruten el inferior inmediato: 1.
Por 6rden de rigorosa antigiiedad. 2.
Por eleccion. De cada tres vacantes
se dardn dos 4 la antigiiedad y una 4
la eleccion.

De seis vacantes correspondientes
4 la eleccion, dos al menos, se pro-
veerin en cesantes, mientras los haya
calificados de aptos para el servicio,
prefiriéndose en igualdad de circuns-
tancias 4 los que disfruten sueldo de
cesantia 6 pension del Estado.

Art. 28. De la misma manera se
destinard en las diversas carreras el
conveniente nimero de empleos para
naturales de las provincias de Ultra-
mar adornados de las circunstancias
apetecidas, cuyas circunstancias y
merecimientos seran calificados pré-
viamente por el Consejo de Ultramar.

Art. 29. Los ascensos y los nom-
bramientos para empleos de todas las
categorias se publicardn en la Gaceta
6 en los Boletines oficiales del respec-
tivo Ministerio 6 provincia, con una
ligera reseiia dc las circunstancias de
los nombrados, expresando en su
caso si el turno corresponde a la an-
tigiiedad 6 4 la eleccion.

Art. 30. Se publicari asimismo
anualmente en los Boletines el esca-
lafon de todas las categorias y ramos,
y los nombres de los sujetos que ha-
yan sido aprobados en los examenes
para aspirantes y en las oposiciones
para oficiales, expresando su respec-
tiva censura.

Art.31. Se pasari tambien anual-
mente 4 los respectivos Ministerios,
por la Presidencia del Consejo de Mi-
nistros, nota de los sujetos calificados
por el Consejo de Ultramar para los
empleos que con arreglo al art. 28
han de conferirse necesariamente &
los naturales de aquellos paiscs.

Art.32. Para que pueda cumplir-
se lo dispuesto en los arts. 25 y 26 s¢
pasaré por el Ministerios de la Guerra
i los demds 4 que corresponda, al
principio de cada afio, nota de los mi-
litares que reunan las circunstancias
para los cargos destinados exclusiva-
mente 4 dichas clases por este de-
creto.

Art. 33. A fin de que se descar-
guc el trabajo de los Consejos Real y
provinciales, sometiendo nicamente
4 su dictdmen los negocios graves,
cuya resolucion no pueda dictarse
conforme 4 las leyes y reglamentos sin
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Art. 11.  El nombramiento para
empleos de las dos primeras catego-
rias se hard por Real decreto, y para
los de las otras dos siguicntes por
Real. 6rden. Los empleados de la
quinta categoria y los subalternos se-
rin nombrados por los respectivos
Jefes.

Art. 12. En todas las categorias
se ingresara por el sueldo inferior a
ellas.

Art. 13. Para ser aspirante 4 ofi-
cial con sueldo 6 sin €l se requiere,
ademds de las otras cualidades y ci
cunstancias que exija la indole parti-
cular de las respectivas funciones:

1* Tener diez y seis afios cum-
plidos.

2 Acreditar buena conducta
moral.

3.+ Tener titulo académico 6 di-
ploma que presuponga estudios, y la
conveniente preparacion, 6 haber ob-
tenido calificacion favorable en exd-
men piblico.

Art. 14. Los exdmenes se verifi-
cardn en la Cérte y en las provincias
ante las personas que designen los re-
glamentos de cada Ministerio.

Art. 15, Todos los afios se sefia-
lara por los Ministerios la época en
que ban de celebrarse los exdmenes,
anunciindose con la anticipacion
conveniente en la Gaceta y en el Bo-
letin oficial.

Art, 16. Las calificaciones scran:

Aprobado por unanimidad con
mérito sobresaliente.

Aprobado por unanimidad.

Aprobado por mayoria.

Reprobado.

La votacién se verificara por pa-
peletas.

Art. 17. Se formaré una lista de
los examinados para las plazas de as-
pirantes que hubieren obtenido nota
de aprobados por unanimidad con
mérito sobresaliente; otra de los que

lo hubieren sido por unanimidad, y
otra de los que lo fueren por mayo-
tia. En igualdad de circunstancias se-
rén preferidos los que hayan obteni-
do mejor censura, los que disfruten
sueldo 6 pension del Estado, y los
que hayan servido con buena nota en
el Ejército 6 Armada.

Art. 18.  Los aprobados para pla-
7as de aspirantes, 4 quienes no se pu-
diere colocar por no haber vacante,
podrén servir temporalmente sin
sueldo en las oficinas, si asi lo solici-
taren. En este caso se les computard
el tiempo que sirvan de esta manera
como de servicio efectivo para los
adelantos de su carrera, y en ellos de-
beran proveerse necesariamente las
primeras vacantes, si no desmerecie-
ren por su conducta.

Art. 19. Las plazas de oficial en
su primer ingreso se proveerdn por
oposicion, y para ser admitido 4 ella
seré preciso que e interesado haya
sido aprobado de aspirante, 6 que
haya obtenido titulo 6 diploma de ca-
pacidad, con arreglo al pérrafo 3.° del
art. 13.

Sin embargo, podra conferirse &
estos tiltimos, 4 los aspirantes y 4 los
auxiliares que tengan la conveniente
aptitud, sin previa oposicion, hasta la
tercera parte de las vacantes de esta
categoria

Art. 20. Las oposiciones seran
publicas, y los ejercicios versarin
acerca de las materias que se expre-
sen en el respectivo programa y edic-
to convocatorio.

Are.21. Para ingresar en la terce-
ra categoria se necesita tener cual-
quiera de las circunstancias siguien-
tes:

1.+ Contar al menos seis afios de
servicio con buena nota en las cate-
gorias de aspirante y oficial, y de ellos
dos al menos en esta dltima.

2 Tener el grado de licenciado
6 doctor en cualquiera facultad, G
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hasta la sentencia, sin derecho, aun
cuando esta fuere absolutoria, 4 re-
clamar del Tesoro piblico otros abo-
nos.
Art. 41, Los empleados de la Ad-
ministracion piiblica contraen la obli-
gacion de servir sus destinos en cual-
quicr punto que se les sefiale de la Pe-
nnsula € islas adyacentes, siempre
que no desciendan de clase ni se les
exija aumento de fianza.

Si algun empleado, que por corres-
ponderle obtuviere ascenso, alegare
causa fundada para no trasladarse de
un punto 4 otro, podré el Gobierno
atender 4 las razones que exponga,
conservandole en la clase en que es-
tuviere y confiriendo el ascenso al
que le siga en la escala.

Art. 42 Las sentencias absoluto-
rias de los Tribunales en causas cri-
minales, formadas 4 los empleados,
no les confieren derecho 4 reposicion
en sus destinos.

Are. 43, Ningun empleado tiene
derecho 4 exigir la manifestacion de
los documentos que hayan motivado
su separacion, suspension 6 trasla-
cion, ni tampoco 4 pedir formacion
de causa, cuando estas medidas no
tuvieren otro cardcter que el admi-
nistrativo.

Art. 44. Las disposiciones del
presente decreto, que principiaran 4
regir el 1 de Octubre de este afio, no
son aplicables por regla general:

1= Alos Consejeros y demds fun-
cionarios de la Administracion con-
sultiva.

2* A los Gobernadores de pro-
vincia.

32 A los empleados de la carrera
diplomitica fuera de Espaia.

4 A los Magistrados, Jueces, mi-
nisterio fiscal y otros funcionarios del
6rden judicial que estén en condicio-
nes especiales.

5 Al profesorado.

62 A los ingenieros civiles y de
minas.

7 Ala carrera de las armas, 4 las
oficinas militares del Ejército y Arma-
da, mientras estas tengan su actual
organizacion.

8° A las demis carreras cuyos
empleados tengan condiciones espe-
ciales por las cuales se distingan esen-
cialmente de la Administracion ac-
tiva.

Art. 45. Por cada Ministerio se
me propondré 4 la mayor brevedad
cl oportuno reglamento especial para
la ejecucion de este decreto, aplican-
do las reglas que contiene  las ofici-
nas y dependencias de sus respecti-
vos ramos, introduciendo en caso ne-
cesario las variaciones accidentales
que la indole privativa de aquellos re-
clame, sin alterar el sistema funda-
mental, debiendo aplicarse tambien 4
las clases de que trata el articulo an-
terior todo lo que no ofrezca grave in-
conveniente y contribuya 4 dar 4 la
Administracion la debida homoge-
neidad.

Dado en Aranjuez 4 18 de Junio de
1852.—Esté rubricado de la Real ma-
no.—El Presidente del Consejo de
Ministros, Juan Bravo Murillo.
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prévia audiencia de dichos Cuerpos,
se establecerd un Consejo 6 Junta de
Jefes en cada Ministerio y oficina ge-
neral y provincial, compuesta segun
se estime mas conveniente en el re-
glamentos de los respectivos Ministe-
rios. Corresponderd 4 estas Juntas o
Consejos: 1.+ Ejercer funciones disci-
plinarias sobre los empleados de su
respectiva oficina y dependencias. 2."
Calificar el mérito, servicio y circuns-
tancias de los empleados y subalter-
nos de las mismas. 3. Hacer las pro-
puestas para los empleos que se de-
signen en dichos reglamentos. 4.*
Formar las hojas de servicio y los es-
calafones de los empleados. 5.* Dar
su dictamen en todos los negocios en
que el Jefe de la respectiva oficina es-
time conveniente oir 4 la Junta.

Art. 34, Las correcciones que po-
drén imponer las Juntas 4 los emplea-
dos, seran: 1.+ Represion privada por
el respectivo superior jerirquico. 2.
Suspension de empleo y sueldo,
cuando se proponga la serparacion.
3.+ Privacion de sueldo hasta dos
meses.

Are. 35, El derecho 4 percibir el
sueldo de un destino, se adquiere con
la toma de posesion.

En los ascensos de las oficinas se
entiende tomada la posesion el dia en
que el Jefe comunica la 6rden al
interesado.

Art. 36. El empleado disfrutard
el sueldo del destino anterior hasta
que tome posesion del nuevo; mas si
excediere el plazo sefalado al efecto,
perderé todo derecho 4 sueldo desde
que cesé en el primero, aun cuando
obtenga Real habilitacion para lo su-
cesivo.

Art. 37. Los empleados en desti-
no de residencia fija que sin salir de
ella fueren nombrados para servir en
comision otro destino de sueldo su-
perior, disfrutarin de este durante su
desempefio.

Art. 38. Cuando un empleado
sea nombrado para servir en comi-
sion un destino que se halle fucra de
su residencia fija, disfrutard desde el
dia de su salida hasta el de su regre-
50, ambos inclusive, el de su propio
empleo y una cuarta parte mas.

Si la comision no fuere para punto
determinado, 6 exigiere un largo via-
je, cuyos gastos no puedan cubrirse
con aquella asignacion, se sefialard de
Real 6rden la cantidad que por in-
demnizacion deba satisfacérsele.

En ningun caso se abonaré aumen-
to de sueldo por comisiones no auto-
rizadas expresamente por Reales 6r-
denes.

Art. 39. A los que disfrutaren li-
cencia concedida por la Autoridad
competente, y por causa de enferme-
dad suficientemente justificada, se les
abonari el sueldo por entero; y si ob-
tuvieren prérroga por la licencia, no
gozarin durante ella mas que medio
sueldo, y ninguno en la prérroga.

Cuando por razon de salud se usa-
re de mas de tres meses de licencia,
y de cuarenta y cinco dias por cual-
quicra otra causa, no se contari el ex-
ceso por tiempo de servicio para ce-
santias y jubilaciones.

Dentro de un afio no se concede-
rén licencias por mas plazos de tres
meses, la mitad de primera conce-
sion, y la otra mitad de prérroga, 4
no ser por causa de salud.

Art. 40. El empleado suspenso
del ejercicio de su destino por provi-
dencia administrativa, disfrutaréd de
medio sueldo.

Si 4 la suspension acompaharen
procedimientos judiciales por alcan-
ces 6 malversacion de cfectos 6 cau-
sales piblicos, no se hard abono de
sueldo alguno al encausado. Si el en-
causamiento fuere por efecto de otros
delitos, gozaré el empleado del suel-
do que como cesante le corresponda
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Real decreto de 18 de Junio de 1852, fijando las bases que

han de observarse para e

greso y ascenso en todos los em-

pleos de la Administracion activa del Estado (Gaceta de
Madrid, ntm. 6.572, de 20 de junio de 1852)

Sefiora: Facultad es del Trono, se-
gun el art. 45 de la ley fundamental
de la Monarquia, el nombramiento
de los funcionarios de la Administra-
cion, facultad que es precisa conse-
cuencia de las atribuciones que ya le
confiere el art. 43 para ejecutar las le-
yes y mantener el 6rden piiblico, pues
si ha de ejercelas cumplidamente, ne-
cesita empleados de su confianza,
toda vez que sin ellos no fuera justo
hacer pesar sobre el Gobierno en la
mayor parte de los casos, ni la res-
ponsabilidad moral que exige la opi-
nion, ni la material que impone el
art. 42 de la Constitucion del Reino.

Ni V. M., ni sus Ministros, repu-
tan la facultad de nombrar los em-
pleados como un derecho estableci-
do para su particular conveniencia,
sino que lo consideran, por el contra.
rio, como un deber de dificil cumpli-
miento que obliga 4 buscar cuidado-
samente las personas mas 4 propési-
to para el desempeio de los cargos
publicos.

Para regularizar cual conviene el
ejercicio de esta facultad, urge fijar
definitivamente las bases generales,
segun las que han de verificarse el in-
greso y los ascensos en todos los ser-
vicios de la Administracion activa del
Estado.

El Gobierno desea que esta refor-
ma sca objeto de ley, y al efecto ha
consultado al Consejo Real; pero juz-
ga que entre tanto conviene estable-
cer ciertas reglas generales que, estan-
do dentro de los limites del poder eje-
cutivo llenan provisionalmente los fi-

nes que se propone alcanzar, y que
cada Ministerio aplicara en su ramo,
prévia la aprobacion de V. M., y con
arreglo 4 la indole especial de sus
dependencias.

Tal pensamiento, Sefiora, ha pre-
cedido al proyecto de decreto que
hoy el Gobierno, tiene la honra de
proponer 4 la alta aprobacion de V.

Interesa ante todas las cosas al
buen 6rden y disciplina de fos em-
pleados, clasificarlos de una manera
terminante y clara. Asf, cada cual
sabe el lugar que ocupa en la escala
administrativa, los derechos que estd
llamado 4 disfrutar, y los deberes que
esté encargado de cumplir.

Una deplorable experiencia ha ve-
nido 4 demostrar que el no exigir re-
quisitos y condiciones necesarias para
la entrada en la carrera de la Admi-
nistracion, equivalia 4 constituir los
destinos en patrimonio del favor, y &
convertir por otra parte la practica en
ciega rutina.

Los que en lo sucesivo hayan de
ser admitidos en la clase de aspiran-
tes, plantel de la carrera administra-
tiva, habrn de poseer las cualidades
y conocimientos propios de una es-
merada educacion elemental, y 4 mas
los especiales al servicio que tratan de
emprender

La categoria de oficial es la inme-
diata que se establece en la escala de
los funcionarios de la Administracion
activa, Ya ella requiere mayor y mas
probada aptitud. Por esto es preciso
que los que deseen adquirir este ca-





